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Presentación

Esta publicación reúne 66 artículos aparecidos en los últimos seis años (2010-2015) en La Revista Agraria. Todas 
ellas tratan, desde diferentes ángulos, la problemática alimentaria en el Perú y las políticas orientadas a garantizar la 
seguridad alimentaria. A lo largo de estos años, que cubren gran parte del período de gobierno de Ollanta Humala, 
la incidencia de desnutrición infantil continuó en descenso, en parte gracias a que se renovaron los programas de 
asistencia alimentaria y sus presupuestos fueron incrementados y gestionados por un nuevo Ministerio de Desarrollo 
e Inclusión Social (Midis). Se promulgó la Ley de Promoción de la Alimentación Saludable para Niños, Niñas y 
Adolescentes, se oficializó una nueva Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional y está a la espe-
ra, en el Congreso, la aprobación del proyecto de Ley de Seguridad Alimentaria y Nutricional. La producción y la 
exportación de la quinua, grano de origen andino, se incrementaron notablemente, promovidos por la declaración 
por las Naciones Unidas de 2013 como Año Internacional de la Quinua. Asimismo, se creó el Frente Parlamentario 
contra el Hambre, que en noviembre de 2015 fue anfitrión del VI Foro de Frentes Parlamentarios contra el Hambre 
de América Latina y el Caribe.

A pesar de estos hechos, mucho queda aún por hacer. No es improbable que la reducción de la desnutrición se 
detenga o se revierta ante un panorama económico complicado. De hecho, la anemia ha repuntado recientemente. 
El sobrepeso y la obesidad, que favorecen el desarrollo de enfermedades no transmisibles, aqueja a un creciente 
porcentaje de niños, niñas, jóvenes y mujeres, sobre todo. La resistencia de intereses de la industria alimentaria y la 
debilidad de los entes estatales concernidos han contribuido a la parálisis de la implementación de las normas que 
promueven la buena alimentación. El propio Congreso estuvo distraído en asuntos de escasa importancia para el país 
y, particularmente, para los segmentos con menos recursos.

En fin, todos estos son temas abordados en los artículos que La Revista Agraria, publicación mensual del CEPES, pone 
a disposición de los lectores como una forma de contribuir a que materia de tanta importancia para la población sea 
asumida con más interés y compromiso por la sociedad civil y, sobre todo, por los poderes públicos.

Fernando Eguren
La Revista Agraria. Lima, junio de 2016
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Editorial

El Perú: anfitrión de evento internacional sobre 
el derecho a la alimentación

Fernando Eguren Director
LRA N° 178, octubre 2015

A los pocos días de la culminación de la reunión de gobernadores del Fondo Monetario Internacional y del Banco 
Mundial —que permitió que el presidente Ollanta Humala exhibiese una solvencia a la que no estamos acostum-
brados en sus apariciones públicas—, se realizará en Lima otro importante evento internacional que congregará a 
países de la región latinoamericana y caribeña, que tratará un tema de suma relevancia: el derecho a la alimentación.

Parlamentarios de una veintena de países de la región se reunirán en nuestra capital para evaluar los avances realiza-
dos en este campo, intercambiar información y experiencias —también participarán representantes de países asiáti-
cos y africanos— y decidir cómo avanzar, por medio de la legislación, en la consolidación de este derecho. 

En varios países de la región hay una legislación sobre seguridad alimentaria y derecho a la alimentación más avanza-
da que la peruana. Pero, al igual que en nuestro país, suele existir una brecha entre lo que dicen las leyes y su imple-
mentación. En el Perú, el actual gobierno ha dado importantes normas sobre el tema; por ejemplo: la Ley 30021, de 
Promoción de la Alimentación Saludable para Niños, Niñas y Adolescentes, y la Estrategia Nacional de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional 2015-2021. Sin embargo, como LRA lo ha reiterado con insistencia, la primera aún no 
se aplica por falta de reglamento (demorado por la oposición de la industria alimentaria y la falta de coraje de los 
funcionarios responsables de hacerlo) y la Estrategia no está respaldada por una real voluntad política. 

Alrededor del tema alimentario hay dos conceptos distintos que dan sustento a políticas diferentes: seguridad alimen-
taria y soberanía alimentaria1. Este último parte de una perspectiva desde la economía política: toma en consideración 
a los actores que intervienen en el sistema alimentario global, en particular las transnacionales de la alimentación, de 
las semillas y de los insumos para la agricultura. Estos actores, que controlan gran parte del sistema alimentario, serían 
los que realmente obstaculizan la posibilidad de que toda la población del mundo, independientemente de sus niveles 
de ingreso, pueda acceder a alimentos saludables. Por lo demás, los acuerdos comerciales bilaterales y multilaterales 
impedirían que los Estados sean realmente soberanos en la definición de políticas en una materia tan importante 
como la alimentación. Ahora bien, lograr la soberanía alimentaria es un objetivo esquivo, como lo muestran aquellos 
países que la han incorporado en la legislación, pero que no encuentran las condiciones políticas, sociales ni econó-
micas para implementarla. 

El Foro nos mostrará si los congresistas latinoamericanos están dispuestos a ir más allá de discursos epidérmicos y 
buenos deseos, decididos a asumir que el tema alimentario es también un tema muy político.

Notas

1	 Ver las diferencias entre «seguridad» y «soberanía» alimentaria en LRA 94, de abril de 2008. <http://bit.ly/1GyHlUg>.
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Es urgente que el actual y los futuros gobiernos
prioricen la seguridad alimentaria del país.

Políticas agrarias y de alimentación: deben ir de la mano 

Ana María Acevedo Tovar1

LRA N° 178, setiembre 2015

A partir de 2008, luego de la crisis alimentaria global, el contexto internacional de la seguridad alimentaria se ca-
racteriza por diversos factores: a) volatilidad de los precios de los commodities agrícolas; b) mayor presión por bio-
combustibles; c) mayor frecuencia e intensidad de fenómenos climatológicos adversos causados por el calentamiento 
global; y d) tratados comerciales internacionales que ponen en riesgo la seguridad alimentaria de los países en vías de 
desarrollo e importadores netos de alimentos. 

Ante ello, diversos organismos internacionales llaman la atención acerca de la necesidad de fomentar la produc-
ción de alimentos nacionales a fin de garantizar la seguridad alimentaria. Fue así como la agricultura familiar y la 
ampliación de tierras destinadas a la producción de alimentos empezaron a colocarse en la agenda pública, teniendo 
en cuenta el crecimiento de la población y, en consecuencia, la mayor demanda de alimentos en el futuro cercano. 

Sin embargo, en el Perú, los lineamientos de la política agraria del Ministerio de Agricultura y Riego (Minagri) no 
incorporan la producción de alimentos nacionales. Cabe preguntarse, entonces: ¿la seguridad alimentaria del país 
se hipotecará a las importaciones de alimentos?, ¿los ingresos provenientes de las agroexportaciones chorrearán a 
los pequeños productores?, ¿el Perú podrá sostener por muchos años más los programas sociales para disminuir la 
pobreza rural? En parte, la historia de la seguridad alimentaria en el Perú explicaría esta actual posición que nuestros 
gobernantes asumen sobre el tema. 

La evolución del concepto de seguridad alimentaria 

Desde los años ochenta, el Estado peruano fue abandonando las políticas de promoción de la agricultura familiar, 
la principal productora de alimentos. Las autoridades argumentaban que las razones para ello se basaban en su baja 
competitividad, sin valorar su importancia en la producción de alimentos (70 %) y su participación en la población 
económicamente activa (PEA) (cerca del 30 %). 

El propio expresidente Alan García dejaba en evidencia estos argumentos: «El Perú no es un país agrario», sino «esen-
cialmente minero». Para tener seguridad alimentaria («idea que ya no sirve en el mundo», según él), «más importante 
que la producción interna de alimentos es tener recursos para importar alimentos», afirmaba.

Ante ello, los últimos gobiernos han optado por varias decisiones: a) la importación de alimentos baratos; b) el 
impulso a la agroexportación de productos tradicionales y no tradicionales, con mayores ventajas para su inserción 
en los mercados internacionales; y c) la ausencia del rol promotor del Estado en la mejora de la producción de la 
agricultura familiar. El resultado de estas políticas ha acentuado los crecientes niveles de pobreza y desnutrición en 
la población rural.

Los programas sociales y de ayuda alimentaria no reemplazan la seguridad alimentaria 

Para enfrentar la pobreza y la desnutrición, las autoridades desarrollaron programas asistenciales, sobre todo dirigidos 
a la población rural. En los gobiernos de Alberto Fujimori, Alejandro Toledo y Alan García (el primero y el segundo), 
la ayuda alimentaria se convirtió en un instrumento de política para paliar los efectos de la crisis económica y luego 
permaneció como política de Estado, especialmente diseñada para las personas empobrecidas. Incluir para Crecer 
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se convierte en el eje de la política del gobierno de Ollanta Humala, con once programas sociales focalizados en las 
zonas rurales de mayor pobreza. Las familias productoras de alimentos han sido y son, hasta ahora, sus principales 
beneficiarios. 

Sin embargo, estos programas no han transitado hacia una inclusión de dichas familias en el desarrollo económico 
del país. Los programas productivos son insuficientes y cuentan con un bajo presupuesto, si los comparamos con los 
de corte social. Por ejemplo, Haku Wiñay tiene un presupuesto anual de S/. 215 millones, y Mi Riego gestionará 
S/. 450 millones en 2016, mientras que los once programas sociales cuentan con un presupuesto de S/. 5,360 millones 
para el mismo año. La diferencia es grande. 

A pesar de ello, los perceptores de hogar con mayor pobreza son aquellos que dependen de la minería, la agricultura y 
la pesca y representan en conjunto el 54.3 % de pobres respecto al total de la PEA ocupada2. La ausencia de políticas 
públicas que reviertan esta situación se ve reflejada cuando observamos que los agricultores que recibieron asistencia 
técnica y solicitaron crédito ascienden solo a un 11 % y 8 %, respectivamente3. El porcentaje de productores agrope-
cuarios que han sido capacitados en las nuevas tecnologías agrarias, entre los años 2008-2010, en el ámbito nacional, 
ha sido de solo 3.8 % del total4. A ello hay que sumar la actual tendencia a la concentración de la propiedad de la 
tierra por empresas agroindustriales y el incremento del minifundio, los cuales inciden en la inseguridad alimentaria 
de miles de familias rurales. 

No es de extrañar, entonces, que los hijos menores de cinco años de las familias productoras de alimentos sean los 
que afrontan el mayor riesgo de padecer hambre. A pesar de que el Perú ha cumplido con las metas propuestas por los 
Objetivos del Desarrollo del Milenio respecto a la disminución de la desnutrición crónica, esta persiste en más del 
50 % en los distritos rurales de Huancavelica, Huánuco, Apurímac, Ayacucho, Cajamarca y Loreto. 

La seguridad alimentaria y las políticas sociales 

El crecimiento del PBI durante los gobiernos de Toledo, García y Humala ha supuesto una bonanza económica y 
un mayor gasto fiscal que en gran medida ha sido orientado a programas sociales. El Presupuesto Público 2016 ha 
destinado S/. 5,360 millones a programas sociales, el cual creció en más de 6 % respecto al aprobado en 2015. Según 
el ministro de Economía y Finanzas, Alonso Segura, «entre el 2011 y el 2014, el crecimiento económico explicó, en 
promedio, el 63 por ciento de la reducción de la pobreza, en tanto que el 37 por ciento restante lo explicó el efecto 
redistributivo de las políticas sociales». 

Sin embargo, el estancamiento de la economía y la aparición del fenómeno de El Niño afectarán, sin duda, el efec-
to redistributivo de las políticas sociales, así como la producción y el acceso a los alimentos por los más pobres. El 
Perú viene incrementado la importación de alimentos para satisfacer la demanda interna5, siendo además un país 
vulnerable a las fluctuaciones de precios internacionales. Si bien la agroexportación compensa con creces la balanza 
comercial agropecuaria6 , el alza de precios de los alimentos de mayor consumo es una tendencia creciente que afecta 
la economía actual de los hogares peruanos. 

La seguridad alimentaria en el Congreso de la República 

En 2013, el dictamen de la Ley de Seguridad Alimentaria y Nutricional fue observado por la bancada fujimorista, y 
hasta el momento sigue archivado. De igual manera, a pesar de que el actual gobierno aprobó la Ley de Promoción 
de la Alimentación Saludable para Niños, Niñas y Adolescentes, hasta el momento no ha publicado su reglamento, 
lo que hace que esta ley no se aplique. 

Esperemos que la reciente aprobación de la Ley para la Promoción de la Agricultura Familiar suponga un cambio de 
orientación de la actual política agraria, tanto para el actual gobierno como para el que resultará electo el próximo 
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año. Se necesita observar la asignación de recursos presupuestales para el cumplimiento de su mandato y de las orien-
taciones de la política agraria; de lo contrario, podría quedar en letra muerta, como muchas leyes que no se cumplen. 

La realización del VI Foro del Frente Parlamentario Contra el Hambre (del 15 al 17 de noviembre) será propicia para 
analizar la pertinencia y sostenibilidad de nuestras políticas asistenciales frente a las políticas multisectoriales, con la 
finalidad de que fomenten la producción nacional de alimentos para nuestra seguridad alimentaria. 

Notas 

1 	 Socióloga. Experta en temas de seguridad alimentaria y nutricional. Coordinadora de proyectos en la ONG Fovida. 
2 	 «Pobreza y participación en la actividad económica, según ramas de actividad». En Perú: Perfil de la pobreza por dominios geográficos, 

2004-2013. INEI. Lima, 2014, p. 131. 
3 	 Fuente: Cenagro 2012 - INEI. 
4 	 Fuente: Encuesta Nacional de Programas Estratégicos. 
5 	 Se incrementaron, en 2013, en 9.2 % las importaciones de trigo y en 13.1 % las de maíz amarillo duro. Fuente: Boletín de febrero 

2014 - Sunat. 
6 	 Entre 1994 y 2014, el valor total de las exportaciones agrícolas pasó de USD 476 millones a USD 5,079 millones. El valor de las 

exportaciones de los productos agrícolas «tradicionales» se multiplicó por 3.4 veces, y por nueve veces el de los «no tradicionales».
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El rol estratégico del Parlamento sobre 
el derecho a la alimentación

Del 15 al 17 de noviembre se realizará en Lima el VI Foro del Frente Parlamentario contra el Hambre de 
América Latina y el Caribe

Alberto García de Romaña1

LRA N° 178, setiembre 2015

El Frente Parlamentario contra el Hambre de América Latina y el Caribe (FPH) y sus capítulos nacionales realizarán en 
Lima, del 15 al 17 de noviembre, su VI foro o reunión anual, con la asistencia de más de 60 congresistas, parlamentarios 
o asambleístas de 20 países de la región (Argentina, Barbados, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Chile, Ecuador, El 
Salvador, Guatemala, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, República Dominicana, Panamá, Paraguay, Santa Lucía, 
San Vicente y Granadinas, y Uruguay), así como parlamentarios de España, Asia (India, Nepal, Filipinas, Vietnam) y 
África (Angola, Camerún, Kenia, Mali, Mozambique, Níger, Santo Tomé y Príncipe, Sierra Leona y Togo). 

También se espera la presencia de representantes del Parlamento Latinoamericano (Parlatino), Parlamento Andino 
(Parlandino), Parlamento Centroamericano (Parlacen) y Parlamentarios y Parlamentarias por las Américas (ParlA-
mericas), así como de representantes de organizaciones de la sociedad civil, como la Reunión Especializada sobre 
Agricultura Familiar (REAF), Consumers International (CI) y la Coordinadora Latinoamericana y del Caribe de 
Pequeños Productores y Trabajadores de Comercio Justo (CLAC), y del Programa Regional de Seguridad Alimentaria 
y Nutricional para Centroamérica (Presanca).

Este VI Foro es organizado por el FPH, el Congreso de la República del Perú y la Organización de las Naciones Unidas 
para la Alimentación y la Agricultura (FAO), que actúa como Secretaria Técnica del FPH. 

Los objetivos parlamentarios sobre la seguridad alimentaria 

El Frente Parlamentario contra el Hambre de América Latina y el Caribe está conformado por integrantes de poderes 
legislativos nacionales, subnacionales y regionales, comprometidos con la lucha contra el hambre. Una de sus metas 
es lograr que la seguridad alimentaria sea un asunto estratégico de la actividad legislativa, promoviendo el estableci-
miento de una normativa favorable a la realización plena del derecho a la alimentación adecuada. 

Sus objetivos principales son: i) aglutinar los esfuerzos de los parlamentarios regionales, subregionales, nacionales y 
locales, y vincularlos con la sociedad civil; y ii) generar un intercambio de conocimientos, opiniones y experiencias 
nacionales y regionales en materias ligadas a la seguridad alimentaria, como la agricultura familiar, la alimentación 
escolar, la educación alimentaria y las políticas de protección social. 

Las líneas de trabajo que promueve el Frente Parlamentario contra el Hambre 

Una de las principales es fomentar el diálogo político para enfrentar el problema de la persistencia de inaceptables 
niveles de población subnutrida. De manera complementaria, promueve pactos sociales, basados en la inclusión y 
participación activa de todos los sectores de la sociedad, donde los foros anuales (como el que se va a realizar en 
Lima) se convierten en un espacio de encuentro para este propósito. 

Una segunda línea es la sensibilización sobre los problemas de seguridad alimentaria y nutricional que enfrentan la 
región y los países. Para ello, se aplica un enfoque transversal que involucra a diversas comisiones parlamentarias, como 
Derechos Humanos, Salud, Agricultura, Hacienda, Economía y Presupuesto, Desarrollo Social, Educación, entre otras. 

Por último, el Frente Parlamentario contra el Hambre trabaja sobre el tema de la inclusión y participación de la socie-
dad civil en la construcción de la normativa y la institucionalidad para la seguridad alimentaria como parte sustancial 
del trabajo parlamentario. 
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Desde su lanzamiento, en 2009, con apoyo de la Iniciativa América Latina y Caribe sin Hambre, se han creado 15 
frentes nacionales (incluyendo los últimos que se han conformado este año, en Panamá y en San Vicente y las Gra-
nadinas) y dos a nivel subregional (en el Parlatino y el Parlacen).

¿Qué se discutirá en la reunión parlamentaria en Lima? 

El objetivo principal del foro anual de Lima es fortalecer los compromisos parlamentarios para el desarrollo e im-
plementación de marcos legislativos tendientes a la realización progresiva del derecho a la alimentación adecuada, 
tomando en consideración los Objetivos de Desarrollo Sostenible.

El VI Foro profundizará el debate y reflexión en torno a los siguientes ejes temáticos: 

1) 	 Contribución del FPH a la implementación del Plan para la Seguridad Alimentaria, Nutrición y Erradicación 
del Hambre de la Celac 2025. Se busca analizar el contexto internacional y regional vinculado a la soberanía, 
seguridad alimentaria y nutricional, centrándose en el Plan para la SAN de la Celac, el que atribuye al Frente un 
rol clave en la implementación del «enfoque político» a nivel regional y en la conceptualización de la soberanía 
alimentaria desde la realidad legislativa y la experiencia desarrollada en los parlamentos nacionales. 

2) 	 Diálogo parlamentario entre el Frente y parlamentarios de Asia-Pacífico y África y otras regiones. Se pretende 
crear un espacio de diálogo estructurado entre los representantes de África y Asia que participen, en el marco de 
la colaboración de la Unión Interparlamentaria y la FAO (UIP-FAO) y los Frentes Parlamentarios, que permita 
fortalecer los procesos de intercambio y diálogo interregional, y vigorizar las relaciones para establecer un progra-
ma de trabajo conjunto entre la FAO-UIP y los Frentes durante el año 2016. 

3) 	 Construcción de compromiso y políticas que fortalezcan la aplicación del derecho a la alimentación adecuada y 
la soberanía y seguridad alimentaria y nutricional. Se ha considerado básico que los asambleístas del FPH tengan 
conocimiento de los diferentes elementos que son necesarios para garantizarlo, habiéndose identificado determi-
nadas temáticas: 

	 • Alimentación escolar para la lucha contra el hambre, la inseguridad alimentaria y la malnutrición. 
	 • Nuevos retos relacionados con la malnutrición por exceso. 
	 • La inversión pública en seguridad alimentaria y nutricional. El rol de los congresos para garantizar presupuestos 

adecuados. 

La metodología del VI Foro contempla el análisis y debate en torno a los ejes temáticos, con sesiones que compren-
derán conferencias y trabajos en grupo o mesas redondas, seguidos por sesiones plenarias. También se ha previsto la 
realización de sesiones abiertas al público. 

Para la elaboración y aprobación de la Declaratoria del VI Foro se analizarán los compromisos asumidos en foros an-
teriores y se evaluará la implementación de los planes de trabajo y los principales desafíos del Frente, y se consultarán 
a los asistentes los elementos que se incorporarán en la Declaratoria a fin de generar su mayor apropiación. 

Cabe resaltar la realización, en días previos, de un evento preparatorio del VI Foro, con participación de organiza-
ciones de la sociedad civil peruana, congresistas miembros del FPH y representantes del gobierno, que debatirán 
en torno a legislación de seguridad alimentaria y derecho a la alimentación; legislación sobre agricultura familiar; y 
alimentación saludable, alimentación escolar y nutrición. Las conclusiones deberán alimentar el debate y ayudar a 
construir consensos en la lucha contra el hambre. 

Nota 

1 	 Experto en temas de seguridad alimentaria y consultor de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimen-
tación (FAO) en el Perú.
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Asegurar el derecho a la alimentación:
más allá de las leyes y las declaraciones

En el Perú no hay una ley que se ocupe directamente de este derecho

Laureano del Castillo1

LRA N° 178, setiembre 2015

La Declaración Universal de Derechos Humanos reconoce a toda persona el derecho a un nivel de vida adecuado 
«que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación». De los instrumentos 
internacionales que se han ocupado de este tema, el de mayor trascendencia es el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (Pidesc), que impone una serie de obligaciones a los Estados. Precisamente, en su 
artículo 11 reconoce el derecho de «toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimen-
tación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia». De igual manera, 
agrega, como obligación de los Estados, el tomar medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho. 

Internacionalmente, es un derecho indispensable y de justicia social 

En 1996, la primera Cumbre Mundial sobre la Alimentación encargó al Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos definir de manera más precisa los derechos relacionados con la alimentación, mencio-
nados en el Pidesc. 

Esta iniciativa concluyó con la aprobación de la Observación General Nº 12, «El derecho a una alimentación ade-
cuada». Según este documento, el derecho a la alimentación adecuada «es indispensable para el disfrute de otros de-
rechos humanos consagrados en la Carta Internacional de Derechos Humanos. Es también inseparable de la justicia 
social, pues requiere la adopción de políticas económicas, ambientales y sociales adecuadas, en los planos nacional 
e internacional, orientadas a la erradicación de la pobreza y al disfrute de todos los derechos humanos por todos». 

La Observación General Nº15 también se refirió al derecho humano al agua, al afirmar que «el agua es necesaria 
para producir alimentos (el derecho a una alimentación adecuada) y para asegurar la higiene ambiental (el derecho 
a la salud). El agua es fundamental para procurarse medios de subsistencia (el derecho a ganarse la vida mediante un 
trabajo) y para disfrutar de determinadas prácticas culturales (el derecho a participar en la vida cultural)». De manera 
más precisa, el documento señaló «la importancia de garantizar un acceso sostenible a los recursos hídricos con fines 
agrícolas para el ejercicio del derecho a una alimentación adecuada». 

Hace pocos años, en 2004, la FAO aprobó las Directrices voluntarias en apoyo de la realización progresiva del derecho 
a una alimentación adecuada en el contexto de la seguridad alimentaria, más conocidas como las Directrices del derecho 
a la alimentación. El objetivo del documento es proporcionar orientación práctica a los Estados en sus esfuerzos por 
lograr la realización progresiva del derecho a una alimentación adecuada. Recientemente, en 2012, la FAO aprobó 
las llamadas Directrices voluntarias sobre la gobernanza responsable de la tenencia de la tierra, la pesca y los bosques 
en el contexto de la seguridad alimentaria nacional, que fueron ratificadas por el Comité de Seguridad Alimentaria 
Mundial. Los instrumentos internacionales mencionados, y otros más, fueron suscritos por nuestro país. Algunos de 
ellos son vinculantes y otros no, pero todos establecen obligaciones que el Estado debe respetar. 

Nuestra normativa interna 

En el Perú no hay una ley que se ocupe directamente del derecho a la alimentación y de la seguridad alimentaria. En 
2014, el Pleno del Congreso de la República aprobó la Ley de Seguridad Alimentaria y Nutricional, pero esta no se 
promulgó2, debido a lo cual se está tramitando un nuevo proyecto de ley sobre el tema. 
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Por otro lado, también existe la Ley de Inocuidad de los Alimentos (Decreto Legislativo 1062, de junio de 2008), cuyo 
objetivo es garantizar la higiene de los alimentos destinados al consumo humano, a fin de proteger la vida y la salud de 
las personas, a lo largo de toda la cadena alimentaria. El Código de Protección y Defensa del Consumidor, Ley 29571, 
también consagra el derecho a consumir alimentos inocuos y establece la obligación de que los alimentos lleven en 
su etiquetado la denominación que refleje su verdadera naturaleza. De tal manera, y de ser el caso, en la etiqueta 
se debe incluir la advertencia del porcentaje de grasas trans presente en el alimento y si este contiene componentes 
genéticamente modificados. 

La Ley de Promoción de la Alimentación Saludable para Niños, Niñas y Adolescentes, promulgada en 2013, busca 
reducir y eliminar las enfermedades vinculadas con el sobrepeso, la obesidad y las enfermedades crónicas no transmi-
sibles, mediante acciones de educación, fortalecimiento y fomento de la actividad física, implementación de quioscos 
y comedores saludables en las instituciones de educación básica. Hace unos meses, en 2015, se publicó uno de sus 
reglamentos, con los parámetros técnicos sobre los alimentos y bebidas procesados, referente al contenido de azúcar, 
sodio y grasas saturadas, pero aún no se ha aprobado el reglamento principal de la ley. Otro importante documento 
es la nueva Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional 2013-2021, que el gobierno aprobó en di-
ciembre de 2013. Su objetivo es «garantizar que la población logre satisfacer, en todo momento, sus requerimientos 
nutricionales». 

Tierras y aguas para la alimentación 

El Estado peruano tiene una serie de obligaciones para garantizar el derecho a la alimentación adecuada a todos los 
peruanos. Entre ellas, se requiere asegurar a los productores agropecuarios, en especial a los pequeños, el acceso y uso 
de los principales recursos para su producción. 

Pero este aspecto, lamentablemente, ha sido siempre desatendido por las autoridades. Hace unos años, la Ley de 
Reforma Agraria tenía como objetivo principal enfrentar la concentración de la tierra y establecer una estructura de 
propiedad más justa, por lo que no se ocupó de la seguridad alimentaria. Luego, la Ley General de Aguas tampoco se 
preocupó de que sus objetivos contemplaran la seguridad alimentaria, sino solamente el uso más eficiente del agua, 
buscando mejorar la producción y productividad agrarias. 

Años después, en la década de los noventa, la Ley 26505, más conocida como Ley de Tierras, consideró a la tierra 
como un activo más accesible para el mercado, pero sin preocuparse de poner límites a la concentración de tierras, un 
grave problema que afecta a la producción de alimentos, como hemos mostrado reiteradamente en LRA. Tampoco la 
Ley de Recursos Hídricos, promulgada hace pocos años, se ocupa del tema alimentario, porque principalmente está 
orientada a promover un uso más eficiente del agua. 

Como resulta evidente, además de las leyes, las declaraciones internacionales y las buenas intenciones, se requieren 
normas que reconozcan y permitan el acceso de los pequeños agricultores peruanos a estos recursos básicos que son 
fundamentales para la producción de los alimentos, tanto para garantizar su propio consumo como para abastecer las 
mesas de millones de hogares en el país. 

Notas 

1 	 Abogado. Director ejecutivo del Centro Peruano de Estudios Sociales (Cepes). 
2 	 En diciembre de 2013, el Congreso aprobó el dictamen del proyecto de Ley. Sin embargo, la congresista fujimorista Martha Chávez 

planteó dos reconsideraciones, que luego fueron declaradas improcedentes. Meses después, en junio de 2014, el proyecto fue archi-
vado por el Consejo Directivo del Congreso, sin haberse remitido la autógrafa al presidente de la República.
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Comercio internacional y seguridad alimentaria: 
El Perú aún busca el equilibrio

Las políticas gubernamentales siguen favoreciendo a los importadores de alimentos y perju-
dicando a los pequeños productores.

Armando Mendoza Nava1

LRA N° 178, setiembre 2015

Cuando se habla del comercio internacional de alimentos, lo primero que hay que reconocer es que se está ante un 
fenómeno de dimensiones colosales que, de la mano de la globalización, ha venido creciendo en forma exponencial. 
Así, en 2013, la exportación de alimentos en el mundo se aproximó a los USD 1’500,000 millones, lo que equivale a 
más de USD 200 por cada uno de los 7,000 millones de habitantes del planeta2. En el caso del Perú, esta expansión 
global también se ha reflejado en su comercio exterior, con las importaciones de alimentos quintuplicando su valor 
entre 2000 y 2013. 

En consecuencia, las importaciones han alcanzado un peso considerable en nuestra canasta alimentaria, tanto me-
diante el consumo directo como el indirecto, en la forma de insumos para la producción de alimentos (como el maíz 
amarillo duro para el sector avícola). Somos un país en donde casi un tercio de los cereales, cerca de la mitad de las 
leguminosas y más del 50 % de las grasas y aceites que consumimos provienen del exterior3. Estas cifras, que expresan 
con claridad nuestra dependencia de los alimentos importados, nos plantean la necesidad de establecer políticas de 
Estado en los ámbitos relevantes (alimentario, agrario y comercial), que reconozcan y encaren esta situación con 
realismo y amplitud de criterio. 

Las políticas solo favorecen al importador de alimentos 

Es importante señalar que la importación de alimentos no puede considerarse como una amenaza o un problema de 
por sí, sino más bien como una herramienta de política que es necesario saber manejar. En tanto se cuente con polí-
ticas bien pensadas que apunten a un adecuado equilibrio entre la promoción de la oferta interna y la satisfacción de 
la demanda, la importación de alimentos puede ser un elemento positivo que contribuya a la seguridad alimentaria. 
Sin embargo, en ausencia de reglas y mecanismos trasparentes y equitativos, la entrada irrestricta y desordenada de 
importaciones resulta un factor negativo que distorsiona mercados y perjudica la producción nacional, situación que 
se ha venido experimentando en el Perú, con sectores considerables del agro nacional golpeados por la competencia 
desleal de importaciones baratas y por la indiferencia de un Estado que se limita a considerarlas como daño colateral 
de los acuerdos comerciales4. 

Lamentablemente, nuestra política comercial se ha visto supeditada a una visión sesgada que ha impulsado la apertu-
ra extrema de nuestros mercados sin dudas ni murmuraciones y con escasa preocupación por los costos económicos y 
sociales. Desde esa visión, los intereses del consumidor y del productor nacional han sido opacados por los intereses 
del importador de alimentos, que ha sido el gran beneficiario de la política comercial desarrollada a lo largo de la últi-
ma década. Esta política gubernamental ha quedado evidenciada con la firma de múltiples acuerdos, como el tratado 
de libre comercio (TLC) con EE. UU., cuyas implicancias negativas para el sector agrario —en particular, para la 
agricultura familiar y la producción interna de alimentos— fueron señaladas en su momento, pero no se tradujeron 
en una posición nacional más firme5. 

Los mercados de alimentos no son transparentes 

A la fecha, la desregulación en la importación de alimentos no ha significado un abaratamiento de nuestra canasta 
alimentaria. Por el contrario, recordemos la controversia —a mediados del presente año— entre el gobierno, los 
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importadores y los productores agropecuarios alrededor de la rebaja de la franja de precios agrícolas —rebaja que no 
se tradujo en una reducción de precios de los alimentos—. Esta controversia refleja cómo los mercados de alimentos 
aún están lejos de ser transparentes y fluidos, y cómo la apertura comercial se ha transformado en un arma de doble 
filo que amenaza el bienestar de la agricultura familiar y, por ende, nuestra seguridad alimentaria. 

Y es que la seguridad alimentaria está fuertemente enlazada a la suerte de la agricultura familiar, representada por 
los pequeños productores que en el Perú manejan el 90 % de las unidades agropecuarias y que son responsables de 
producir más de dos tercios de los alimentos que consumimos los peruanos.6 Sin embargo, este sector de la pequeña 
agricultura, que juega un rol clave no solo para la producción de alimentos, sino también en cualquier visión cohe-
rente de desarrollo económico y social, ha sido el sacrificado en las negociaciones comerciales y el relegado en las 
políticas agrarias. 

Ello no debería ser así. La apertura en el comercio de alimentos puede ser un elemento positivo para el balance 
entre la oferta y la demanda interna, y, bien administrada, contribuir a promover la agricultura familiar y fortalecer 
la seguridad alimentaria. Pero para ello necesitamos reconstruir una visión del desarrollo que reconozca y reafirme 
la importancia del agro nacional y reconozca las carencias y limitaciones de las políticas estatales con respecto a 
este sector. 

La concentración monopólica y oligopólica de la oferta de alimentos, el retroceso de la producción nacional frente a 
la competencia desleal de importaciones baratas, la poca protección frente a la volatilidad de precios, el cambio de 
los hábitos de consumo y su direccionamiento hacia lo importado, o la postergación de la agricultura familiar en las 
políticas sectoriales, son problemas que tienen que ser abordados. Hasta el presente no ha sido así, y continuamos 
siendo un país que sigue en la búsqueda de un equilibrio entre abrir nuestra agricultura al mundo y la justa promoción 
de la agricultura familiar y la seguridad alimentaria.

Notas 

1 	 Máster en economía internacional. 
2 	 Organización Mundial del Comercio (2015). Estadísticas del comercio internacional 2014. Ginebra, OMC. 
3 	 Ministerio de Agricultura y Riego (2013). Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional (2013-2021). Lima, Minag. 
4 	 La República (2015). «Importación de alimentos se debe a que teníamos que abrir nuestro mercado». 
	 Disponible en <http://bit.ly/1NYCVcd>. 
5 	 «¿Cómo el tratado de libre comercio (TLC) entre Estados Unidos y el Perú afectará a la mayoría de los productores agropecuarios 

peruanos?». <http://bit.ly/1jELUCB>. 
6 	 Andina (2012). «Pequeña producción agrícola aporta 70 % de alimentos que consumen familias peruanas». 
	 <http://bit.ly/1NrVVg1>. 
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Editorial

Perú: sede de evento latinoamericano de los 
Frentes Parlamentarios contra el Hambre

Fernando Eguren
LRA N° 177, setiembre 2015

¿Sabía usted que en el Congreso de la República hay un grupo de parlamentarios que formaron, en octubre del año 
pasado, un «Frente Parlamentario contra el Hambre»? El Perú se suma, así, a una quincena de países de la región 
latinoamericana que, con anterioridad, constituyeron sus respectivos frentes. La razón de ser del frente peruano es 
trabajar de manera articulada con la sociedad civil y con la finalidad de «alinear las iniciativas legislativas en materia 
de seguridad alimentaria de las diferentes bancadas e intercambiar experiencias con sus pares regionales para reforzar 
los marcos normativos nacionales». 

Menuda tarea, porque, como es de dominio público, los «marcos normativos nacionales» sobre el tema alimentario, 
además de ser incompletos, no se cumplen cuando existen. Ejemplos al canto: la Ley 30021, de Promoción de la 
Alimentación Saludable para Niños, Niñas y Adolescentes, aprobada en mayo de 2013, no se aplica porque no se 
cuenta con los reglamentos necesarios. La implementación de la Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria y 
Nutricional, de diciembre de ese mismo año, avanza con una lentitud de caracol: la propuesta de ley con ese mismo 
nombre no ha sido aún aprobada por el Congreso. Por lo demás, la articulación con la sociedad civil, que debería ser 
una de las características del frente, es esporádica y no sistemática. 

Resulta que el Frente Parlamentario Peruano (FPP) está ad portas de un desafío que pondrá a prueba sus capacidades: 
será el anfitrión del VI Foro de los Frentes Parlamentarios contra el Hambre de América Latina y el Caribe, que debe 
realizarse a mediados del mes de noviembre próximo. Será algo deslucido que el Perú tenga muy poco que mostrar 
a los frentes de los demás países de la región; en particular, resulta incluso bochornoso que, hasta el momento, el 
Congreso no sea capaz de aprobar la Ley de Seguridad Alimentaria a la que hacemos alusión líneas atrás. 

Pero la realización del VI Foro también es un desafío para la propia sociedad civil, que tuvo un papel muy activo no 
solo en la preparación y difusión del proyecto de Ley de Seguridad Alimentaria, sino también en convencer a los 
congresistas de la necesidad de aprobarlo. De hecho, la ley fue aprobada, pero maniobras posteriores insólitas, dentro 
del propio Congreso, hicieron que la situación regresase a fojas cero, en donde se mantiene en la actualidad. 

Todavía no ha sido dada a conocer de manera oficial la agenda del VI Foro, pero poca duda cabe de que uno de los 
temas será subrayar la importancia de la agricultura familiar en la producción de alimentos en todos los países de la 
región. Aquí, también, el FPP tiene una tarea que cumplir, pues la propuesta de Ley de Fomento de la Agricultura 
Familiar duerme en algún archivador del Congreso. 

Es posible que mientras se esté realizando el Foro, la furia del fenómeno de El Niño (FEN) se esté desplegando en 
la costa norte y en otras regiones del país, afectando tanto la producción de alimentos como su transporte hacia los 
mercados. Es de esperar, por lo tanto, que el evento también ponga en el centro de sus preocupaciones no solo el 
FEN, sino además la amenaza de los impactos del cambio climático sobre la seguridad alimentaria de todos los países 
de la región.
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«En América Latina, los brasileños y los peruanos
fueron de lejos los mayores consumidores de comida rápida»

Es lo que afirma un reciente informe, Alimentos y bebidas ultraprocesados en América Latina: tendencias, efecto 
sobre la obesidad e implicaciones para las políticas públicas. Departamento de Enfermedades no Transmisibles y 

Salud Mental. OPS/OMS. Washington D. C., 2015.

Fernando Eguren1

LRA N° 177, setiembre 2015

La Organización Panamericana de la Salud y la Organización Mundial de la Salud (OPS/OMS) han publicado 
un importante informe que abunda respecto a un problema que ya está puesto en la agenda sobre seguridad ali-
mentaria y nutricional: la malnutrición y, específicamente, el consumo de alimentos y bebidas ultraprocesados. En 
muchos países, incluido el Perú, la atención en materia alimentaria ha estado centrada en el tema de la desnutri-
ción, sobre todo infantil. En los últimos años, nuestro país ha progresado en una importante reducción de la des-
nutrición infantil, reducción en la que el crecimiento de la economía y los programas sociales, en ese periodo, han 
desempeñado un importante papel. Mucha menor atención han merecido las distintas formas de malnutrición, 
en particular, el consumo frecuente 
de alimentos ultraprocesados, prin-
cipal causante del sobrepeso y la 
obesidad. Desde hace años, se vie-
ne observando un incremento de la 
incidencia del sobrepeso y la obesi-
dad en todos los rangos de edad de 
la población, incluyendo hombres y 
mujeres (gráfico 1). 

En 2010, el 23 % de los escolares pe-
ruanos tenían exceso de peso, y en la 
misma situación se encontraban el 
51 % de las mujeres en edad fértil2. 

Uno de los problemas del sobrepe-
so y la obesidad es que influyen en 
la ocurrencia de las enfermedades 
no transmisibles (hipertensión, 
diabetes y enfermedad coronaria), 
y constituyen, por tanto, un grave 
problema de salud pública. 

La reciente publicación del informe de la OPS/OMS, que analiza la situación en trece países de América Latina, 
incluyendo el Perú, nos ilustra acerca de que en la región está creciendo en forma notable el consumo de productos 
ultraprocesados, de manera paralela a «la urbanización y cuando los gobiernos nacionales abren sus países a la inver-
sión extranjera y eliminan la regulación de los mercados (desregulación)»3. 

Pero ¿qué son «productos ultraprocesados»? 

En el mencionado informe, la OPS/OMS los define de la siguiente manera: «Los productos ultraprocesados son 
formulaciones industriales elaboradas a partir de sustancias derivadas de los alimentos o sintetizadas de otras 

Gráfico 1. Incidencia de la desnutrición infantil y del sobrepeso y la obesidad 
1984-2011

Fuente: E. Jacoby. <http://bit.ly/1KwF1Je>.
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uentes orgánicas. En sus formas actuales, 
son inventos de la ciencia y la tecnología 
de los alimentos industriales modernas. La 
mayoría de estos productos contienen po-
cos alimentos enteros o ninguno. Vienen 
listos para consumirse o para calentar y, por 
lo tanto, requieren poca o ninguna prepa-
ración culinaria»4. 

Buena parte de los cereales en caja, de los 
jugos y gaseosas, de galletas y yogures y lác-
teos, son productos ultraprocesados. Cada 
vez más, estos productos se venden no solo 
en las bodegas, sino también en los super-
mercados, donde son exhibidos en sus bri-
llantes y coloridas envolturas, anaquel tras 
anaquel. La multiplicación de supermerca-
dos y de malls, en los distritos de Lima y 
capitales de provincias y departamentos del 
interior, es un importante vehículo para su 
difusión y consumo.

El informe de la OPS/OMS dedica adjetivos 
muy duros a estos productos: «Estos alimen-
tos son problemáticos para la salud humana 
por distintas razones: tienen una calidad 
nutricional muy mala y, por lo común, son 
extremadamente sabrosos, a veces hasta casi 
adictivos; imitan los alimentos y se los ve 
erróneamente como saludables; fomentan el 
consumo de snacks; se anuncian y comer-
cializan de manera agresiva; y son cultural, 
social, económica y ambientalmente des-
tructivos»5. 

Dada la legitimidad de las opiniones de la 
OPS/OMS en materia de salud, los gobiernos deberían verse obligados a tomar —en los plazos más cortos— me-
didas para una reducción del consumo de estos productos, ya sea a través de normas regulatorias, impuestos o in-
formación completa y veraz para los consumidores. Varios países han avanzado por esa vía. El Perú, sin embargo, 
se ha quedado a medio camino al no cumplir con el debido etiquetado de los alimentos, que es un mandato de 
la Ley 29571, de 2010, Código de Protección y Defensa del Consumidor. Tampoco ha cumplido en reglamentar 
la Ley 30021, de 2013, de Promoción Saludable para Niños, Niñas y Adolescentes; ni con terminar de aprobar 
el proyecto de Ley de Seguridad Alimentaria y Nutricional (dicho sea de paso: la pobre actuación del Gobierno 
central en esta materia es una pésima carta de presentación para cuando se realice en el Perú, país anfitrión, a 
mediados del mes de diciembre, el VI Foro Latinoamericano de Frentes Parlamentarios contra el Hambre).

Gráfico 2. Número anual de compras per cápita en expendios de comida 
rápida en trece países latinoamericanos, 2000-2013
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Situación del Perú 

El informe de la OPS/OMS muestra que en América Latina el incremento de las ventas en volumen de alimentos 
ultraprocesados, entre 2000 y 2013, fue de un elevado 48 %. Tomando en cuenta solo las bebidas gaseosas, las ventas 
se duplicaron en ese periodo, superando a América del Norte. 

En cuanto a las ventas anuales per cápita de alimentos y bebidas ultraprocesados, la situación del Perú (USD 52.9) es 
bastante menor que la de la mayor parte de países latinoamericanos (Chile: USD 201.9; Bolivia: USD 102.5; Ecua-
dor: USD 88). Pero el incremento de la tasa de crecimiento de las ventas de dichos productos en el Perú es uno de los 
más altos de América Latina: 65.5 % en el caso de los alimentos y 113.5 % en el de las bebidas. 

Ahora bien, en cuanto al número de compras per cápita de productos ultraprocesados adquiridos en locales de 
comida rápida (tipo McDonald’s, Kentucky Fried Chicken, Bembos, etc.), el Perú es, después de Bolivia, en donde 
se observa el crecimiento más rápido de la región: 265 % entre 2000 y 2013, pasando de 8.7 a 31.8 (gráfico 2). 
«Los brasileños y los peruanos fueron de lejos los mayores consumidores de comida rápida», observa el informe de 
la OPS/OMS6. 

El Perú, dada su biodiversidad y variedad gastronómica, tiene todas las condiciones para relegar a un plano total-
mente marginal los productos ultraprocesados. Pero para ello se requiere valorar más nuestras costumbres culina-
rias, tanto en el hogar como en los restaurantes; educar a la población de todos los sectores sociales acerca de lo 
que es una buena nutrición; develar la nutrida publicidad engañosa de buena parte de la industria alimentaria; y 
exigir que el Gobierno implemente las leyes y otras normas que ya están aprobadas —pero que no se cumplen por 
desidia y oposición de la industria alimentaria—, en salvaguarda de una buena alimentación y nutrición de toda 
la población. 

Notas 

1 	 Sociólogo. Director de La Revista Agraria y presidente del Cepes. 
2 	 Minsa. Un gordo problema. Sobrepeso y obesidad en el Perú. Lima, 2012. Este informe contribuyó de manera decisiva a una mayor toma 

de conciencia sobre este problema en el Perú. Accesible en 
	 <http://www1.paho.org/nutricionydesarrollo/wp-content/uploads/2012/05/Gordo-problema.-Sobrepeso-y-Obesidad-Peru.pdf>. 
3 	 Alimentos y bebidas ultraprocesados en América Latina: tendencias, efecto sobre la obesidad e implicaciones para las políticas públicas, p. ix. 

Departamento de Enfermedades no Transmisibles y Salud Mental. OPS/OMS. Washington D. C., 2015. Accesible en
	 <http://iris.paho.org/xmlui/bitstream/handle/123456789/7698/9789275318645_esp.pdf?sequence=5>. 
4 	 OPS/OMS, obra citada, p. 5. 
5 	 OPS/OMS, obra citada, pp. 6-7. 
6 	 Obra citada, p. 23.



21

La Revista Agraria. Seguridad alimentaria en el Perú.

Intereses de empresas industriales obstaculizan la Ley de la Alimentación Saludable

¿Los industriales vs. la alimentación saludable? 

Fernando Eguren1

LRA N° 176, agosto 2015 

La Sociedad Nacional de Industrias Industrias (SNI) se quejó ante la Organización Panamericana de la Salud / Orga-
nización Mundial de la Salud (OPS/OMS), de que el representante en el Perú de esa organización, el doctor Manuel 
Peña, «utiliza expresiones en contra de la industria [alimentaria] que [...] son injustificadas e inaceptables». De esta 
manera, la SNI cita unas declaraciones del doctor Peña, en el sentido de que «la industria ha avasallado todo lo que es 
la nutrición humana» al agregar [a los alimentos] «toda una serie de sustancias realmente nocivas». Por el contrario, 
la SNI afirma que esta industria «es responsable [y] cumple con todas las exigencias legales y sanitarias y con los más 
altos estándares internacionales».2 La presidenta de la OPS/OMS responde a la SNI con otra carta, asegurando que 
«el trabajo que ha venido sosteniendo nuestro representante en el Perú está en plena concordancia con los principios 
y acuerdos de los cuerpos directivos 
de nuestra organización, está res-
paldado por la evidencia científica 
y es consistente con la política del 
Gobierno de ese país».3 

El motivo de esta polémica es la 
Ley 30021, de Promoción de la Ali-
mentación Saludable para Niños, 
Niñas y Adolescentes, promulgada 
en mayo de 2013 y que aún no se 
aplica, precisamente por la opo-
sición de la industria alimentaria, 
que ve amenazada sus ventas. Más 
específicamente, los industriales 
están en total desacuerdo con los 
parámetros técnicos que permiten 
identificar y diferenciar los alimen-
tos saludables de los que no lo son, 
según la proporción de sodio, grasa 
y azúcar que contienen. Esos parámetros son los mismos que la OPS/ OMS viene proponiendo desde hace algún 
tiempo (para detalles, ver La Revista Agraria 172, de abril de 2015). 

La alimentación: tema complejo y de intereses encontrados 

Desde que se dio la Ley 30021, el tema alimentario ha dejado de ser, en el debate público, solamente un asunto de los 
programas sociales que implementa el Midis o de la capacidad de nuestra agricultura para producir los alimentos que 
necesitamos: se amplía, ahora, a una preocupación por la calidad de los alimentos. El actual llamado de atención que 
se hace no es por la tasa de desnutrición infantil (en el Perú se ha reducido en los últimos años, pero aún el porcentaje 
de niños desnutridos es demasiado alto), sino por la incidencia creciente del sobrepeso y la obesidad, que conducen 
hacia las llamadas enfermedades no transmisibles, como la diabetes, enfermedades cardiovasculares y algunas formas 
de cáncer. Esta es una tendencia global, y el Perú forma parte de ella. Se trata de un tema de salud pública, aunque 
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Fuente. OPS. <http://bit.ly/1KwF1Je>.



22

Compendio de artículos 2010-2015

los empresarios de la alimentación opinen, por el contrario, que es un tema de decisiones privadas: afirman que cada 
quien debe tener la libertad de comer lo que quiera, sea o no saludable; que corresponde a los padres velar por que 
sus hijos coman bien, y que el Estado no debe entrometerse. 

El problema es que los efectos de la malnutrición que conduce al sobrepeso y a la obesidad, y que pueden terminar 
en una de las enfermedades no transmisibles, han adquirido en el mundo occidental tales dimensiones que se han 
convertido en materia de interés público, pues afectan a la colectividad y comprometen muy importantes recursos 
fiscales. Según la OMS, en 2014, en el Perú, el 59 % de las mujeres y el 50.6 % de los hombres tienen sobrepeso, 
mientras que la obesidad alcanza al 15.8 % de los hombres y al 26.5 % de las mujeres4.

¿Cuál es la causa del sobrepeso y de la obesidad? 

Según la OMS, «la causa fundamental del sobrepeso y la obesidad es un desequilibrio energético entre calorías con-
sumidas y gastadas». Este desequilibrio es resultado de «un aumento en la ingesta de alimentos hipercalóricos que son 
ricos en grasa, sal y azúcares, pero pobres en vitaminas, minerales y otros micronutrientes, y [de] un descenso en la 
actividad física como resultado de la naturaleza cada vez más sedentaria de muchas formas de trabajo, de los nuevos 
modos de desplazamiento y de una creciente urbanización».5 

Es aquí que entra la industria alimentaria: la mayor parte de estos alimentos son productos industriales, ultraproce-
sados, «elaborados a partir de sustancias derivadas de los alimentos o sintetizadas de otras fuentes orgánicas. En sus 
formas actuales, son inventos de la ciencia y la tecnología»6. Lo que la Ley 30021 quiere regular es la publicidad y la 
difusión de estos productos, objetivo que ha provocado la reacción contraria de la industria. 

Hay científicos que sostienen que la causa principal del sobrepeso y la obesidad no es la mala alimentación, sino la fal-
ta de ejercicio físico. Es lo que argumenta, por ejemplo, una nueva organización no gubernamental norteamericana, 
Global Energy Balance Network, en un interesante artículo publicado por The New York Times: «la población [norte]
americana consciente de su peso físico, se fija demasiado en cuánto come y bebe y no le presta atención al ejercicio 
[físico]»7 . Esta organización está dirigida por científicos de prestigio; lo que estos no habían revelado es que están 
financiados por la poderosa empresa transnacional Coca Cola. Según científicos independientes, la Global Energy 
Balance Network no es sino una fachada de la Coca Cola. «La agenda de la Coca Cola es clara: hacer que estos 
investigadores confundan la ciencia y desvíen la atención del contenido de las dietas». The New York Times informa 
que este no es el único caso: corporaciones alimentarias como Kraft, McDonald’s y PepsiCo apoyan financieramente 
a organizaciones como la American Society for Nutrition y la Academy for Nutrition and Dietetics. Esta relación 
«contranatura» entre la industria alimentaria y organizaciones de científicos especializadas en nutrición sigue la 
táctica utilizada por la industria del tabaco, que contrataba a expertos para convertirse en «mercaderes de la duda» 
sobre los peligros, en la salud, de fumar. Según el prestigioso diario, era cinco veces más probable que los resultados de 
las investigaciones científicas financiadas por Coca Cola, PepsiCo y la industria del azúcar concluyesen que no había 
relación entre bebidas gaseosas y engordar, que las investigaciones hechas por científicos independientes llegasen a 
la misma conclusión. La historia que relata The New York Times muestra hasta dónde está dispuesta la gran industria 
alimentaria para tratar de influir en la propia investigación científica con el objeto de sesgar los resultados de las 
investigaciones a su favor, y, también, que el mundo de los científicos está lejos de ser éticamente intachable y que 
estos son sensibles a la tentación del dinero. 

La publicidad de la comida ultraprocesada debe ser regulada 

¿Por qué en el mundo hay un aumento de la ingesta de alimentos con alta cantidad de calorías? Aquí juega un papel 
importante la publicidad que promueve esos alimentos ultraprocesados y que tiene una influencia particularmente 
marcada en la población infantil y adolescente. 



23

La Revista Agraria. Seguridad alimentaria en el Perú.

Una reciente publicación de la Unicef confirma un hecho ya conocido: «los niños y adolescentes, debido a su falta de 
madurez y desarrollo cognitivo, son más vulnerables a ser persuadidos por factores como la promoción y publicidad». 
La publicación da como ejemplo la siguiente información obtenida de varios estudios: 

• 	 La exposición de apenas treinta segundos a comerciales de alimentos en televisión, puede influenciar en las pre-
ferencias de alimentación de los preescolares. 

• 	 Hay una asociación significativa entre la prevalencia de niños con sobrepeso y el número de comerciales en los 
canales infantiles observados, especialmente con aquellos que estimulan el consumo de alimentos. 

• 	 Influye en la percepción del sabor y las preferencias de los niños la colocación de personajes, elementos de bran-
ding (p. ej., el logo), diseños decorativos y endoso de deportistas famosos en el empaque. 

• 	 Las declaraciones de propiedades saludables (p. ej., «100 % natural», «contribuye a la salud de los huesos») llevan 
a los niños a preferir el sabor de los productos con dichas declaraciones y a percibirlos como más saludables que 
aquellos que no las tienen8. 

Es en razón de esta vulnerabilidad que el artículo 8 de la la Ley 30021 regula la publicidad de alimentos y bebidas «que 
se difunda por cualquier soporte o medio de comunicación», la que debe estar acorde «a las políticas de promoción 
de salud». El artículo 10 obliga a que la publicidad consigne «en forma clara, legible, destacada y comprensible» la 
advertencia de que debe evitarse el consumo de grasas trans, así como el consumo excesivo de los alimentos y bebidas 
con alto contenido de azúcar, sodio y grasas saturadas. 

La penetración de las comidas ultraprocesadas en provincias 

Las tendencias, sin embargo, parecen ir hacia un agravamiento de la malnutrición que termina en sobrepeso y obe-
sidad. El espacio público-privado de los malls con sus múltiples ofertas de consumo material y cultural es sumamente 
atractivo para las poblaciones de todas las edades, especialmente para los adolescentes y niños, como puede constatar 
fácilmente cualquiera que recorra dichos lugares. 

Los malls, con sus «patios de comida» y supermercados —que en los últimos años se han multiplicado no solo en los 
distritos de Lima, sino también en varias ciudades del interior—, son verdaderos caballos de Troya de la comida rápi-
da y ultraprocesada. Estos espacios semipúblicos llevan propuestas de consumo de alimentos y bebidas (y de muchos 
otros bienes de consumo) diferentes de los prevalecientes en las ciudades regionales, que suelen ser no procesados o 
poco procesados, sin los excesos en azúcar, grasas, sodio y otros elementos más (estabilizantes, preservantes, etc.) de 
las comidas industriales. 

Es posible que la instalación de estos centros comerciales, cuyo número no deja de aumentar, esté contribuyendo a 
la aceleración de la incidencia del sobrepeso y la obesidad en las provincias. Según analistas de mercado, los super-
mercados en el «Perú tienen aún un amplio espacio para crecer», pues mientras que Chile o México cuentan con 
supermercados con un promedio de 97 y 109 m2 por cada 1000 habitantes, respectivamente, el Perú apenas está 
en 17 m2 por cada 1000 habitantes9. De todos modos, ya hay en el en el país más de 40 malls en alrededor de 20 
provincias, y otros tantos en Lima10. Cada uno tiene varios locales de comida rápida y al menos un supermercado, uno 
de cuyos principales rubros de venta son alimentos, naturales pero sobre todo procesados e hiperprocesados cuyos en-
vases coloridos cubren la mayor parte de los estantes dedicados a comestibles (galletas, golosinas, cereales azucarados, 
gaseosas, sopas deshidratadas, etc.). El número total de supermercados es de alrededor de 22011. 

Nota final 

El derecho a la alimentación no es acceder solo a suficientes alimentos, sino a alimentos adecuados y saludables. La 
buena alimentación para todos, además de ser algo justo, asegura una población más sana, con todas las ventajas 
que ello conlleva, tanto personales (buena salud, mejores oportunidades en la vida) como sociales (sociedad más 
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productiva, más creativa, más armónica, más democrática, más equitativa). En el mundo real, la concentración del 
poder, sobre todo el poder económico, se interpone en el camino del bienestar general, en función de los intereses 
particulares de minorías. En el caso de la industria alimentaria, mantener ese poder pasa con frecuencia tanto por 
el ocultamiento de la información real —el rechazo, por ejemplo, al etiquetado con información completa y com-
prensible de los ingredientes de un producto comestible— como por tergiversarla, subrayando las ventajas reales 
—o supuestas— de un producto y minimizando o eliminando las desventajas. Para ello, acude a los creativos de 
las empresas publicitarias, que, además, conocen cómo manipular las percepciones y las emociones de las personas. 

Notas 

1 	 Sociólogo. Director de La Revista Agraria y presidente del Cepes. 
2 	 Carta del presidente de la SNI, Luis Salazar, a la doctora Margaret Chan, directora general de la Organización Mundial de la Salud, 

del 20 de mayo de 2015. 
3 	 Carta de la doctora Margaret Chan al presidente de la SIN, del 30 de junio de 2015. 
4 	 El Comercio. Mapa del sobrepeso y la obesidad en el mundo. <http://bit.ly/1UTQrhB> 
5 	 OMS <http://bit.ly/1hBxIq3>. 
6 	 OPS/OMS. Alimentos y bebidas ultraprocesados en América Latina: tendencias, efecto sobre la obesidad e implicaciones para las 

políticas públicas. Accesible en <http://bit.ly/1UcPqjM>.
7 	 The New York Times. «Coca-Cola funds scientists who shift blame for obesity away from bad diets». Agosto 9, 2015. 
	 <http://nyti.ms/1JYWDn6>.
8 	 Unicef. Estudio exploratorio sobre la promoción y publicidad de alimentos y bebidas no saludables dirigida a niños en América 

Latina y el Caribe. 2015. 
9 	 Equilibrium. Análisis del sector retail: supermercados. Noviembre de 2013, p. 8. 
10. 	 Wikipedia. “List of shopping malls in Peru”. <http://bit.ly/1EBuQkL>.
11 	 Incluye hipermercados, supermercados y tiendas de descuentos, en la clasificación de Equilibrium. Op. cit.
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Las familias con menos tierras son más vulnerables a 
la desnutrición crónica

Miguel Pintado1 
LRA N° 176, agosto 2015

Uno de los principales problemas que los diversos gobiernos de turno encuentran difícil de resolver en nuestro país 
es el de la desnutrición crónica (DC). Si bien en los últimos cinco años la DC ha venido reduciéndose de manera 
progresiva (23.2 % en 2010, 19.5 % en 2011, 18.1 % en 2012, 17.5 % en 2013 y 14.1% en 2014), estos promedios 
nacionales pueden ser muy engañosos. De la información brindada por el Ministerio de Salud (Minsa) se concluye 
que, en 2014, solo 16 provincias tuvieron tasas menores al 10 % de DC; 48 provincias, tasas entre el 10 y el 20 %; y 
las 127 provincias restantes, tasas superiores al 20 % de DC en niños menores de cinco años. El presente artículo exa-
minará dos aspectos importantes que parecen influir en estas altas tasas de DC de la mayoría de provincias y que se 
relacionan directamente con la actividad principal que practican la mayoría de sus familias: la actividad agropecuaria. 

Más tierras, ¿qué tierras? 

Uno de los principales activos de las familias agropecuarias son sus tierras. Estas son el sustento de su producción y 
del cual depende la generación de buena parte de sus ingresos, los que si son mayores les permitirán acceder a una 
canasta más variada de alimentos, con lo que se reducen las posibilidades de que los niños padezcan de DC. Utilizan-
do datos del Cenagro 2012 y del Minsa, hemos intentado identificar algunas pistas que permitan asociar este activo 
familiar (tierras) con la tasa de DC (ver cuadro 1). 

A primera vista, parece no 
haber ninguna asociación 
entre las tierras que poseen 
las familias agropecuarias 
de las distintas provincias y 
la tasas de DC, ya que las 
provincias que presentan 
tasas de DC por encima 
del 20 % tienen una ex-
tensión de tierras promedio 
bastante aceptable (más de 
40 hectáreas) e incluso ma-
yores que las 48 provincias 
que tienen tasas de DC menores (10 % - 20 %). Esta aparente falta de asociación se debe a que no estamos distin-
guiendo el tipo de tierras: hay tierras que son usadas para producir y, por tanto, influyen en los ingresos, y otras que 
tienen poca o ninguna significación económica. Si comparamos la columna de DC con la de tierras para cultivo, la 
asociación ahora sí es evidente: provincias con mayores tasas de DC son aquellas cuyas familias poseen, en promedio, 
menos tierras para cultivo que las provincias con menores tasas de DC. Más aún, en las 64 provincias con las tasas 
más altas de DC, las tierras de ues, es decir, tierras que no son la base del sustento productivo. 

El agua: un recurso vital 

Así como las tierras son un importante activo para las familias agropecuarias, el agua también es un recurso de 
suma importancia y que parece tener un impacto notable en las tasas de DC del Perú. Si observamos nuevamente 
el cuadro 1 y nos detenemos a comparar las columnas de DC y tierras para cultivo para las dos primeras filas, notare-

Cuadro 1. Las tierras y la desnutrición crónica

Provincias con 
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Menor a 10 % 16 7.1 51.1 5.8 3.7 36.4 0.7 4.5

De 10 % a 20 % 48 15.2 30.3 6.6 0.9 12.6 8.6 1.5

De 20 % a 30 % 63 25.5 43.8 3.6 5.2 26 5.9 3.1

De 30 % a más 64 35.0 40.6 2.9 0.7 9.2 26.6 1.2
Fuente: Cenagro 2012, Minsa 2014.
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mos una aparente contradicción: en las 48 provincias con tasas de DC de 10 a 20 %, sus familias poseen más tierras en 
promedio que las familias de las 16 provincias con menores tasas de DC. ¿A qué se debe? La respuesta la encontramos 
desagregando la columna de tierras para cultivo (cuadro 2). 

Si bien en las mencionadas 48 provincias sus familias poseen —en promedio— más tierras que las de las 16 pro-
vincias con menores tasas de DC, la mayoría de esas tierras no están bajo riego. Eso supone que no producen a un 
nivel óptimo, ya que al depender de las aguas de lluvias, las condiciones climatológicas podrían afectar la produc-
ción y, finalmente, los ingresos. La 
tercera y cuarta filas del cuadro 2 
corroboran esta asociación entre 
la DC y la presencia de riego: las 
provincias con mayor DC poseen 
pocas áreas bajo riego. La impor-
tancia del riego en la DC también 
puede observarse desde el número 
de familias que poseen al menos 
una parcela bajo riego: conforme 
se evalúan provincias con mayor 
tasa de DC, la presencia de parce-
las con riego disminuye. Finalmen-
te, cabe destacar que al interior del 
país, muchas de las familias utili-
zan el agua de riego también para 
consumo personal. En este punto se debe tener especial atención, pues alrededor de un tercio de las familias de las 
distintas provincias con mayores tasas de DC declaran que el agua se encuentra contaminada. 

Combatir la DC del país 

Revertir la situación alimentaria crítica de muchas provincias no parece una tarea sencilla. Los promedios nacionales 
solo ofrecen una mirada sesgada de la situación: más de 100 provincias al 2014 aún tienen más del 20 % de sus niños 
menores de cinco años con DC. De ahí que el de la DC siga siendo un problema vigente y crítico. La desnutrición 
crónica es un problema mutidimensional. El presente artículo se centró tan solo en dos factores que pueden tener 
una influencia importante en las tasas de DC. Otros aspectos, como los ingresos no agropecuarios, la educación de 
la madre, las prácticas sanitarias, etc., deberán tomarse en cuenta para una estrategia que permita combatir este 
problema alimentario en el Perú.

Nota

1	 Economista. Investigador del Cepes.

Cuadro 2. El agua y la desnutrición crónica
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Menor a 10 % 16 7.1 5.0 0.8 88 % 46 % 44 % 44 % 67 %

De 10 % a 20 % 48 15.2 2.8 3.8 50 % 17 % 23 % 26 % 42 %

De 20 % a 30 % 63 25.5 1.4 2.2 50 % 11 % 16 % 20 % 32 %

De 30 % a más 64 35.0 0.7 2.2 44 % 11 % 10 % 20 % 30 %
Fuente: Cenagro 2012, Minsa 2014.
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Nativos americanos luchan por 
su alimentación tradicional

Constanza Ocampo-Raeder1

LRA N° 175, julio 2015

Gracias a las películas de Hollywood, se podría decir que el público en general está relativamente familiarizado con 
las atrocidades cometidas contra los pueblos indígenas de Estados Unidos. Las películas más sinceras nos presentan 
una imagen violenta, sanguinaria e injusta que narra cómo los pueblos indígenas fueron desplazados y, muchas veces, 
erradicados abiertamente por pioneros europeos que llegaban a conquistar áreas que percibían como despobladas. 
Sin embargo, lo que el público en general no sabe es que estos relatos —que aparentan haber ocurrido en la remota 
historia— aún tienen consecuencias hoy en día, consecuencias fuertes y reales para la mayoría de los pueblos indí-
genas de Estados Unidos. 

La imposibilidad de comer 

Este fue el mensaje principal que quería compartir conmigo Robert Schimek, director del White Earth Land Re-
covery Project y miembro de la nación ojibwe de Minnesota. Sin embargo, en lugar de hablar de batallas y eventos 
históricos, de pérdidas de territorios, de los famosos boarding schools2 o de violaciones a tratados por el gobierno 
norteamericano, Robert decidió hablarme de la imposibilidad de comer. El enfoque en la inhabilidad de comer 
resulta curioso, ya que los nativos norteamericanos sufren de índices de obesidad y diabetes extremadamente altos. 
Es más, cualquiera que no conoce del tema pensaría que estas poblaciones tienen demasiada comida y que lo que 
necesitan es dejar de comer. Pero a lo que se refiere el dirigente indígena es que lo que necesitan es comida nativa, 
comida indígena o, como le dicen ellos, comida «real» o legítima. En este sentido, Robert Schimek tiene razón, ya 
que los pueblos nativos han perdido el acceso a gran parte de los productos de sus dietas tradicionales, y el proble-
ma no es solo de acceso, sino que también se ha perdido el conocimiento ecológico y social de cómo encontrar y 
preparar estos recursos tradicionales. 

Para dirigentes como Robert Schimek y su colaboradora Winona LaDuke (una activista de los derechos indígenas 
de gran reconocimiento en Estados Unidos, que incluso llegó a ser candidata a la vicepresidencia del país hace 
unos años), el poder restablecer dietas tradicionales —un proceso al que llaman descolonizar la dieta (decolonizing 
the diet)— es el paso más importante para restablecer su soberanía y lograr superar el trauma colectivo que han 
sufrido a través de la historia. La razón principal es que el cambio dietético que sufrieron los nativos norteame-
ricanos es el efecto más insidioso del proceso de colonización que hoy en día se manifiesta a nivel individual (en 
la salud de las personas), pero que al mismo tiempo representa la devastación ecológica y social que sufrieron 
históricamente.

Promoviendo la agricultura indígena 

Con esto en mente, Schimek y LaDuke comenzaron a organizar una serie de conferencias con el propósito de 
promover la agricultura indígena entre los diferentes pueblos indígenas del país y de Canadá. La idea es compartir 
experiencias a nivel local y de escala pequeña, e intercambiar ideas, semillas o productos, técnicas y contactos. 
Este año participaron representantes de más de veinte naciones indígenas en la conferencia titulada 12th Annual 
Indigenous Farming Conference3, donde gran parte de las discusiones se enfocaron en técnicas de agricultura sos-
tenible y en los problemas y experiencias relacionados con el proceso de descolonizar la dieta. Yo fui invitada por 
Robert Schimek para hablar de mi trabajo con los pueblos ese eja del departamento peruano de Madre Dios, donde 
documenté la complejidad ecológica y social del manejo de recursos naturales de dichas comunidades. Para Schi-
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mek, mi contribución representaba exponer un sistema agrícola y de alimentación que se mantiene mayormente 
descolonizado, y el poder discutir las metodologías que utilicé para su documentación.

Descolonizando la dieta 

Uno de los puntos que compartí fue la importancia de entender y vincular los sistemas de propiedad al manejo de 
recursos naturales, ya que no todos los recursos que se utilizan son obtenidos o procesados por el mismo grupo de 
personas y en muchos casos diferentes recursos necesitan sus propias reglas de gobernación. Esto resultó de interés, 
pues en muchos casos los participantes de la conferencia mencionaron que los recursos se encuentran en propiedades 
técnicamente «comunales», pero que en realidad son sistemas de propiedad híbridos, donde ciertas reglas aplican a 
un recurso (como los animales de casa que se encuentran en territorios asignados a familias o clanes) y otras reglas 
a otro recurso (como ocurre con los derechos al agua, lo cual impacta la recolección comunal de arroz silvestre). 
Participantes en la conferencia mencionaron que muchos de los proyectos que han tratado de lanzar se encuentran 
rápidamente con problemas legales relacionados con diferentes nociones de pertenencia que les previene acceder a 
recursos tradicionales. 

Este tipo de problema no solo se remonta al acceso de recursos, sino que el legado de ciertas políticas del gobierno 
norteamericano impacta en el procesamiento y venta de esos recursos. Por ejemplo, se habló de la inhabilidad de una 
de las reservaciones de procesar su propia cosecha de arroz silvestre (un arroz morado nativo de las Américas, muy 
nutritivo, que es la base alimenticia de la mayoría de las sociedades de las planicies del norte del país) porque existe 
una ley que no les permite a los bancos dar préstamos a empresas con infraestructura dentro de reservaciones indíge-
nas. El resultado fue que un negocio que tenía gran potencial no pudo continuar dentro de los límites de la reserva-
ción. Sin embargo, también presentaron varias estrategias que se pudieron implementar y que han sido exitosas luego 
de superar estos retos. Un ejemplo interesante es el de la mobile matanza (matanza móvil), una especie de ceremonia 
portátil que va de comunidad en comunidad y que les permite matar y procesar a animales sagrados, como el bisonte, 
de una forma culturalmente apropiada y conforme a normas de sanidad del país. Otro proyecto son los mercados en 
ruedas, donde productos marcados DDP (decolonized diet products) son llevados a diferentes comunidades, en parti-
cular a aquellas que no tienen mucho acceso a este tipo de alimentación. 

La conferencia tuvo momentos de gran optimismo y triunfo, como ocurrió durante los talleres de intercambio de 
semillas. Allí, las familias compartieron con entusiasmo sus semillas y las técnicas de cultivo y preparación de varie-
dades heredadas y conservadas por varias generaciones. Además, hubo un banquete descolonizado preparado por el 
chef sioux Sean Sherman, que consistió de un delicioso guiso de choclos nativos con carne de bisonte, crepas de arroz 
silvestre, ensalada de plantas y moras y agua de cedro (una refrescante bebida de infusiones de hierbas y cedro que 
sabía a una combinación rica pero curiosa de bosque y el clóset de mi abuelita). Pero también hubo un momento de 
gran tristeza porque para los participantes hay más dificultades que éxitos. Durante varios talleres vi a los presenta-
dores y al público llorar mientras hablaban de la forma en la que sus seres queridos continúan sufriendo debido a un 
legado histórico que continúa. En esos momentos el mensaje era claro: la única forma viable de restablecer su iden-
tidad, su bienestar, su relación con el mundo espiritual y ancestral es por medio del restablecimiento de un sistema 
alimenticio tradicional. Este mensaje no debe sorprender, ya que la comida es uno de los pocos vínculos que logra una 
conexión inmediata y profunda entre el medio ambiente, la realidad social y la salud. 

Notas 

1 	 Profesora de antropología. Carleton College, Northfield, Minnesota. 
2 	 Internados creados a partir de 1860 con el fin de «civilizar» a los hijos de los nativos y asimilarlos al modo de vida de los blancos 

americanos. Les enseñaban la importancia de la propiedad privada, de la riqueza material y de la familia nuclear monógama. La idea 
era borrar todo vestigio de cultura indígena, incluyendo el abandono de las comidas nativas. (Nota de LRA.)

3 	 <http://welrp.org/12th-annual-indigenous-farming-conference>
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Análisis de algunos desatinados argumentos de la industria alimentaria

Cuando los intereses lucrativos quieren pesar más 
que la salud de los niños

Ricardo Marapi 

LRA N° 173, mayo 2015

Un intenso debate se está produciendo en las últimas semanas respecto a la futura aplicación de la Ley de Promoción 
de la Alimentación Saludable de Niños, Niñas y Adolescentes, conocida popularmente como «Ley de la comida cha-
tarra». Y recalcamos su condición de futura porque, a dos años de su publicación, dicha ley aún no puede aplicarse. 

Un primer paso para la entrada en vigencia de la ley se dio el pasado 18 de abril, cuando se publicó el Decreto Su-
premo 007-2015-SA, que establece los parámetros técnicos para los niveles mínimos de grasas, sales y azúcar en las 
bebidas y alimentos procesados1. Si un producto supera los niveles establecidos, deberá llevar una etiqueta de adver-
tencia. Claramente, la norma servirá para que el público consumidor —especialmente los padres de familia— tome 
una decisión informada sobre la protección de su salud y la de sus hijos. 

Uno pensaría que nadie, en su sano juicio, estaría en contra de una ley de este tipo, que regula el consumo de alimen-
tos procesados dañinos y protege la salud de los niños y adolescentes. Sin embargo, esta regulación, en el gran nego-
cio de productos altamente procesados, no ha caído nada bien a las corporaciones que forman parte de la industria 
alimentaria y que saben que sus intereses lucrativos serán afectados. 

En medio del debate producido en los medios de comunicación acerca del impacto de los parámetros de grasas, sales y 
azúcar, hubiera sido interesante escuchar argumentos coherentes por parte de los voceros de la industria alimentaria. 
Sin embargo, en varios casos, sus posiciones han sido viscerales o interesadas. 

«La Ley 30021 tiene que ser revisada» 

Uno de los primeros en expresar su crítica a los parámetros aprobados por el Ministerio de Salud fue Alex Daly, 
presidente del Comité de Alimentos de la Sociedad Nacional de Industrias. Es claro que su gremio tiene un marcado 
interés en revisar y, si se puede, derogar la Ley de la Alimentación Saludable. 

«La Ley 30021 tiene que ser revisada. Lo que hay es una serie de sobrerregulaciones, restricciones y prohibiciones que 
solo afectan a los productos fabricados por la industria. (…). Es decir, si yo pongo a la venta un alimento sin ninguna 
garantía de inocuidad, como un turrón o una manzana acaramelada, eso es sano para la ley; pero lo que sale de una 
industria que tiene todos los registros, eso sería malo. Eso es injusto», expresaba el vocero de la SNI en una reciente 
entrevista televisiva2. 

Lo que olvidan los voceros de la industria alimentaria —en su fallido intento de argumentar o confundir a la opi-
nión pública— es que el espíritu de la mencionada ley no es prohibitivo, sino más bien el de promover una mayor 
transparencia en la información. La ley no solo contempla el establecimiento de parámetros técnicos, sino también 
otras acciones complementarias —que la industria pretende olvidar—, como la promoción de la actividad física, de 
alimentos saludables a través de los kioscos escolares, y la regulación de la publicidad; sin embargo, la industria solo 
se ha enfocado en los parámetros. Es un intento fatuo comparar un alimento altamente procesado con un producto 
artesanal, como una manzana acaramelada. Estos últimos deberán ser regulados en futuros reglamentos y en la pro-
moción de las políticas educativas para mejorar los hábitos alimenticios de los niños. 
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«El problema de la obesidad no se soluciona con leyes» 

Sin duda, un gran temor de la industria alimentaria es perder el gran negocio que significa la venta de sus productos 
en los kioscos escolares, donde su mercado está constituido por millones de niños peruanos. Por ello, intentan con-
vencer a la opinión pública acerca de que la solución al problema de la obesidad no se logrará con una ley. 

En una reciente entrevista televisiva3, la abogada especialista en derecho del consumidor, Karina Seminario —del 
estudio Torres y Torres Lara Abogados—, planteaba que «el problema del sobrepeso y la obesidad en los niños no 
se solucionará con prohibiciones y coerciones, sino que con una buena educación se podría atacar el problema de 
manera más eficiente. (...). Es un tema meramente educativo». 

Minutos después, la mencionada abogada, que parece defender la posición de la industria, descubría el verdadero 
interés de esta: «En lugar de retirar casi el 95 % de lo que se vende en los kioscos, se debería promover la nutrición 
de otra manera. Poner en los colegios a nutricionistas (…) o promover la nutrición en la currícula escolar», señaló.

Líneas atrás mencionábamos que el espíritu de la Ley es de promoción; sin embargo, el único lugar para el que im-
planta una prohibición son, precisamente, los kioscos de los colegios. ¿Por qué? Por una simple razón: proteger la sa-
lud de los niños y adolescentes, pues en esos kioscos —como lo admite la misma industria— el 95 % de los productos 
que se venden en la actualidad pueden ser considerados como comida «chatarra». Si a ello le sumamos el hecho de 
que los padres no pueden controlar a sus hijos en la escuela, los cuales son vulnerables a ser manipulados por la millo-
naria y persuasiva publicidad, entonces los menores pueden ser tentados a consumir esos productos nada saludables. 
Así como el Estado prohíbe la venta de cigarrillos y alcohol en los colegios, es correcto que empiece a hacer lo mismo 
con los productos «chatarra». A la industria alimentaria y a las empresas de publicidad, obviamente, no les conviene 
perder ese millonario ingreso económico y por eso se oponen a la ley, a costa, incluso, de la propia salud de los niños. 

«Los parámetros afectarán a la industria y a los TLC» 

Finalmente, los voceros de la industria alimentaria han afirmado que los mencionados parámetros técnicos afectarán 
de manera negativa la producción de dicha industria. «De no corregirse estos parámetros habría un impacto negativo 
en el sector de alimentos y bebidas, sobre todo en las micro y pequeñas empresas (mypes)»4, advertía el presidente de 
la SNI, Luis Salazar Steiger. 

Es decir, en lugar de pensar en elaborar un plan futuro para reducir los niveles de grasa, sal y azúcar en los alimentos y 
bebidas que dicha industria procesa, las palabras del empresario nos hacen pensar que esta pretende insistir en la ela-
boración de productos altamente procesados y que afectan la salud de los niños, tal como lo certifica la Organización 
Mundial de la Salud. Además, con esa lógica radical, los plaguicidas prohibidos internacionalmente, por ejemplo, 
tampoco deberían ser regulados, pues hacerlo afectaría a las empresas peruanas y a los empleados que los producen. 

Este «argumento» de la generación de empleo es utilizado también —en el debate televisivo mencionado anterior-
mente— por Alex Daly, representante de la SIN: «¿Cuánto genera de empleo el sector privado? Los palmicultores 
de la selva han pasado de 12 000 a 75 000 hectáreas de palma, logrando erradicar el cultivo de hoja de coca. [La ley] 
simplemente lo que hace es destruir la cadena productiva, porque el mercado de la palma son las galletas, los helados 
y los chocolates, que son productos que tú dices que asesinan...», señalaba, exaltado, el empresario. 

Pero, al parecer, esa «alerta» no era suficiente para la industria. El presidente de la Asociación de Bebidas y Refrescos 
sin Alcohol (Abresa), César Luza, llevó el nivel de alerta a una escala internacional: «Un reglamento de este tipo 
traerá conflictos con los organismos internacionales de comercio y los tratados internacionales, además de afectar la 
generación de ingresos de miles de familias que dependen de un salario proveniente de estas industrias5», manifestaba 
el vocero de los empresarios. 
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El «cuco» del incumplimiento de los tratados de libre comercio (TLC) que ha firmado el Perú, y el de los castigos que 
vamos a sufrir, son utilizados como último recurso por los empresarios industriales, como sondeando a las autoridades 
gubernamentales la posibilidad de negociar una reducción en los parámetros técnicos o, incluso, la misma derogatoria 
de la ley. Menuda tarea les espera a las autoridades del Ministerio de Salud, que deberá pedir el apoyo de la sociedad 
civil organizada para defender el reglamento aprobado y también el próximo sobre la publicidad de la comida «chata-
rra», momento en el cual, sin duda, las empresas de publicidad y los grandes medios de comunicación serán quienes 
salgan a cuestionarlo al ver afectados sus millonarios intereses.

Notas 

1 	 «Ley de Promoción de la Alimentación Saludable: Un reglamento a medias». Eguren, Fernando. La Revista Agraria 172, mayo de 
2015. <http://bit.ly/1EXzwEL>. 

2 	 «La Hora N, con Jaime de Althaus», 13 de mayo de 2015. 
3 	 Programa «Debate y Diálogo». TV Perú 7.3. . 
4 	 «SNI: Ley de Alimentación Saludable pone en riesgo salud de consumidores». Diario Gestión, 24 de abril de 2015.  
	 <http://bit.ly/1OzuIvy>. 
5 	 «Abresa: Reglamento de Ley de Alimentación Saludable no tiene bases científicas». RPP, 27 de abril de 2015. 
	 <http://bit.ly/1KruxQ4>.
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Ley de Promoción de la Alimentación Saludable: 
Un reglamento a medias

Fernando Eguren1

LRA N° 172, abril 2015

El pasado sábado 18, el diario oficial El Peruano publicó el Decreto Supremo 007-2015-SA, que aprueba el «Regla-
mento que establece los parámetros técnicos sobre los alimentos y bebidas no alcohólicas procesados, referente al 
contenido de azúcar, sodio y grasas saturadas»2 . Tardó —debió haber sido dado en agosto de 2013—, pero finalmente 
llegó. Recordemos que la Ley 30021, de Promoción de la Alimentación Saludable para Niños, Niñas y Adolescentes, 
se promulgó en mayo de 2013 y causó gran controversia, sobre todo debido a la oposición de la industria alimentaria 
y la de publicidad. 

¿El referido reglamento se aplicará de inmediato? No; recién será aplicado 60 días después de que se apruebe el regla-
mento de la Ley 30021, conocida popularmente como «Ley de comida chatarra». 

«Oiga usted; pero ¿no nos acaba de decir que ya se aprobó el reglamento?». Sí, pero resulta que hay dos reglamentos. 
El aprobado este 18 de abril (llamémosle Reglamento 1) se limita a definir los parámetros técnicos que permiten dife-
renciar entre los alimentos saludables y los no saludables, según la mayor o menor concentración de azúcar, sodio y 
grasas saturadas que contengan (ver cuadro 1). 

Pero aparte de ese aspecto, hay otros abordados por la Ley 30021 y que requieren su propio reglamento (llamémos-
le Reglamento 2): la supervisión de la publicidad de la comida chatarra, la implementación de kioscos y comedores 
escolares, el fomento de la actividad física, las acciones educativas. A ellos se refiere el Reglamento 1 cuando 
afirma, en su disposición complementaria final, que será vigente «en el plazo que determine el Reglamento [2] de 
la Ley 30021...». 

¿Cuándo saldrá finalmente ese Reglamento 2? Puede ser en unos meses o en unos años, o simplemente puede no salir. 
No sería la primera vez que una ley no se aplique por falta de reglamento, como es el caso de la Ley 29571, Código de 
Protección y Defensa del Consumidor (2010), cuyo artículo 37 dispone que los alimentos que incorporen componen-

Cuadro 1. Parámetros técnicos sobre alimentos y bebidas no alcohólicas

Azúcar Sodio Grasas saturadas

Líquido Sólido Líquido Sólido Líquido Sólido

Recomendaciones de 
OPS/OMS ≤ 2.5 g/100 ml ≤ 5 g/100 g ≤ 120 mg/100 ml ≤ 120 mg/100 g ≤ 0.75 g/100 ml ≤ 1.5 g/100 g

Primera propuesta de 
reglamento de la ley 
30021, rechazada

≤ 8.1 g/100 ml ≤ 12.5 g/100 g ≤540 mg/100 ml ≤ 540 mg/g ≤ 5.3 g/ml ≤ 5.3 g/100 g

Reglamento aprobado 
de la ley 30021, D.S. 
007-2015-SA

≤ 2.5 g/100 ml ≤ 5 g/100 g ≤ 120 mg/100 ml ≤ 120 mg/100 g ≤ 0.75 g/100 ml ≤ 1.5 g/100 g

Nota: 120 mg de sodio equivale a 300 mg de sal.
Fuente: Documentos respectivos. Elaboración propia.
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tes genéticamente modificados (transgénicos) deben indicarlo así en sus etiquetas. Hasta el momento, esta ley sobre 
el etiquetado no tiene reglamento y no se está aplicando.

En parte, la existencia del Reglamento 2 de la Ley 30021 dependerá de cuán activa sea la sociedad civil en exigir que 
se apruebe lo más pronto posible. Recordemos que fue el rechazo de la sociedad civil a la primera versión de proyecto 
de Reglamento 1 —que ignoraba totalmente los parámetros establecidos por la Organización Mundial de la Salud 
(OMS)3— lo que sirvió como presión para que las autoridades hayan publicado, el sábado 18, el Reglamento 1, idén-
tico a la propuesta de la OMS, como puede verse en el cuadro 1. 

Sin embargo, un vacío importante del Reglamento 1 es que no dice nada acerca de las grasas trans. La OMS recomien-
da que este tipo de grasas4 debe ser prohibido debido a sus comprobados efectos negativos para la salud. La propia 
Ley 30021 dispone, en su artículo 10, que la publicidad de alimentos que contienen grasas trans debe consignar «de 
manera clara y comprensible» la advertencia: «Contiene grasas trans: evitar su consumo». Es curioso que el Regla-
mento 1 no la mencione para nada. 

Es muy probable que la industria alimentaria esté contrariada por este Reglamento 1. El diario Gestión informó que, 
una vez que se apliquen los parámetros, el 95 % de los comestibles que se venden en los kioscos de los colegios, en su 
mayor parte productos industriales, probablemente sean rechazados. En la infografía de la página central puede apre-
ciarse la cantidad de azúcar que contienen varios comestibles que, en buena parte, son vendidos hoy en los kioscos 
escolares y que son elaborados y comercializados por la industria alimentaria. 

Sin duda, la industria alimentaria y la de publicidad —que desde el inicio estuvieron en contra de la Ley 30021— pre-
sionarán para que el pendiente Reglamento 2 les afecte lo menos posible; entonces, lo más probable es que los lobbies 
empresariales sigan actuando y que el proceso de su elaboración y aprobación sea largo y sinuoso. Así, hasta que no 
se dé el Reglamento 2, el Reglamento 1 no se aplicará. 

Notas

1 	 Sociólogo. Director de La Revista Agraria y presidente del Cepes. 
2 	 Accesible en: <http://bit.ly/1GgjVBZ>.
3 	 Ver La Revista Agraria 164, julio de 2014. <http://bit.ly/1qnoy14>. 
4 	 No es lo mismo grasa saturada, que está contenida naturalmente en ciertos alimentos, que grasas trans, que son resultado de pro-

cesos industriales. 
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Loreto: Nuevas inundaciones, los mismos afectados 

La pérdida de tierras agrícolas crea 
inseguridad alimentaria 

Julio C. Postigo1

LRA N° 172, abril 2015

Una vez más se inundan extensas áreas de la Amazonía, con lo que se afecta, como siempre, a las familias vulne-
rables de las zonas periurbanas y rurales, en este caso, de la región Loreto. La creciente de los ríos de esta región 
empezó a ser monitoreada por el Servicio Nacional de Meteorología e Hidrología (Senamhi) desde mediados de 
enero. Las lluvias de la temporada han agudizado la situación con inundaciones cuyos efectos llevaron al Gobier-
no a declarar el estado de emergencia el 9 de abril, por sesenta días, en veintidós distritos de cinco provincias de 
Loreto (D. S. 028-2015- PCM). Existen, además, otros doce distritos afectados, lo que llevaría a la ampliación de 
la emergencia. 

La Dirección Regional Agraria de Loreto estima que fueron casi 14 000 el total de hectáreas agrícolas afectadas (ver 
cuadro), siendo la yuca, el plátano, el maíz y el arroz los cultivos con las mayores extensiones impactadas por las 
inundaciones. La innegable relevancia de esta producción para la economía y la seguridad alimentaria de los peque-
ños agricultores, así como para la provisión de alimentos de los mercados locales, permite prever tanto escasez como 
aumento de precios de los alimentos. La crítica situación y las poco alentadoras perspectivas llevan a la necesidad 
de concatenar dos procesos en el más corto plazo: la ayuda alimentaria para el alivio inmediato y la recuperación 
productiva. 

Las inundaciones en la Amazonía no son nuevas (ocurrió una más grave en 2012); por el contrario, son procesos 
cíclicos que no solo causan destrucción, sino que, paradójicamente, son cruciales para la producción agraria, pues 
trasladan los suelos aluviales2 de los 
Andes a las tierras inundables en las 
zonas ribereñas. Sin embargo, cuan-
do las lluvias son extremas, los ríos 
inundan campos de cultivo, centros 
poblados y hasta partes de la ciudad 
de Iquitos. Las inundaciones no son lo 
único que se repite, sino que las po-
blaciones mayoritariamente afectadas 
son siempre las mismas: pobres exclui-
dos, habitando espacios marginales 
en las zonas periurbanas; pequeños 
agricultores de subsistencia, y centros 
poblados rurales. 

Las inundaciones no solo seguirán 
ocurriendo, sino que, en un contexto donde los eventos extremos serán cada vez más frecuentes y agudos, sus 
efectos destructivos podrían amplificarse de no disminuir la vulnerabilidad de las poblaciones afectadas. En tér-
minos generales, la disminución de la vulnerabilidad tiene que ver con mejores condiciones de vida (por ejemplo, 
dejar de vivir en las cloacas en zonas como Belén), salir de la pobreza, superar la desnutrición crónica y superar el 
analfabetismo masivo. 

Cuadro. Hectáreas de cultivos que se perdieron en Loreto debido a las 
inundaciones

Provincia Hectáreas

Alto Amazonas 4 082

Datem del Marañón 5 023

Loreto - Nauta 636

Maynas 1 818

Ucayali - Contamana 451

Requena 1 967

Mariscal Ramón Castilla - Caballococha 00

Putumayo 00

Total 13 977
Los principales cultivos que se han perdido son: maní, arroz, maíz, caupí, yuca, plátano, hortali-

zas, papaya, granadilla, palta, maracuyá, cocona, ají. Fuente: Dirección Regional Agraria.
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En las zonas rurales, el Ministerio de Agricultura y Riego, trabajando coordinadamente con la Dirección Regional 
Agraria, deberá liderar (y financiar) la recuperación productiva, la que debiera incluir programas de asistencia técnica 
con semillas de calidad (o mejoradas para tener cultivos más resistentes al exceso de agua), herramientas e insumos; 
programas de seguro para pequeños agricultores frente a eventos extremos; y diversificación productiva para aprove-
char, por ejemplo, la abundancia de pescado que ocurre cuando los ríos disminuyen sus caudales. Las inundaciones 
han afectado múltiples sectores (Vivienda, Educación, Salud, Agricultura), con lo que se ha creado la oportunidad 
para una intervención transectorial coordinada (y secundada por el Ministerio de Economía y Finanzas) con los 
gobiernos regional y locales, que se oriente tanto a la emergencia como al desarrollo de Loreto. 

Notas 

1 	 Antropólogo y geógrafo. PhD por la Universidad de Texas en Austin. Investigador asociado al Cepes. Consultor de FAO que fue 
parte de la misión de la Red Humanitaria Nacional, junto con otras agencias de las Naciones Unidas y entidades gubernamentales, 
que visitó Loreto del 14 al 17 de abril. 

2 	 Son suelos formados de materiales transportados por corrientes de agua. Son ricos en nutrientes y pueden contener metales pesa-
dos. Son suelos recientes y buenos para cultivar. 
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A mayor autoconsumo, mayor tasa de 
desnutrición crónica infantil

Miguel Pintado1

LRA N° 172, abril 2015

Actualmente, más de 316 000 niños menores de cinco años padecen de desnutrición crónica en el Perú, según el 
Informe Semestral 2014 del Ministerio de Salud (Minsa). Si se toma en consideración que 1 570 780 fue el total de 
niños evaluados, la desnutrición crónica (DC) afecta, por tanto, al 20.1 % de los niños de nuestro país. Esta es una 
cifra que, si bien viene reduciéndose en los últimos años, sigue evidenciando el persistente problema que existe en 
muchas familias peruanas. Según los informes anuales del Ministerio de Salud, la DC es un problema que tiene mayor 
incidencia y persistencia en los espacios rurales. Teniendo en cuenta que la actividad agropecuaria tiene un rol prota-
gónico en estos espacios, el presen-
te artículo busca responder las si-
guientes preguntas: mientras más 
producción destinan los pequeños 
agricultores al consumo familiar, ¿la 
tasa de DC es menor o, por el con-
trario, mayor? ¿Importa solo el gra-
do de orientación de la producción 
—al autoconsumo o al mercado— o 
también es relevante qué tipos de 
cultivos se siembran? 

Los departamentos con mayores 
tasas de DC poseen altos niveles 
de autoconsumo

El sentido común llevaría a pensar 
que si una familia agricultora dedica 
más hectáreas de sus tierras a culti-
var productos para su propio consu-
mo, la posibilidad de que los niños 
padezcan de desnutrición crónica 
quizá sea menor a que si dicha fami-
lia dedica solo una pequeña parte de 
sus tierras para consumo propio y el 
resto lo destina al comercio. El sen-
tido común también nos dice que la 
producción de alimentos aumenta 
conforme más tierras se dediquen a 
dichos cultivos, lo cual lleva a incre-
mentar el volumen de la canasta familiar. Esta intuición, sin embargo, parece no cumplirse en los hechos. Utilizando 
información del último Censo Nacional Agropecuario y del Minsa hemos elaborado un mapa que pone en contraste 
la relación entre la tasa de DC y la de autoconsumo para cada departamento (gráfico 1). 
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Gráfico 1. Mapa de la desnutrición crónica y producción para autoconsumo

Fuente: Minsa 2014, Cenagro 2012.
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De manera sorpresiva, los resultados parecen derribar cualquier tipo de intuición. Los departamentos con mayores tasas de 
DC poseen, a su vez, los más altos niveles de autoconsumo (los casos más saltantes son los de Huancavelica, Cajamarca y Apu-
rímac, en donde el 38 %, el 31 % y el 30 % de los niños, respectivamente, padecen de DC, y en los que el 42 %, el 27 % y el 
28 % de las tierras, también respectivamente, son dedicadas para el consumo del hogar). Mientras departamentos con meno-
res tasas de DC mantienen los más bajos niveles de autoconsumo (destacan los casos de Tacna, Moquegua y Lima, en donde 
tan solo el 4 %, el 6 % y el 7 % de los niños, respectivamente, sufren de DC, y en los que el 4 %, el 13 % y el 4 % de las tierras, 
también respectivamen-
te, son dedicadas para 
el consumo del hogar). 
Resulta válido cuestio-
nar, sin embargo, estos 
resultados, ya que los pro-
medios departamentales 
pueden presentar una 
mirada muy gruesa y dis-
torsionada de la realidad 
compleja del problema. 
Para evitar este sesgo, he-
mos desagregado la infor-
mación a nivel provincial 
(ver gráfico 2). 

Cada punto en el grá-
fico 2 representa una 
provincia del Perú (en 
total se evaluaron 191 
provincias). Con estos resultados provinciales, llegamos a la misma conclusión del análisis del mapa previo: la tasa 
de DC y el nivel de autoconsumo se relacionan positivamente. Es decir, provincias que tienen altas tasas de DC son 
provincias en las que las familias campesinas destinan la mayor parte de sus tierras para el consumo interno, mientras 
que en las provincias con menores tasas de DC, las familias campesinas destinan solo un pequeño porcentaje de sus 
tierras para el consumo del hogar. ¿A qué se debe esta aparente contradicción entre una mayor «disponibilidad» de 
alimentos y altas tasas de desnutrición?

Autoconsumo, venta y tipos de cultivos 

Para explorar qué está detrás de esta tendencia, elegimos cuatro provincias con las mayores tasas de DC y autocon-
sumo (puntos rojos) y cuatro con las menores tasas (puntos celestes). La información de estas provincias se detalla 
en el cuadro 1.

Las cuatro provincias con las tasas más altas de DC para 2014 son Yarowilca (Huánuco), Angaraes (Huancavelica), 
Sihuas (Áncash) y Huanca Sancos (Ayacucho). Tres de ellas (Sihuas no) se encuentran ubicadas dentro de las siete 
regiones más pobres del país. Sus principales cultivos son el trigo, el maíz, la cebada y la papa. Al ser provincias con 
alto grado de autoconsumo, estos cultivos son, por tanto, los principales alimentos consumidos. ¿Son poco nutritivos 
estos alimentos para justificar la elevada DC? Según una clasificación utilizada en LRA 1452, la cebada, el trigo y el 
maíz tienen valores nutricionales aceptables. Tomando en cuenta las calorías, las proteínas y los minerales esencia-
les, estos tres cultivos se ubican por encima de la arveja, el arroz o el olluco, pero por debajo del haba, el frijol o la 
quinua. En cuanto a la papa, sus niveles nutricionales son muy bajos debido a su alto contenido de agua (entre el 
80 % y el 90 %, aproximadamente); por tanto, los cultivos que consumen las familias de estas cuatro provincias son 

Fuente: Minsa 2014, Cenagro 2012.
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Gráfico 2. Asociación entre las tasas de DC y autoconsumo provinciales.
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medianamente nutritivos. El problema de la DC puede venir, entonces, por la monotonía: si la dieta solo se basa en 
estos cultivos, esto representa una dificultad. Nuestra hipótesis es que dichas provincias, al ser muy pobres, no logran 
diversificar su canasta de alimentos, lo que limita un desarrollo saludable de los menores. Si a esto se suma que las 
familias campesinas poseen pocas tierras, entonces el volumen de producción se ve afectado y, aun cuando se destine 
toda la producción para el autoconsumo, esto puede resultar insuficiente.

El panorama es totalmente diferente cuando observamos a las provincias cuyas tasas de DC son las más bajas del 
país: Picota (San Martín), Islay (Arequipa), Tacna (Tacna) y Jorge Basadre (Tacna). En ellas no predomina el auto-
consumo, sino, por el contrario, un alto grado de integración al mercado. Entre el 59 % y el 92 % de las tierras de 
estas provincias tienen como destino de su producción la venta. En estas provincias aparecen cultivos orientados 
específicamente para la venta, como el ají, la cebolla, el ajo, el olivo y el café, mientras que la alfalfa y el maíz chala 
pueden ser importantes para la venta, pero, sobre todo, pueden servir como insumos para actividades pecuarias (cría 
de ganado vacuno, ovino, etc.). Recuérdese que una parte de la tierra que no se orienta al autoconsumo ni a la venta 
se destina, en consecuencia, a alimento para animales o a insumos agrícolas (de ahí que los porcentajes de autoconsu-
mo y venta no sumen 100 %). En efecto, la mayor vinculación al mercado puede permitir mayores ingresos familiares 
(parte de este mayor ingreso quizá también se explique por la presencia complementaria de las actividades pecuarias), 
con los cuales se puede adquirir una canasta de alimentos más amplia y diversa, reduciendo así la ocurrencia de casos 
de DC en niños. 

El gran desafío 

Erradicar el problema de la DC no es una tarea sencilla en nuestro país, sobre todo porque la mayor parte de los 
casos de desnutrición se concentran en espacios rurales donde también predomina la pobreza, la falta de recursos y la 
limitada presencia del Estado. Queda demostrado que a pesar de que la mayoría de hogares destinen la mayor parte 
de la producción para el consumo de la familia, las cifras de DC no se ven contrarrestadas. La limitada producción no 
permite adquirir otros alimentos con los cuales se pueda superar la monotonía de la dieta. Además, mejorar los indi-
cadores nutricionales del país implica también la mejora de las condiciones de vida y producción de las innumerables 
familias campesinas de nuestro territorio. Ese es el gran desafío del Estado. 

Notas 

1 	 Economista. Investigador del Cepes. 
2 	 Ver artículo «Autoconsumo, seguridad alimentaria y nutrición en el Perú» (octubre de 2012).

Cuadro 1. Ranking de ocho provincias con mejores y peores tasas de DC y autoconsumo

Provincias DC Autocon-
sumo Venta Pob. 

rural Cultivo 1 Cultivo 2 Cultivo 3 Cultivo 4

Yarowilca 42 % 84 % 12 % 78 % trigo (21 %) maíz (19 %) cebada (18 %) papa (14 %)

Angaraes 42 % 75 % 21 % 80 % cebada (33 %) maíz (18 %) papa (13 %) trigo (8 %)

Sihuas 38 % 89 % 6 % 76 % trigo (38 %) maíz (17 %) cebada (16 %) papa (13 %)

Huanca Sancos 38 % 79 % 3 % 39 % cebada (27 %) papa (17 %) maíz (14 %) alfalfa (13 %)

Picota 1 % 5 % 92 % 40 % maíz (56 %) arroz (13 %) braquearia (11 %) café (6 %)

Islay 3 % 1 % 72 % 10 % arroz (27 %) papa (11 %) ajo (10 %) maíz chala (10 %)

Tacna 4 % 1 % 82 % 11 % olivo (48 %) alfalfa (14 %) maíz chala (12 %) ají (5 %)

Jorge Basadre 5 % 3 % 59 % 44 % alfalfa (44 %) ají (11 %) maíz chala (11 %) cebolla (9 %)

Fuente: Minsa 2014, Cenagro 2012, INEI 2014 y Minagri 2009. 
Nota: La información de cultivos se realiza cinco años previos para ser compatible con la información de DC actual.
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Editorial: 

Guía para una buena alimentación: Brasil da el ejemplo
Fernando Eguren

LRA N° 171, marzo 2015

En LRA hemos tratado, en repetidas ocasiones, de llamar la atención sobre la falta de voluntad política de las auto-
ridades para llevar adelante una política alimentaria que enfrente decididamente la desnutrición, las incertidumbres 
a la seguridad alimentaria, y prorice el fomento de una alimentación saludable. 

Con el riesgo de parecer repetitivos, debemos decir que las medidas orientadas a encauzar al país hacia una real 
seguridad alimentaria han quedado a medio camino, en una mezcla de desinterés y de presiones de la industria ali-
mentaria. Esta se opone a que se regule la publicidad de la comida no saludable (aquella que tiene en exceso sodio, 
grasas y azúcares e ingredientes artificiales), razón por la cual aún no se ha aprobado el reglamento de la Ley 30021, 
de Promoción de la Alimentación Saludable para Niños, Niñas y Adolescentes. En cuanto a la Estrategia Nacional 
de Seguridad Alimentaria y Nutricional, que fue aprobada en diciembre de 2013, aún no se ha formalizado el Plan de 
Acción, sin el cual no se puede ejecutar. Ha pasado más de un año para que las burocracias de varios ministerios re-
visen la propuesta, con una lentitud digna de mejor causa. Finalmente, por razones inexplicables —o solo explicables 
si asumimos que la incapacidad es un rasgo sustancial del Congreso de la República—, una ley aprobada en el Pleno 
con alta votación, la de Seguridad Alimentaria y Nutricional, fue archivada.

La comparación con lo que ocurre en algunos otros países de la región nos produce una sana envidia. El Ministerio de 
Salud del Brasil acaba de difundir una «Guía alimentaria para la población brasileña»1. Es un documento orientador, 
producto de contribuciones de 27 oficinas estatales y de 3125 aportes de todo tipo de instituciones y personas, y que 
toma en cuenta estudios realizados por diferentes organismos de las Naciones Unidas. El resultado es un documento 
de 150 páginas de un gran valor educativo. Como anota uno de los más influyentes diarios del Brasil, Folha de S. Paulo, 
la guía «es lúcida y corajuda», que «con un gran sentido común indica que la dieta debe basarse en productos poco 
procesados»2 . Además, la guía explicita su compromiso con la garantía al derecho humano a la alimentación y pone 
en valor las tradiciones culturales locales. 

El carácter educativo del documento se muestra con claridad en su propia estructura. Un primer capítulo introduce 
al lector en conceptos generales de lo que es la salud y su relación con la alimentación. Luego da recomendaciones 
generales sobre los alimentos que hay que evitar —los procesados— y los que hay que utilizar: las «preparaciones 
culinarias». El tercer capítulo hace una revisión de las preparaciones culinarias en su diversidad regional, sobre cuya 
base propone orientaciones específicas para la población brasileña. El cuarto capítulo aborda temas que generalmente 
están ausentes en la literatura sobre alimentación y nutrición: las circunstancias que rodean el acto de comer: la re-
gularidad, el ambiente en el que se come y la conveniencia de comer en compañía. La guía cierra con una revisión de 
los obstáculos que pueden dificultar la aplicación de las recomendaciones hechas en las anteriores secciones. 

Esta guía constituye un invalorable ejemplo para nuestro país. Existe, incluso, un marco legal que debe promover su 
elaboración —la ya mencionada Ley 30021— y la disposición de instituciones como la Sociedad Peruana de Gastro-
nomía (Apega) y otras de la sociedad civil que con entusiasmo participarían en tal iniciativa. Pero, por supuesto, la 
decisión política del Gobierno y de los ministerios más directamente involucrados —Minsa, Midis y Minedu— es el 
paso más importante.

Notas

1 	 Versión original en portugués en <http://bit.ly/1mtswaW>. 
2 	 Ver <http://bit.ly/1FXUqDX>. 
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Cruda realidad 

Más tierras para agrocombustibles, 
menos para alimentos

Miguel Ángel Pintado1

LRA N° 170, febrero 2015

La consolidación del proceso de concentración de las tierras en el Perú, en los últimos dieciocho años, es un hecho 
que no se puede negar. Un primer dato revelador es que el 1 % de las unidades agropecuarias (UA) pasó de poseer el 
70 % (1994) al 76. 4% (2012) de las tierras agropecuarias. En este caso, se comparan las tierras de manera directa, 
dejando de lado las diferencias que puedan tener en cuanto al acceso al riego o su ubicación geográfica (costa, sierra, 
selva). Un segundo dato es que el 1 % de las UA pasó de poseer el 26% (1994) al 48 % (2012) de las tierras agro-
pecuarias estandarizadas2. Con el término tierras o hectáreas estandarizadas nos estamos refiriendo al ajuste que se 
realiza con base en la cualidad del suelo a través de indicadores como, por ejemplo, el acceso a riego. En este segundo 
caso, sí se comparan las tierras tomando en cuenta sus

El nuevo poder de los cultivos agroindustriales 

Una forma interesante de observar cuál es el nuevo uso que se les está dando a las tierras agrícolas es a través de la 
superficie cosechada. Tomamos tres momentos en el tiempo (1994, 2003 y 2013), con el fin de observar, grosso modo, 
la tendencia actual del cambio de uso de la tierra. Los resultados se presentan en el cuadro 1. 

En general, las hectáreas cosechadas en los cinco grupos de cultivos han aumentado en los tres periodos. A primera 
vista, no parecen existir indicios de un cambio de uso de la tierra. Sin embargo, cuando observamos el cambio en la 
superficie cosechada dentro de cada grupo de cultivos, la situación cambia. De 1994 a 2003, los cultivos del rubro 
frutas y menestras/ legumbres fueron los que tuvieron un incremento porcentual en sus superficies cosechadas mayor 
al promedio nacional (58 % y 39 %, respectivamente). En cambio, de 2003 a 2013 aparece un tercer rubro con im-
portancia mayor (en términos de variación porcentual) al promedio nacional: los cultivos industriales (con un 29 %). 

El primer periodo (1994-2003) 
coincide con la Ley de Tierras, 
promulgada el 17 de julio de 1995 
(además de otros decretos pre-
vios que promovían la inversión 
privada mediante leyes laborales 
más flexibles o relacionadas con el 
mercado de tierras). Tras esta ley, 
la inversión privada en el agro se 
intensificó, dando lugar a grandes 
complejos industriales, con una ló-
gica primordialmente exportadora. 
De allí que, en este periodo, el rubro de frutas presentase el mayor cambio en términos de superficie cosechada. El 
segundo periodo (2003-2013) coincide con una serie de reglamentos posteriores a la Ley de Tierras que incremen-
taron los límites a la propiedad, pero sobre todo coincide con la Ley de Promoción del Mercado de Biocombustibles, 
promulgada el 15 de julio de 2003. Se entiende, entonces, por qué los cultivos industriales crecieron de manera 
considerable durante este periodo.

Cuadro 1. Tendencias en la superficie agrícola cosechada

Periodo

In
du

st
ria

les

Ce
re

ale
s

Tu
bé

rcu
los

/
pa

sto
s/

ho
rta

liz
as

Fr
ut

as

Me
ne

st
ra

s/
leg

um
br

es

To
ta

l 
cu

lti
vo

s

1994 (ha) 393 575 828 277 452 946 155 684 154 389 1 984 871

2003 (ha) 523 798 1 127 647 623 940 246 342 214 915 2 736 642

2013 (ha) 675 297 1 266 131 753 584 326 938 282 717 3 304 667

1994-03 (%) 33 36 38 58 39 38

2003-13 (%) 29 12 21 33 32 21
Fuente: Oficina de Estudios Económicos y Estadísticos - Minagri-OEEE.
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Lógicamente, si más extensiones se están dedicando a cultivos con potencial exportador (frutas, industriales), enton-
ces menores tierras quedan para cultivos sembrados, principalmente, por pequeños productores. De allí que, en los 
últimos diez años, algunos cultivos del rubro cereales y tubérculos/pastos/ hortalizas hayan incrementado poco sus 
superficies cosechadas (cebada (2 %), maíz amiláceo (5 %), ajo (5 %)) o hasta, incluso, disminuido (kiwicha (-25 %), 
cañihua (-6 %), mashua (-25 %), oca (-24 %), maíz choclo (-3 %)).

La proliferación de los agrocombustibles

Para tener una mirada más completa de este cambio en el uso de las tierras, conviene verificar cuáles son los cultivos 
específicos que están experimentando mayores cambios en sus superficies cosechadas. Para tal fin, presentaremos los 
tres cultivos más importantes, en términos de variación porcentual de su superficie cosechada, para cada uno de los 
cinco rubros y para ambos periodos de análisis. Los resultados se presentan en el cuadro 2. 

En general, durante todo el pe-
riodo de análisis, es evidente 
que los productos que experi-
mentaron mayores cambios en 
sus superficies cosechadas son, 
en su mayoría, productos de ex-
portación. Claramente, la lógica 
empresarial apuesta en la agri-
cultura por aquellos productos de 
mayor demanda externa. En los 
últimos diez años, sin embargo, el 
cambio de uso de la tierra no solo 
se limita a productos con fines de 
exportación, sino que se amplía a 
productos que derivan en la pro-
ducción de biocombustibles. El 
caso de la palma aceitera llama la 
atención: de 2003 a 2013, la superficie cosechada de este producto se incrementó en 290 %, colocándose de manera 
indiscutible en el primer lugar de los productos agrícolas con mayor variación. 

En síntesis, no cabe duda de que el proceso de concentración de tierras está en aumento y un factor que es necesario 
tomar en cuenta es el cambio de uso de suelo que se está produciendo. Las grandes empresas, grupos, corporaciones, 
etc., son los mayores favorecidos de este proceso. Esta mayor concentración está cambiando la estructura del sector, 
lo que da lugar a que, cada vez, mayores superficies agrícolas se destinen a cultivos de agroexportación (sobre todo 
por grandes empresas) y cultivos insumos para la preparación de biocombustibles. En un sector donde la pobreza está 
enraizada, ¿no debería el Estado apoyar el desarrollo del sector de la agricultura familiar (AF) en lugar de apoyar ex-
clusivamente a la gran empresa? El proceso de concentración y el cambio de uso de la tierra revelan que el desarrollo 
de la AF no es una prioridad para el Estado. 

Notas 

1 	 Economista. Investigador del Cepes. 
2 	 Información obtenida de Zegarra, Eduardo: «Minifundio y concentración de las tierras en el agro peruano: la verdad de a verdad». 

Disponible en <http://bit.ly/1KJvQHI>.

Cuadro 2. Cultivos con mayor variación en superficie cosechada

Periodo Industriales Cereales Tubérculos/
pastos/hortalizas Frutas Menestras/

legumbres 

1994-03

cacao 
(77 %)

kiwicha 
(181 %)

cebolla 
(117 %)

piña 
(98 %)

frijol castilla 
(268 %)

soya 
(66 %)

maíz amarillo 
duro 

(63 %)
ajo

(99 %)
plátano 
(95 %)

lenteja 
(176 %)

café 
(58 %)

quinua 
(37 %)

olluco 
(77 %)

coco 
(79 %)

frijol de palo 
(117 %)

2003-13

palma aceitera 
(290 %)

quinua 
(58 %)

espárrago 
(92 %)

mango 
(170 %)

frijol de palo 
(163 %)

aceituna 
(112 %)

arroz 
(26 %)

alfalfa 
(28 %)

palta 
(131 %)

zarandaja 
(76 %)

cacao 
(96 %)

trigo 
(11 %)

camote 
(28 %)

uva 
(98 %)

arveja 
(40 %)

Fuente: Oficina de Estudios Económicos y Estadísticos - Minagri-OEEE.
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La moratoria de ingreso y producción 
de semillas transgénicas está en riesgo 

Fernando Eguren
LRA N° 169, enero 2015

En estos días ha surgido una importante controversia con motivo de la designación de tres personas vinculadas a 
la industria de semillas transgénicas en cargos estratégicos en el Instituto Nacional de Innovación Agraria (INIA). 
Aparentemente, no está en tela de juicio la calidad profesional de los involucrados —los tres son doctores—, sino el 
que estén en cargos1 que conllevan el poder de orientar las investigaciones y que puede desvirtuar la aplicación de la 
Ley 29811, promulgada en 2011, que declaró la moratoria al ingreso y producción de organismos vivos modificados al 
territorio nacional por un periodo de diez años. Con ello, se pone nuevamente en agenda el debate sobre las semillas 
transgénicas. 

El debate sobre transgénicos se caracteriza más por la pasión que suelen poner las partes —los que están a favor y 
los que están en contra en la discusión— en la polémica, que por el despliegue de argumentos sólidos. En parte, ello 
se debe a la confusión entre los diferentes planos que el tema plantea. Conviene diferenciarlos para contribuir a un 
debate más ordenado que permita superar los entrampamientos actuales. Los planos del tema son, por lo menos, los 
siguientes: 

a. 	 El temor de que la utilización de semillas transgénicas «contamine» otras plantas, provocando impactos negati-
vos, sobre todo al reducir la biodiversidad. 

b. 	 El temor de que los productos originados en semillas transgénicas impacten negativamente sobre la salud huma-
na. 

c. 	 El derecho de los consumidores de alimentos finales de saber si estos contienen insumos transgénicos, por el riesgo 
eventual que pueden tener sobre la salud. El hecho de que tengan impactos negativos sobre la salud es aún mate-
ria de controversia; lo que no está en controversia es el derecho de los consumidores de conocer la composición 
de los insumos que contienen los productos que consumen2.

 d.	 La concentración de la investigación, la producción y la distribución de semillas transgénicas por oligopolios 
transnacionales, lo que les da ventajas económicas monopólicas, control sobre la orientación de la producción 
y poder sobre los productores agrarios. En el Perú, este es hoy el punto central del debate (quizá junto con el 
punto c) suscitado por la designación, en la dirección del INIA, de funcionarios vinculados a la industria de 
transgénicos. 

e. 	 En el mediano y largo plazo, el temor de que las variedades de semillas transgénicas empobrezcan la biodiversidad 
al desplazar variedades de plantas de menor rentabilidad económica. 

En el presente artículo no hay espacio para desarrollar una argumentación, pero sí para ofrecer alguna información 
que ayude a contextuar el debate. Sea esta la ocasión para ratificar el apoyo claro de La Revista Agraria a la vigencia 
de la Ley 29811 y para manifestar nuestra preocupación por lo que, efectivamente, puede ser una velada estrategia 
para debilitarla y, en el extremo, derogarla.

Las regiones anticiparon la Ley de Moratoria 

La Ley de Moratoria de 2011 no fue la primera norma que limitaba la utilización de las semillas transgénicas. En el 
Perú, la mayoría de gobiernos regionales han declarado a su respectiva región, mediante ordenanzas—la primera data 
de 2007—, como «libre de transgénicos». Así lo hicieron los gobiernos de Áncash, Arequipa, Ayacucho, Cajamarca, 
Cusco, Huancavelica, Huánuco, Junín, Lambayeque, Lima Metropolitana, Lima Región, Loreto, Madre de Dios, 
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Puno y San Martín3. A pesar de estas prohibiciones, desde 2007 se detectó la presencia de transgénicos en el valle de 
Barranca, y, en tiempos más cercanos, en diferentes localidades de los departamentos de Piura y La Libertad. 

Los transgénicos en el mundo 

En los años recientes, en el planeta se cultivaron 170 millones de hectáreas con semillas transgénicas. El 90 % 
de estas tierras se dedica al maíz, la soja, la colza y el algodón. Apenas cuatro países —Estados Unidos (69.5 mi-
llones de hectáreas), Brasil (36.6 millones), Argentina (23.9 millones) y Canadá (11.6 millones)— representan 
el 83.3 % del área total sembrada con semillas transgénicas4. En Europa, España es, largamente, el país que más 
las utiliza (131 mil hectáreas en 2014, lo que representa más del 90 % del total europeo). La política de la Unión 
Europea—definida recientemente— es dejar a los países asociados en libertad para adoptar o no adoptar semillas 
transgénicas. Dos de los principales países de la UE, Francia y Alemania, prohíben su uso. 

Alrededor del 60 % del mercado mundial de semillas transgénicas está dominado por un reducido número de corpo-
raciones: Monsanto, Dupont, Syngenta, Basf y DowAgroSciences. Las mismas empresas controlan también el 76 % 
de los agroquímicos. Como anota el diario español El País, «las compañías que fabrican los herbicidas son las mismas 
que diseñan las semillas que los soportan»5. 

La posición de la FAO 

La FAO es una entidad intergubernamental, por lo que sus opiniones institucionales están limitadas por las de-
cisiones de los gobiernos nacionales que la integran. Pero, como ente técnico, sus opiniones son valiosas y deben 
ser tomadas en consideración. La FAO reconoce que la modificación genética puede, en algunas circunstancias, 
aumentar la producción y la productividad y contribuir a la seguridad alimentaria, pero afirma que «a pesar de lo 
que se dice, no se requieren semillas transgénicas para resolver los problemas del hambre actuales». Respecto a 
los riesgos de contaminación de otras especies por el uso de semillas transgénicas, afirma que ello es aún materia 
de debate científico, pero que puede constituir una amenaza a la agrodiversidad, sobre todo si son cultivadas en 
sus centros de origen. Sostiene, aún más, que una vez que estas semillas se difunden ampliamente, no será factible 
dar marcha atrás6. 

Concluyendo: es claro que la discusión del tema de los organismos genéticamente modificados aborda ámbitos 
muy amplios y complejos y no puede limitarse a las simplificaciones poco convincentes que suelen caracterizar a los 
argumentos de uno y otro lado. Puesto que el tema es importante y nos atañe a todos, es indispensable un debate 
más sustantivo y mejor informado, que, al mismo tiempo, provoque el interés del gran público. 

Notas

1 	 Alberto Dante Maurer Fossa, jefe del INIA; Enrique Fernández Northcote, asesor técnico de la Jefatura; Luis Julio César De Stefa-
no Beltrán, director de la Dirección General de Desarrollo Tecnológico Agrario. 

2	 Más aún, existe la Ley 29571, o Código de Protección y Defensa del Consumidor—promulgada en 2010—, que obliga a la industria 
alimentaria a hacer constar en las etiquetas de los productos finales la utilización de insumos transgénicos, pero que, luego de cuatro 
años, todavía no se aplica por falta de reglamentación.

3	 Ver, de Aspec:«Regiones libres de transgénicos. Retos y tareas pendientes». 
4	 El País digital. 28 de abril de 2013. 
5	 Ibíd. 
6	 Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO). «Frequently asked questions about FAO and 

agricultural biotechnology».
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Congreso: inexplicables contradicciones 
sobre la seguridad alimentaria 

Fernando Eguren
LRA N° 168, noviembre 2014

La Ley de Seguridad Alimentaria —cuyo proyecto había sido aprobado 
por unanimidad por la Comisión Agraria del Congreso y, luego, por el 
Pleno el 19 de diciembre de 2013— ha sido archivada el pasado 12 de 
noviembre por disposición del propio Consejo Directivo. Esto ocurre al 
mismo tiempo que se constituye el Grupo Parlamentario contra el Ham-
bre, cuyo objetivo es, precisamente, luchar por la seguridad alimentaria. 
¿Cómo puede ser tan contradictorio el propio Congreso, sobre todo en un 
asunto tan delicado como es el de la alimentación?

¿Qué ha pasado? Recordemos al lector que el año pasado fue muy espe-
cial debido a la relevancia que cobró el tema alimentario. El Ejecutivo 
declaró 2013 como Año de la Seguridad Alimentaria (coincidió con el 
Año Internacional de la Quinua, declarado por las Naciones Unidas); en 
mayo del mismo año se aprobó la Ley 30021, de Promoción de la Alimen-
tación Saludable para Niños, Niñas y Adolescentes; y en diciembre, tam-
bién del mismo año, el Ejecutivo aprobó una nueva Estrategia Nacional 
de Seguridad Alimentaria y Nutricional y se presentó en el Congreso el 
proyecto de ley de Seguridad Alimentaria y Nutricional. 

En contraste, en 2014 hubo estancamiento y retrocesos: a) después de 
más de año y medio, no se reglamentó la Ley de la Alimentación Saludable, que debía definir los parámetros para 
distinguir cuáles son alimentos saludables y cuáles no lo son; b) después de un año, aún no se aprueba un Plan de 
Acción para la implementación de la Estrategia Nacional; y c) la Ley de Seguridad Alimentaria se acaba de archivar. 
En conclusión, en la práctica, no se ha avanzado nada. 

¿Por qué ha ocurrido todo esto? En el caso de la Ley de Alimentación Saludable, se sabe que la industria alimentaria 
y las empresas de publicidad se oponen a ella y tienen suficiente fuerza como para influir en el Ministerio de Salud, 
entidad encargada de reglamentar sobre los parámetros que diferencian los alimentos saludables de los no saludables. 
El entonces viceministro de Salud Pública, Aníbal Velásquez (convertido hoy en el nuevo ministro), ofreció que a 
fines de octubre el reglamento sería aprobado, pero hasta la fecha no hay nada. 

En el caso de la Estrategia Nacional, es posible que el interés del Ejecutivo de ejecutarla haya pasado a un segundo 
plano, concentrado como está en la realización de la COP20 y en la emisión de leyes orientadas a la promoción de la 
inversión privada para estimular el lánguido crecimiento económico. Por lo demás, los dos últimos ministros de Agri-
cultura, entidad que lideró la comisión que elaboró la Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria, no mostraron 
mayor entusiasmo por el tema y abandonaron ese liderazgo. 

En el caso del archivamiento de la Ley de Seguridad Alimentaria, las cosas no son claras. Tanto la Comisión de 
Inclusión Social y Personas con Discapacidad como la Comisión Agraria aprobaron un dictamen por consenso, 
dictamen que fue aprobado por el Pleno del Congreso el 19 de diciembre del año pasado y exonerado de una 
segunda votación. Sin embargo, en el mismo Pleno, la congresista Martha Chávez solicitó la reconsideración de 

Duele constatar... que la lucha contra el 
hambre y la desnutrición se ve obstaculi-
zada por la «prioridad del mercado» y por 
la «preeminencia de la ganancia», que han 
reducido los alimentos a una mercancía 
cualquiera, sujeta a especulación, incluso 
financiera. Y mientras se habla de nuevos 
derechos, el hambriento está ahí, en la es-
quina de la calle, y pide carta de ciudada-
nía, ser considerado en su condición, recibir 
una alimentación de base sana. Nos pide 
dignidad, no limosna. 

Papa Francisco, en la II Conferencia 
Internacional sobre Nutrición. 

Roma, 20 de noviembre de 2014
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la votación con el argumento de que el proyecto modificaba la Ley Orgánica d los Gobiernos Regionales y Muni-
cipales, y que, por tanto, se requería de una votación calificada (dos tercios del total). Consultado el oficial mayor 
del Congreso, Javier Álvarez Illman, el 24 de mayo, respondió que el pedido de la congresista no procedía. Pero, 
en cambio, afirmó motu proprio –pues nadie se lo había solicitado– que sí modificaría tácitamente la Ley Orgánica 
de la Defensoría del Pueblo al agregarle nuevas atribuciones, por lo que sí se requería la votación calificada. El 
Pleno volvió a rechazar la reconsideración solicitada por la congresista Chávez el 11 de junio, quien, no obstante, 
sostuvo que el proyecto de ley se tenía que archivar al no haber alcanzado los dos tercios de los votos. Dos semanas 
después, el 26 de junio, la Comisión Agraria acuerda y comunica que se tramite la autógrafa al Ejecutivo para su 
promulgación, dado que la reconsideración había sido rechazada. Finalmente, el 12 de noviembre de este año el 
proyecto de ley es archivado, aunque se lo archiva con fecha de junio, que es cuando se rechazó la reconsideración. 

En su informe sobre todo este proceso, firmado el 30 de setiembre, el oficial mayor, para quien la votación debió ser 
calificada, entra en una enrevesada y confusa disquisición sobre cómo las «voluntades colectivas» no representan a 
las «voluntades individuales», para justificar finalmente su recomendación de que la ley se archive. 

En un hecho insólito, el oficial mayor desestima tres votaciones del Pleno (una votación a favor de la ley y dos 
rechazos a la reconsideración), recomienda el archivamiento y el Consejo Directivo del Congreso aprueba dicha 
recomendación. 

¿Y el Frente Parlamentario contra el Hambre? 

En catorce países de América Latina existen Frentes Parlamentarios Contra el Hambre para, entre otros objetivos, 
«aglutinar los esfuerzos del Congreso para el logro de la seguridad alimentaria y nutricional». Acaba de formarse 
uno en el Perú, multipartidario, presidido por el congresista Modesto Julca e integrado por los congresistas Claudia 
Coari, Tomás Zamudio, Wuilian Monterola (presidente de la Comisión de Agricultura), Wilder Ruiz (presidente de la 
Comisión de Inclusión Social), Marisol Espinoza, Yehude Simon y Héctor Becerril. Pues bien, ya tienen una primera 
tarea urgente e importante: retomar el proceso que dé pie a la promulgación de una Ley de Seguridad Alimentaria y 
Nutricional en el Perú. 
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Progresos en la seguridad alimentaria, 
pero incertidumbres en el futuro.

Fernando Eguren
LRA N° 166, setiembre 2014

Hace pocos días, la FAO1 difundió su informe sobre la inseguridad alimentaria en el mundo2. Este tema pasó a un 
lugar destacado en la agenda internacional, con ocasión de la brusca y empinada elevación de los precios de los ali-
mentos en el periodo 2007-2008 y, luego, en 2011. Su impacto en el número de personas desnutridas fue muy grande: 
se pasó de aproximadamente 850 millones a más de mil millones. En el Perú, los efectos de la elevación de los precios 
de los alimentos se expresaron en un aumento de las personas con déficit calórico3. 

El reciente informe de la FAO 
destaca los avances en la reduc-
ción de esta inseguridad luego de 
esos años críticos: entre los años 
2012-2014 habría 805 millones de 
personas con desnutrición crónica 
—100 millones menos que en la 
última década y 209 millones me-
nos que en 1990-1992—. En los 
países en desarrollo, la incidencia 
de la desnutrición cayó, en ese pe-
riodo, del 23.4% al 13.5%. 

Desigualdad en la reducción de la desnutrición 

A pesar del progreso general, no todas las regiones del planeta evolucionaron de la misma manera. La incidencia de 
la desnutrición continúa siendo mayor en los países del África subsahariana, con escasos progresos. El Asia concentra 
el mayor número de desnutridos, a pesar de los importantes avances de Asia Oriental y, sobre todo, Asia Sudoriental 
(la China redujo el número de desnutridos en 138 millones en el periodo indicado). 

América Latina y el Caribe fue la región con mayores progresos, habiendo casi logrado ya los objetivos del Milenio 
(reducir en 2015 a la mitad el nú-
mero de desnutridos del periodo 
1990-1992), pasando del 15% de 
personas con nutrición insuficien-
te al 8%4. 

La evolución del Perú respecto 
a la situación alimentaria puede 
apreciarse mejor en el contexto 
de los países andinos: en todos 
ellos la situación ha mejorado 
de manera sostenida y el Perú se 
compara favorablemente con sus 
vecinos, como lo muestran los 
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Gráfico 1. Prevalencia de desnutrición

Fuente: FAO. Elaboración propia. 
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Gráfico 2. Consumo de energía (calorías) en países de América del Sur, 
1990-2014 (%)

Fuente: FAO. Elaboración propia. 
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gráficos de este artículo, basados 
en el citado informe de la FAO. 

Uno de los principales indicadores 
sobre la situación alimentaria es la 
prevalencia de la desnutrición5. En 
el Perú, como en los demás países 
andinos, hubo una importante re-
ducción en la población desnutri-
da, población que llega a confor-
mar menos del 5% en Chile (desde 
fines del siglo pasado) y Venezuela 
(desde fines de la década pasada) 
(ver gráfico 1).

En lo que respecta al consumo de calorías (ver gráfico 2), la evolución del Perú ha sido de continuo incremento 
(con un bache en el periodo 2002-2004), aunque de manera más pronunciada en la última década. A inicios de la 
década de 1990, solo Bolivia estaba en una situación más desventajosa que el Perú, mientras que en los años más 
recientes es superado solo por Venezuela (con un notable aumento del consumo en los años de gobierno de Hugo 
Chávez) y Chile. 

En cuanto al consumo de proteínas (ver gráfico 3), claramente hay una distancia entre los niveles de consumo de 
Chile y Venezuela (que destaca, nuevamente, por su acelerado incremento) y los demás países andinos. El Perú su-
pera a Colombia, país que no solo ha quedado estancado, sino que en los últimos años experimenta una preocupante 
disminución. 

Los cereales constituyen un componente de importancia estratégica en la dieta alimentaria, y no carece de 
importancia cuán dependiente es un país de las importaciones, más aún en un contexto en el que la inseguridad 
sobre la evolución de los precios se ha convertido casi en norma. El Perú redujo la tasa de dependencia de las 
importaciones hasta la primera mitad de la década pasada, para luego elevarse y mantenerse en un nivel elevado 
—alrededor del 50% (ver gráfico 4)—. Es notoria la evolución de Venezuela, país que durante casi una década 
redujo en forma significativa su dependencia de las importaciones, para incrementarlas aceleradamente en los 
últimos diez años. Al menos, parte de su buen desempeño en la reducción de la desnutrición y el aumento del 
consumo de calorías y proteínas se ha hecho sobre la base de un crecimiento del aumento de su dependencia 
de las importaciones. 

Las amenazas a la seguridad alimentaria 

Ahora bien, estas mejoras en la situación alimentaria no son conquistas definitivas., entre otras razones porque la 
evolución reciente de la agricultura latinoamericana está enfrentando una serie de desafíos. En un reciente informe 
de la Cepal/FAO se advierte que la agricultura de América Latina está afectada por la desaceleración de la actividad 
económica global, la pérdida del dinamismo del comercio mundial de mercancías, el incremento de fenómenos cli-
máticos adversos y el incremento en la aparición de plagas y enfermedades en los cultivos6. 

Por otro lado, algunas formas de malnutrición se han extendido, lo que ha generado sobrepeso y obesidad, las que 
«han adquirido dimensiones epidémicas en el último cuarto de siglo, en todos los grupos de edad y estratos sociales»7, 
en buena parte debido a los cambios en la composición de la dieta, hacia alimentos hipercalóricos e industrialmente 
procesados en las ciudades y hacia canastas alimenticias poco variadas en las áreas rurales. 
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Gráfico 3. Consumo promedio de proteínas (gramos / per capita / día

Fuente: FAO. Elaboración propia. 
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Enfrentar estos desafíos requiere 
de políticas de apoyo a la produc-
ción agrícola y —en forma desta-
cada— a la agricultura familiar, 
sobre la cual reposa la mayor parte 
de la producción de alimentos en 
América Latina y, de manera no-
toria, en el Perú. Pero requiere, 
también, de políticas alimentarias 
específicas en el marco de la afir-
mación y el respeto de todos a la 
alimentación. Esto pasa en el Perú 
por la aplicación de normas cuya 
ejecución ha quedado a medio camino: la Ley de Fomento de la Alimentación Saludable (Ley 30021), inaplicable por 
falta de reglamento; la Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional, que carece de un plan de acción; 
y la autógrafa de la ley del mismo nombre, estancada en el Congreso.

Notas 

1 	 Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura, FAO (por sus siglas en inglés: Food and Agriculture 
Organization). 

2 	 FAO. El estado de la inseguridad alimentaria en el mundo. Roma, 2014 <http://www.fao.org/3/a-i4030s.pdf>. 
3 	 Eduardo Zegarra y Jorge Tuesta. «Shock de precios y vulnerabilidad alimentaria de los hogares peruanos». Grade. Lima, 2009. 
4 	 NN. UU. Objetivos de desarrollo del Milenio. Informe de 2014. Nueva York, 2014. <http://bit.ly/1uMaenh>. 
5 	 «La prevalencia de desnutrición expresa la probabilidad de que una persona seleccionada al azar de la población consume una 

cantidad de calorías que es insuficiente para cubrir los requerimiento de energía para una vida activa y saludable. […] Este es el 
indicador tradicional de hambre de la FAO, adoptado como indicador oficial Objetivo de Desarrollo del Milenio para el Objetivo 
1, Objetivo 1.9». FAO, op. cit. 

6 	 Perspectivas de la agricultura y del desarrollo rural en las Américas: una mirada hacia América Latina y el Caribe: 2014. Cepal, FAO, 
IICA. San José de Costa Rica, 2013. <http://bit.ly/1svnf5R>. 

7 	 Una mirada integral a las políticas públicas de agricultura familiar, seguridad alimentaria, nutrición y salud pública en las Américas: acer-
cando agendas de trabajo en las Naciones Unidas. OPS/FAL/CEPAL/IICA, 2014, p. 3. <http://bit.ly/1K5TzPY>. 

8 	 Tasa de dependencia: producción de cereales + importaciones – exportaciones. 
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Gráfico 4. Tasa de dependencia de importación de cereales8

Fuente: FAO. Elaboración propia. 
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Editorial 

¿Cuál es el problema de fondo? A propósito de la Ley 30021, que 
promueve la alimentación saludable

Fernando Eguren
LRA N° 165, agosto 2014

El nombre de la Ley 30021 describe claramente su finalidad: «Ley de Promoción de la Alimentación Saludable para 
Niños, Niñas y Adolescentes». En síntesis, pretende proteger a este sector de la población y regular la publicidad de 
los alimentos no saludables (ricos en grasas, azúcares y sodio), la llamada comida chatarra; quiere promover la educa-
ción nutricional en las escuelas, y prohíbe el expendio de ese tipo de comida en los quioscos escolares. 

¿A qué se debe la oposición tan dura de la industria de los alimentos, que ha forzado al Ministerio de Salud a proponer 
un reglamento de la ley que subordina el cuidado de la salud pública a los intereses privados industriales? 

La ley no prohíbe por completo la venta de comida chatarra; solo lo hace en los quioscos escolares, y podemos pre-
sumir que estos no son realmente un mercado de gran importancia para la industria alimentaria. Tampoco prohíbe 
su publicidad, salvo en las horas en que los niños están más expuestos a los medios. En consecuencia, los perjuicios 
económicos que esta ley puede causar a la industria alimentaria serán —si los hubiere— francamente menores y 
puramente coyunturales. 

Por tanto, no son razones económicas las que llevan a la industria alimentaria a oponerse de manera tan tenaz a 
la mencionada ley, utilizando con ese fin todos los medios a su disposición para tergiversar su sentido, como queda 
claramente expuesto en la propuesta de reglamento del Ministerio de Salud. 

Esta terca oposición de la industria alimentaria se debe —al menos en el caso de sus sectores más influyentes— a su 
pretensión de ampliar el espacio del interés privado (léase, empresarial) a costa del estrechamiento del espacio del 
interés público (en este caso, la salud pública); es decir, intenta estirar al máximo los espacios en los que se puedan 
obtener ganancias, aun en perjuicio de la sociedad. Y cuando el Estado intenta cumplir su función y asumir la defensa 
del interés público, se le ridiculiza calificándolo de «paternalista». 

Esto lo expresa con claridad un representante de los intereses empresariales, al criticar a quienes exigen que el regla-
mento debe respetar las recomendaciones de la Organización Mundial de la Salud: «[...] algunos parecen creer que el 
Estado debe ser una nana y prohibirnos el consumo de grasas y azúcares y cualquier otra cosa que nos haga daño». Su 
recomendación es «permitir que las empresas compitan por revelar información positiva de sus productos, en lugar de 
obligarlas a revelar la información negativa» («Alimentación saludable “a mi manera”». Diario Gestión, 13 de agosto, 
p. 14). Es decir, la «información negativa» se debe ocultar. Es precisamente eso lo que ocurre hoy día. 

La razón de fondo, pues, es la misma que lleva, por ejemplo, a las corporaciones mineras a resistir las regulaciones 
ambientales o a las empresas constructoras a presionar por una disminución de regulaciones: la subordinación del 
interés público al interés privado.
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Ley de Alimentación Saludable. 

La propuesta de reglamento del Minsa incumple con la Ley 30021

Fernando Eguren
LRA N° 164, julio 2014

En mayo de 2013 se promulgó la Ley 30021, de Promoción de la Alimentación Saludable para Niños, Niñas y Adoles-
centes. Además de tener como objeto «la promoción y protección efectiva del derecho a la salud pública», esta ley busca 
alertar y proteger a los niños del consumo de la comida chatarra, que contribuye al sobrepeso y la obesidad, los cuales, a 
su vez, influyen en la propagación de la diabetes, enfermedades cardiovasculares1 y ciertos tipos de cáncer2.

El aumento de la población con sobrepeso y obesos en el Perú es constante y plantea importantes desafíos para la 
salud pública3. La mencionada ley también compromete al Ministerio de Educación y al de Salud a educar a los niños 
en una cultura de alimentación saludable. 

En realidad, la ley dista mucho de ser radical, como tratan de hacer creer 
los empresarios de la industria alimentaria y de las agencias de publici-
dad4, pues no prohíbe la comida chatarra: la única restricción que esta 
sufre es que no puede ser vendida en los quioscos escolares. Lo que sí 
hace la ley es regular la publicidad que incentiva el consumo de dicha co-
mida en los niños, al establecer limitaciones en las horas donde estos ven 
masivamente programas de televisión. Medidas similares se han adoptado 
en varios países, pues está comprobado que la publicidad puede ejercer 
una fuerte influencia sobre ellos. 

La ley dispuso que en sesenta días calendario el Ministerio de Salud (Min-
sa) daría un reglamento que fijaría los parámetros que deberían establecer 
qué alimentos son saludables y qué alimentos no, tomando en cuenta la 
cantidad de azúcar, grasas, sodio y grasas trans presente en su contenido. 
El reglamento debía establecer, además, un proceso gradual de reducción 
de las grasas trans, hasta su eliminación. La ley también dispuso que es-
tos parámetros deberían basarse en las recomendaciones emitidas por la 
Organización Mundial de la Salud - Organización Panamericana de la 
Salud (OMS-OPS). 

¿Qué son alimentos saludables? ¿Cuáles no lo son? 

La comisión sectorial del Minsa, responsable de este encargo, solicitó, 
en efecto, la opinión de la OMSOPS, la cual respondió, en junio del año pasado —con suficiente tiempo para que 
la comisión cumpliera con el plazo legal—, con una argumentación que confirmaba de manera rotunda la relación 
entre la comida procesada rica en azúcar, grasa y sodio, y el sobrepeso y la obesidad, y la de estos con enfermedades 
no transmisibles, así como la obligación del gobierno de proteger el derecho humano a la salud. 

Las recomendaciones que la OMSOPS dio a la comisión fueron las siguientes: 

- 	 Alimentos con nivel «alto en azúcar»: aquellos con una cantidad igual o mayor a 5 gramos por cada 100 gramos 
de alimento sólido, o igual o mayor a 2.5 gramos por cada 100 mililitros de bebidas (un vaso lleno suele contener 
250 mililitros). 

«Debido a la presión del agresivo mercado 
de la industria sobre los países de todo el 
mundo, las personas cambian de una dieta 
tradicionalmente saludable a una dieta 
occidentalizada, con su fuerte dependencia 
de alimentos altamente procesados. Estos 
alimentos son ricos en grasa, azúcar y sal, 
pero bajos en nutrientes esenciales. Son 
además económicos y convenientes con su 
prolongado tiempo de conservación y un 
sabor casi irresistible. Como resultado, la 
comida chatarra se está convirtiendo en el 
nuevo alimento básico mundial». 

(Extracto de la conferencia pronunciada 
por la doctora Margaret Chan, directora 
general de la Organización Mundial de la 
Salud, sobre «La salud en la Agenda de De-
sarrollo post 2015», en La Habana, Cuba, 
en julio de 2014.)
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- 	 Alimentos con nivel «alto en grasas saturadas»: aquellos con una cantidad igual o mayor a 1.5 g/100 g de alimento 
sólido, o igual o mayor a 0.75 g/100ml de bebidas.

- 	 Alimentos con «nivel alto en sal»: aquellos con una cantidad igual o mayor a 300 miligramos por cada 100 gramos 
de alimento sólido o 100 mililitros de bebidas. 

- 	 Respecto del contenido en «ácidos grasas trans», la recomendación es 0.0 gramos por cada 100 gramos (es decir, 
nada), meta que podría alcanzarse en un plazo máximo de tres años. 

Al mes siguiente, en julio de 2013, un equipo de trabajo del Centro Nacional de Alimentación y Nutrición del 
Minsa presentó un informe5 donde se evaluaban 565 alimentos industrializados, según su contenido en azúcar, 
grasas y sodio. 

Luego de la evaluación general de los alimentos industrializados, el infor-
me concluyó que, en el caso del azúcar, «se observa un contenido alto del 
macronutriente, de modo que el 70% se encuentra encima de 6.6 g en 
100 g del producto. […] Respecto a las grasas saturadas, la evaluación-
general muestra que el 80% de los alimentos industrializados contienen 
1.5 g o más en 100 g de producto. […] En cuanto al sodio, la evaluación 
general muestra que el 40% de los alimentos industrializados contienen 
332.0 mg o más en 100 g de producto» (pp. 10-12). En síntesis, la mayor 
parte de los alimentos industrializados evaluados estuvieron por encima 
de los estándares establecidos por la OMS-OPS. 

La sacada de vuelta a la Ley de Alimentación Saludable 

La comisión encargada de la elaboración de los parámetros técnicos te-
nía, pues, dos insumos fundamentales: uno, la propuesta de la OMSOPS; 
dos, el informe hecho por un organismo especializado del propio Minsa. 

Pero ¿cuál fue la propuesta de la comisión? El 24 de abril del presente año, 
el Minsa dio una resolución ministerial que ordena la prepublicación del 
proyecto de reglamento que establece los parámetros técnicos. 

En primer lugar, la comisión del Minsa encargada de elaborar el reglamento incumplió con los plazos, pues demoró 
casi un año en presentar su propuesta. Más grave aún: esta no está basada en las recomendaciones de la OMS/OPS, 
como lo manda la ley, sino que los parámetros propuestos por la comisión exceden largamente lo recomendado por la 
OMS-OPS y, también, los de la FAO y la Unión Europea. 

Como se aprecia en el cuadro abajo, el parámetro para el azúcar en bebidas no alcohólicas más que triplica las reco-
mendaciones de la OMS/ OPS y la UE, y es 16 veces mayor que lo recomendado por el Códex Alimentarius (órgano 
global regulador de productos comestibles de la OMS y la FAO). En el caso del azúcar en alimentos sólidos, más que 
duplica las recomendaciones de la OMS/OPS y la UE, y multiplica por 25 las recomendaciones del Códex. En el caso 
del sodio, las diferencias también son importantes, lo mismo en cuanto a las grasas saturadas. 

En resumen, los dos mandatos de la ley fueron incumplidos: los plazos —el Minsa ha demorado casi un año para 
presentar una propuesta de parámetros técnicos— y el tomar en cuenta las recomendaciones de la OMS-OPS. 

La única explicación posible de que así ocurriera es que la industria alimentaria, tanto la nacional como la extranjera, 
ha ejercido presión sobre el Minsa para que los parámetros sean lo más altos posibles y, de ese modo, permitir que sus 
productos sean considerados alimentos saludables por el reglamento. 

Perú: Sobrepeso y obesidad

El 33.8% de las personas de 15 y más años 
de edad, al tomarles las medidas corpora-
les, resultaron con sobrepeso. Según sexo, 
el 34.8% de las mujeres y el 32.8% de los 
hombres tienen sobrepeso (en el momento 
de la encuesta). El 18.3% de las personas 
de 15 y más años de edad sufren de obesi-
dad. En la distribución por sexo, el 20.9% 
de personas obesas son mujeres y el 15.5% 
hombres. Según el área de residencia, el 
21.5% de obesos residen en el área urbana 
y el 8.9% en el área rural. 

INEI. «Perú. Enfermedades no transmisibles 
y transmisibles 2013». Resultados de la En-
cuesta Demográfica y de Salud Familiar de 
2013. http://bit.ly/1nNjrZv 
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Sin embargo, y según los organismos internacionales especializados, esos mismos alimentos procesados no serían 
realmente saludables, de tal forma que el Minsa ha subordinado sus responsabilidades de cautelar la salud pública 
—su razón de ser— a los intereses privados empresariales. 

Puesto que el tema es materia de interés público, es necesario implementar una serie de medidas: 1) que se extienda 
el plazo para opinar sobre la propuesta del Minsa, el cual vencería a fines del mes de julio; 2) que la sociedad civil 
se comprometa más en el debate y las propuestas de un tema tan importante; y 3) que, en aras de la transparencia, 
el Minsa haga públicos los comentarios, las críticas y las sugerencias que se hacen a su propuesta, como es práctica 
frecuente en otros países. 

Notas 

1 	 Mickey Chopra, Sarah Galbraith & Ian Darnton-Hill. «A global response to a global problem: the epidemic of overnutrition». 
Bulletin of the World Health Organization n° 2002; 80: 952-958. <http://bit.ly/1rzfZ7P>. 

2 	 Eugenia E. Calle, Ph.D., Carmen Rodríguez, M.D., M.P.H., Kimberly Walker Thurmond, B.A., and Michael J. Thun, M.D. 
«Overweight, obesity, and mortality from cancer in a prospectively studied cohort of U.S. adults». The New England Journal of 
Medecine. April 24, 2003. <http://bit.ly/1qyR44M>.   

3 	 MINSA. Un gordo problema: sobrepeso y obesidad en el Perú. Ministerio de Salud. Lima, 2012. 
	 <http://bvs.minsa.gob.pe/local/minsa/1830.pdf>. 
4 	 Ver Paola Arica, «Críticas desnutridas y sin fundamentos»; Fernando Eguren, «¿Por qué es necesaria la Ley de Promoción de la 

Alimentación Saludable?», en La Revista Agraria 153, junio de 2013. 
5 	 Descripción del contenido de azúcar, grasas y sodio en alimentos industrializados según etiquetado expendidos en Lima. MINSA. 

Dirección Ejecutiva de Vigilancia Alimentaria y Nutricional, julio de 2013.

Cuadro comparativo del contenido de nutrientes críticos (azúcar, sodio y grasas saturadas) en varias definiciones

Azúcar Sodio Grasas saturadas

Líquido* Sólido Líquido* Sólido Líquido* Sólido

Propuesta de reglamento 
de Ley 30021. Criterio 
«Alto en»

≤ 8.1g /100 ml ≤ 12.5g /100 g ≤ 540 mg/100 ml ≤ 540 mg/100 g ≤ 5.3 g/100 ml ≤ 5.3 g/100 g

FAO. Códex Alimentarius 
- FAO1 ≤ 0.5 g/100 ml ≤ 0.5 g/100 g --------- ≤ 120 mg/100 g ≤ 0.75 g/100 ml ≤ 1.5 g/100 g

OPS/OMS. Recomenda-
ciones ≤ 2.5 g/100 ml ≤ 5 g/100 g ≤ 300 g/100 ml ≤ 300 mg/100 g ≤ 0.75 g/100 ml ≤ 1.5 g/100 g

Parlamento/Consejo 
Europeo. Regulations N.o 
1924/20062

≤ 2.5 g/100 ml ≤ 5 g/100 g ≤ 120 mg/100 ml ≤ 120 mg/100 g ≤ 0.75 g/100 ml ≤ 1.5 g/100 g

* 	 Bebidas no alcohólicas.
1 	 En el Códex Alimentarius no existe definición para bajo contenido de azúcar. Solo se define «exento» en azúcar: <0.5 g/100 g de alimento sólido y 100 ml de comida. 
	 <http://www.codexalimentarius.org/codex-home/es/>.
2 	 Reglamento (CE) n.o 1924/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo de 20 de diciembre de 2006, relativo a las declaraciones nutricionales y de propiedades saludables en los alimentos. 
	 <http://bit.ly/1tQNvV9>.
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Ley de seguridad alimentaria y nutricional: 
un paso importante

Enrique Fernández-Maldonado Mujica1

LRA N° 163, junio 2014

Por fin el Congreso de la República aprobó la Ley de Seguridad Alimentaria y Nutricional. Luego de permanecer seis 
meses en salmuera, una mayoría significativa de parlamentarios (72 votos, contra 1) resolvió, el último 11 de junio, 
desestimar el pedido de reconsideración planteado por la congresista Martha Chávez (Fuerza Popular), que pretendía 
impedir su aprobación. 

Recordemos que en diciembre último, y en dos votaciones seguidas, el Pleno del Congreso votó mayoritariamente por 
la ley. Con esta decisión, el Legislativo da un trascendental paso hacia la constitución de un cuerpo normativo clave 
para asegurar que la población peruana pueda acceder a una alimentación adecuada. 

Con todas sus limitaciones (la más importante: el retiro de toda alusión al término soberanía, por presiones del Mina-
gri y el MEF2), la Ley de Seguridad Alimentaria y Nutricional es crucial por varios motivos. Listamos los principales: 

• 	 Reconoce el derecho humano a la alimentación como parte del ordenamiento legal interno. En adelante, el Esta-
do peruano deberá disponer de los recursos necesarios para garantizar que todos los peruanos y peruanas accedan 
a una alimentación saludable y nutritiva. 

• 	 Establece una serie de lineamientos que deberán seguir las políticas públicas para garantizar la disponibilidad 
y accesibilidad (física y económica) a alimentos producidos localmente y de alto valor nutritivo. Esto implica 
promover tanto la oferta (pequeña agricultura familiar, sobre todo) como la demanda (alentar el consumo de 
alimentos inocuos, suficientes y nutritivos). 

• 	 Dispone la creación de un Sistema Nacional de Seguridad Alimentaria de composición multiactoral. Liderado por 
el Minagri, este sistema contará —en cada nivel de gobierno: nacional, regional, municipal— con un consejo in-
tegrado por representantes gubernamentales, pero también de las organizaciones campesinas, de los productores 
agropecuarios, comerciantes y trabajadores de la industria gastronómica, a fin de articular los distintos espacios 
de manera sostenible y productiva. 

Toca ahora al Poder Ejecutivo promulgar la norma e incorporar sus lineamientos y objetivos en el diseño de las polí-
ticas públicas en materia agrícola, ambiental y social. La seguridad alimentaria es uno de los componentes del desa-
rrollo humano, como lo señala la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO), 
y se inscribe dentro de los compromisos asumidos por el Estado peruano en tratados internacionales, como el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Pidesc, 1976)3. Su ejecución debe acompañarse con la 
implementación de la Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional (DS N.º 021-2013-MINAGRI)4, 
recién aprobada en diciembre del año pasado. Con ese objeto, el Gobierno deberá asignar los recursos necesarios 
—en el Presupuesto General de la República previsto para el próximo año— para que ambos instrumentos de 
política no terminen siendo letra muerta. 

La ley sola no basta 

Queda claro, sin embargo, que para universalizar el derecho a la alimentación y garantizar la seguridad alimentaria 
hará falta mucho más que un marco normativo adecuado. Un diseño institucional óptimo supone, además, el for-
talecimiento de las instancias gubernamentales vinculadas con los objetivos asumidos en la ley, comenzando por el 
Minagri, convertido en un ministerio «cenicienta» en el marco del Estado neoliberal que tenemos desde Fujimori. 
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La capacidad de una sociedad para avanzar hacia niveles de desarrollo social básicos (como proveer a sus ciudadanos 
de las condiciones necesarias para el disfrute de una alimentación sana) depende —en gran medida, aunque no 
solo— de la fortaleza de sus capacidades productivas. 

Dichas capacidades, en este caso particular, no deben ser entendidas exclusivamente en términos tecnológicos 
—que son importantes— sino, sobre todo, en términos sociales: el Estado deberá atender con prioridad a los sectores 
campesinos que hacen posible el consumo de productos agrícolas (y, de paso, el boom gastronómico). El objetivo 
de la seguridad alimentaria supone necesariamente el desarrollo social y económico de los productores agrícolas, 
especialmente de la pequeña agricultura familiar, la cual, paradójicamente, pese a su relevancia social y económica, 
representa la base pobre de nuestra estructura social (ver artículo sobre agricultura familiar en esta edición). 

Un dato importante 

Esta ley es importante, también, porque nace como resultado de un (inusual) proceso de diálogo y cabildeo entre los 
parlamentarios y los sectores directamente involucrados. 

Ya fuera en la Comisión Agraria como en la de Inclusión Social, del Congreso de la República, un conjunto de or-
ganizaciones sociales vinculadas con el sector agrario —como la Alianza de Organizaciones Agrarias (CNA, CPP, 
Femucarinap, ANPE), con el apoyo del Colectivo Perú por una Seguridad Alimentaria con Soberanía (que agrupa a 
diversas ONG y agencias de cooperación)— acompañó las discusiones e incidió en la decisión de los parlamentarios, 
quienes finalmente aprobaron, por unanimidad, el dictamen presentado ante el Pleno. Aliadas importantes en este 
proceso fueron las congresistas Claudia Coari y Rosa Mavila, quienes destacaron el impacto de género de la ley y su 
importancia para sectores clave en el objetivo de asegurar la seguridad alimentaria en el país, como son los pequeños 
productores agrícolas. 

El reto hacia adelante es consolidar lo avanzado, que no es poco, y planificar futuras iniciativas dirigidas a concretar 
el objetivo complementario: la soberanía alimentaria. Sin obviar la importancia (y necesidad) de profundizar nuestra 
vinculación comercial con el mundo, la meta de la seguridad alimentaria dependerá, en gran medida, de los grados 
de autonomía que asumamos como Estado para el diseño e implementación de políticas públicas que prioricen el 
derecho a la alimentación adecuada, por encima de cualquier consideración comercial o económica. 

Se trata, sin embargo, de una idea que suscita resistencia en los sectores defensores del libre comercio y de los acuer-
dos bilaterales firmados con países que, paradójicamente, cuentan con políticas agresivas de promoción y protección 
de su producción agrícola local (EE.UU., Unión Europea, etc.); acuerdos contractuales contradictorios que afectan, 
sobre todo, a países como el nuestro, que tienen una posición política débil en las negociaciones comerciales y carente 
de perspectiva estratégica hacia el futuro. 

El próximo proceso electoral presidencial de 2016 será, sin duda, una coyuntura propicia para debatir propuestas de 
desarrollo agrícola que incorporen estos elementos y, eventualmente, nos permitan enrumbar hacia una estrategia 
integral de seguridad y soberanía alimentaria. Veremos. 

Notas 

1 	 Sociólogo. 
2 	 Ministerio de Agricultura y Riego, y Ministerio de Economía y Finanzas. 
3 	 Pidesc. <http://goo.gl/co8XYi>.
4	 Descargar en <http://goo.gl/AhbEsN>.
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Editorial

Política alimentaria: limitaciones que preocupan

Fernando Eguren
LRA N° 161, abril 2014

A comienzos de mayo se realizará, en Santiago de Chile, la 33 Conferencia Regional de la FAO para América Latina 
y el Caribe, en la que participarán los ministros de Agricultura de la región. La conferencia «estará centrada en con-
solidar el avance regional en la lucha contra el hambre, la malnutrición y la pobreza extrema, fomentar el desarrollo 
sustentable de la agricultura y el avance hacia sistemas alimentarios inclusivos y eficientes», según explica la FAO. 
Además, «los participantes [...] analizarán la gobernanza de la seguridad alimentaria en la región, la adaptación al 
cambio climático, el desarrollo de la agricultura familiar [...]».

 ¿Qué tiene para mostrar el Perú en esa conferencia? 

Por el lado positivo, las autoridades peruanas podrán informar que, en los últimos años, el porcentaje de niños 
crónicamente desnutridos, en promedio, atraviesa una evidente reducción (28% en 2005, 23.02% en 2010 y 17.9% 
en 2013). 

El Perú también podrá informar, como aspectos positivos, que durante 2013 se aprobaron algunas normas importantes 
referidas al tema alimentario: en mayo, la Ley 30021, de Promoción de la Alimentación Saludable para Niños, Niñas 
y Adolescentes; y, en diciembre, la Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional, así como la autógrafa 
de la Ley de Seguridad Alimentaria y Nutricional. 

Pero, al mismo tiempo, el Perú tendrá que reconocer varias limitaciones importantes. En primer lugar, que los avances 
en la reducción de la desnutrición infantil son muy desiguales; en las áreas rurales, dicha desnutrición sigue siendo 
inaceptablemente alta (33% en 2013) y el 43.7% de los niños menores de 36 meses sufren de anemia (en Puno el 
81% y en Tumbes el 61%) 1.

Tendrá que reconocer, asimismo, que la mencionada Ley 30021 no puede ser aplicada porque, después de un año 
de haber sido promulgada, todavía no cuenta con un reglamento (debió darse a los dos meses); que la Estrategia 
Nacional requiere de un plan de ejecución, sin el cual tampoco puede aplicarse; y que la autógrafa de la Ley de 
Seguridad Alimentaria está estancada desde hace cuatro meses en el Congreso, debido a una observación no 
resuelta.

Tendrá que reconocer, también, que las tasas de población con sobrepeso y obesidad no dejan de subir, con los riesgos 
que ello implica para la salud de la población. 

Que, después de cuatro años, aún no se aprueba el reglamento que define el etiquetado de los alimentos envasados 
para informar al consumidor sobre la presencia de insumos transgénicos. 

Que, según el Ministerio de Desarrollo e Integración Social, el 73% de la población del Perú está en una situación 
media, a muy alta, de vulnerabilidad a la inseguridad alimentaria2. 

Que la reducción de la desnutrición crónica infantil está muy ligada al excepcional crecimiento económico de los 
últimos años, pero que las tasas de empleo precario son tan altas que una reducción de ese crecimiento puede rápi-
damente expresarse en un aumento de la desnutrición. 
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Que tampoco hay una política a favor de los principales productores de alimentos del país —los pequeños agriculto-
res—, a pesar de que este 2014 es el Año Internacional de la Agricultura Familiar. 

Finalmente, las autoridades peruanas tendrán que reconocer que, para la mayor parte de estos «reconocimientos», el 
Gobierno no tiene respuesta. 

Notas 

1 	 Fuente: INEI-Endes. En USMP. Boletín Estadístico Social, año 1, N.° 2, noviembre de 2013. 
2 	 <http://bit.ly/1mQm51k>. 
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¿Qué alimentos consumimos los peruanos? 
Brecha alimentaria: la población rural está en desventaja ante peruanos urbanos y con mayores ingresos

Fernando Eguren
LRA N° 161, abril 2014

Es obvio que no todos comemos los 
mismos alimentos, ni en las mismas 
proporciones. Esto depende de muchos 
factores, entre ellos, las tradiciones y las 
costumbres alimentarias, la edad y el gra-
do de educación de los consumidores, su 
nivel de ingresos, la variedad de la oferta 
de productos alimenticios, el hecho de 
vivir en el campo o en la ciudad. 

Una fuente útil para conocer y anali-
zar las variadas canastas de consumo 
de alimentos en el Perú es la Encuesta 
Nacional de Presupuestos Familiares 
2008-2009 (ENPF), que ofrece informa-
ción interesante sobre la variedad y la 
cantidad de alimentos que consumimos, 
según los ingresos, la región natural —costa, sierra y selva— y el ámbito geográfico —rural o urbano. 

¿Qué alimentos consumimos los peruanos?1 

Hagamos una primera distinción entre los habitantes pobladores de las ciudades y los del campo. Según la ENPF, el 
poblador rural consume en promedio un volumen bastante mayor de productos alimenticios que el urbano: nada me-
nos que 85 kg más al año (el consumo total anual es, respectivamente, 450 kg y 365 kg). Esta información parece que 
va contra el sentido común, pues se asume generalmente que el poblador urbano está mejor y más alimentado que el 
rural ¿Qué es lo que explica esta gran diferencia de volúmenes de alimentos consumidos? La información recogida por 

la ENPF es clara: la diferencia está en la 
gran cantidad de tubérculos que consu-
men los peruanos rurales, sobre todo de 
papa, cuyo consumo es tres veces mayor 
que el del poblador de la ciudad. La papa 
es, largamente, el principal alimento en 
el ámbito rural, pues significa más de un 
tercio del volumen total que consume 
una persona en un año. 

Ahora bien, comer más no necesariamen-
te es estar mejor alimentado. Los tubércu-
los son ricos en carbohidratos, pero no en 
proteínas: tienen aproximadamente la dé-
cima parte de proteínas que contienen las 
carnes y la quinta parte de la que tienen 

Gráfico 1. Consumo anual de alimentos por ámbito geográfico, urbano y rural 
(kg per cápita).  2009

Fuente: INEI. Encuesta Nacional de Presupuestos Familiares 2008-2009. Elaboración propia.

Gráfico 2. Consumo anual de alimentos por regiones naturales (kg per cápita). 2009

Fuente: INEI. Encuesta Nacional de Presupuestos Familiares 2008-2009. Elaboración propia.
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los huevos. En contraste, el poblador ur-
bano come el doble de carnes y de huevos 
que el rural. Como puede apreciarse en el 
gráfico 1, más de un tercio del total consu-
mido por el poblador rural son tubérculos, 
mientras que el poblador urbano distri-
buye mejor la variedad de alimentos que 
consume, lo que sugiere una canasta de 
consumo de alimentos mejor balanceada. 

Diferencias regionales 

Las tres regiones naturales —costa, sie-
rra, selva— son distintas no solo por su 
geografía y biodiversidad, sino también 
por sus rasgos culturales. Una expresión 
de estas diferencias son los alimentos que 
consumen.

En el gráfico 2 se aprecia que el poblador serrano es quien consume más alimentos, en términos de volumen 
(422 kg per cápita por año), seguido por el de la selva (367 kg) y el de la costa (345 kg). En el caso de la sierra, 
ello se explica por la importancia de los tubérculos (140 kg, que equivalen a un tercio del total de alimentos 
consumidos en la región), y en el de la selva, por las frutas (116 kg: 32% del total regional). La concentración 
en esos dos tipos de alimentos se explica, también, por la vocación productiva de esas regiones. 

La costa, la región más urbanizada y con ingresos promedio más altos que las otras dos regiones, es la mayor consumi-
dora de las principales fuentes de proteínas (y también las más caras): carnes, huevos y leche. 

Diferencias entre ricos y pobres 

La información presentada hasta el momento, se refiere a promedios; pero los promedios tienen una significación 
muy limitada, no solo porque el país es muy heterogéneo, sino también porque presenta una distribución de ingresos 
muy desigual. La ENPF ofrece interesante información de cómo estas desigualdades de ingresos se manifiestan en el 
consumo de alimentos. 

Se observa, en el gráfico 3, que los sectores de la población que consumen las principales fuentes de proteína animal son los 
del quintil V (el 20% más rico), y a medida que nos acercamos al primer quintil (el 20% de la población más pobre), dicho 
consumo es menor. Estas diferencias son especialmente evidentes en el caso de la carne y los productos lácteos. En agudo 
contraste, el consumo de tubérculos en los quintiles más pobres es mucho mayor que en los quintiles más ricos. 

Lo que ocurre en el ámbito nacional, también sucede en las tres regiones: los sectores de la población con mayores 
ingresos consumen mucho más carnes y lácteos y menos tubérculos que los sectores más pobres. 

Puede afirmarse, después de esta primera revisión de tan interesante encuesta, que si bien son varios factores los que con-
dicionan qué y cuántos alimentos se consumen, la importancia de los niveles de ingresos es uno de los más determinantes. 

Notas 

1 	 Se consideran los siguientes grupos de alimentos: cereales, harinas, productos de panadería, pastas, carnes, pescados y mariscos, lác-
teos, huevos, aceites y grasas, frutas, hortalizas, menestras, tubérculos y derivados, azúcar refinada. Fuente: INEI. Encuesta Nacional 
de Presupuestos Familiares 2008-2009.

Gráfico 3. Perú. Consumo de fuentes de proteína animal según quintiles 
(kg por año). 2009
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Salud pública versus intereses privados 

¿Por qué no se aprueba el reglamento de la Ley 30021 
sobre alimentación saludable?

Fernando Eguren
LRA N° 160, marzo 2014

En mayo de 2013 se promulgó, con el nombre de Ley de Promoción de la Alimentación Saludable para Niños, Niñas 
y Adolescentes, la Ley 30021. Su reglamento debía salir sesenta días después. Ya han pasado más de trescientos, y no 
hay reglamento. 

¿Por qué se dio esta ley? Porque era impostergable dar una respuesta al peligroso incremento en el Perú de personas 
con sobrepeso y obesidad, dos importantes causas de las llamadas «enfermedades no transmisibles», entre las cuales 
están la diabetes y la hipertensión. 

Contra lo que se pensaba antiguamente, una persona con kilos de más o sobrepeso no es necesariamente una persona 
saludable ni bien nutrida1. La desnutrición y el sobrepeso son el resultado de una mala nutrición; el sobrepeso resulta 
del exceso de consumo de grasas, sales y azúcar, que se encuentran básicamente en la denominada «comida chatarra» 
y en las bebidas azucaradas, sobre todo las gaseosas. 

Los objetivos de la ley 

La Ley 30021 pretende que los niños, niñas y adolescentes disminuyan el consumo de esos productos e incrementen 
el de alimentos sanos2, de tal forma que se reduzcan o eliminen dichas enfermedades. Es, como dice su primer artícu-
lo, un tema de «derecho a la salud pública [y]… al crecimiento y desarrollo adecuado de las personas». 

Los instrumentos previstos por la ley para lograr la reducción del consumo de la comida chatarra y alentar la de 
alimentos sanos son varios: a) promoción de la alimentación saludable a través de la educación escolarizada y no 
escolarizada; b) creación de un Observatorio de Nutrición y de Estudio de Sobrepeso y Obesidad; c) obligación de los 
quioscos y comedores escolares de brindar exclusivamente alimentos y bebidas saludables; d) promoción del deporte; 
y d) regulación de la publicidad. 

Acerca de este último punto —la regulación de la publicidad—, un reciente informe del Ministerio de Salud 
concluye que la publicidad influye en el mayor consumo, por parte de los niños, de los alimentos publicitados3. 
Y la publicidad que promueve el consumo de alimentos no saludables es abundante. Un estudio realizado por el 
Consejo Consultivo de Radio y Televisión del Perú4 mostró que en el primer trimestre de 2011 se propalaron por la 
televisión, en Lima, 30,168 spots de alimentos no saludables y 5,650 de alimentos poco saludables; que mensual-
mente se emitieron 68 horas de publicidad de alimentos no saludables y 15 horas de alimentos poco saludables; que 
se invirtieron US$22.7 millones mensuales en spots publicitarios de alimentos poco y no saludables, 4.4 millones 
de los cuales fueron a spots de alimentos no saludables en programas de niños.

Salud pública versus intereses privados 

La industria alimentaria y las empresas de publicidad criticaron duramente la Ley de Promoción de la Alimentación 
Saludable, con el argumento de que la inversión sería desincentivada y que se coactaba la libertad de opción de los 
consumidores. Algunos políticos secundaron este discurso: Pedro Pablo Kuczynski declaró que la «ley de comida 
chatarra» del gobierno fue una «decisión errada» y que «el consumo de gaseosas ha bajado 3% o 4% en los últimos 
meses por el temor de la gente y esto es muy preocupante». Por otra parte, Keiko Fujimori expresó sus temores sobre 



60

Compendio de artículos 2010-2015

la iniciativa legal, pues, según ella, «la Ley de comida chatarra genera desconfianza en el empresariado». El propio 
Estado parece haber asumido con más preocupación los intereses de la industria alimentaria que los de la salud 
pública. No deja de ser preocupante que la comisión encargada de la elaboración del reglamento de la ley se haya 
limitado a consultar a la propia industria alimentaria sobre las características de su contenido. Es decir, el Estado ha 
optado por acercarse al sector donde se origina buena parte de la producción de la «comida chatarra», pero no a otras 
organizaciones de la sociedad civil.

La propia ministra de Salud, Midori de Habich, declaró, cándidamente: «Tengo entendido que en las reuniones [de la 
comisión de reglamento] están participando corporaciones, empresas, y se observa que hay apertura» [sic]. Mientras 
tanto, no han sido consultados Aspec, ni ForoSalud, ni el congresista Jaime Delgado, principal gestor de la Ley 30021, 
ni las asociaciones de padres de familia, ni ninguna de las organizaciones de la sociedad civil directamente vinculadas 
a la temática alimentaria, ni las organizaciones agrarias. 

¿Por qué tanto secretismo?

LRA trató de entrevistar al presidente de la comisión que elabora el reglamento de la ley, Luis León García, fun-
cionario del Minsa, para indagar sobre los grados de avance de esa norma. Pero, luego de varios intentos, fuimos 
informados de que aceptaría hacerlo sólo después de que el reglamento esté listo y que ningún otro miembro de la 
comisión estaba autorizado a dar declaraciones. Llama la atención tanto secretismo. Por su parte, Aspec, Foro Salud 
y el congresista Delgado sostienen la hipótesis, compartida por LRA, de que la comisión está siendo presionada por 
la industria alimentaria. 

Lo más probable es que, cuando se apruebe y publique, el reglamento esté suficiente acomodado a los intereses de la 
industria alimentaria, que los parámetros que definen lo que es la «comida chatarra» serán mucho más permisivos5 y 
que los plazos para que la industria se adecue serán absurdamente largos. 

Esperamos que el reglamento sea puesto al debate público antes de que sea aprobado, para así darle a la ciudadanía 
la oportunidad de que exprese su opinión acerca de una materia de interés público y que esta opinión sea tomada en 
cuenta.

Notas 

1 	 «Paradójicamente, [el sobrepeso y la obesidad]… coexiste[n] con altas tasas de anemia nutricional, de manera especial en menores 
de cinco años y mujeres en edad fértil. En uno de cada cinco hogares peruanos hoy conviven un niño anémico y una mujer con 
sobrepeso…». En Un gordo problema: sobrepeso y obesidad en el Perú. Ministerio de Salud. Lima, 2012. 

2 	 Sobre los alimentos sanos, ver las recomendaciones del Minsa en <http://bit.ly/1eC8gOS>. 
3 	 Minsa. Eficacia de la regulación de la publicidad de comida rápida, kioskos escolares y etiquetado de alimentos en promover la alimentación 

saludable en escolares. Lima: Ministerio de Salud. Instituto Nacional de Salud, 2013. 
4 	 ConcorTV. Análisis de la publicidad de alimentos no saludables en la televisión peruana. 2011. <http://bit.ly/1nRgPeS>. En este informe 

se consideran alimentos no saludables: fast food, galletas bañadas o rellenas, helados, gelatina, golosinas, snacks, gaseosas, refrescos 
líquidos, refrescos en sobre. Son alimentos poco saludables: galletas, biscochos y jugos azucarados. Fuente: ConcorTV. 

5 	 Por lo menos, el reglamento debería adoptar los valores límite de grasas saturadas, sodio y azúcar establecidos por la Organización 
Panamericana de la Salud y la Organización Mundial de la Salud, de las que el Perú es miembro. 

	 Ver <http://www.fao.org/wairdocs/who/ac911s/ac911s00.htm>.
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Perú cuenta con una nueva Estrategia y 
Ley de Seguridad Alimentaria. ¿Será suficiente?

Fernando Eguren
LRA N° 159, febrero 2014

Luego de varios años de olvido en el Perú, el tema de la seguridad alimentaria tuvo en 2013 una atención inusitada. 
Por un lado, el gobierno declaró ese año como «de la Inversión para el Desarrollo Rural y la Seguridad Alimentaria». 
Algunos meses antes, promovida por el viceministro de Agricultura de entonces, Juan Rheineck, se creó, como ins-
tancia permanente, la Comisión Multisectorial de Seguridad Alimentaria y Nutricional, con dos objetivos específicos 
de corto plazo: la evaluación de la Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria 2004-2015 (que nunca fue ejecuta-
da) y la elaboración de una nueva Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional (Ensan) 2013-2021, la 
cual fue aprobada el 28 de diciembre pasado (algún descreído asociará la fecha con el Día de los Inocentes). 

Por otro lado, el pleno del Congreso aprobó, también en diciembre, una Ley de Seguridad Alimentaria y Nutricional 
(aunque está pendiente una observación que deberá ser resuelta en marzo), luego de que varios proyectos presen-
tados a lo largo de dos años fueran integrados en una sola propuesta, aprobada, meses antes y por unanimidad, por 
la Comisión de Agricultura. El que ambas iniciativas —la estrategia y la ley— hayan culminado en su oficialización 
se debe, en parte, a la influencia positiva del nuevo director general de la FAO1, el brasileño Graziano da Silva, 
cuyo compromiso con la cuestión alimentaria antecede, incluso, a su nombramiento —desde inicios del gobierno de 
Lula— como responsable del programa Hambre Cero, del Brasil. 

Cabe mencionar que entre el proceso de elaboración de la Ensan, por el Ejecutivo, y el proyecto de ley, por el Le-
gislativo, no hubo mayor relación entre ambos, sino, más bien, celos, que se expresan principalmente en que la ley 
aprobada desconoce la existencia de la comisión multisectorial. 

En efecto, según el decreto supremo que la crea, la comisión debe «coordinar los esfuerzos de las instituciones pú-
blicas y privadas, nacionales y extranjeras, y representantes de la sociedad civil, orientados al logro de la Seguridad 
Alimentaria y Nutricional nacional» (artículo 4 del D. S. 102-2012-PCM), y está adscrita al Minagri. La ley, en 
cambio, desconoce a la comisión y le da la conducción y la rectoría del tema a un Consejo Nacional de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional (Conasan), adscrito a la Presidencia del Consejo de Ministros. La composición de ambos, 
la comisión y el consejo, es, sin embargo, muy parecida —la mayoría son ministerios; los dos incluyen, además, a un 
representante de los gobiernos regionales y uno de los municipios, así como a tres representantes de la sociedad civil. 

La Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional 

La Ensan es un documento extenso que tiene once secciones,2 de las que dos son especialmente relevantes: el Diag-
nóstico de la Seguridad Alimentaria y Nutricional en el Perú (sección 4, 38 páginas), que describe la situación del 
país con relación a los cinco componentes de la seguridad alimentaria: disponibilidad (¿hay alimentos suficientes?), 
acceso (¿toda la población puede acceder a los alimentos necesarios?), utilización (¿los alimentos que consumimos 
son nutritivos y seguros?), estabilidad (¿la disponibilidad y el acceso son estables para todos durante todo el año?) e 
institucionalidad (¿existen las instituciones y las normas que garanticen todo lo anterior?); y la Estrategia Nacional 
propiamente dicha (sección 10, 5 páginas). 

El amplio diagnóstico resalta, en particular, una situación negativa y preocupante, pues identifica graves debilidades 
en los cinco componentes, algunas de las cuales son: la precaria organización de los productores de alimentos; el limi-
tado acceso al financiamiento, a la tierra y a otros medios de producción; la escasa investigación, y el inadecuado uso 
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de los recursos naturales. Las debilidades en cuanto al acceso son: ineficiente comercialización, escasa conectividad, 
escasos ingresos económicos, insuficiente acceso a agua segura, poca difusión de los beneficios de la lactancia mater-
na, volatilidad de los precios de los alimentos; en lo que se refiere a la estabilidad: vulnerabilidad climática, limitadas 
políticas de prevención y adaptación, incremento de conflictos sociales; y en lo relativo a la institucionalidad: poca 
capacidad de gestión del Estado, limitadas políticas multisectoriales y ausencia de monitoreo. 

Curiosamente, para ser un documento oficial, el diagnóstico no toma en cuenta algunos logros positivos de los últi-
mos años, en particular, la disminución de la desnutrición infantil. 

Sin embargo, la Ensan aprobada es demasiado general como para enfrentar los problemas descritos en el diagnóstico: 
no hay una jerarquía de prioridades que permitan organizar precisamente una estrategia, y se limita a una enumera-
ción de objetivos y recomendaciones. 

La Ley de Seguridad Alimentaria y Nutricional 

Es importante que la ley reconozca el derecho a la alimentación (artículo 1). Ahora bien, lo que hace, básicamente, 
esta norma es delinear la arquitectura institucional que permita que el Estado garantice, respete, proteja, promueva, 
desarrolle y monitoree las diversas acciones encaminadas al pleno goce del derecho a una alimentación adecuada (ar-
tículo 4). Para tales efectos, crea el Conasan (ya mencionado más arriba) como la cúspide de la pirámide jerárquica, 
bajo la cual están los consejos técnicos sectoriales de seguridad alimentaria (Cotesan, en cada ministerio involucra-
do), los consejos regionales de seguridad alimentaria y nutricional (Coresan), los consejos provinciales (Coprosan) y 
los consejos distritales (Codisan). 

Para la pequeña historia sobre la aprobación de la ley, queda la discusión sobre si se incluía o no el concepto de «sobe-
ranía alimentaria», concepto que, como se sabe, introducido en 1996 por la Vía Campesina (asociación internacional 
de organizaciones campesinas e indígenas), reclama el derecho soberano de los Estados y los pueblos para definir sus 
políticas alimentarias sin someterse a los acuerdos internacionales que pudiesen limitar esta autonomía. El proyecto 
original de la ley incluía este concepto, pero el Ejecutivo presionó para que fuese excluido. Para que no quede duda 
alguna de que no hay tal soberanía, el acápite 4.5 del artículo 4 de la ley estipula que «El Estado define las políticas ali-
mentarias, agrarias y pesqueras en el marco de una economía abierta y de respeto a los tratados internacionales...» (cursivas 
nuestras). Es decir, la ley se aprueba en el restrictivo marco de la Organización Mundial del Comercio (que no ha eli-
minado las distorsiones en los precios internacionales originadas por los masivos subsidios de los países desarrollados a 
sus agriculturas) y de los tratados de libre comercio que el Perú viene firmando con más de una cincuentena de países. 

¿Serán suficientes la Estrategia y la Ley para que la seguridad alimentaria se ponga al centro de la agenda política de 
este y de los siguientes gobiernos? ¿O será una norma incumplida más? El escepticismo tiene fundamento si recorda-
mos que, a mediados de 2013, el gobierno promulgó la importante Ley de Promoción de la Alimentación Saludable 
para Niños, Niñas y Adolescentes, cuyo reglamento debía estar aprobado en sesenta días. Ha transcurrido más de 
medio año y... «no pasa nada». 

Notas 

1 	 Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO). 
2	 Descarga el documento desde el Observatorio de Seguridad Alimentaria: 
	 <http://www.observatorioseguridadalimentaria.org/node/4659>.
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Leyes y políticas de seguridad alimentaria:
Perú en desventaja

Alberto García1

LRA N° 158, enero 2014

El pasado 28 de diciembre, el Gobierno aprobó la Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional 
2013-2021 (Decreto Supremo 021-2013-MINAGRI) y, de paso, derogó la anterior Estrategia Nacional 2004-2015. 
Con esta medida concluye en el Perú un largo proceso dirigido a dotar al sector público de un marco programático 
que oriente su accionar en el nivel nacional y descentralizado, con propósitos y metas claras en materia de segu-
ridad alimentaria y nutricional. 

La estrategia derogada (ENSA) —en su día, un avanzado instrumento de ordenamiento de políticas y recursos— fue 
resultado de una amplia consulta a especialistas y responsables de instituciones públicas y privadas con responsabi-
lidad en la materia, pero la falta de voluntad política y de una institucionalidad adecuada de soporte y seguimiento 
impidió que fuese empleada de manera sistemática. 

Deficiencia en políticas de seguridad alimentaria 

Circunstancialmente, la realización en Lima, en 2011, poco antes del cambio de gobierno, de la Quinta Reunión 
de la Iniciativa América Latina y el Caribe Sin Hambre2, puso en evidencia que, en el ámbito de la región, el Perú 
era uno de los países con más pobre dotación en términos de normativa, políticas públicas e institucionalidad en 
seguridad alimentaria y nutricional (SAN). Los apresurados esfuerzos del gobierno saliente (se alcanzó a elaborar 
un Plan Nacional de SAN y un anteproyecto de ley) se perdieron en los confusos trámites de transferencia de 
gobierno. 

Recién en octubre de 2012 se llega a conformar la Comisión Multisectorial de SAN, en cuyo ámbito se elabora la Es-
trategia Nacional 2013-2021. Quedan pendientes el correspondiente Plan Nacional y la Ley de SAN. La aprobación 
de esta última por el Congreso ha quedado postergada, con pronóstico incierto, luego de que estuviera a punto de 
ser sancionada al término de la legislatura pasada. Queda pendiente también definir la configuración definitiva de 
la gestión institucional de la política de SAN, puesto que la actual conducción a cargo del Minagri puede variar de 
aprobarse la Ley de SAN. ¿Cómo nos coloca este balance con relación al resto de países andinos? 

Los países de la región nos aventajan legalmente

Con independencia del contenido, y sin pretender levantar un juicio de valor sobre su pertinencia y eficacia, es claro 
que Bolivia, Ecuador, Colombia y Venezuela cuentan con un mejor y más sólido marco legal normativo, un cuerpo de 
estrategias y políticas y un sustento institucional para enfrentar los problemas derivados de la inseguridad alimentaria 
y nutricional3 . 

En términos de marco legal y normativo, Ecuador, Venezuela y Bolivia tienen legislación expresa en la materia, mien-
tras que Colombia no posee un marco legal explícito. 

En orden cronológico de emisión de nomas legales, Venezuela cuenta desde 2008 con una Ley Orgánica de Seguridad 
y Soberanía Agroalimentaria que declara de utilidad pública e interés social las actividades que aseguren la disponibi-
lidad y acceso oportuno de la población a los alimentos inocuos, de calidad y en cantidad suficiente. Ecuador promul-
gó en 2009 la Ley Orgánica del Régimen de la Soberanía Alimentaria, que tiene como objeto establecer mecanismos 
para que el Estado cumpla con su obligación de garantizar a las personas, comunidades y pueblos la autosuficiencia 
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de alimentos sanos, nutritivos y culturalmente apropiados de forma permanente. En 2011, Bolivia aprobó la Ley de 
la Revolución Productiva Comunitaria Agropecuaria para la Soberanía Alimentaria, cuyo objeto es establecer las 
bases institucionales, políticas y mecanismos técnicos y financieros de la producción de productos agropecuarios, 
priorizando la producción orgánica. 

Políticas y estrategias aplicadas en la región 

Con relación a las políticas de SAN, Ecuador, Colombia, Venezuela y Bolivia aplican estrategias diferenciadas. 

En Ecuador, el Plan Nacional del Buen Vivir 2013-2017 incorpora como objetivo del Estado el impulso de condi-
ciones productivas para el logro de la soberanía alimentaria, y sirve de marco a la política sectorial del Ministerio de 
Agricultura, Ganadería, Acuacultura y Pesca y al Programa de reducción de las barreras de acceso a la alimentación 
y reducción de la desnutrición. 

Colombia cuenta con el más completo acervo de mecanismos de política en la materia. Aprueba en 2008 la Política 
Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional, orientada a contribuir a la disminución de las desigualdades socia-
les y económicas asociadas a la inseguridad alimentaria y nutricional, y emite en 2013 el Plan Nacional de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional. Junto a estos instrumentos se ha aprobado un conjunto de políticas de sanidad e inocui-
dad para cadenas productivas y de generación de ingresos de población vulnerable. 

Venezuela implementa el Plan de Batalla por la Soberanía Alimentaria 2006-2015, que orienta la política agrícola y 
de soberanía y seguridad alimentaria nacional, y ha dictado disposiciones específicas sobre agricultura alimentaria en 
el Plan Estratégico de la Nación 2007-2013. En Bolivia, la Política de Seguridad y Soberanía Alimentaria de 2007 
está orientada a potenciar las capacidades productivas de los territorios rurales y la transformación de los sistemas 
productivos, y se plantean metas de reducción de la pobreza, la desnutrición y el analfabetismo, y otras relativas a 
saneamiento básico. 

El marco institucional sobre SAN en países vecinos 

En cuanto al marco institucional, los países andinos han establecido sistemas y estructuras de gestión de la SAN 
—algunos con un fuerte componente participativo, como en los casos de Ecuador y Bolivia—, que, en su mayor 
parte, cumplen varios años de funcionamiento. 

En Ecuador, la Conferencia Plurinacional e Intercultural de Soberanía Alimentaria (Copisa), creada en 2009, es la 
instancia de debate, veeduría y generación de propuestas, integrada por representantes de la sociedad civil, cuya 
principal función es promover la formulación de políticas públicas y proyectos de ley en materia de soberanía alimen-
taria. Copisa establece coordinaciones con las entidades del Poder Ejecutivo encargadas de la implementación de las 
políticas y con los gobiernos autónomos descentralizados. En Bolivia, el Consejo Nacional de Alimentación y Nutri-
ción (Conan), creado en 2003 y reestructurado en 2006, tiene el objetivo de impulsar la participación de la sociedad 
civil y las organizaciones sociales, junto con instituciones del sector público, para la formulación y seguimiento de las 
políticas de alimentación y nutrición. 

En Colombia, la Comisión Intersectorial de Seguridad Alimentaria y Nutricional (Cisan) está encargada de dirigir y 
coordinar la Política Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional y de servir como instancia de concertación, 
armonización de políticas y seguimiento a las decisiones tomadas en el marco de la política de SAN. Está integrada 
por diversos ministerios vinculados a la alimentación, nutrición y lucha contra la pobreza. En Venezuela, desde 2007, 
el Ministerio del Poder Popular para la Alimentación se encarga de las políticas en materia de comercio, industria, 
mercadeo y distribución de alimentos, así como de regular la exportación e importación de alimentos, con fines de 
seguridad alimentaria. 
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De lo revisado se desprende que para alcanzar los avances normativos e institucionales en SAN del resto de países 
andinos, en el Perú debemos recuperar el tiempo perdido. Si bien 2013 fue declarado Año de la Inversión para el 
Desarrollo Rural y la Seguridad Alimentaria, esa fórmula no bastó para consagrar pautas básicas en materia de se-
guridad alimentaria y nutricional. Este año se ha iniciado con modestos avances, pero tal vez una mayor difusión de 
los progresos políticos e institucionales de los países andinos en materia de SAN —países con los que compartimos 
parecidos problemas y desafíos— pueda estimular en el Gobierno y en los congresistas la adopción de decisiones y me-
didas que sienten las bases de un esfuerzo de movilización e inversión efectiva en seguridad alimentaria y nutricional. 

Notas 

1 	 Consultor de la representación de la FAO en Perú. 
2 	 La Iniciativa América Latina y el Caribe sin Hambre es un compromiso de los países de la región, promovido por la FAO, para 

erradicar el hambre en el plazo de una generación. 
3 	 Seguridad alimentaria y nutricional: impactos, implicaciones y oportunidades para América Latina y el Caribe (LARC/12/2). 
	 <http://www.fao.org/docrep/meeting/024/md124s.pdf>
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¿El boom de la quinua contribuye a la seguridad alimentaria?

Waldemar Mercado1

LRA N° 158, enero 2014

El bienestar se refleja en el desarrollo humano, el aseguramiento de la nutrición y la satisfacción de necesidades bási-
cas; por tanto, la generación de mayores ingresos puede contribuir a ese logro. La FAO2 señala que existe seguridad 
alimentaria cuando todas las personas tienen, en todo momento, acceso físico y económico a suficientes alimentos 
inocuos y nutritivos para satisfacer sus necesidades y preferencias alimenticias, a fin de llevar una vida activa y sana. 

El Año Internacional de la Quinua, aprobado por las Naciones Unidas y que acaba de concluir, tuvo como propósito 
promover el conocimiento de los beneficios de la quinua, la biodiversidad y su uso potencial en la lucha contra el 
hambre y la malnutrición, como contribución a una estrategia global de seguridad alimentaria. Su aporte nutricio-
nal ha sido reconocido por la comunidad internacional y es considerado un cultivo promisorio para la adaptación 
al cambio climático. Sin embargo, su mayor promoción ha tenido efecto en el alza de su precio, que torna incierto 
su aporte a la seguridad alimentaria de aquella población que tiene mayores necesidades nutricionales. El presente 
artículo plantea una revisión del tema. 

En el Perú, a pesar del incremento de la producción de alimentos y del crecimiento económico en la última década3, 
una parte importante de la población vive en situación de inseguridad alimentaria: 37% de niños rurales menores 
de cinco años sufren desnutrición crónica (INEI 2011), un hecho que incidirá más adelante en el capital humano.

Tendencias del mercado de la quinua 

En los últimos trece años (2000-2012), en el Perú se ha incrementado la producción, la superficie cosechada, los 
rendimientos y los precios de la quinua. El periodo 2008-2012 ha sido más dinámico, pues se expandieron todas las 
variables a tasas mayores respecto al periodo 2000-2007, verificándose que el crecimiento de la producción ocurrió 
por razones tecnológico-productivas y por el mercado. Por tanto, el denominado boom de la quinua se evidencia en la 
producción creciente y los mejores precios recibidos por el productor, y en el aumento del volumen de exportaciones 
en 9.5 veces, del valor FOB en 21 veces, y de los precios (US$/t) en 2.2 veces. Pero si bien el volumen de abasteci-
miento al mercado interno se incrementó en 18%, el porcentaje de la producción destinado al abastecimiento interno 
disminuyó en 11.6% (cuadro 1). 

Si bien la quinua tiene la aceptación del consumidor, hay un desequilibrio entre oferta y demanda, lo que ha au-
mentado su precio, a pesar de lo cual su demanda no ha dejado de crecer. Pero su consumo se encuentra limitado a 
algunos grupos de la sociedad, bien por razones de ingresos, bien por desconocimiento de sus cualidades nutritivas. 
Se considera que el grano presenta potencial para consumidores de altos ingresos y con interés en el cuidado de la 
salud, el ambiente, la equidad social y la gastronomía gourmet, pero también es fundamental favorecer su consumo 
en las poblaciones pobres. 

Cuadro 1. Estadísticas básicas de la quinua en el Perú, en promedios por periodos

Años
Producción Superficie 

cosechada Rendimiento Precio en 
chacra Exportación Valor FOB Abastecimiento

t Tasa ha Tasa t/ha Tasa S/.kg Tasa (t) Tasa US$/t Tasa Nac. (t) %
2000-2007 29,095 2.9 28,413 0.8 1,022 1.6 1.16 0.6 581 40.9 1,257 0.8 28,513 98.1
2008-2012 39,146 7.5 34,894 4 1,118 2.3 3.18 31.2 5,514 47.4 2,793 21.0 33,633 86.5

2000-2012 32,961 5.0 30,906 2.6 1,059 2 1.94 13.4 2,663 43.6 1,896 9.2 30,482 93.6

Fuente: Estadísticas agrarias del Minagri 2013 y Siscex.
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Se estima que en Bolivia el consumo es de 5 kg/persona/año, nivel considerado bajo si se toma en cuenta el mayor 
consumo de otros alimentos y la tendencia a la reducción del consumo de quinua debido a la prioridad asignada a su 
comercialización4. En 2013, en el Perú se consumió entre 0 a 3 kg/año/persona, menos que cinco años atrás, cuando 
su consumo fue de 2.5 a 5 kg/año/persona. Por tanto, si bien la promoción del grano ha provocado el incremento de 
su demanda, ello está llevando a que su precio sea inaccesible para los consumidores pobres, lo que dificulta el acceso 
pleno y continuo a un bien nutritivo y saludable, lo cual, por consiguiente, afecta la seguridad alimentaria. 

La comercialización de la quinua 

La comercialización del grano no presenta diferencias con la de otros productos que provienen de la pequeña agri-
cultura, caracterizados por el bajo nivel asociativo de los productores, la débil interrelación en la cadena productiva 
y el acopio rural desorganizado, lo que da lugar a una red tradicional, con predominancia de la capital (Lima) para su 
procesamiento y comercialización. 

Los circuitos cortos, con ventas más directas al consumidor, son menos comunes. La comercialización vía ferias, com-
pras públicas y mercados locales en la sierra central, permitieron en 2011 la disponibilidad del 15% de la producción 
en esa zona, pero el mayor precio pone en riesgo su acceso a grandes segmentos de la población. Si bien este tipo de 
ventas posibilita retornos positivos a los productores —aunque el sistema de comercialización no garantiza precios 
justos—, la ganancia principal es de los intermediarios. Según el director general de la FAO, Graziano da Silva, «los 
productores no se han beneficiado de los precios de la quinua; los comercializadores se han quedado con todos esos 
ingresos y los consumidores son los que pagan los precios elevados»5. 

Lecciones del boom de la quinua 

El actual precio de la quinua tiene una relación directa con la oferta y la demanda, y si bien los productores han incre-
mentado su poder adquisitivo, esto no se ha traducido en mayor seguridad alimentaria nutricional, pues el consumo 
de quinua se viene desplazando por otros alimentos, más baratos y menos nutritivos como fideos y arroz. Antes la 
lógica del productor era priorizar la seguridad alimentaria; ahora primero es el mercado. 

Por tanto, la quinua proporcionaría apoyo a la seguridad alimentaria si: 1) favorece el consumo local; 2) su disponi-
bilidad es constante en el tiempo y accesible en el precio; 3) existe pleno conocimiento de sus aportes nutricionales, 
tanto en los productores como en los consumidores; 4) los productores logran mejores ingresos que les permitan 
adquirir otros bienes de composición nutricional equivalente. 

Desde las políticas públicas, la posibilidad de considerar su compra en los programas sociales permitiría la nutrición 
de los más pobres —especialmente en el sector rural— , asegurar su destino hacia el mercado interno y fomentar los 
circuitos cortos. Por otro lado, existen varias propuestas para producir la quinua «en función del mercado», con valor 
agregado, certificaciones y nichos de exportación. Sin embargo, todavía son pocas las propuestas que manifiestan el 
desarrollo del territorio a través de las posibilidades del producto para garantizar la seguridad alimentaria local. Los 
retos quedan planteados. 

Notas 

1 	 Profesor principal de la Universidad Nacional Agraria La Molina. 
2 	 Oficina Regional para América Latina y el Caribe de la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura. 
3 	 El crecimiento del producto bruto interno agropecuario de 2002 a 2012 fue de 4.3% anual, y del producto bruto interno, de 6.4% 

anual. 
4 	 Algunos productores bolivianos reconocen que venden quinua para comprar fideos, arroz y conservas, que son más fáciles de pre-

parar y consumir. Fuente: RPP: <http://bit.ly/1jpeF0q>. 
5 	 Diario boliviano El Día (14.12.2013) <http://bit.ly/1aFk1ir>. 
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Seguridad alimentaria: los desafíos del futuro

Fernando Eguren
LRA N° 157, noviembre 2013

En el número anterior de La Revista Agraria (N° 156, octubre) afirmamos que el Gobierno central y el Congreso de 
la República no estuvieron a la altura de las expectativas cuando el año 2013 fue declarado oficialmente como de la 
Inversión para el Desarrollo Rural y la Seguridad Alimentaria. Aparte de los mil millones de soles otorgados apresura-
damente al Ministerio de Agricultura y Riego para realizar obras de irrigación en la sierra en un solo año, sin ninguna 
estrategia ni prioridades claras —el Minagri avanza a trompicones—, nada digno de mención se ha hecho, ni para el 
desarrollo rural ni para la seguridad alimentaria. Salvo, en el caso de la seguridad alimentaria, de una ley aprobada, 
de Promoción de la Alimentación Saludable, que hasta el momento no ha sido reglamentada; de una propuesta de 
Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional, que aún no ha sido aprobada por el Poder Ejecutivo; y 
de un proyecto de ley, que tampoco tiene cuándo ser debatido en el plenario del Congreso. 

La importancia del tema no permite tales dilaciones. Es cierto que la desnutrición crónica infantil se ha reducido en 
los últimos años al 18.1%, según el MIDIS (¡aun así, son más de 530 mil niños!), pero tal promedio nacional no puede 
ocultar que en nuestro país, social y territorialmente tan inequitativo, en algunas zonas dicha desnutrición alcanza 
a más de la mitad de los niños menores de cinco años (54.2% en Huancavelica) o mantiene porcentajes que están 
estancados desde hace tiempo (alrededor del 32% en Loreto). 

También es preocupante que las autoridades del Ejecutivo y el Legislativo reduzcan el tema alimentario a un pro-
blema de la población extremadamente pobre, mientras que el resto del mundo está haciendo proyecciones sobre si 
podrán abastecer a sus poblaciones en el largo plazo. Estas proyecciones se realizan debido a varias amenazas: desde 
los impactos que el cambio climático puede tener sobre la producción de alimentos, hasta las tremendas presiones que 
grandes corporaciones ejercen sobre la tierra y el agua, y cuya prioridad no es alimentar al mundo, sino cómo extraer 
de la agricultura la máxima ganancia. 

En el Perú es tiempo no solo de ser efectivo en la lucha contra la desnutrición, sino de prevenir los desafíos del futuro 
para tomar acciones desde hoy. 

Precisamente, este es el tema que será abordado en el foro «Seguridad alimentaria: desafíos del futuro y tareas del 
presente», organizado por CEPES y auspiciado por varias instituciones, que tendrá lugar el jueves 28 y el viernes 29 
de noviembre (2013). Es una iniciativa que por primera vez permitirá una reflexión sobre escenarios futuros de la se-
guridad —e inseguridad— alimentaria, y lo hará desde distintas disciplinas: la economía, la agronomía, la sociología, 
la biología y la ecología (ver arriba el programa del foro). Además de las exposiciones y comentarios de especialistas 
en el tema, desde sus enfoques específicos, habrá mesas redondas en las que instituciones multilaterales, de la coo-
peración al desarrollo y de los sectores público, privado y de la sociedad civil del país, reflexionarán sobre la visión y 
responsabilidades de sus propias instituciones ante las incertidumbres del largo plazo. 

Los lectores de La Revista Agraria están invitados.
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Editorial

Día de la Alimentación. ¿Oportunidad perdida?

Fernando Eguren
LRA N° 156, octubre 2013

En enero, el Gobierno declaró 2013 como el Año de la Inversión en Desarrollo Rural y Seguridad Alimentaria. Fue 
una declaratoria que creó expectativas, sobre todo después de un quinquenio de gobierno del APRA, en el que 
tanto el desarrollo rural como la seguridad alimentaria fueron totalmente desatendidos. ¿Para qué desarrollo rural si 
los campesinos «no tienen formación ni recursos económicos» (Alan García en su famoso manifiesto «El síndrome 
del perro del hortelano»)? ¿Para qué seguridad alimentaria si es un concepto obsoleto y podemos exportar gas para 
importar alimentos (Alan García en entrevista al diario Expreso)? 

En la abandonada propuesta de La Gran Transformación, del frente Gana Perú, que llevó a Ollanta Humala a la 
presidencia, el término seguridad alimentaria se repite varias veces. Así, en la sección sobre «La transformación de la 
producción agraria» se afirma: «Lucharemos por tener una actividad [agropecuaria] articulada, competitiva y soste-
nible, orientada a dotar de seguridad alimentaria a la población peruana». El término seguridad alimentaria desaparece 
en la Hoja de Ruta, para ser reemplazado por el ofrecimiento de asistencia alimentaria, es decir, por programas del 
tipo de Qali Warma, similares a los implementados por gobiernos anteriores. 

La formación de una comisión multisectorial de seguridad alimentaria y nutricional, en octubre del año pasado, por 
iniciativa del Ministerio de Agricultura, fue una señal positiva, pues tenía como encargo el diseño de una nueva Es-
trategia Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional (la anterior, aprobada en 2004 y que debió regir hasta 2015, 
nunca dejó los cajones de los escritorios). También fue una señal positiva la aprobación unánime de un proyecto de 
ley de seguridad alimentaria por la Comisión de Agricultura del Congreso, como también lo fue la aprobación de la 
Ley de Promoción de la Alimentación Saludable para Niños, Niñas y Adolescentes, promulgada en mayo de este año. 

Con todos estos antecedentes, había la expectativa de que el Gobierno anunciase en el Día de la Alimentación algo 
importante, lo que no ocurrió. Fuera de algunos eventos protocolares oficiales de limitada importancia y de varios 
otros promovidos por la sociedad civil, no hubo novedades. La primera dama, Nadine Heredia, se lució en las cele-
braciones realizadas en la sede central de la FAO, pero no anunció ninguna medida concreta. 

¿En qué estado están, pues, las iniciativas mencionadas más arriba? Se sabe que ya hay una propuesta de Estrategia 
Nacional, pero aún no pasa al Consejo de Ministros para su aprobación. La propuesta de ley de la Comisión Agraria 
del Congreso ha quedado estancada, sin que aún pase a debate en la plenaria. Y la Ley de Promoción de Alimentos 
Saludables aún no ha sido reglamentada (a pesar de que ya expiró largamente el plazo fijado por la propia ley), por lo 
que no se implementa. Se afirma que esta demora se debe a las intensas presiones que está ejerciendo el lobby de la 
industria alimentaria sobre la comisión que elabora el reglamento, para que este los afecte lo menos posible. 

El Gobierno y el Congreso han perdido, pues, una ocasión para recuperar en algo el declinante apoyo de la ciuda-
danía —sensible al tema alimentario—, y se van diluyendo las esperanzas de que este Gobierno muestre coraje para 
adoptar medidas favorables a la mayoría de la población, cuando poderosos grupos empresariales elevan la ceja en 
señal de desaprobación. El Año de la Inversión para el Desarrollo Rural y la Seguridad Alimentaria está pasando sin 
pena ni gloria.
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Soberanía alimentaria: 
el debate mundial se intensifica

Fernando Eguren
LRA N° 156, octubre 2013

Acerca del tema de la alimentación hay un debate entre dos concepciones distintas, debate tanto más intenso 
cuanto que de estas surgen políticas muy diferentes. Una es la de «seguridad alimentaria» y otra la de «soberanía 
alimentaria». ¿De dónde surgen estas concepciones? 

En una asamblea de la FAO1 en Roma, en 1996, los Estados reunidos se pusieron de acuerdo en una definición de 
«seguridad alimentaria», adoptándola como orientadora de sus respectivas políticas alimentarias. Pero en la misma 
Roma, y en los mismos días, en una reunión paralela, de La Vía Campesina —que reúne a organizaciones campesinas 
de todo el mundo—, aprobaron por consenso otra definición, discrepante con la primera. 

Lo que afirma la definición de la FAO es que un país debe contar con alimentos suficientes y nutritivos, accesibles 
a toda la población en todo momento2, pero no señala cómo. La propuesta de La Vía Campesina va más allá, pues 
exige que Soberanía alimentaria: el debate mundial se intensifica Fernando Eguren los Estados reconozcan que 
la alimentación es un derecho y que para alcanzar la seguridad alimentaria: a) los Estados y los pueblos deben ser 
soberanos; b) los alimentos deben ser producidos de forma sostenible y ecológica; c) las economías y mercados 
locales deben priorizarse; d) los campesinos y los agricultores familiares deben tener el papel protagónico; e) las 
particularidades culturales deben respetarse; f) se requieren nuevas relaciones sociales, libres de opresión y des-
igualdades entre hombres y mujeres, pueblos, grupos raciales, clases sociales y generaciones3. 

Puede suponerse que la definición de soberanía alimentaria pone en cuestión muchos de los acuerdos internacionales 
que inciden sobre la producción y comercialización de alimentos —por ejemplo, los tratados de libre comercio—, así 
como las políticas agrarias que promueven prioritariamente los agronegocios exportadores y que minimizan el papel 
de la pequeña agricultura. Precisamente, estas políticas son características de los gobiernos del Perú desde hace ya 
varias décadas. 

¿La «soberanía alimentaria» gana terreno? 

Hace pocos días, el director general de la FAO, Graziano da Silva, formalizó un acuerdo con La Vía Campesina 
en el marco de una nueva estrategia de la FAO cuyo objetivo es «consolidar lazos con movimientos sociales, or-
ganizaciones de base y ONG que comparten el objetivo de erradicar el hambre, la malnutrición y la inseguridad 
alimentaria»4. 

No cabe duda de que este acercamiento es positivo para los propósitos de La Vía Campesina, de colocar su propuesta 
de soberanía alimentaria en un lugar más alto de la agenda internacional y, asimismo, de los Estados. 

Pero también va en el mismo sentido la reciente realización, en la prestigiosa Universidad de Yale, en Estados Unidos, 
de un foro sobre el tema: «Soberanía alimentaria: un diálogo crítico», en el cual tuvimos oportunidad de participar. 
Este foro reunió a prestigiosos académicos de todo el mundo para analizar la propuesta de soberanía alimentaria, así 
como a activistas y representantes de La Vía Campesina. Con este fin se prepararon nada menos que 82 ponencias5, 
desde diferentes perspectivas disciplinarias y opciones políticas. Las hubo desde conceptuales hasta la revisión de 
experiencias concretas de países cuyos gobiernos han adoptado la opción de soberanía alimentaria (como Venezuela, 
Bolivia y Ecuador).
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El caso de México también fue analizado, en particular por el impacto adverso que ha tenido sobre su soberanía ali-
mentaria el acuerdo de libre comercio suscrito, hace dos décadas, con Estados Unidos y Canadá (Nafta). Aun cuando 
el foro tuvo un tinte general favorable a la propuesta de soberanía alimentaria, hubo ponencias bastante escépticas 
sobre la posibilidad de que esta fuera aplicable de manera integral, lo que fue reforzado por las dificultades que los 
mencionados países han tenido para plasmarla con éxito. El Perú mereció una ponencia, en la que se indaga sobre el 
impacto que puede tener la nueva legislación de aguas sobre la soberanía alimentaria, a partir del caso de las cuencas 
de los ríos Santa e Ica. 

Se analizaron los esfuerzos de movimientos sociales de productores y consumidores en Asia, África y América La-
tina para que los gobiernos modifiquen sus políticas neoliberales y protejan la producción nacional de los acuerdos 
internacionales que colocan en situación de desventaja a la pequeña agricultura. Otras ponencias destacaron la 
importancia de la agricultura familiar en la producción de alimentos y en la práctica de una agricultura ambiental y 
socialmente sostenible; el actual papel de la mujer en las diferentes fases de la actividad productiva; la necesidad de 
aprovechar los conocimientos de campesinos y poblaciones indígenas; y la exigencia de incrementar el peso de la agri-
cultura orgánica. Fue muy interesante constatar que el interés por la soberanía alimentaria no solo se presentaba en 
los países en desarrollo, sino también en Estados Unidos y Canadá, en donde hay movimientos de ciudadanos contra 
la llamada comida chatarra, y de agricultores que demandan no solo un mejor trato a su producción, sino también 
una agricultura que sea de escala humana y que fortalezca a las comunidades rurales activas. 

El debate sobre soberanía alimentaria en el Perú apenas sí se inicia. Por lo pronto, el Ejecutivo se opone a que en la 
propuesta de ley de seguridad alimentaria y nutricional que la Comisión Agraria aprobó por unanimidad se haga refe-
rencia a la «soberanía alimentaria»6, por temor a los reclamos «proteccionistas» que pudieran plantear los países con 
los que hemos firmado tratados de libre comercio, frente a los cuales hemos dejado desprotegida nuestra agricultura. 

Notas 

1	 La Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO, por sus siglas en inglés). 
2	 Ver <http://bit.ly/1Pb2UdB>. 
3	 Ver <http://www.viacampesina.org/es/> y <http://www.soberaniaalimentaria.tv/>. 
4	 Ver <http://bit.ly/1DzQHgY>. 
5	 Todas las ponencias pueden ser consultadas en <http://bit.ly/1EdMBWV>. 
6	 El nombre del proyecto de ley es «Ley de soberanía y seguridad alimentaria y nutricional».
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IV Cenagro confirma importancia de 
la pequeña agricultura en la producción de alimentos

Fernando Eguren
LRA N° 155, setiembre 2013

¿Cuán importante es la pequeña agricultura para la seguridad alimentaria de los peruanos? Hasta hace poco, por 
falta de información actualizada, no había sino conjeturas. Las estimaciones sobre qué porcentaje de la producción 
de alimentos de origen agrícola salía de los pequeños productores iban desde los dos tercios hasta las tres cuartas 
partes del total. Pero, realmente, no había información precisa al respecto, dado que el censo anterior databa de 1994. 

El nuevo Censo Nacional Agropecuario 2012 (IV Cenagro) no solo confirma la importancia de la pequeña agricul-
tura, sino que muestra que esta es mayor a la estimada. El IV Cenagro nos informa cuántas hectáreas se destinan a 
los diferentes cultivos y qué unidades agropecuarias (UA) son las que los cultivan. Veamos, en primer lugar, cómo se 
distribuye la superficie destinada a cultivos alimenticios transitorios. 

Cultivos transitorios 

El IV Cenagro informa que la mayor parte de las tierras dedicadas a cultivos alimenticios transitorios (anuales o plu-
rianuales) corresponde a la pequeña agricultura (que, para los propósitos de este artículo, definimos como las UA con 
extensiones menores de 10 hectáreas) Así, en el caso de las leguminosas, el 82% del área sembrada corresponde a la 
pequeña agricultura, y también corresponde a esta el 76% del área sembrada para los tubérculos, el 74% de la sembra-
da para los cereales, el 72% de la sembrada para las hortalizas y el 63% de la sembrada para las frutas. Las muy peque-
ñas UA, menores de tres hectáreas —usualmente consideradas como minifundios—, tienen una participación muy 
importante, como 
puede apreciarse en 
la tabla 1. 

En contraste, las UA 
de mayor tamaño 
destinan muy pocas 
tierras a la produc-
ción de alimentos 
para el mercado 
interno. Como lo 
muestra la misma 
tabla, las UA no 
menores de 100 hec-
táreas ni mayores 
de 1,500 hectáreas, 
apenas sí siembran 
para el mercado interno, pues no llegan ni al 2% del área cultivada para alimentos. En cuanto a las empresas agrarias 
más grandes —los megalatifundios—, que superan las 1,500 hectáreas de extensión, casi no dedican nada de sus 
tierras a la producción de alimentos: apenas el 0.3% de la superficie sembrada. 

Puesto de otra manera: si por alguna razón aquellas empresas desaparecieran, ello no afectaría la producción de 
alimentos agrícolas destinada al consumo de los peruanos. En cambio, si hubiesen políticas favorables a la pequeña 

Tabla 1. Superficie sembrada de cultivos alimenticios transitorios, según UA por tamaño. 
Porcentajes

Cultivos Menos 
de 3 ha

De 3 
a 10 ha

De 10 
a 100 ha

De 100 
a 1,500 ha

+ de 
1,500 ha

Total 
(100%)

Cereales 37.6 36.4 24.1 1.7 0.2 908,032.0

Frutas 22.2 41.1 33.5 3.0 0.1 19,111.0

Hortalizas 32.4 39.4 23.6 4.3 0.3 55,035.0

Leguminosas 46.5 35.8 16.0 1.4 0.3 36,807.0

Menestras 41.3 38.1 18.8 1.3 0.5 138,109.0

Tubérculos 41.5 34.3 22.3 1.6 0.3 386,136.9

Total 38.7 36.2 23.0 1.8 0.3 1’543,231.0

% Tot. acumulado 38.7 74.9 97.9 99.7 100.0
Elaboración a partir del cuadro 49, IV Cenagro.
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agricultura que repercutiesen en un incremento de los rendimientos, la producción de alimentos sí aumentaría 
significativamente. 

Cultivos permanentes  

Los cultivos permanentes son aquellos cuya duración se prolonga por varios años. Los principales grupos de cultivos 
permanentes son, en la clasificación del IV Cenagro: frutales, cultivos industriales y pastos cultivados. En conjunto, 
suman cerca de dos millones de hectáreas. 

Los principales cultivos destinados a la exportación son permanentes; es el caso de varias frutas (mangos, paltas, 
uvas, cítricos), los espárragos y el café. También son permanentes la caña de azúcar, destinada tanto a la producción 
de azúcar como de etanol, y la palma aceitera, que produce aceites para el consumo humano y para la fabricación de 
biodiésel. 

La participación de la pequeña agricultura en la producción de cultivos permanentes es destacada, aunque menor 
que en el caso de los transitorios (tabla 2). Esto se debe, entre otras razones, a que los cultivos permanentes requieren 
de condiciones de las que con frecuencia carece la pequeña agricultura: inversiones mayores y la posibilidad de sos-
tenerse durante el periodo entre la siembra y la primera cosecha, que suele ser de varios años. 

En cuanto a las áreas 
de los latifundios por 
encima de las mil 
hectáreas, tienen 
una alta participa-
ción en los frutales 
permanentes (casi 
21% de la superficie 
total destinada a es-
tos cultivos), siendo 
parti cularmente 
alta en el caso del 
palto (43%), la vid 
(41%) y el mango (28%), todos ellos dirigidos a la exportación. Su participación en los cultivos industriales, como 
un todo, es bastante menor: 3.9%; sin embargo, si se excluye el café, su participación sube al doble: 7.8%. En algunos 
cultivos industriales específicos su participación es mucho mayor, sobre todo en el caso del espárrago, llegando al 44% 
de la superficie total dedicada a ellos.

La pequeña agricultura garantiza la alimentación 

En conclusión: hay un uso diferenciado de la tierra, según el tipo de productores. El tamaño de los predios no es 
suficiente como para hacer una tipología de productores, pero es un criterio útil en la medida en que cuanto más 
pequeña es la unidad agropecuaria, más probable es que se trate de un predio conducido por una familia y donde la 
mayor parte de la fuerza de trabajo es proporcionada por la propia familia. Por el contrario, cuanto más grande es la 
unidad agropecuaria, más tiende a ser una empresa, cuya finalidad principal es obtener utilidades. Mientras que las 
primeras tienden a orientar su producción al mercado interno, las últimas lo hacen a los mercados internacionales. 

La seguridad alimentaria del Perú depende de las primeras, cuyo papel, en una perspectiva de soberanía alimentaria 
—es decir, de búsqueda de una mayor autonomía en cuestión alimentaria—, es estratégico. En cuanto a las grandes 
unidades agropecuarias —volcadas hacia la exportación—, estas contribuyen a la seguridad alimentaria en el sentido 

Tabla 2. Superficie cosechada de cultivos permanentes, según UA por tamaño. Porcentajes

Cultivos Menos 
de 10

De 10 
a 50

De 50 
a 100

De 100 
a 1,000

Más de 
1,000

Total 
(100%)

Frutales 42.6 23.2 4.5 8.7 21.0 472,218

Industriales 50.6 36.7 4.4 4.5 3.9 717,851

Pastos cultivados 19.6 23.5 13.8 17.1 26.0 778,062

Total 36.4 28.2 8.1 10.5 16.7 100.0

 (Total absoluto) 716,311 555,699 160,189 206,659 329,273 1’968,131
Fuente: IV Cenagro.
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de que aseguran el ingreso de los trabajadores que emplean, con el que estos adquieren los alimentos que, a diferencia 
de los primeros, no producen; pero esas grandes unidades agropecuarias no contribuyen a consolidar una economía 
agraria que defienda al país de los avatares de los mercados internacionales. No olvidemos que desde 2008 —año 
en el que los precios de los alimentos se elevaron súbitamente, lo que afectó a centenares de millones de personas 
de bajos ingresos— se han instaurado en la agenda internacional los riesgos de la inseguridad alimentaria. Cada vez 
más gobiernos están considerando ser más autónomos en su abastecimiento de alimentos, y, sin duda, esta mayor 
autonomía tiene en la pequeña agricultura su mayor soporte. 

No deja de extrañar el que, a pesar de que el gobierno del presidente Ollanta Humala ha declarado 2013 como Año 
de la Inversión para el Desarrollo Rural y la Seguridad Alimentaria; de que hay una comisión multisectorial que 
está elaborando una propuesta estratégica de seguridad alimentaria; de que el Congreso debatirá próximamente una 
ley de seguridad alimentaria; de que las Naciones Unidas oficializaron 2013 como Año Internacional de la Quinua 
(producto típico campesino); el Gobierno central —repetimos— no haya definido una política integral de apoyo a 
ese vital y numeroso sector productivo. 
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Las dos caras de la malnutrición peruana: 
la desnutrición crónica y el exceso de peso1

Miguel Ángel Pintado
LRA N° 152, junio 2013

En los últimos años, diversos esfuerzos públicos y privados han conseguido mitigar las altas tasas de desnutrición 
crónica en el mundo concentrada, principalmente, en países en desarrollo como el nuestro. No obstante, en la ac-
tualidad se ha revelado la otra cara de la 
malnutrición: el sobrepeso y la obesidad. 

Esta nueva versión del problema no solo 
afecta a los países desarrollados, sino 
también a los países en desarrollo. El 
Perú no es la excepción. Como podemos 
ver en el gráfico 1, además de la ligera 
caída de la desnutrición crónica (DC), 
los porcentajes de sobrepeso y obesidad 
en niños menores de 5 años casi ni se han 
movido: la prevalencia del sobrepeso ha 
tenido insignificantes variaciones, mien-
tras que la de la obesidad ha sido cons-
tante. Por otro lado, mientras la tenden-
cia de la DC es clara (ver línea turquesa, 
con inclinación a la baja), las tendencias del sobrepeso y la obesidad son indeterminadas (ver ambas líneas naranjas, 
sin inclinación). Es decir, hay indicios suficientes para pensar que el exceso de peso es un problema persistente y de 

futuro indeterminado. 

Ahora bien, el factor común entre ambos pro-
blemas (la desnutrición y el exceso de peso) es 
el consumo de alimentos de bajo valor nutricio-
nal. No obstante, las razones son distintas y, por 
tanto, las características de la población, la cual 
sufre estos problemas, también serán distintas. 
Para corroborarlo, presentamos los resultados 
de dos estudios que analizan los problemas de la 
desnutrición crónica y el exceso de peso en ni-
ños menores de 5 años, asociados a algunos fac-
tores socioeconómicos relevantes (ver cuadros 
1 y 2). En el primer estudio se reportan cinco 
factores. Primero, existe una diferenciación por 
género: de todos los niños con desnutrición 
crónica, los hombres son los más afectados, 
en relación con las mujeres (31.9%, frente a 
26.4%). Segundo, la DC está más concentrada 
en las áreas rurales que en las urbanas. Tercero, 

Cuadro 1. Desnutrición crónica en niños menores de 5 años, 2007

Categoría DC

Hombre 31.9%

Mujer 26.4%

Área urbana 14.7%

Área rural 44.8%

Quintil más pobre 53.2%

Quintil más rico 5.5%

0-1000 m.s.n.m. (altitud) 19.1%

1000-3000 m.s.n.m. (altitud) 38.1%

3000 a más m.s.n.m. (altitud) 46.0%

Madre sin educación 58.7%

Madre con educación secundaria 20.2%

Madre con educación superior 8.3%
Fuente: Beltrán y Seinfeld (2009). Desnutrición infantil en el Perú: un problema 

persistente. Lima: UP.

Gráfico 1. Malnutrición en niños menores de 5 años. Perú, 2006-2012 
(patrón de referencia NCHS)

Fuente: INS - Sistema de Información del Estado Nutricional. Elaboración: Cepes.
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hay una gran brecha en términos monetarios: la diferencia en la incidencia de la DC entre el quintil más pobre y el 
más rico es abismal. Cuarto, la incidencia de la DC se incrementa a mayor altitud. Por último, el mayor porcentaje 
de DC se concentra en niños cuyas madres no poseen educación, mientras un menor porcentaje coincide en niños 
cuyas madres son educadas. 

Por su parte, el segundo estudio reporta cuatro factores. Primero, existe también una diferenciación por género, 
siendo los hombres los más afectados por el 
exceso de peso (EXP, en adelante). Segundo el 
EXP está mucho más concentrado en las áreas 
urbanas que en las rurales, lo cual se explica, 
probablemente, por los cambios en los hábitos 
de consumo, el mayor acceso a la comida cha-
tarra, la mayor publicidad, el mayor sedentaris-
mo, etc. Tercero, el problema del EXP es más 
frecuente en hogares no pobres que en aquellos 
que carecen de ingresos. Por último, existe una 
localización determinada del EXP: se concentra 
en las zonas costeras y, sobre todo, en Lima Me-
tropolitana. 

En efecto, el problema de la malnutrición en el 
Perú tiene diversos rasgos. Por un lado, la DC 
es un problema que ataca con más fuerza a los 
hogares rurales, pobres, y que está asociado a los 
bajos niveles educativos de la madre; mientras 
que el EXP, más bien, se localiza y concentra 
fundamentalmente en zonas urbanas, en la costa 
y Lima Metropolitana, y en familias no pobres. Tener en cuenta estos diferentes rasgos asociados a la DC y el EXP 
permitirá no solo conocer mejor las diferentes caras de la malnutrición en el país, sino también combatir el problema 
de manera eficaz y focalizada. 

Nota 

1 	 El exceso de peso comprende la suma de las cifras de obesidad y sobrepeso. La diferencia entre sobrepeso y obesidad es de intensi-
dad. Para niños, los estándares de la OMS definen obesidad y sobrepeso a partir del cálculo de coeficientes técnicos que pueden ser 
consultados en <http://www.who.int/ childgrowth/standards/es/>. 

Cuadro 2. Exceso de peso en niños menores de 5 años, 2009-2010

Categoría Sobrepeso Obesidad Exceso de 
peso

Hombre 7.0% 2.1% 9.1%

Mujer 5.8% 1.5% 7.3%

Área urbana 7.7% 2.3% 10.0%

Área rural 3.8% 0.5% 4.3%

Pobre extremo 2.5% 0.5% 3.0%

Pobre no extremo 5.6% 0.7% 6.3%

No pobre 7.9% 2.7% 10.6%

Costa 7.0% 2.3% 9.3%

Lima Metropolitana 9.7% 3.3% 13.0%

Sierra 5.0% 0.6% 5.6%

Selva 2.5% 0.6% 3.1%
Fuente: Beltrán y Seinfeld (2009). Desnutrición infantil en el Perú: un problema 

persistente. Lima: UP.
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Voceros de la industria alimentaria, 
desesperados ante la Ley de Alimentación Saludable 

Críticas desnutridas y sin fundamentos

Paola Arica1

LRA N° 152, junio 2013

La reciente promulgación de la Ley de Promoción de la Alimentación Saludable para Niños, Niñas y Adolescentes 
originó un gran debate entre la industria de alimentos procesados y los promotores de una buena alimentación para el 
Perú. Los primeros iniciaron una andanada de críticas hacia la nueva ley, de la mano de los medios de comunicación, 
que ven amenazados sus millonarios ingresos por publicidad. 

Importantes conductores de programas periodísticos televisivos hicieron de lado los ideales de imparcialidad, para 
criticar ardorosamente, y con argumentos osados, la regulación en los contenidos de publicidad, que ellos consideran 
como una amenaza. 

Llama la atención la falta de cuidado en la elección de los argumentos de los representantes de la industria de alimen-
tos, porque son fácilmente cuestionables. Han servido para desinformar, para figurar en titulares sensacionalistas de 
medios masivos, pero no para adherir a la opinión pública a sus demandas. 

Una encuesta, realizada por Ipsos Apoyo, señala que el 84% de las personas que conocen la ley la consideran buena: el 
43% cree que ayudará a proteger la salud, mientras que el 41% afirma que es una buena idea que necesita ser mejorada2. 

Negando el problema 

«Si queremos realmente ocuparnos de la salud de nuestros niños, ¿qué hacemos sacando una ley contra la obesidad, 
cuando este problema está en los mayores? ¿Por qué no estamos sacando una legislación para atacar los verdaderos 
problemas, que son la anemia y la desnutrición crónica?» (Luis Salazar, presidente de la Sociedad Nacional de Indus-
trias, en conferencia de prensa). 

La Organización Mundial de la Salud (OMS) advierte que los niños obesos y con sobrepeso tienden a seguir siendo 
obesos en la edad adulta y tienen más probabilidades de padecer, a edades más tempranas, enfermedades no transmi-
sibles, como la diabetes y enfermedades cardiovasculares. Por este motivo, recomienda priorizar la prevención de la 
obesidad en edades tempranas3. 

Asimismo, tanto la desnutrición crónica, como la anemia, la obesidad y el sobrepeso son resultado de la malnutrición, 
que es consecuencia de un consumo deficiente o excesivo de macro o micronutrientes. La anemia (hemoglobina por 
debajo del límite establecido, en muchos casos debido a la falta de hierro) no es un problema exclusivo de los desnu-
tridos: el sobrepeso y la anemia coexisten en los hogares peruanos4. 

«Sin publicidad, no hay información» 

«Llama la atención el que, a pesar de todas las críticas, la ley se haya promulgado. La norma afecta el derecho a la informa-
ción del consumidor. En principio, somos defensores de la autorregulación, tanto del consumidor como de los contenidos 
de la publicidad. Es restrictiva» (Alfredo Ferrero, secretario general de la Sociedad Nacional de Radio y Televisión)5. 

La publicidad resalta solo «las bondades de los productos», para incentivar su consumo; no provee información 
neutral para que el consumidor decida. Además, la norma no prohíbe la publicidad; solo la regula, para evitar la 
manipulación de un grupo vulnerable. 
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Sobre la autorregulación, Crisólogo Cáceres, representante de Aspec —institución defensora del derecho de consu-
midores y usuarios—, explica que es un mecanismo complementario y que el Estado no podía abdicar de su función 
de tutelar los intereses de los consumidores y trasladarla a las personas. 

«Los niños no son manipulables» 

«Los niños no son tontos; sí entienden. No son monigotes. Tienen la capacidad de elegir y discernir» (Luis Salazar, 
en el programa Agenda política)6. 

Es evidente que en la actualidad los niños están expuestos a una publicidad generalizada e implacable de alimentos 
que tienen poco o ningún valor nutricional y alto contenido de grasas, azúcares o sal. Los constantes anuncios pu-
blicitarios de «comida chatarra», que se emiten en los diversos medios de comunicación, influyen en las preferencias 
alimentarias y en las pautas de consumo de los niños, lo que socava los consejos de los padres y profesores sobre los 
buenos hábitos alimentarios.

Un informe de Concortv7 señala que, en el horario infantil, el 66% de la publicidad es de comida chatarra (seis minu-
tos por hora). Eso significa que un niño estaría expuesto a estos avisos hasta 22 minutos diarios8. 

Frases histéricas 

«El Mundial de Fútbol de Brasil 2014 no podría ser visto por los peruanos debido a la Ley de Alimentación 
Saludable. Podría afectar la transmisión de los partidos del mundial. Si hay problemas de colocación de 
publicidad en los medios, eso podría suceder» (Alfredo Ferrero, exministro de Comercio Exterior y Turismo, 
en diario Gestión el 17 de mayo). 

«Dígame usted si no es perder el tiempo, con tanto que hay que hacer por el país: carreteras, escuelas, postas 
médicas. Vaya usted a ver si se come la hamburguesa o no. ¿Qué les interesa? Cada uno come lo que le da 
la gana, y lo que puede. Yo me imagino que si los niños de los pueblos jóvenes tuvieran plata, se lo comerían 
todito» (Luisa María Cuculiza en Abre los ojos). 

«Chocar con la publicidad es bajarles la llanta a los medios. Al haber menos publicidad de gaseosas y golosinas, 
tiene que haber más publicidad estatal» (Beto Ortiz en Abre los ojos). 

«Todo lo que está allí, suena muy positivo. ¡Qué saludable! Pero no, es muy peligroso» (Cecilia Valenzuela en 
Mira quién habla, 22 de mayo). 

«Lo que están diciendo es que nosotros, los padres, no estamos en la capacidad de velar por nuestros hijos 
(...) cada vez nos van poniendo más de estas regulaciones. La economía del país y los principios de libertad 
sobre los cuales tiene que moverse no van a resistir» (Alfredo Bullard en entrevista con Cecilia Valenzuela 
en Mira quién habla, 22 de mayo). 

«El Estado no debe imponer qué alimentos consumir, pues esa es una labor de tipo educativo que corresponde 
íntegramente a los padres. No estemos tan preocupados de la salud, del bienestar material. Preocúpate un 
poco más de la salud espiritual» (Cardenal Juan Luis Cipriani en Diálogos de fe, RPP).
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«¿Hasta los menores de 16 años?» 

En un documento de la Sociedad Nacional de Industrias (SIN) y de la Asociación de la Industria de Bebidas Gaseosas 
del Perú (Asbega), dirigido al presidente del Consejo de Ministros, Juan Jiménez, el sector industrial se mostró en 
contra de incluir en la ley a los adolescentes hasta los 16 años de edad, porque —según señalaron— esto no tiene 
precedente ni sustento técnico. 

La Organización Panamericana de la Salud publicó un documento de recomendaciones sobre la promoción y la 
publicidad de alimentos y bebidas no alcohólicas dirigida a los niños. La definición de niños que hacen los expertos 
consultados abarca también a menores de 16 años de edad, por varias razones: a) es la edad límite para la educa-
ción básica en gran parte de América Latina; b) los adolescentes son muy susceptibles a las opiniones de los demás; 
y c) los niños más pequeños también están expuestos a la promoción dirigida a niños mayores. 

«La mala alimentación no es culpable de la obesidad» 

«Lo que determina el aumento de peso no es la ingesta sino la ingesta-quema de alimentos (...) el sedentarismo es 
la principal causa de exceso de peso en los menores de edad» (Fernando Cáceres, de Contribuyentes por Respeto). 

Efectivamente, la OMS indica que la causa fundamental del sobrepeso y la obesidad infantiles es el desequilibrio 
entre la ingesta calórica y el gasto calórico; sin embargo, tener una dieta de mala calidad nutritiva influye en esta 
enfermedad, tanto como el sedentarismo. Se debe, además, a un problema social donde interviene una serie de facto-
res, como el económico y las políticas en materia de agricultura, transportes, planificación urbana, medio ambiente, 
educación y procesamiento, distribución y comercialización de los alimentos9. 

La Ley de Promoción de la Alimentación Saludable afecta claramente los intereses económicos de la industria de 
alimentos procesados. Sin embargo, los empresarios industriales deben entender que la salud pública está por encima 
de sus negocios y que el rol del Estado es defender los intereses de los ciudadanos, especialmente de los niños y ado-
lescentes, uno de los sectores más influenciables a los anuncios publicitarios de la comida chatarra. 

Notas 

1 	 Abogada.
2	 «Ley de comida chatarra: personas informadas sobre norma dicen que esta es buena». El Comercio, 21 de julio de 2013. 
3 	 OMS. Estrategia mundial sobre régimen alimentario, actividad física y salud. Sobrepeso y obesidad infantiles. 
	 <http://www.who.int/dietphysicalactivity/childhood/es/>. 
4 	 Según la IV Encuesta Nacional de Hogares, ENAHO 2007, en el Perú coexisten sobrepeso y anemia en hogares, especialmente en 

hogares con mujeres con sobrepeso y con uno o más niños menores de 5 años con anemia. Dato extraído de la publicación Un gordo 
problema: sobrepeso y obesidad en el Perú, p. 8. 

	 <http://bvs.minsa.gob.pe/local/minsa/1830.pdf>. 
5 	 Nores, Johanna. «Lupa a la Ley de Promoción de la Alimentación Saludable». Revista de la Sociedad Nacional de Industrias, pp. 23-28. 
6	 Ídem. 
7 	 Consejo Consultivo de Radio y Televisión, órgano autónomo, plural y consultivo cuya finalidad es mejorar la calidad y ética de la 

radio y televisión en el Perú. 
8 	 Ministerio de Salud. Un gordo problema: sobrepeso y obesidad en el Perú. Op.Cit.
9 	 OMS. Estrategia mundial sobre régimen alimentario, actividad física y salud. Sobrepeso y obesidad infantiles, op. cit.
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América Latina apuesta por leyes 
de alimentación saludable

Gianmarco Cheng
LRA N° 152, junio 2013

Según un estimado de la Organización Mundial de la Salud (OMS), de continuar la actual tendencia, en 2020 
existirán en el mundo aproximadamente 2,300 millones de adultos con sobrepeso y más de 700 millones con 
obesidad. Además, se estima que seis de los principales países con mayores problemas de sobrepeso serán latino- 
americanos. En ese contexto, son varios los Estados que han reaccionado, a través de su legislación, para intentar 
revertir esta situación. 

Leyes en varios países 

Pese a ciertas críticas que ha recibido en el Perú la promulgación de la Ley de Promoción de la Alimentación Saluda-
ble para Niños y Niñas y Adolescentes —por parte de los representantes de la industria procesadora de alimentos, los 
medios de comunicación y algunos políticos—, es claro que la obesidad es un problema grave que debe ser atendido. 
Lo vivido en el Perú, lejos de ser un hecho aislado, ha sido común en otros países donde se ha normado en pro de la 
buena alimentación de los niños y adolescentes. 

Las iniciativas legis-
lativas en la región 
incluyen a Estados 
como Chile, Colom-
bia, Uruguay y Costa 
Rica, además de la 
discusión de pro-
puestas en Ecuador 
y Argentina. Sumado 
a esto, el Parlamento 
Latino (Parlatino), 
del cual somos par-
te, ha presentado en 
2012 una propuesta 
de ley marco para 
regular la publicidad 
de alimentos no sa-
ludables dirigidos a niños y adolescentes, que serviría como una guía para los países miembros, interesados en la 
elaboración de una ley de alimentación saludable. 

Las leyes para una alimentación saludable que se han promulgado en diversos lugares de América Latina tienen va-
rios puntos en común, entre ellos: 1) la promoción del ejercicio físico; 2) la regulación de los kioskos en las escuelas; 
3) la educación nutricional; 4) la transparencia en la información y el rotulado de los productos; 5) la regulación de 
la publicidad; y 6) la propuesta de un sistema de monitoreo, como los observatorios. 

En el cuadro 1 se puede ver cómo atienden los países de la región estos componentes. 

Cuadro 1. Resumen del alcance de las leyes en Latinoamérica

Origen de 
iniciativa

Promoción 
del ejercicio

físico

Regulación 
de kioskos  

en escuelas
Educación 
nutricional

Transparencia 
en información 

y rotulado
Regulación 
publicidad

Observatorio
de obesidad

Chile o o o o o x

Colombia o o o o o x

Parlatino o o o o o o

Perú o o o o o o

Uruguay x ∆ o x x x

Costa Rica x o x x x x

Elaboración: propia. O = se regula o aplica; ∆ se regula parcialmente (con referencia a los otros);  X = no se regula o aplica
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La autorregulación 

Frente a las propuestas de regulación, sobre todo en lo referente a la publicidad, las industrias de alimentos intentan 
plantear como alternativa la autorregulación1. Esta significa, por lo general, el compromiso de las empresas a no diri-
gir la publicidad de alimentos hacia públicos menores de 12 años2 y a producir alimentos más saludables. La experien-
cia de México sugiere que esta alternativa puede ser insuficiente para frenar el problema y hasta podría agravarlo3. 

¿Qué esperar para el futuro?

Las leyes para promover una alimentación saludable no son leyes para curar a los que ya se encuentran enfermos, 
sino para prevenir enfermedades y promover la salud de la población infantil y juvenil, que es la más vulnerable ante 
influencias externas como la publicidad. Este tipo de leyes no solo prevendrían la obesidad, sino también la anemia, 
la desnutrición4 y otras enfermedades crónicas no transmisibles. 

Notas 

1 	 Compromisos de las empresas por país o región: <http://bit.ly/1IpqGQG>. 
2 	 Considerado como público vulnerable, ya que recién están desarrollando su discernimiento. 
3 	 Con la autorregulación, la publicidad engañosa se ha disparado, señala la UNAM, de México, y la OPS. 
4 	 Actualmente existe la desnutrición con obesidad.
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Editorial

Alimentación saludable: una ley razonable

Fernando Eguren
LRA N° 152, junio 2013

¿No le parece del todo razonable, estimado lector y lectora, que el Estado se preocupe de la salud pública? ¿No le pa-
reció que era obligación del Estado limitar la publicidad y el consumo del cigarrillo, cuando se sabía fehacientemente 
que es un producto cancerígeno? ¿No aprobó usted que se prohibiese la venta de bebidas alcohólicas a menores de 18 
años? ¿No es entonces lógico que el Estado se preocupe por regular la publicidad dirigida a niños y adolescentes, de 
alimentos que pueden ser nocivos para la salud, sabiendo que influyen en el origen del sobrepeso y la obesidad y que 
estos, a su vez, generan enfermedades como la diabetes y la hipertensión? 

Precisamente, esto último es lo que hace la Ley 30021, de Promoción de la Alimentación Saludable para Niños, 
Niñas y Adolescentes, promulgada el 16 de mayo pasado. Dicha ley manda, en resumen, que la publicidad no sea 
manipuladora y mentirosa. Difícilmente, alguien preocupado por la salud de los niños —y también de los adultos, 
claro está— puede disentir con este mandato. 

Pero esa ley no solo regula —no prohíbe— la publicidad, sino que dice otras cosas tan o más importantes que esa. 

En efecto, dispone que el Ministerio de Educación debe promover la enseñanza de la alimentación saludable incorpo-
rando «en el diseño curricular nacional de la educación básica regular y de la educación no escolarizada, programas 
de promoción de hábitos alimentarios que contribuyan a mejorar los niveles de nutrición» (art. 4). El Ministerio de 
Salud apoyará, además, en extenderlo a los padres de familia. ¿Acaso no es esta una excelente disposición: que se 
enseñe a los escolares y a sus padres qué es una buena alimentación? 

La ley también dispone que los kioscos y los comedores escolares brindarán «exclusivamente alimentos y bebidas 
saludables» (art. 6). Debería sorprendernos que tal disposición no haya existido desde hace mucho tiempo, cuando 
ya en otros países era obligatoria. 

Asimismo, la ley establece que en todos los niveles de la educación básica regular se promoverá «la práctica de la 
actividad física de los alumnos» y que los gobiernos locales fomentarán «la implementación de juegos infantiles en 
parques y espacios públicos» (art. 7). 

Y para que todo esto no quede en letra muerta, la ley manda que su cumplimiento sea fiscalizado por el Instituto 
Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual (Indecopi) —en lo que 
concierne a violaciones de la ley por la publicidad— y por el Ministerio de Educación, los gobiernos regionales y las 
Unidades de Gestión Educativa Local (UGEL) —en lo que respecta al incumplimiento de las demás normas—. De 
manera adicional, se crea un Observatorio de Nutrición y de Estudio del Sobrepeso y Obesidad, a cargo del Minis-
terio de Salud, que se encargará de suministrar información y evaluar periódicamente la situación nutricional de la 
población infantil y la evolución del sobrepeso y obesidad en niños y adolescentes (art. 5). 

Aunque no deja de sorprender, provoca malestar que los representantes de las instituciones empresariales que se pre-
cian de ser los conductores del desarrollo del país, se opongan a la intervención del Estado en nombre de la libertad de 
elección e información, subordinando la nutrición y la salud de centenares de miles de peruanos a un afán de lucro.
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A mediados de julio vence el plazo para reglamentar la Ley de Alimentación Saludable

El reglamento debe respetar el espíritu de la ley

Fernando Eguren
LRA N° 152, junio 2013

La Ley 30021, de Promoción de la Alimentación Saludable para Niños, Niñas y Adolescentes1, da un plazo de sesenta 
días calendario para ser reglamentada, es decir, hasta el 17 de julio. Una vez aprobado el reglamento, los «proveedo-
res, propietarios o administradores de kioscos y comedores escolares, así como las empresas de alimentos», deberán 
adecuarse a él en un plazo máximo de sesenta o, en algunos casos, ciento veinte días calendario. Es decir, la ley deberá 
estar plenamente aplicada.

Varias voces contrarias a la ley han manifestado que lo que importa es el reglamento, porque ahí se le puede quitar 
«el filo a la ley». La batalla que se está librando es, pues, por el contenido del reglamento, y las presiones recaen en el 
Ministerio de Salud (Minsa), encargado de su elaboración. 

¿Qué debe contener el reglamento? 

Consultado sobre el particular, el doctor Enrique Jacoby —uno de los más eminentes especialistas en el tema, ex-
viceministro de Salud durante este gobierno y actual asesor regional de alimentación saludable en la Organización 
Panamericana de la Salud (OPS)— considera que el reglamento debería incorporar, entre otras, las siguientes dis-
posiciones:

1. 	 Que la promoción de buena alimentación en las escuelas cuente con normas claras que favorezcan principalmen-
te la provisión de agua y alimentos naturales o comidas no procesadas. Ello requiere un compromiso muy activo del 
Estado, que debe proveer de los recursos necesarios y afirmar la prohibición de productos empaquetados/procesa-
dos; asimismo, debe monitorear las acciones que se adopten. Quienes postulan a la administración de los kioscos 
escolares deben acatar los términos de referencia elaborados para estos efectos. 

2. 	 La publicidad de la «comida chatarra» debe ser clara y efectivamente controlada. Esto requiere de definiciones claras 
sobre qué es «publicidad dirigida a niños» y qué es «producto chatarra». Un grupo en la OPS precisó, en mayo de 
2011, todas las definiciones necesarias . En la recomendación 10 se define en forma clara qué es un producto comes-
tible chatarra, usando límites de nutrientes que tienen un reconocido impacto negativo en la salud. 

3. 	 El Observatorio de Nutrición y de Estudio del Sobrepeso y Obesidad, a cargo del Minsa, debe contar con los 
recursos necesarios, como mayor presupuesto y personal, para el ejercicio de su función. 

4. 	 Debería establecerse un mecanismo por el cual los productores locales de alimentos sean los proveedores prin-
cipales de las escuelas mediante un sistema de acopio, contando para ello con la participación del Ministerio de 
Desarrollo e Inclusión Social (Midis). En el caso de alimentos perecibles —la mayoría—, es preciso crear infraes-
tructura local de refrigeración, acceso al agua potable y condiciones que garanticen una higiene impecable. 

Es importante que en el proceso de elaboración del reglamento se respete el sentido y espíritu de la ley: resguardar 
la salud pública, específicamente la de los niños, niñas y adolescentes, promoviendo una buena alimentación y res-
tringiendo el consumo de alimentos dañinos para la salud. Para ello, es necesario que la comisión encargada de su 
elaboración no solo esté abierta a sugerencias en favor de los consumidores, sino que debe promover la participación 
de la ciudadanía y no dejarse presionar por el lobby de la industria procesadora de alimentos. 

Nota 

1 	 El nombre completo de la Ley 30021 es Ley de Promoción de la Alimentación Saludable para Niños, Niñas y Adolescentes. 
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¿Por qué es necesaria la 
Ley de Promoción de la Alimentación Saludable?

Fernando Eguren
LRA N° 152, junio 2013

En el debate que siguió a la publicación de la Ley de Promoción de la Alimentación Saludable se dieron argumentos 
en contra, de todo tipo (ver el artículo de Paola Arica en esta edición de LRA). A continuación, informamos al lector 
sobre algunos estudios e iniciativas que contribuyen a argumentar que dicha ley era necesaria y que, en general, está 
bien concebida. 

1.	 Está comprobado que hay una relación entre la publicidad y el consumo de alimentos que afectan la salud 
Las estrategias comunicacionales del marketing han ido evolucionando desde un énfasis en la venta de productos, 
en los años cincuenta y sesenta, a un énfasis en los consumidores y sus necesidades, en los años setenta y ochenta; 
y, finalmente, en el establecimiento de relaciones entre consumidores y las marcas: la «fidelización». Esta última 
implica un acercamiento comprehensivo que combina varias disciplinas comunicacionales, a fin de maximizar el 
impacto comunicacional. 

Un importante informe del Instituto de Medicina (IOM) de Estados Unidos documenta, con evidencias, que la 
publicidad influye en las preferencias, demandas y consumo de alimentos y bebidas de los niños de entre 2 y 11 años 
de edad. El informe demuestra, también, que hay una asociación entre la publicidad en televisión y la adiposidad de 
niños y adolescentes de entre 2 y 18 años1. 

La American Academy of Pediatrics (Academia Americana de Pediatría) afirma que un considerable acervo de 
investigaciones demuestra que los medios de comunicación contribuyen al desarrollo de la obesidad de niños y ado-
lescentes, y que existe suficiente evidencia para justificar la prohibición de la comida chatarra (junkfood)2. 

2.	 Hay poco conocimiento de los padres acerca de los alimentos que son más convenientes para sus hijos 
Los detractores de la ley argumentan que son los padres los que influyen en los hábitos alimenticios de sus hijos y que 
el Estado no tiene por qué meterse. Es cierto que esa influencia es real; lo dice la observación misma, y lo corroboran 
distintos estudios: los niños copian las costumbres alimenticias de los padres. Si estas son sanas, lo probable es que 
los niños también hagan elecciones saludables, pero igualmente es cierto lo inverso: los malos hábitos alimenticios 
se trasladan a los hijos3. 

La pregunta es, por tanto, si los padres comen bien. Para muchos, en el Perú, la respuesta es negativa, como se 
desprende del hecho de que dentro del rango de padres jóvenes que pueden influir en los hábitos alimenticios de 
sus hijos, el exceso de peso afecta al 39% en el grupo de 25 a 29 años, y al 45% en el grupo 30 a 39 años4. Pues-
to que el sobrepeso plantea problemas de salud pública, es del todo justificada la intervención del Estado en la 
impartición de educación nutricional, en la regulación de los alimentos que se consumen en los colegios y en la 
promoción del ejercicio físico, aspectos que están mencionados de manera explícita en la Ley de Promoción de la 
Alimentación Saludable. 

3.	 La buena nutrición es materia de preocupación creciente a nivel global 
Diferentes instituciones científicas y alianzas de organizaciones de la sociedad civil promueven la regulación de 
la publicidad de alimentos. Las empresas mismas han tenido que comenzar a adecuarse y, posiblemente, Estados 
Unidos, origen y meca mundial de la comida chatarra, es el país más preocupado por sus efectos indeseables sobre 
la población. 
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Entre otras organizaciones, Children’s Food and Beverage Advertising Initiative (CFBAI, Iniciativa sobre la Publi-
cidad de Comidas y Bebidas Orientadas a los Niños) es una entidad autorregulatoria, diseñada para promover el 
mercadeo de alimentos y bebidas más sanas para niños. La CFBAI informó que, desde 2011, cuatro grandes empresas 
—Coca Cola, Cadbury Adams, Hershey y Mars— se comprometieron a no dirigir su publicidad a menores de 12 
años. Otras trece ofrecieron publicitar solo alimentos que respetasen las Dietary Guidelines for Americans (Guías 
Dietéticas para Americanos) y los estándares de la Food and Drug Administration (FDA). Estos compromisos abar-
can todas las plataformas, incluyendo radio, prensa, internet, videos y juegos. La corporación Pepsi Co también se 
comprometió a no apuntar a los niños de menos de 12 años en sus estrategias de marketing. 

La empresa Walt Disney, mundialmente conocida por su influencia en niños y jóvenes, por su lado, ha aceptado 
ofrecer y comercializar alimentos más nutritivos a niños y jóvenes a través de la autorregulación de los productos 
que venden. 

Otra coalición importante que promueve una alimentación más sana es la Healthy Weight Commitment Foundation, 
que pretende contribuir a la reducción de la obesidad y el sobrepeso, que incluye a comerciantes minoristas, fabrican-
tes de alimentos y bebidas, restaurantes, empresas de artículos deportivos y de seguros, asociaciones de comerciantes, 
organizaciones no gubernamentales y asociaciones de deportistas profesionales. 

Sin embargo, un estudio realizado por una entidad especializada encontró que estos intentos de autorregulación por 
las empresas permiten, al final de cuentas, continuar con la publicidad de comida chatarra para niños, al aprovechar 
vacíos en las propias normas regulatorias5. 

Esa es una de las razones que llevaron al alcalde de Nueva York, Michael R. Bloomberg, a emprender una campaña, 
el año pasado, que culminó en la prohibición de la venta de gaseosas y otras bebidas azucaradas en envases grandes 
(mayores a 16 onzas o 543.6 gramos, algo más de medio litro), lo cual ha motivado una fuerte reacción, contraria, de 
la industria de bebidas no alcohólicas6. 

Las críticas que se han esgrimido en contra de la Ley de Promoción de la Alimentación Saludable son, en su mayoría, 
superficiales, interesadas y frívolas, e ignoran, desdeñan o tergiversan estudios científicos y experiencias importantes 
en otros países —algunas muestras de los cuales hemos presentado—, que justifican plenamente la promulgación de 
dicha norma legal. 

Notas 

1 	 IOM (Institute of Medicine). 2013. Challenges and opportunities for change in food marketing to children and youth: Workshop summary. 
Washington, DC: The National Academies Press. <http://bit.ly/1MdKfPP>. 

2 	 Pediatrics. Policy Statement—Children, Adolescents, Obesity, and the Media. Vol. 128, N° 1, July 1, 2011, pp. 201-208. 
	 <http://pediatrics.aappublications.org/content/128/1/201.full.pdf+html> 
3 	 Ver, por ejemplo, Natural News, “Obesity Isn’t Genetic, It’s Taught: Kids Learn Food Habits From Parents”. <http://www.naturalnews.

com/025803_food_children_habits.html>. También “Like Parent, Like Child. Child Food and Beverage Choices During Role Pla-
ying”, en: 

	 <http://www.ncbi.nlm.nih.gov/pmc/articles/PMC2901496/>. 
4 	 INEI. Perfil nutricional y pobreza en el Perú. Lima, 2009. . 
5 	 Ver <http://news.yale.edu/2013/03/12/industry-self-regulation-permits-junk-food-adsprogramming-popular-children>. 
6 	 Más de la mitad de los neoyorkinos adultos tienen sobrepeso o son obesos, y cinco mil mueren anualmente por problemas de salud 

relacionados con la obesidad. Fuente: New York Times. <http://nyti.ms/1gg8oYm>.
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¿«Seguridad» o «soberanía» alimentaria?

Fernando Eguren
LRA N° 152, junio 2013

En la actualidad, alrededor de mil millones de personas sufren hambre. En el Perú, 19 de cada 100 niños están des-
nutridos —aunque ha habido mejoras en los últimos años1—, pero los promedios nacionales son engañosos, pues 
la desnutrición continúa siendo un problema social muy grave. Después de diez años de crecimiento económico, 
todavía, en Huancavelica, alrededor del 60% de los niños menores de 5 años sufren desnutrición crónica; 45% en 
Cajamarca y 41% en Cusco (patrón de referencia OMS)2. 

Años atrás, se creía que el hambre era producto de desastres naturales que destruían las cosechas: sequías e inunda-
ciones, así como de pestes y enfermedades de las plantas, temperaturas extremas, etc. Todo ello ocasionaba escasez 
de alimentos y, por tanto, situaciones de hambruna. 

Pero en el siglo pasado se llegó al consenso de que el hambre era causado sobre todo por razones políticas y sociales: 
guerras, pobreza, desigualdad, concentración del poder político y económico. En el logro de este consenso tuvo gran 
importancia el médico y economista brasileño Josué de Castro (1908-1973), que escribió dos obras que conmovieron 
al mundo: Geografía del hambre y Geopolítica del hambre. Su tesis central era que el hambre era causado por el subde-
sarrollo, resultado a su vez de la mala utilización de los recursos naturales y humanos. Tuvo una gran influencia en la 
Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), cuyo consejo ejecutivo presidió. 

¿Qué es la seguridad alimentaria? 

La FAO, reconociendo que el hambre es un problema del cual ningún país se puede sentir liberado, convocó en 1974 
a una primera cumbre mundial para analizar la situación del hambre y la desnutrición en el mundo. Años después, 
en 1996, los países del planeta, reunidos en una nueva cumbre mundial sobre la alimentación, acordaron adoptar por 
consenso la siguiente definición de seguridad alimentaria: 

«La seguridad alimentaria existe cuando todas las personas tienen, en todo momento, acceso físico, social y econó-
mico a alimentos suficientes, inocuos y nutritivos que satisfacen sus necesidades energéticas diarias y preferencias 
alimentarias para llevar una vida activa y sana».

 Los cuatro pilares de la seguridad alimentaria son, pues: la disponibilidad, el acceso, la utilización y la estabilidad. La 
dimensión nutricional es parte integrante y fundamental del concepto de seguridad alimentaria3. 

¿Qué es la soberanía alimentaria? 

Pero, simultáneamente, en 1996, la Vía Campesina —una importante red mundial de organizaciones campesinas— 
adoptó otra definición del tema, llamándola soberanía alimentaria. La definición ha ido evolucionando en el tiempo, 
siendo la última versión la siguiente: 

«La soberanía alimentaria es el derecho fundamental de todos los pueblos, naciones y Estados a controlar sus ali-
mentos y sus sistemas alimentarios y a decidir sus políticas asegurando a cada uno alimentos de calidad, adecuados, 
accesibles, nutritivos y culturalmente apropiados. Ello incluye el derecho de los pueblos para definir sus formas de 
producción, uso e intercambio, tanto a nivel local como internacional»4. 

Mientras que el concepto de seguridad alimentaria de la FAO aceptaba plenamente las reglas de juego del co-
mercio internacional (establecidas, básicamente, por la Organización Mundial del Comercio, OMC, fuertemente 
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influenciada por los países más ricos y las empresas transnacionales, y luego por los tratados de libre comercio), 
el de soberanía alimentaria enfatizaba la soberanía nacional en materia alimentaria, por encima de esas reglas 
comerciales, así como el papel central del campesinado. Si bien en el tiempo ha habido un cierto acercamiento 
entre ambas concepciones, es la definición de la FAO la que ha sido oficializada por los gobiernos de la mayoría 
de países del mundo, incluido el Perú. 

Dilemas del gobierno peruano 

A raíz de la crisis alimentaria desatada en 2007-2008 por el alza de los precios de los alimentos, el concepto de 
soberanía alimentaria ha ido ganando terreno. El gobierno peruano se encuentra en dificultades para evitar el uso 
del término en la novísima Estrategia nacional de seguridad alimentaria y nutricional, que está circulando para 

¿Existe en el Perú seguridad alimentaria?

La respuesta a esta pregunta varía según el componente de la seguridad alimentaria. 

1. ¿Hay abastecimiento suficiente? El Perú depende de las importaciones de un grupo reducido —pero impor-
tante— de alimentos: importamos el 87% del trigo que consumimos, el 54% de maíz amarillo, el 96% de la soja 
y el 41% del azúcar blanca5. Podría afirmarse que no estamos en una situación crítica, pero si proyectamos las 
necesidades de alimentos a un futuro con mayor población, entonces sí puede haber problemas: o nos volvemos 
más dependientes de las importaciones (pero el mercado internacional de alimentos es cada vez más impredeci-
ble y los precios tienden al alza), o se aumentan los rendimientos agrícolas en forma significativa, o hay que am-
pliar la frontera agrícola (y, además, competir con la producción para la exportación y para agrocombustibles). 

2. ¿Hay acceso suficiente? Mientras haya población pobre y territorios mal comunicados, habrá problemas 
de acceso de alimentos para toda la población, muchos de los cuales dependen de los programas sociales (que 
seguirán existiendo mientras el Estado tenga los recursos y la voluntad política, y ambas son condiciones que 
pueden cambiar). Se ha reducido la pobreza, pero todavía, en 2012, el 26% son pobres (en el área rural son más: 
53%) y el 6% son extremadamente pobres (en el área rural: 20%). 

3. ¿Se usan bien los alimentos? Sin agua potable no hay buena alimentación (el consumo de agua no potable 
produce diarreas en los niños), y aún hay 7 millones de personas que no acceden a ella6. Se consume de manera 
creciente la llamada comida chatarra, que es una de las principales causas del sobrepeso y la obesidad. Un alto 
porcentaje de la población tiene sobrepeso (ver el artículo «¿Por qué es necesaria la Ley de Promoción de la 
Alimentación Saludable?» en esta misma edición). Por otro lado, no hay un debido control sobre la inocuidad 
de los alimentos que consumimos. En el caso de los alimentos de origen agrario, el control sanitario se hace 
para aquellos que son exportados, pero muy poco o nada para los que se consumen en el país (cultivos regados 
con aguas contaminadas, tratados con insumos químicos tóxicos, manipulados en condiciones antihigiénicas). 

4. ¿Hay estabilidad en mantener la seguridad alimentaria? Los fenómenos naturales (lluvias, inundaciones, 
heladas, sequías, temperaturas muy altas o muy bajas) pueden ser causa de interrupción en la producción de 
alimentos (los eventos climáticos afectaron total o parcialmente los cultivos en 742 mil hectáreas entre los años 
2000 y 2010)7 o en su distribución (destrucción de carreteras y puentes). Además, no hay, realmente, un plan 
nacional de seguridad alimentaria que ordene la acción coordinada de los diferentes niveles de gobierno y los 
diferentes sectores, ni políticas preventivas o recursos suficientes para enfrentar eventos mayores.
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comentarios, y en el proyecto de ley sobre el mismo tema, que está en debate en el Congreso. Por el momento, 
ha optado por hacer una definición ad hoc de soberanía alimentaria «dentro de los marcos de los acuerdos inter-
nacionales», es decir, de los TLC y los de la OMC suscritos; opción sin salida, pues precisamente estos acuerdos 
limitan la soberanía alimentaria. 

En una reciente publicación, el Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social (Midis) informa que en el país hay 734 
distritos calificados con «muy alta» y «alta» vulnerabilidad a la inseguridad alimentaria, en donde habitan 4.5 millo-
nes de personas, principalmente del sector rural8. En síntesis, la alimentación no es segura para toda la población. Es 
segura para los sectores poblacionales no pobres, para las ciudades y para los territorios bien comunicados; no lo es 
para las poblaciones pobres, para las áreas rurales y para los territorios con escasas vías de comunicación. La seguridad 
alimentaria es, pues, un tema amplio y complejo que requiere atención prioritaria y urgente por el Estado, los partidos 
políticos y las instituciones de la sociedad civil. 

Notas 

1 	 En este mes de junio, la FAO entregó diplomas a dieciocho países, entre ellos el Perú, por haber alcanzado anticipadamente las 
metas del Objetivo de Desarrollo del Milenio número uno: reducir a la mitad la proporción de personas que padecen hambre 
para 2015. 

2 	 INEI/MEF/Usaid. Indicadores de resultado identificados en los programas estratégicos. Endes. Cuadro 2. 
3 	 FAO. «Declaración de la Cumbre Mundial sobre la Seguridad Alimentaria». Roma, 16-18 de noviembre de 2009. 
	 <http://bit.ly/1MQIHLJ>. 
4 	 VI Conferencia de la Vía Campesina. Yakarta, 9 al 13 de junio de 2013. 
5	 Información para 2009, en Minag. Plan estratégico sectorial multianual 2012-2016. Lima, 2012. 
	 Accesible en <http://bit.ly/1IphJ9R>. 
6	 Autoridad Nacional del Agua. «Situación actual y perspectivas en el sector agua y saneamiento en el Perú». Lima, marzo de 2013. 

<http://bit.ly/1DxIytA>.
7	 Minag. «Plan nacional de gestión del riesgo y adaptación a los efectos adversos del cambio climático en el sector agrario para el 

periodo 2012-2021, Plangracc». Presentación en Power Point. 
8 	 Mimdes. Mapa de vulnerabilidad a la inseguridad alimentaria. Lima, 2012. <http://bit.ly/1Cycd5H>. 
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Radiografía de las políticas de seguridad alimentaria

Ricardo Marapi
LRA N° 152, junio 2013

¿Por qué razón se ha acelerado el debate y aprobación de varias leyes y políticas relativas a la seguridad alimentaria en 
este 2013? Durante años, este tema estuvo durmiendo en las gavetas de las oficinas ministeriales; sin embargo, en los 
últimos meses se ha observado voluntad política en las altas esferas del Poder Ejecutivo para aprobar varias propues-
tas, aunque, con frecuencia, de manera desarticulada y entrando en conflicto con el Poder Legislativo. 

Sin duda, una de las motivaciones reside en consolidar la política de inclusión social, bandera del actual gobierno de 
Ollanta Humala. Al parecer, el entorno presidencial se ha dado cuenta de que la inclusión social no funcionará si no 
se vincula a un fortalecimiento de la seguridad alimentaria. 

El sorprendente bautizo del año 2013 

Una de las decisiones más simbólicas fue la de declarar 2013 como el Año de la Inversión para el Desarrollo Rural y 
la Seguridad Alimentaria, lo cual significaba oficializar la voluntad política del Poder Ejecutivo. 

A fines de 2012, la Mesa de Concertación para la Lucha contra la Pobreza, mediante su presidente, Federico Arnillas, 
planteó denominar 2013 como el Año del Desarrollo Rural Integral. «Se están poniendo las bases para ello y se están 
alineando los astros a nuestro favor», señalaría Arnillas1. Estas «bases» eran el aumento del presupuesto para el sector 
agrario (de 48% respecto a 2012), pero, principalmente, la implementación del proyecto Mi Riego, que destinaría 
S/.1,000 millones. 

Sin embargo, este bautizo, insólitamente, no fue concertado con las autoridades del Ministerio de Agricultura, como 
hubiera sido lo lógico. «Confieso que no he sido parte de esa declaración para el año 2013»2, revelaría un margina-
do ministro de Agricultura, Milton von Hesse, evidenciando que la decisión se tomó en las altas esferas del Poder 
Ejecutivo. 

Al bautizo de 2013 se suma otro hecho que también empujó al gobierno de Humala a considerar con seriedad la 
seguridad alimentaria: la decisión de la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura 
(FAO), de nombrar a la primera dama, Nadine Heredia, como embajadora especial para el Año Internacional de la 
Quinua. El gobierno, entonces, «se está obligando a sí mismo a acelerar medidas sobre seguridad alimentaria para que 
el bautizo de 2013 no quede en demagogia», opinan fuentes enteradas del Poder Ejecutivo. 

La rápida aprobación de una ley estratégica 

Sin duda, un actor protagónico para la aprobación de la Ley de Promoción de la Alimentación Saludable fue el 
congresista oficialista Jaime Delgado, con experiencia en el tema gracias a su anterior gestión como presidente de la 
Asociación Peruana de Consumidores y Usuarios (Aspec). Pero la importancia de Delgado no solo residió en su papel 
como promotor de la ley y vocero de la bancada de Gana Perú, sino también en que forma parte del entorno más 
cercano de Nadine Heredia y Ollanta Humala, con quienes despacha de manera constante. 

Lo que causó mayor sorpresa fue que la norma superó exitosamente los procesos burocráticos del Parlamento y 
llegó de manera relampagueante al pleno del Congreso, donde el debate y la aprobación de la ley fueron rápidos. 
El pleno dio luz verde a la nueva norma con 57 votos a favor, 40 en contra y 4 abstenciones. Así, la bancada 
parlamentaria oficialista se compraba el pleito y se disponía a enfrentar las críticas de los voceros de la poderosa 
industria procesadora de alimentos, de ciertos medios de comunicación y de las empresas de publicidad. «Jamás 
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he visto una reacción tan virulenta, tan orquestada, de parte de la industria, con relación a un tema»3, se quejaría 
el congresista Delgado. 

Elaboración de la Ley de Seguridad Alimentaria: tras bambalinas 

La cereza en el pastel para el gobierno de Humala será la promulgación de la Ley de Seguridad Alimentaria, norma 
que aún se está debatiendo en varias comisiones del Congreso. Sin embargo, el proyecto de ley está atravesando un 
tortuoso camino y reflejando que existe un fuerte conflicto entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo. 

A través de la Comisión Multisectorial de Seguridad Alimentaria y Nutricional, el Poder Ejecutivo está acelerando 
el paso para aprobar lo más pronto posible una nueva Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria (ENSA), que 
regiría hasta 2021. Un primer borrador del documento ya está circulando en varias esferas especializadas. No obs-
tante, en el debate del proyecto de ley que se discute en la Comisión Agraria del Congreso, se está considerando una 
disposición complementaria que dispone la desactivación de la mencionada comisión multisectorial, una vez que 
entre en vigencia la Ley de Seguridad Alimentaria. 

De esta manera, el Congreso desconoce los esfuerzos conjuntos realizados durante meses por la citada comisión mul-
tisectorial —liderada por el Ministerio de Agricultura— y dejaría sin piso legal a la elaborada nueva ENSA; es decir, 
si el proyecto de Ley de Seguridad Alimentaria se promulgara antes de la aprobación de la nueva ENSA, esta última 
volvería a fojas cero. «El esfuerzo de uno llevaría a socavar el esfuerzo del otro», opinan algunos especialistas que 
han seguido el proceso. Este conflicto entre ambos poderes del Estado, acerca del asunto de la seguridad alimentaria, 
es una evidencia más de la importancia coyuntural que tiene el tema para el actual gobierno, pero, también, de una 
voluntad política desarticulada. 

Notas 

1 	 «Plantean denominar al 2013 como el Año del Desarrollo Rural Integral». ANDINA, 26 de diciembre de 2012. 
2 	 Entrevista al ministro de Agricultura, LRA 147. 
3 	 «Reacción de los industriales ante la Ley de Alimentación Saludable es virulenta». Diario Gestión, 19 de mayo de 2013.
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Mesa redonda

Las políticas deben tomar en cuenta las tendencias mundiales 

Seguridad alimentaria, problema global

Fernando Eguren, Ricardo Marapi
LRA N° 152, junio 2013

Sin duda, uno de los temas fundamentales que se deben considerar en la elaboración de políticas de seguridad 
alimentaria es el contexto internacional, en especial, el proceso de globalización, que está muy vinculado a la 

creciente alza del precio de los alimentos. En LRA destacamos los enriquecedores aportes de cuatro expertos en 
seguridad alimentaria que participaron en una mesa redonda que realizamos en el anterior número, aportes que por 
cuestiones de espacio no se pudieron incluir allí. Los expertos también reflexionan sobre los principales ejes que 

deben ser contemplados por las políticas de seguridad alimentaria.

Alberto García. Especialista en temas de seguridad alimentaria y consultor de la Organización de las Naciones Unidas 
para la Agricultura y la Alimentación (FAO): «La seguridad alimentaria no se puede desligar de la seguridad 
nutricional» 

¿Cuán vinculado está el problema alimentario peruano al proceso de globalización? Es evidente que estamos muy 
inmersos en dicho proceso. Lo primero es el alza de precios de los alimentos, que va a continuar, pero también está el 
hecho de los hábitos de consumo del primer mundo: se avizora que, en quince años, China e India llegarán también 
a un nivel de sofisticación en el consumo y demandarán productos de aquellos pocos países que tienen una variada 
oferta alimentaria, como el Perú. Esa es una tendencia mundial, y habría que ver cuán profunda es, con cuánto al-
cance y en cuánto tiempo. Si hablamos de la globalización, importa ver lo que está pasando en los países andinos o en 
la Comunidad Andina, pues compartimos muchísimos problemas y características nacionales con Bolivia, Colombia, 
Ecuador, etc. El proceso de globalización se debe enfrentar como bloque subregional: a pesar de que es difícil y com-
plejo, es muy importante contar con políticas subregionales. Por ejemplo, se debería promover una política común 
de promoción de la agricultura familiar en todos los países de la región andina. Esa es una manera de enfrentar la 
globalización: no como un país aislado, sino como países en bloque. 

Respecto a los ejes fundamentales para una política de seguridad alimentaria en el Perú, la promoción de los 
pequeños agricultores debe ser un eje de largo plazo para garantizar dicha seguridad alimentaria. Es necesario, 
por ejemplo, promover la asociatividad y la conectividad; este último tema lo ha puesto de relieve, hace poco, 
Richard Webb. El impacto que tiene la comunicación y la conectividad, para elevar los ingresos y conectar 
mercados, es un tema crucial. Otro eje fundamental para la seguridad alimentaria está relacionado con el im-
pacto de la variabilidad climática y del cambio climático en la producción de alimentos: es importante tener 
una política para responder a dicho cambio. Algunos afirman que el cambio climático podría ser una bendición 
en los Andes y no necesariamente una maldición: la temperatura se eleva y muchos productos pueden empezar 
a trepar las alturas, lo cual genera un incremento del área cultivable de los productos alimenticios. Otro eje 
importante es la nutrición: cada vez más, la seguridad alimentaria no se puede desligar de la seguridad nutricio-
nal. Los países que componen la FAO aprobaron que tenemos que hablar, siempre, de seguridad alimentaria y 
de seguridad nutricional, pues no podemos dejar de lado al individuo o a la familia. Si los temas nutricionales 
no se asocian de una manera más integrada a los temas de la seguridad alimentaria, no vamos a poder dar una 
respuesta consistente en el largo plazo.
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Eduardo Zegarra. Economista e investigador principal de la ONG Grade: «Usar la tierra para alimentos que se conver-
tirán en energía para el transporte, es una de las tendencias más perversas» 

El problema alimentario está profundamente globalizado; es una tendencia que se ha agudizado en los últimos cua-
renta años, con los procesos de integración comercial. En el caso de México, resulta clara la influencia del tratado 
de libre comercio que firmó con Estados Unidos, con una penetración muy rápida y cada vez más agresiva de la in-
dustria alimentaria norteamericana o transnacional. ¿El Perú es un país que depende mucho de las importaciones? 
Esa es una pregunta que nos hicimos en un estudio, hace un par de años. Calculamos las calorías y las proteínas de 
origen importado; en ese momento, un 30% de las calorías y un 25% de las proteínas, en general, tenían ese origen; 
pero en lo que respecta a las calorías que provienen de granos y que usamos, nuestra dependencia subía al 63%. 

Es decir, tenemos una alta dependencia en la importación de algunos granos, sobre todo el maíz, lo cual nos coloca 
en una situación intermedia. Somos un país donde todavía podemos, de alguna forma, protegernos frente a shocks 
externos. Sin embargo, en 2008 y 2009, la subida de precios internacionales sí golpeó a toda la cadena alimentaria en 
el Perú. En el estudio que hicimos se vio que la subida de precios nacionales de algunos productos fue incluso mucho 
mayor que la subida de los precios internacionales: por ejemplo, los aceites y los derivados del trigo. Eso quiere decir 
que, en efecto, sí existe vulnerabilidad a la inestabilidad en los precios. 

Hay que estar alertas ante tres tendencias actuales: 1) El uso de los transgénicos, tendencia muy preocupante, que 
está ocupando un mayor espacio en la producción mundial de alimentos. Las empresas que los promueven plan-
tean que los alimentos transgénicos son necesarios por razones de seguridad alimentaria, pues permiten producir 
alimentos baratos, de manera más competitiva y con mayor productividad. Dichas empresas dicen: «Si están en 
contra de los transgénicos, están en contra de aliviar el hambre de los sectores más pobres de mundo». Se trata 
de un debate muy importante, que hay que trabajar. En lo personal, pienso que el Perú no debería embarcarse en 
la producción de transgénicos, pero el debate está abierto. 2) Lo que sucede con los hábitos de consumo en países 
como China e India, está produciendo un gran cambio en el patrón de consumo en el mundo. Esta tendencia ha 
generado un aumento de precios porque hay una demanda creciente, sobre todo, de alimentos commodities, como, 
por ejemplo, el maíz y la soya, y eso es algo que se va a mantener y va a seguir creciendo. 3) Por último, preocupa la 
tendencia de los biocombustibles. Utilizar la tierra agrícola para producir alimentos que se convertirán en energía 
para el transporte, es una de las tendencias más perversas y preocupantes que existen en el ámbito mundial. 

¿Hasta qué punto vamos a tener, en el Perú, tierras agrícolas dedicadas a la producción de biocombustibles? Se 
trata de un asunto que hay que debatir en el marco de los temas del contexto internacional y de la globalización.

Guillermo Rebosio. Especialista en políticas públicas y desarrollo rural y director de la Oficina de Planeamiento y Presu-
puesto del Ministerio de Agricultura: «La institucionalidad debería ser considerada una dimensión más de la seguridad 
alimentaria» 

Las políticas de seguridad alimentaria —donde el rol de la agricultura es fundamental como ofertante de alimen-
tos— deben tener tres ejes básicos: 1) La provisión de infraestructura, como carreteras, sistemas de riego, y sis-
temas de acopio. Indigna que un país con necesidades alimentarias insatisfechas pierda el 30% de su producción, 
entre la chacra y la mesa de la familia, debido a las mermas. Debemos mejorar la infraestructura para aumentar 
la producción y poder trasladarla de manera adecuada al lugar de consumo. 2) La innovación es fundamental. 
El Perú tiene una gran biodiversidad, pero para su aprovechamiento económico en lo alimentario se requiere un 
trabajo de innovación: por ejemplo, convertir algunos productos en bienes competitivos, para ser ofertados a 
buenos precios y que no sean alimentos para mesas de lujo o consumidores de altos ingresos. Se requiere innovar, 
encontrar mejores semillas, encontrar mejores procesos de producción y transformación, a fin de llevar la pro-
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ducción a la mesa de los sectores populares. 3) Debemos promover la asociatividad de los pequeños productores. 
Vivimos en una realidad que no vamos a cambiar, donde predomina el pequeño productor, lo que se ratifica en el 
último censo agropecuario. En lo relacionado con la asociatividad, se requiere una labor fuerte del Estado, en sus 
tres niveles de gobierno, y también de las organizaciones agrarias, que deben asumir un enfoque más centrado en 
la producción y la comercialización. Por ejemplo, en el caso de Qali Warma, se requieren productores que deben 
organizarse para vender productos al programa, pero hoy se carece de organizaciones sólidas y confiables que 
puedan ser proveedores. La asociatividad va a permitir que el pequeño productor mejore su producción, su nivel 
de ingreso y se articule al mercado de alimentos de manera más competitiva, en beneficio de él y del consumidor 
nacional. 

También preocupan los problemas de ejecución de las políticas de seguridad alimentaria. Puede haber una estra-
tegia bien diseñada, pero el asunto es quién la va a ejecutar en los niveles de oportunidad y calidad necesarios. El 
tema de las instituciones responsables de las políticas de seguridad alimentaria debe enfocarse con seriedad, pues el 
aparato del sector público, en los tres niveles de gobierno, todavía arrastra muchas dificultades. Esto lo evidencia 
una cifra muy simple: en 2012 se hizo un presupuesto, para la función agropecuaria, de S/.4 mil 58 millones, pero 
al final del ejercicio se dejaron de ejecutar S/.965 millones. Es decir, el problema ya no es de recursos, sino de in-
eficiencia en la gestión, lo que implica que la política de seguridad alimentaria requiere el apoyo de una estructura 
institucional modernizada. Los ciudadanos no deben aceptar que los recursos asignados a una serie de actividades 
fundamentales para el desarrollo del país y el bienestar de la gente no se gasten por falta de proyectos o por lentitud 
de la gestión del sector público. Los tres niveles de gobierno son responsables de no usar plenamente los recursos 
disponibles, es decir, de que haya proyectos sin ejecutar o programas que no llegan a ejecutarse por completo. Se 
necesita un trabajo de modernización de la gestión del sector público que, es obvio, implica a las instituciones 
ligadas a la seguridad alimentaria, lo cual plantea que el tema de la institucionalidad —vinculada a la política de 
seguridad alimentaria— también debería ser una dimensión que agregar a las cuatro dimensiones que existen: 
disponibilidad, acceso, uso y estabilidad. La institucionalidad tiene que ser considerada.

Enrique Jacoby. Exviceministro de Salud, especialista en salud pública y asesor regional de alimentación saludable y vida 
activa de la OPS y la OMS: «El avance de la industria procesadora de alimentos está diezmando la cultura tradicional 
de nuestros países»

Las crisis alimentarias mundiales nos han mostrado la realidad y la urgencia de la seguridad alimentaria. Si no lo 
han hecho, estamos muy mal. Hay algunas tendencias globalizantes que son una amenaza. La actual tendencia 
mundial de la industrialización agrícola está produciendo una nueva forma de comer, que es dependiente de los 
alimentos procesados. Por el lado de la salud pública, esta invasión de los productos procesados es un serio proble-
ma de salud. Los países mejor parados frente al problema son aquellos que tienen una historia o alguna tradición 
culinaria y que, por lo tanto, han resistido, y no son los países más pobres del mundo. Esta tendencia mundial de 
un proceso industrial de los alimentos —donde se les agrega combinaciones de sal, grasa y azúcar— es sumamente 
grave. Existen estudios en Canadá, Reino Unido, México y Chile, que revelan que alrededor del 55% de la compra 
familiar de alimentos es de origen procesado. Muchos de estos son alimentos listos para ponerlos en microondas. 
Es extraordinario lo que ha ganado la industria de alimentos: ha colocado los alimentos procesados y ha desplazado 
cualquier tradición que pudiera preexistir en cualquiera de estos países. Muchos tienen una estrategia de políticas 
públicas de control de daños, porque, indudablemente, revertir esta situación es algo muy complejo. En Perú y 
Colombia también hemos hecho el mismo estudio de compra familiar de alimentos, donde solo el 20% representan 
productos procesados; es decir, todavía hay poca penetración de alimentos procesados, en comparación con otros 
países. Se trata de un tema muy serio, pues la capacidad de los mercados de alimentos procesados industriales es 
arrolladora. Preocupa el avance de la industria que procesa alimentos que no tienen ningún valor nutricional y que 
está diezmando la cultura tradicional de nuestros países. Un ejemplo que no quisiéramos seguir es el de México, 
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donde, en menos de veinte años, la industria procesadora de alimentos de gaseosas y snacks ha conquistado el 
mercado mexicano y ha desplazado por completo todas sus tradiciones. 

Los retos de la seguridad alimentaria no solo son las dinámicas económicas que están avasallando nuestros alimentos 
y las tradiciones de alimentación más saludable, sino también el cambio climático, que, sin lugar a dudas, constituye 
un reto que nos obliga a pensar con horizontes de 50 o 100 años. Ni por asomo se puede pensar que un gobierno de 
cuatro o cinco años podrá atenderlo. El Perú está en un lugar excepcional, pues muchas de sus reservas, tanto natura-
les como culturales, son sumamente fuertes. Tiene un potencial económico que puede hacer factible —con voluntad 
política— el empleo de esa infraestructura para lograr una buena alimentación. Para ello, se requieren cuerpos de 
gobernanza intersectoriales y, también, la participación de actores privados que puedan alcanzar un compromiso que 
dure más allá de un solo gobierno. Aquí están de por medio la salud, la biodiversidad, la agricultura —tan importan-
te— y la cultura nacional. Son elementos que resultan familiares debido a su importancia y contribución a nuestro 
desarrollo y al éxito de la prosperidad social de la nación.
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Editorial

Promulgación de la Ley sobre Alimentación Saludable 

Fernando Eguren
LRA N° 151, mayo 2013

Esta revista quiere destacar dos hechos ocurridos este mes de mayo: la promulgación de la Ley sobre Alimentación 
Saludable y las negociaciones en Lima del Acuerdo de Asociación Transpacífico (TPP). Y uno tercero, el más sentido, 
la muerte de Javier Diez Canseco. 

•	 El pasado 10 de mayo, el presidente Humala promulgó la Ley 30021, «Ley de Promoción de la Alimentación Sa-
ludable para Niños, Niñas y Adolescentes», norma que promueve la educación nutricional y regula la publicidad 
de alimentos no saludables dirigida a esos sectores poblacionales. La reacción negativa y bullanguera de los em-
presarios limeños y de los medios de comunicación a su servicio, aun cuando no sorprende, sí llama la atención, 
pues deja en evidencia hasta dónde están dispuestos a distorsionar la realidad, a mentir abiertamente o a hacer 
demagogia («esta ley impedirá que veamos el mundial de fútbol del Brasil»), en un asunto tan delicado como el 
de la nutrición infantil, con tal de no reducir sus ganancias. 

	 Pero también muestra que no están dispuestos a aceptar que el gobierno asuma sus responsabilidades como 
garante del bien común —en este caso, de la salud pública— en todo espacio o dimensión que pueda significar 
una oportunidad de lucrar. La beligerancia de los empresarios contrasta con la pasividad de la sociedad civil, que 
ha recibido la norma con una inexplicable tibieza. Por otro lado, el gobierno muestra una vez más que no tiene 
portavoces políticos capaces de defender sus decisiones con solvencia y contundencia. Y esta ley merece una de-
fensa con estas cualidades. Se inician ahora las presiones por el contenido del reglamento. Es muy importante que 
los ciudadanos intervengan en las discusiones que se avecinan, pues, con seguridad, los empresarios —al menos 
aquellos que se sienten afectados— tratarán de que el reglamento le quite el filo a la ley. 

•	 Entre el 15 y el 24 de mayo se desarrolló en Lima la decimosétima ronda de negociaciones del Acuerdo de Aso-
ciación Transpacífico (más conocido por sus siglas: TPP). Con el TPP, que involucra a once países, el Perú amplía 
sus compromisos comerciales y de inversión con más de una cincuentena de naciones de América, Asia, Europa y 
Oceanía, sumando todos los acuerdos comerciales anteriores, tanto bilaterales como regionales. Esta abundancia 
de acuerdos, casi todos negociados en los últimos diez años —con una mínima participación de la sociedad civil y 
con escasa información y transparencia—, tampoco ha pasado por el Congreso (a excepción del TLC con Estados 
Unidos, que entró en vigencia en 2009). Los efectos de estos acuerdos sobre la economía y sociedad peruanas, que 
pueden ser tanto positivos como negativos, son suficientemente importantes como para que merezcan un mayor 
debate público y pasen por la aprobación del Congreso. La sociedad civil debe asumir parte de la responsabilidad 
de que esto sea así, por su pasividad y escaso interés. 

•	 El 4 de mayo falleció Javier Diez Canseco. Los multitudinarios homenajes realizados por personajes e instituciones 
de diferentes orientaciones políticas dejan claro que era bastante más que una figura política: reunía en su pensa-
miento y en su actividad pública y privada un conjunto de valores reconocidos como necesarios para una sociedad 
más justa, humana y solidaria, más allá de las diferencias ideológicas. Debe ser un motivo para que la izquierda se 
revise a sí misma, tanto en sus aportes como en sus errores, en busca de la sociedad a la que Javier, y tantos otros 
como él, aspiramos.
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Las buenas intenciones no alimentan

Fernando Eguren
LRA N° 150, abril 2013

Después de muchos años, la atención sobre la seguridad alimentaria parece que de nuevo llama la atención del Poder 
Ejecutivo y del Congreso, aunque todavía con timidez. Después de todo, el gobierno declaró 2013 como el Año de la 
Inversión para el Desarrollo Rural y la Seguridad, lo que ha coincidido con la declaración de las Naciones Unidas, del 
mismo año, como Año Internacional de la Quinua, producto emblemático de nuestros Andes. 

Se rompe la inercia… 

Hasta hace algunos meses, si algún alto funcionario de un gobierno extranjero o de la FAO preguntaba quién era el 
interlocutor oficial del Perú en seguridad alimentaria, se hubiese dado con la sorpresa de que nadie sabría la respuesta, 
pues simplemente no había. Pero esta inercia se rompió con el Decreto Supremo 102-2012-PCM, aprobado el 12 de 
octubre de 2012, que creó, de manera permanente, la Comisión Multisectorial de Seguridad Alimentaria y Nutricio-
nal, liderada por el Viceministerio de Agricultura1. La comisión se ha puesto dos objetivos: evaluar los avances de la 
Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria (ENSA) 2004-2015, y dar los lineamientos para una nueva ENSA que 
regiría hasta 2021. Sobre la evaluación de la ENSA, la comisión no tendrá mayores problemas, pues prácticamente 
no se implementó. Más adelante nos referiremos a los avances de la nueva ENSA. 

… pero sin coordinación 

Pero en el Congreso, de manera paralela, ya desde 2011 se habían presentado seis iniciativas legislativas sobre el tema, 
que han sido recientemente sintetizadas en un predictamen de la Comisión Agraria que está siendo consultado a 
diferentes instituciones de la capital y de las regiones. Esta propuesta incide, sobre todo, en aspectos institucionales, 
como la creación tanto de un Sistema y un Consejo Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional, como de los 
consejos técnicos sectoriales y los comités regionales. Estos dos procesos, del Ejecutivo y del Legislativo, marchan de 
manera paralela con escasa o ninguna relación entre sí. Esto constituye, obviamente, un problema, pues es absurdo 
que eventualmente se dé una ley de seguridad alimentaria sin que se base en una estrategia definida previamente. 

Debilidades de la propuesta del Ejecutivo 

Hace unos pocos días, la comisión tuvo una importante reunión en la que participaron casi todos sus miembros 
—significativamente, no asistieron representantes del MEF ni del Mintra—, a la que también fue invitado el Cepes 
(que no forma parte de aquella), en donde un representante del Minag expuso un diagnóstico del tema alimentario 
en el Perú y los avances en la elaboración de una nueva ENSA. 

Aun cuando los avances son interesantes, el diagnóstico presentado tuvo tres grandes deficiencias que, de no ser 
subsanadas, ciertamente no constituirán una base adecuada para la estrategia que se piensa diseñar. La primera defi-
ciencia es que el diagnóstico no hace referencia alguna al contexto internacional. Es sabido —y más aún desde la cri-
sis de alimentos surgida en el periodo 2007-2008— que la situación de los países está estrechamente vinculada a los 
vaivenes de la economía internacional. Hay un consenso en todos los organismos internacionales —Banco Mundial, 
FAO, Ifpri, FMI y muchos otros— acerca de que el futuro de la seguridad alimentaria estará afectado por procesos 
globales como el crecimiento de la población, el deterioro de los recursos naturales, la concentración de la propiedad 
de la tierra, la competencia por el uso del suelo (alimentos versus biocombustibles, producción para la exportación o 
para el mercado interno, alimentos para ganado o alimentos para las personas) y los impactos del cambio climático. 
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El diagnóstico tampoco aborda las obligaciones y limitaciones autoimpuestas por los tratados de libre comercio, que 
reducen la autonomía del Estado para definir políticas soberanas sobre seguridad alimentaria. No es casualidad que 
en los avances de la propuesta de la nueva ENSA no se mencione para nada el concepto de «soberanía alimentaria»: 
el Ministerio de Relaciones Exteriores y, seguramente otros más, son renuentes a escuchar cualquier referencia a ella, 
y eso a pesar de que el Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores —del cual el Perú forma parte— deci-
dió, en 2010, «Aprobar el Programa Andino para Garantizar la Seguridad y Soberanía Alimentaria y Nutricional… 
cuyo objetivo es contribuir a mejorar la seguridad y soberanía alimentaria y nutricional de los Países Miembros de la 
Comunidad Andina, bajo los principios de equidad y derecho a una alimentación adecuada».2 

Una estrategia cortoplacista y epidérmica 

En tercer lugar, el diagnóstico no indaga sobre las causas de algunos graves problemas alimentarios existentes. Para 
mencionar tan solo algunos: la desnutrición infantil, particularmente en las áreas rurales; la anemia, que afecta sobre 
todo a niños y mujeres en edad de gestar; la deficiencia de micronutrientes en las dietas; la creciente incidencia de la 
obesidad, incluso en los sectores pobres; y el peso de la comida «chatarra» en la malnutrición de crecientes sectores 
de la población. El diagnóstico tampoco se refiere a nuestra excesiva dependencia de la importación de trigo, maíz 
industrial y oleaginosas. 

En cuanto al horizonte temporal definido por la nueva ENSA: 2013 a 2021, resulta totalmente inadecuado para una 
estrategia. Un horizonte tan cercano no permite ponderar los desafíos que hay que comenzar a enfrentar desde el 
presente, en particular si se toman en cuenta los impactos crecientes del cambio climático sobre la producción de ali-
mentos, el problema del agua, el deterioro de los suelos y el crecimiento demográfico. Los organismos internacionales 
construyen escenarios hacia 2050, y Senamhi hacia 2030. La absurda idea de poner 2021 como fecha mágica por el 
solo hecho de que en ese año se celebra el bicentenario de la independencia de la metrópoli española, también ha 
sido adoptada nada menos que por el Ceplan (Centro Nacional de Planeamiento Estratégico). La comisión debería 
jugar con dos horizontes temporales: 2030 y 2050. 

En síntesis, esperamos: a) que la comisión intersectorial y las instancias del Congreso que están preparando la pro-
puesta de ley de seguridad alimentaria establezcan una relación de diálogo y colaboración; b) que la comisión revise 
sus puntos de partida, en particular el diagnóstico, y considere el contexto global como primer paso para construir una 
ENSA adecuada; y c) que amplíe su horizonte temporal. En siguientes números de LRA se revisarán otros aspectos 
de la propuesta de la comisión. 

Notas 

1 	 Forman la comisión las representaciones de nueve ministerios, más el presidente de la Asamblea Nacional de Gobiernos Re-
gionales y un representante de las siguientes organizaciones no gubernamentales: Red de Municipalidades Urbanas y Rurales 
del Perú (Remurpe), Junta Nacional de Usuarios de los Distritos de Riego del Perú, Conveagro y la Asociación Nacional de 
Empresas Pesqueras Artesanales del Perú (Anepap). 

2 	 Artículo 1 de la Decisión 742 de la CAN, del 22 de julio de 2010.
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Mesa redonda

La quinua: presente y futuro
El boom de la quinua impone nuevos desafíos

Fernando Eguren / Ricardo Marapi
LRA N° 150, abril 2013

A raíz de que las Naciones Unidas han declarado 2013 como Año Internacional de la Quinua, este cultivo se ha con-
vertido en uno de los alimentos que más han atraído la atención en el Perú y el mundo1. Sin embargo, el actual boom 
internacional de la milenaria quinua no significa que los viejos problemas que acompañan a este cultivo se hayan 
solucionado. LRA dedicó la mesa redonda de este mes a realizar una radiografía sobre esta nutritiva semilla andina, 
que tiene un gran potencial alimenticio. Participaron el economista Waldemar Mercado, profesor de la Universidad 
Nacional Agraria La Molina (Unalm); la bióloga María Scurrah, coordinadora de la ONG Yanapai, que trabaja en 
proyectos de pequeña agricultura en Huancavelica; la ingeniera agrónoma Luz Gómez Pando, investigadora y profe-
sora de la Unalm; y el ingeniero César Laqui, investigador en el tema de quinua del proyecto Mercados Campesinos, 
del Cepes, con el apoyo de Veterinarios Sin Fronteras (VSF).

EL ROL DE LA INVESTIGACIÓN 

¿Qué debería investigarse alrededor del cultivo de la quinua? ¿Cuáles deberían ser los criterios para definir la 
orientación y el tipo de investigaciones que deben realizarse?

César Laqui: Al realizar el estudio de la sustentabilidad de los sistemas de producción de quinua se han encon-
trado muchas deficiencias y problemas donde hay que trabajar. En seguridad alimentaria hay mucho espacio para 
investigar. Por ejemplo, en Puno, un especialista me comunicó que no conocía de la existencia de una investi-
gación actual que demostrara que el consumo de la quinua sirviera verdaderamente para cubrir las necesidades 
alimentarias de la población. Sería importante conocer cuánto es el porcentaje de quinua que consume la po-
blación y cuál es el real aporte nutricional de la quinua. También es importante conocer cómo han cambiado los 
sistemas de producción en función de mejorar la calidad de la quinua. Por ejemplo, la cooperativa agroindustrial 
de productores de quinua CoopainCabana, en Puno, tiene estudios en los que se demuestra que la calidad de los 
suelos ha cambiado de manera drástica debido a la intensificación de los cultivos. Debido a los altos precios de la 
quinua, se están dejando de rotar los cultivos y se está yendo mucho hacia el monocultivo, lo que ha provocado 
el aumento de determinadas plagas. Así es más difícil realizar el manejo agronómico del cultivo. Ahí hay un tema 
importante para estudiar.

Luz Gómez: Lo que tenemos que hacer con la quinua es incrementar su producción nacional, para conse-
guir que la mayor parte de la población la incluya dentro de su consumo diario o semanal. Y que llegue a las 
poblaciones, sobre todo a los niños de 5 años, una cuarta parte de los cuales sufre desnutrición. Necesitamos 
que la oferta de la quinua sea muy grande; para lograrlo se necesita, de inmediato, apoyar los programas de 
mejoramiento genético de plantas a fin de mejorar las variedades, pues las que hoy tenemos son mayormente 
las tradicionales, que son de bajo rendimiento y muy susceptibles a las plagas. Existen materiales resistentes que 
habría que incorporar para así reducir los costos de producción, como la aplicación de fungicidas. Deberíamos 
fomentar la agricultura orgánica, para proteger el medio ambiente. Si conseguimos duplicar o triplicar el rendi-
miento, esto sería muy importante.

Otra forma de aumentar la producción es por medio de las tecnologías de cultivo. Considero que en la actualidad 
se está sacando la quinua de detrás de la casa del agricultor, es decir, de ese huerto pequeño. Se está llevando la 
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quinua sin mucha tecnología y haciendo que los agricultores siembren en áreas muy grandes, donde los proble-
mas se hacen evidentes. Por ejemplo, agricultores siembran en 80 hectáreas: a esa escala la familia ya no puede 
hacer un buen seguimiento de la planta. Tenemos que olvidarnos de la creencia de que la quinua era un cultivo 
que podía prosperar prácticamente sin nada: eso no es real. Era «sin nada» porque eran áreas bastante peque-
ñas. Considero que la quinua es un cultivo en el que se pueden obtener mejoras muy grandes si se desarrollan 
las tecnologías de cultivo y si las variedades son las apropiadas para esas tecnologías. En la Universidad Agraria 
estamos trabajando desde hace tiempo en eso y considero que en dos años estaremos lanzando nuevas variedades 
de quinua.

María Scurrah: La quinua se cultiva desde el nivel del mar hasta las grandes alturas; pero cada vez que se sube rinde 
menos y surgen otro tipo de problemas. Si queremos que en el Perú se convierta en un alimento diario y saque a la 
gente de la pobreza, tenemos que pensar en utilizarla como sucede con la papa nativa. La papa nativa es de las zonas 
altas, tiene alta calidad y un precio mayor en los mercados, mientras que la papa mejorada pertenece a zonas bajas 
y tiene un precio más bajo. Uso este cultivo como ejemplo, aunque sé que todavía está en desarrollo. Por otra parte, 
me pregunto si se está recolectando toda la gama de variabilidad genética que los agricultores están manteniendo. 
Por ejemplo, si se les dan nuevas variedades, se va a perder esa conservación in situ que están haciendo. Entonces, 
hay que encontrar una manera de apoyar a los pequeños agricultores para que mantengan sus variedades ancestrales 
de la forma en que ellos lo están haciendo, sin intensificar mucho sus suelos; es decir, deben beneficiarse por estar 
conservando esto para el Perú. Y en la actualidad se está perdiendo esa diversidad rápidamente, a raíz de este boom de 
la quinua, porque la gente está cambiando sus antiguas variedades por las nuevas, que tienen rendimientos más altos, 
y se está yendo a campos más grandes. Habría que preguntarse cómo mantener estos dos sistemas: el de la agricultura 
tradicional y el de nuevos tipos de quinua, que bajarían los precios y la harían más accesible para el consumidor. Esa 
es mi preocupación.

Waldemar Mercado: Un reto es lo que plantearon Luz y María: ¿cómo aumentar la oferta de quinua? En ese punto, 
el eje es netamente productivo, porque tiene que ver con las tecnologías, las variedades y con cómo mantener la 
biodiversidad. El mercado probablemente demande sólo algunas variedades y no todas; allí, por cierto, hay un riesgo 
para la biodiversidad. Un tema a investigar, por el lado de la producción es: cómo incrementar los rendimientos 
bajando costos y manteniendo la biodiversidad; por el lado de la transformación con valor agregado es: qué subpro-
ductos pueden derivarse de la quinua. Hoy día existen en el mercado muchos productos basados en quinua, como 
las hojuelas, los snacks, etc.

Ahí viene el tema de cómo vincular al mercado con la conservación de los recursos. El mercado podría demandar 
homogeneidad en grandes cantidades, pero con muy pocas variedades. Entonces, el reto para la transformación 
es ir generando nuevos productos que vayan incorporando a estas otras variedades: en harinas, fideos, hojuelas, 
granolas, barras energéticas, y que tienen que entrar de la mano, también, con una política de promoción y de 
marketing. De esta forma, el mercado podría ayudar a los productores a la conservación de la biodiversidad, 
función que hoy día no es reconocida por el mercado. Es un gran reto que requiere otro eje de la investigación: 
¿cómo hacer que la biodiversidad sea valorada por el mercado? ¿Cómo dar valor agregado a los productos? ¿Cómo 
darles un nivel de certificación o de reconocimiento? Pero me parece que todavía no se ha entrado mucho en la 
investigación sobre procesamiento, transformación o de cómo dar valor agregado y generar diferentes productos 
en ese rubro.

Luz Gómez: Históricamente, sobre la quinua se ha investigado en universidades de Puno, Cusco, Ayacucho y en los 
INIA2 de esas regiones; en la Unalm también lo venimos haciendo desde 1968. Pero, en realidad, la investigación de la 
quinua ha estado bastante limitada debido a la falta de recursos económicos: se ha hecho en pequeño. Lo importante, 
sin embargo, es que todas estas instituciones hemos conseguido conservar un buen material y conocer un poco más del 
cultivo a fin de estar preparados para enfrentar lo que se viene ahora y poder ayudar mejor a los agricultores.
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César Laqui: Si bien existen variedades que se adaptan muy bien a determinados eventos del clima, como graniza-
das, lluvias y sequías, no hay una variedad de quinua que pueda soportar todos esos procesos. Este año, por ejemplo, 
de acuerdo con datos que he tomado, hay una pérdida de 50% de la producción; si hablamos de cantidades, eso es 
abismal. Ha habido una gran pérdida de quinua debido a las lluvias, granizadas y heladas. Si comparamos con años 
anteriores, los rendimientos para esteaño van a ser muy bajos. Este problema va a provocar un alza en los precios, 
naturalmente. Hay que investigar estos temas mucho más, pues el proceso de generar mayores conocimientos va a 
ayudar a la producción campesina.

LA QUINUA Y EL DESARROLLO RURAL 

¿Se puede aprovechar este boom eventual de la quinua para fomentar el desarrollo rural, precisamente 
en aquellas zonas pobres donde se encuentran los que la producen? ¿Cuál es el papel que le corresponde 
jugar al Estado?

María Scurrah: Es un reto que exige ser muy creativo, y la historia nos lo demuestra. Por ejemplo, la llamada 
Revolución Verde3 mostró que quienes tenían la capacidad y el hectareaje necesarios se llevaban todas las 
ventajas de esa revolución, mientras que los que no tenían la tierra suficiente se quedaban marginados. Es 
fácil que eso ocurra. En Huancavelica, donde trabajamos, hemos proporcionado a las comunidades semillas 
de quinua, pero muy pocos se han apuntado a sembrarlas debido a que cuentan con poca tierra; si tienen que 
apostar por comida, entonces prefieren sembrar papa o cebada. Siendo así, ¿cómo pueden subirse los pequeños 
agricultores al tren del boom de la quinua? Tendrían que asociarse de alguna forma para tener más hectareaje, 
pues pequeñas cantidades solo les sirven para alimentarse una vez a la semana, pero no para mejorar sus in-
gresos de manera significativa. Pienso que los más grandes van a aprovecharse y a beneficiarse; va a ocurrir lo 
de los grandes paperos de Jauja, Ayacucho y Andahuaylas, a quienes les va muy bien —tienen casas en Lima 
y aun en el extranjero—, pero muchísimos pequeños agricultores se han quedado al margen de eso. Creo que 
las políticas tienen que ser muy hábiles. El trabajo de aglutinar a los pequeños agricultores habría que ponerlo 
en manos del gobierno. 

Luz Gómez: Yo tengo una visión más optimista, pues, hasta ahora, los que se están beneficiando son los pequeños 
agricultores y creo que eso se puede mantener. Si se pretende sembrar quinua en la costa, en grandes extensiones, no 
va a poder hacerse en forma orgánica; es un cultivo difícil, porque la quinua enfrenta muchos problemas y de todos 
modos tendrán que acudir a las aplicaciones químicas. Más bien, se debería propiciar que en la sierra se produzca la 
quinua orgánica, que tiene mejor precio y una mayor demanda de afuera. Pienso que todos debemos tener derecho 
a contar con alimentos, y si la Revolución Verde favoreció a algunos grupos, sin embargo, hizo posible que haya 
alimentos suficientes para el mundo, quizá mal repartido, pero de todos modos podemos satisfacer la demanda. Es 
importante señalar que muchos de los agricultores de ahora piensan como empresarios. Justamente, les preguntaba a 
algunos: ¿tú eres un agricultor de autoconsumo o eres un agricultor empresario?, porque este último tiene que pensar 
de otra forma: tiene que invertir y encontrar un mercado. ¡Y sí existe mercado para la quinua! No se imaginan la 
cantidad de empresas extranjeras y peruanas que están deseosas de comprar quinua. Considero, como María, que el 
gobierno debería ayudar en la organización de los pequeños agricultores y asociarlos. Así podrán establecer mejor sus 
precios y responder a la demanda.

Waldemar Mercado: Yo veo dos riesgos. El primero tiene que ver con los mercados, que en el Perú funcionan 
como dos tipos: uno organizado o formal, con buenos vínculos con las cadenas comercializadoras, y otro desorgani-
zado, de pequeños productores que comercializan por su cuenta y se someten a cadenas largas de comercialización. 
En la ciudad también hay dos tipos de mercados: los de mayor nivel adquisitivo, como los supermercados o las 
ferias cuyos productos están registrados, etiquetados, con reconocimiento de marcas; y los mercados populares. 
Entonces, si vinculamos eso con los requisitos de los mercados externos, que exigen el cumplimiento de ciertas 
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normativas y estándares, estaríamos hablando de la existencia de dos grupos de productores: aquellos que podrían 
asociarse y participar de los mercados dinámicos, que podrían tener muy buenas perspectivas con la quinua; y 
aquellos que no puedan asociarse, que son muy pequeños, que están en una red de comercialización muy grande 
y compleja, cuyos rendimientos económicos van a ser menores. Por otro lado, el segundo riesgo que veo en este 
proceso de expansión de la quinua es el riesgo ecológico, relacionado con el cambio del uso del suelo. En la sierra, 
la expansión de la agricultura se da por la reducción del uso del suelo de pastos naturales; entonces, la expansión 
de estos cultivos promisorios y con buen mercado —como la quinua— podría llevar al cambio del uso del suelo o 
a desplazar a otros cultivos cuya biodiversidad también hay que mantener.

César Laqui: Comparto esa opinión: habría que tipificar a los productores de quinua. Muchos pueden ser pe-
queños y no llegan a tener ni siquiera dos o tres hectáreas, como máximo, si se suman todas sus parcelas. Eviden-
temente, su forma de producción es otra y su mercado es diferente en relación con los productores que cuentan 
con más de 10 hectáreas. Los que trabajan en parcelas muy pequeñas comercializan de manera diferente; en 
cadenas en las que participan demasiados intermediarios, e incluso los mismos productores no saben a dónde ni 
a qué mercados llega su producción de quinua, situación diferente a la de los grandes productores, aquellos que 
tienen de 30 a más hectáreas. Incluso, en la zona de Azángaro, hay quienes llegan a 50 o más hectáreas, pero 
en la zona circunlacustre4 hay quienes no pasan las tres hectáreas, sumadas todas las parcelas. Una estrategia 
interesante es el sistema de aynokas5, por ejemplo, que es muy organizada. Un primer objetivo es ir rotando 
las áreas de cultivo, para mantener la calidad de los suelos. He encontrado aynokas de más de 40 hectáreas, 
donde participan más de 100 campesinos de determinados centros poblados o comunidades campesinas. Un año 
siembran quinua y otro año siembran otro cultivo. Lamentablemente, no llegan a un nivel de organización para 
vender la quinua de manera directa a un determinado mercado. Se tiene que trabajar en políticas que beneficien 
al pequeño productor.

Waldemar Mercado: ¿Qué se puede hacer? Un eje —ya se mencionó— es el fomento de la asociatividad, no solo 
en la etapa de la producción, sino también del proceso del valor agregado y de la comercialización en mercados 
promisorios y organizados, donde, en efecto, están los precios más altos. Eso significa pensar en estrategias para dar 
mayor valor agregado al producto en el campo, o en procesos muy simples, como la selección o el reconocimiento 
de marca de origen; de esta forma, se puede fomentar el empleo rural. El otro eje, insisto, es poder participar en los 
mercados especiales de productos orgánicos o del comercio justo, donde los pequeños agricultores puedan llegar con 
un producto diferenciado y reconocido como cultural, de biodiversidad y nutritivo. Son características que otros 
productos no tienen.

EL FUTURO DE LA QUINUA

¿Cuáles son las experiencias o los temas que más les preocupan o que quisieran destacar a propósito de la quinua?

 María Scurrah: Un tema que me parece interesante es preguntarnos: ¿la quinua debería ser patrimonio de la 
humanidad?, ¿debería haber propiedad intelectual? Los recursos genéticos se rigen por el Tratado Internacional 
sobre los Recursos Fitogenéticos6, que permitió a los países abrir las puertas de intercambio de sus recursos. De esa 
manera se regresó a lo que es el bien común, para poder intercambiar material genético. La quinua no está en ese 
tratado internacional; es decir, Perú, Bolivia y Ecuador son «dueños de la quinua». A mí me parece que lo ideal 
sería que los mejoradores puedan intercambiar material, porque el intercambio es positivo; no se gana nada tenien-
do a la quinua como una cosa de la que «somos dueños», pues, al final, con la comercialización y exportación, de 
todas maneras las variedades llegan a salir. Por ejemplo, el Perú está sembrando variedades bolivianas a pesar de 
que Evo Morales ha dicho que no debe salir ni un grano de quinua de Bolivia; esta última posición no me parece 
que sea muy útil. Creo que este 2013, Año Internacional de la Quinua, sería una política poner a la quinua como 
un patrimonio de la humanidad. 
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Luz Gómez: Yo considero, igualmente, que la quinua debería ponerse a disposición de la humanidad; sus cualidades 
pueden servir en países donde también se sufre de hambre y desnutrición. Además, debido al sistema de reproducción 
de la quinua, basta que el agricultor se lleve un grano... ¡y con él se llevará el germoplasma!: no hay forma de con-
trolar eso. Sabemos que EE.UU. ya está trabajando muy fuerte en quinua; posee un germoplasma que consiguió hace 
muchos años, y otros países también están desarrollando lo mismo. Siempre he pensado que la quinua es la nueva 
contribución de la región andina hacia el mundo. No hay riesgo de que las grandes empresas sean las que la patenten 
y restrinjan su producción. ¡Estamos en un mercado abierto y es inevitable! En realidad, la quinua no sólo está en 
Perú, pues el germoplasma ya está en otros países; es muy tarde. Es como el caso de la kiwicha, cuya exportación ha 
disminuido en forma considerable porque hay una producción muy grande en la India y en otros países asiáticos. Es 
algo inevitable porque el sistema de reproducción de estas plantas permite que cualquiera pueda llevarse la semilla y 
tener la variedad. No hay forma de evitarlo. 

Waldemar Mercado: Yo preguntaría: ¿qué tan importante es la quinua en una estrategia de seguridad alimen-
taria? Esta estrategia la deberíamos ver en el sector específico: la quinua está relacionada con productores pe-
queños altoandinos, donde hay desventajas comparativas; allí vería las estrategias de seguridad alimentaria. Si 
pensamos desde el punto de vista del productor pobre, que tiene problemas de disponibilidad y de acceso, pues 
la quinua le proporciona la posibilidad de producir para el autoconsumo y tener un producto con cualidades 
nutritivas. Pero también le da el acceso a ingresos si aprovecha los mercados organizados; ahí hay que trabajar 
en la asociatividad, para que lleguen, efectivamente, a dichos mercados. También hay que pensar en el valor 
agregado y en las necesidades y demandas del mercado que exige una mayor sofisticación y buena presentación 
del producto. El tema de la denominación de origen es importante. Estos productos son nativos, andinos, tienen 
valor cultural; han tenido un proceso muy largo de domesticación de la especie y, además, la biodiversidad les 
da una cualidad mayor. Por eso deberíamos hablar de «quinua andina con identidad de origen», porque es allí 
donde se formó. Y eso debe estar unido —ya se está uniendo— al boom de la gastronomía, que es otra fuente 
de difusión del producto. 

César Laqui: En el Perú, lamentablemente, la quinua no se sopesa como en Bolivia, donde es una cuestión de interés 
nacional. En nuestro país no es así. Por ejemplo, en Puno existe una resolución regional que declara a la quinua como 
patrimonio de la región, pero no llega a más. Se debería problematizar el tema de la quinua a nivel nacional y generar 
un debate para que se enfoque de mejor manera. Hay que revalorar algunos sistemas de manejo de su cultivo, como 
la aynoka. Pero no solo existen sistemas tradicionales en ese manejo, sino también en la trasformación: varios estudios 
indican que los campesinos producen hasta 60 tipos de alimentos transformados que derivan de la quinua. Algunos 
trabajos de investigación de la Universidad Peruana Unión y la Universidad Nacional del Altiplano revaloran los 
sistemas de transformación. 

Luz Gómez: Debemos reconocer algo importante: la quinua siempre va a ser costosa; no podemos comparar su costo 
de producción con el de cereales como el trigo y la cebada. El agricultor de trigo y cebada siembra la semilla y sólo 
regresa para cosechar sus 1,400 kilos, sin mayor inversión, mientras que con la quinua los agricultores gastan entre 
S/.4,500 a S/.6 mil por hectárea. Eso implica que su precio nunca va a ser similar al de los cereales, pero sí se podría 
conseguir que baje para el consumidor, sin afectar al agricultor, quien debería ganar por cantidad, es decir, por mayor 
rendimiento. El costo de la quinua es alto porque su establecimiento es muy difícil al inicio: las semillas son muy 
pequeñas; las plántulas son muy delicadas. Mientras la quinua no llegue a formar cuatro o cinco pares de hojas, puede 
ser totalmente invadida por las malezas; incluso, muchos agricultores abandonan sus campos en ese estado y lo que 
hacen es volver a sembrar cebada. También se necesita desyerbarla varias veces, lo que implica mucha mano de obra, 
pues no existe un producto químico que pueda controlar malezas de hoja ancha, que son las que atacan a la quinua. 
Luego hay que aporcarla. Los costos de cosecha también son muy altos. Todo ello eleva los costos de producción. 
Es la hora de la quinua. Durante miles de años, ha sido un cultivo olvidado y marginado; por su propio valor, se ha 
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mantenido en las comunidades campesinas. Ahí están los genes para responder al cambio climático. En esa riqueza 
y en ese germoplasma, los investigadores tenemos que buscar aquellas plantas o fenotipos, dentro de la especie de la 
quinua, para enfrentar los problemas en el futuro. 

Notas 

1 	 El área cosechada de quinua en 2011 fue de 35.5 miles de hectáreas. Es un área pequeña, si se compara con las del arroz, la papa y 
el trigo, pero involucra a 70 mil pequeños productores. 

2 	 Instituto Nacional de Investigación Agraria (INIA). 
3 	 Se llama Revolución Verde al proceso de producción y difusión de una agricultura con semillas de alto rendimiento, resultado de 

investigaciones y procesos de selección, y con uso intensivo de insumos químicos, que se expandió en muchos países en la segunda 
mitad del siglo pasado. Tuvo un gran impacto en el aumento de los rendimientos de cultivos alimenticios. 

4 	 Es decir, la zona o ambiente que circunda un lago; en este caso, el Lago Titicaca, en Puno. 
5 	 Sistema ancestral y comunitario de manejo y utilización de la agrobiodiversidad. Las comunidades mantienen un conjunto de par-

celas que les permite realizar la rotación de sus cultivos para dejar en descanso las parcelas por varios años, con lo que recuperan su 
fertilidad. 

6 	 El Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura fue adoptado por la Conferencia de 
la FAO (Naciones Unidas) en 2001. Su objetivo es facilitar el acceso y la distribución justa y equitativa de los beneficios derivados 
de la utilización de los recursos fitogenéticos.
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Editorial

Quinua: oportunidad que debemos aprovechar

Fernando Eguren
LRA N° 148, Febrero 2013

La decisión de la FAO de declarar 2013 como el Año Internacional de la Quinua, nos lleva a varias reflexiones. 

• 	 Conviene insistir en lo que afirma la FAO: «La riqueza de la quinua no reside solo en los granos de sus coloridas 
panojas, sino también en el conocimiento acumulado por los pueblos andinos que ha permitido preservar sus diversas 
variedades, mejorar su rendimiento y desarrollar una gastronomía en torno a este grano. El grano fue cuidadosa-
mente resguardado por estos pueblos y hoy es un legado inestimable para la humanidad debido a sus característi-
cas únicas»1. 

• 	 Fue el gobierno boliviano el que tomó la iniciativa ante la FAO. El Perú, junto con otros países, la respaldó. ¿Por 
qué no tuvimos nosotros la iniciativa? Pareciera que en el Perú sólo tenemos ojos para las agroexportaciones 
costeñas, que en ningún caso incluyen productos nativos. Los productos serranos y amazónicos tienen el mismo 
escaso prestigio social que, lamentablemente, tienen sus productores en el país… hasta que desde afuera nos 
llaman la atención. 

• 	 Ahora que todos son «quinuófilos», sería interesante tener información sobre: a) en los últimos cinco años, ¿cuánto 
ha sido el número y el monto de créditos entregados a los campesinos productores de quinua?; b) ¿cuánto ha inver-
tido el Estado, en sus distintos niveles, y el sector privado en investigación sobre la quinua?; c) ¿cuántos programas 
de capacitación y extensión técnica se han hecho en beneficio de los productores de quinua y a cuántos productores 
han incluido? (se afirma que hay alrededor de 70 mil productores); d) con relación a todos los alimentos que son 
distribuidos en los diferentes programas de asistencia alimentaria, ¿qué porcentaje ocupa la quinua?; e) ¿qué porcen-
taje de los campesinos productores de quinua son pobres? (la mayoría son minifundistas); y f) ante la elevación de 
los precios de la quinua, ¿cuántos campesinos productores de quinua han empeorado su dieta alimentaria al dejar de 
consumirla y reemplazarla por otros alimentos más baratos? 

• 	 ¿Qué pasará ahora que es casi seguro que el mercado nacional e internacional de la quinua crezca y que despierte 
el instinto de los inversionistas? Se nos ocurren dos escenarios. El primero, que se diseñe y ejecute una política de 
amplio, decidido y continuado apoyo a los campesinos productores de quinua para que mejoren las semillas, reciban 
la capacitación que sea requerida, accedan a los servicios financieros y no financieros necesarios, y puedan comer-
cializar exitosamente su producción tanto en el mercado interno como en el externo. Los resultados serían mejor 
nutrición y menor pobreza. El segundo, que la inversión privada extrarregional (costeña o extranjera) «capture» la 
producción de la quinua, convierta a los campesinos en proveedores baratos, «expropie» sus conocimientos acumu-
lados —que la FAO resalta— y exporte toda la producción que sea posible. En esta opción, el probable resultado 
sería peor nutrición y estancamiento de la pobreza de los productores campesinos. ¿Por cuál de los dos escenarios 
optará el gobierno? Aún no lo sabemos. Cuanto menos intervenga el Estado, más cancha libre tendrán los inversio-
nistas extrarregionales. Por eso, debemos destacar lo que anunció la primera dama, Nadine Heredia, en Nueva York, 
ante las Naciones Unidas: «Me comprometo en este esfuerzo por promover el acceso de la población a alimentos 
nutritivos, y a la difusión de la quinua como una opción viable y efectiva para combatir el hambre y la desnutrición». 
Estaremos atentos al cumplimiento de su compromiso. 

Nota 

1 	 Ver <http://www.fao.org/quinoa-2013/es/> 
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En temas de desnutrición infantil y seguridad alimentaria: 
La necesidad de articular políticas

Miguel Ordinola1

LRA N° 148, Febrero 2013

Desde el punto de vista económico, el Perú viene atravesando por un buen momento, aunque persisten graves 
problemas, como la desnutrición crónica infantil —que, por ejemplo, llega a 54.2% en Huancavelica y 39.3% en 
Apurímac—, que deben ser tomados en cuenta para convertir el crecimiento en un verdadero desarrollo sostenido 
a largo plazo. Diversos estudios2 indican que la pérdida de productividad (asociada a la persistencia de la desnu-
trición crónica infantil) supera el 10% de los ingresos que una persona tendría a lo largo de su vida, y debido a 
ello se puede perder entre el 2 y el 3% del PBI. Intervenir a tiempo para evitar estas situaciones es clave para el 
desarrollo futuro. 

Actualmente, desde el gobierno se realizan esfuerzos para afrontar las diversas dimensiones que tienen que ver con la 
seguridad alimentaria y nutricional, pero no se encuentran articulados entre sí y no se plantean el objetivo de afrontar 
de manera conjunta la problemática descrita. 

Un modelo de intervención 

Las intervenciones en seguridad alimentaria y nutricional deberían ser enfocadas de manera integral y comple-
mentaria, como se percibe en el gráfico adjunto. Se debe actuar en el campo de los sistemas de producción, para 
aumentar la disponibilidad de alimentos, y en la genera-
ción de ingresos que faciliten el acceso a estos. De mane-
ra complementaria a la mayor disponibilidad y calidad de 
alimentos, debe asegurarse que estos sean consumidos en 
forma adecuada, trabajando en la educación nutricional de 
la madre, actor clave en el proceso. Este enfoque promueve 
la generación de innovaciones, como por ejemplo, alter-
nativas para enfrentar el cambio climático, alimentos con 
mayor contenido nutricional, diversificación de las dietas, 
mejoras en el uso de semilla, selección participativa de va-
riedades, entre otras. 

Esta estrategia se viene aplicando en sistemas de producción 
basados en la papa, en el marco de experiencias como la del 
proyecto IssAndes3. En una investigación se indica que exis-
ten variedades de papa con contenidos de vitamina C por 
encima de los cítricos (mandarina), una cantidad de hierro 
similar a la de la espinaca, y mayor contenido de zinc que el 
de las menestras. Además, se ha encontrado presencia de 
antioxidantes, lo que posibilitaría una mayor diferenciación 
comercial y mejores precios en el mercado. 

Articulado con lo anterior, a través de las postas médicas se 
están realizando acciones de educación nutricional, comple-
mentando los programas sociales que ya vienen operando en Fuente: Adaptado de Instituto de Investigación Nutricional (IIN)

EDUCACIÓN NUTRICIONALEDUCACIÓN N

SI
ST

EM
AS 

DE 
PRODUCC

IÓ
N

NUTRICIONALNU

GENERACIÓ
N DE INGRESO

S

Dimensiones de la Seguridad Alimentaria (FAO 2009)
DISPONIBILIDAD  ACCESO  ESTABILIDAD  USO

Reducción de la desnutrición

Madres y niños (0-3 años)

Alimentación y nutrición

INNOVACIÓN

Fuente: Adaptado de Instituto de Investigación Nutricional (IIN)



106

Compendio de artículos 2010-2015

las regiones. La evaluación realizada indica que el consumo de ciertas variedades de papa puede cubrir entre el 20 y el 
25% de las recomendaciones de hierro y zinc —muy relacionados con la presencia de anemia o con la forma «escon-
dida» de la desnutrición— necesarios para mujeres y niños menores de 3 años. Si a esto se le agrega la diversificación 
del consumo con otro tipo de alimentos (hortalizas, productos cárnicos, entre otros), los impactos nutricionales 
pueden ser más importantes. 

La necesidad de promover la innovación y articular intervenciones 

En función de lo anterior, una conclusión es la necesidad de que el Estado fortalezca los enfoques orientados a la 
seguridad alimentaria y nutricional en diferentes niveles (territorial, local y nacional). Las intervenciones del Estado 
deben aprovechar el gran potencial de nuestra biodiversidad, los actuales sistemas de producción de los pequeños 
productores y también fortalecer la educación nutricional, especialmente de las madres. 

Los programas del gobierno deberían estar articulados territorialmente. Es decir, las intervenciones para mejorar los 
sistemas de producción con base en innovaciones (Mi Riego, Agrorural, PSI-Sierra, Foncodes) se deben articular con 
intervenciones relacionadas con la nutrición y la salud (Cuna Más, Qali Warma, Dieta Andina, «La mejor compra», 
educación nutricional), y con los fondos de investigación que también tengan el objetivo de aumentar la seguridad 
alimentaria y nutricional. A todo lo anterior se le puede agregar una variable importante en el caso peruano: el uso de 
la gastronomía para promover dietas más saludables y nutritivas. La actual formulación de la Estrategia Nacional de la 
Seguridad Alimentaria y Nutricional 2012-2021 debería considerar estas acciones y programas que ya se vienen ejecu-
tando, con el fin de articularlos de forma más efectiva. 

Notas 

1 	 Coordinador general del proyecto IssAndes en el Perú. 
2 	 Desnutrición crónica infantil cero en el 2016: una meta alcanzable. Grupo Inversión en la Infancia, febrero de 2012. 
3 	 Con base en los avances del Proyecto IssAndes (Innovación para la Seguridad y Soberanía Alimentaria en los Andes) del Centro 

Internacional de la Papa (CIP), con el apoyo de la Unión Europea: <http://www.issandes.org/>.
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Los retos actuales de la seguridad alimentaria

Ana María Acevedo1

LRA N° 146, noviembre 2012

Tal vez la mejor forma de definir la seguridad alimentaria desde una perspectiva nacional sea la de un equilibrio 
satisfactorio entre la demanda y la oferta de alimentos a precios razonables. Esta definición tiene por finalidad 
indicar una situación en que no se han producido mayores trastornos de los mercados alimentarios, se dispone de 
alimentos suficientes y la mayoría de la población tiene acceso a tales alimentos2. Debemos añadir también que 
este acceso a alimentos inocuos y nutricionalmente adecuados, para cada una de las personas según ciclo de vida 
y actividad física, deberá satisfacer sus necesidades nutricionales de tal forma que les garantice a esas personas una 
vida sana y activa. 

Principales retos para la seguridad alimentaria mundial y nacional 

Según la FAO, en 2050, la población mundial será de 9,100 millones de personas, un aumento del 34% respecto a la 
actual población. Casi la totalidad de este incremento tendrá lugar en los países en desarrollo. En nuestro país, en ese 
año tendremos una población aproximada de 42 millones 811 mil habitantes4.

«El 70 % de la población mundial será urbana, en comparación con el 49 % actual. El nivel de ingresos será varias 
veces superior al actual». En el Perú, el 70% de la población es urbana y probablemente este porcentaje crecerá en 
los próximos años. La urbanización traerá como consecuencia el abandono de las zonas rurales productoras de ali-
mentos, cambios en los patrones de consumo y una mayor afectación de los precios internacionales sobre la seguridad 
alimentaria de la población.

¿Cómo atender esta futura demanda de alimentos? 

El aumento necesario de la producción nacional para satisfacer la demanda creciente de alimentos deberá proceder, 
según la FAO, de un mayor incremento e intensidad del cultivo, y se estima que en los países en vías de desarrollo 
podría también proceder de la expansión de tierras cultivables.

Sin embargo, esta posible expansión de tierras cultivables presenta dos restricciones: medidas de política nacional 
que promueven la concentración de la propiedad de la tierra, y uso de tierras para la producción de biocombusti-

Modelo conceptual de la seguridad alimentaria3
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bles. Al respecto, el Perú no cuenta con una política para la seguridad alimentaria actual y futura. No es posible 
pensar que importando alimentos garantizaremos la disponibilidad necesaria para satisfacer la demanda interna, 
ya que un país importador neto de alimentos es altamente vulnerable a las fluctuaciones de los precios internacio-
nales, lo que tiene efectos adversos en la capacidad de compra de las familias; sobre todo, de aquellas en situación 
de pobreza. 

La crisis internacional de alimentos 

Particularmente importante para la seguridad alimentaria nacional e internacional es la reciente crisis financiera ocu-
rrida entre los años 2007-2008, que ha afectado los precios de los llamados productos «commodities», que fluctúan 
en función de la oferta y la demanda del mercado internacional. La crisis mundial de alimentos se manifiesta a través 
de una creciente alza de precios de los principales productos de mayor consumo mundial: trigo, maíz, arroz y soja. El 
mayor precio de los alimentos es un tema de primera atención en la comunidad internacional. 

No habrá más alimentos baratos. Según la FAO, la tendencia en el alza de los precios de los alimentos se mantendrá 
en el futuro, lo que supone establecer a nivel nacional medidas de política para enfrentar un probable incremento de 
personas en situación de hambre. 

Una efectiva y eficiente respuesta a la volatilidad de precios y a las crisis alimentarias, que muy probablemente se-
guirán repitiéndose, debe considerar una estrategia de largo plazo que disminuya el grado de vulnerabilidad de los 
consumidores respecto al alza de precios de los alimentos, y de los productores en cuanto a caídas súbitas de precios 
agrícolas. Una medida posible es el fomento de la producción y consumo de alimentos sustitutos, así como el aprove-
chamiento de la diversidad alimentaria regional, articulando la producción con el consumo a través de una canasta 
alimentaria.

Precios de los alimentos y sus efectos en la economía familiar de los peruanos 

En el Perú, el gasto en alimentos representa una proporción importante del presupuesto de las familias. Sin embargo, 
el peso de este rubro sobre el gasto total del hogar difiere entre las principales ciudades, teniendo su valor máximo 
en Huancavelica (50.74%) y la ponderación más baja en Lima Metropolitana (37.82%). Cabe resaltar que son los 
departamentos de la región sierra y selva los que destinan mayor porcentaje del presupuesto familiar a cubrir sus gas-
tos en alimentos: además de Huancavelica, observamos este comportamiento en Madre de Dios, Pasco, Ayacucho, 
Amazonas, Loreto y Áncash5. 

A escala nacional, siete productos representan el 36% del gasto total en alimentos. Teniendo en cuenta el peso 
en kilogramos (kg) o el volumen de litros que cada persona consume mensualmente, los productos son: pan (con 
insumos importados), arroz, leche, papa, azúcar, carne de pollo (con insumos importados) y fideos (con insumos 
importados)6. La dependencia es más marcada en dos cereales claves: el trigo, del cual importamos el 91% del total 
disponible, con un consumo de 52 kg por persona/año; y el maíz, del que importamos el 54%7, con un consumo de 
19 kg por persona/año. 

La desnutrición crónica infantil, sobrepeso y obesidad 

La desnutrición crónica afectó en 2011 al 19.55% de niños menores de 5 años, cifra bastante más baja que la regis-
trada en 2000, cuando fue del 31%. Según área de residencia, la desnutrición crónica incidió en mayor proporción en 
niños del área rural (37%), es decir, 26.9 puntos porcentuales más que en el área urbana (10.1%)8. Cabe señalar que 
los últimos gobiernos utilizan el patrón NCHS para medir la desnutrición crónica y no el patrón de la Organización 
Mundial de la Salud, que incrementaría unos cinco puntos porcentuales más la población infantil desnutrida. La pre-
valencia de la anemia en niños de entre 6 y 59 meses, para el año 2010, es de 37.7%. A nivel regional, la prevalencia 
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de anemia es masiva: asciende al 64.8 % del total de niños en Puno, al 50.8% en Cajamarca, al 53.1% en Ucayali y 
al 51.1% en Huánuco. 

Nuestro país no ha podido erradicar la desnutrición infantil ni disminuir significativamente la pobreza rural. El 
desarrollo es aún desigual y expresa brechas entre los quintiles poblacionales de ingresos, que es necesario revertir 
mediante políticas económicas y sociales. Se necesita mejorar la competitividad en la producción de alimentos de los 
productores agropecuarios y de pesca artesanal, y la calidad del empleo e ingresos para el conjunto de la población; 
sobre todo, el empleo rural y agrícola. Además, se debe invertir en la mejora de los servicios básicos, en la promoción 
de estilos de vida saludable y en la protección de grupos de población vulnerables, pero también en una progresiva 
transición de programas de corte asistencial hacia el desarrollo de capacidades y mejora de los activos de los más 
pobres rurales. Es decir, se debe fomentar la pequeña agricultura y la agricultura familiar como estrategia nacional de 
nuestra seguridad alimentaria. 

Notas 

1 	 Ex consultora FAO en asuntos de seguridad alimentaria. 
2 	 FAO. Implicaciones de las Políticas Económicas en la Seguridad Alimentaria. 
3 	 Modelo conceptual adaptado de Eduardo Zegarra y FAO. 
4	 INEI. Perú: Estimaciones y proyecciones de la población 1950-2050. (Hipótesis media). 
5 	 Fuente: INEI, MEF y Minag: Alza de precios de los alimentos. Informe para el V Encuentro de la IALCSH, 2011. 
6 	 (sic). 
7 	 FAO. Panorama de la Seguridad Alimentaria 2012. Oficina Regional de la FAO. Santiago de Chile, 2012
8 	 INEI. Encuesta Demográfica y de Salud Familiar (Endes) 2011. 
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Coma rico y sano: coma peruano

Mariano Valderrama León1

LRA N° 146, noviembre 2012

Resulta paradójico que el Perú, que se ubica como uno de los más biodiversos en el mundo y es cuna de productos que 
lo han alimentado (como la papa, la quinua y el maíz), sea un país que enfrente agudos problemas de malnutrición, 
paradoja que se acrecienta si consideramos que se perfila actualmente como líder gastronómico en la región. Si bien 
la desnutrición crónica infantil ha disminuido en los últimos años, todavía afecta a un 22.6% de niños menores de 
5 años (INEI, 2012), y el promedio supera el 70% en zonas de mayor pobreza. Por otro lado, la obesidad comienza a 
presentarse como un problema generalizado, asociado a malas prácticas nutricionales. 

El tema de la seguridad alimentaria se torna más preocupante en momentos en que el mundo vive una crisis de 
los precios de los alimentos, con una tendencia al alza, a lo cual se suman los problemas que se derivan del cambio 
climático, la escasez de agua, la depredación de los recursos naturales y la reorientación de la agricultura para 
generar biocombustibles. Con la urbanización y la globalización, hemos asistido a importantes cambios en los pa-
trones de consumo de la población: crecimiento explosivo de la industria avícola basada en insumos importados; 
de la importación de lácteos, aceite y trigo; así como de los supermercados y los alimentos procesados. A esto se 
suma la creciente presencia, en las principales ciudades del país, de las cadenas de comida rápida, con alta ingesta 
de grasas y calorías. 

Promoviendo los alimentos regionales ricos y nutritivos 

De ahí que en Apega recibiéramos con entusiasmo la invitación pública, formulada en la feria Mistura, para partici-
par en una comisión multisectorial del gobierno destinada a promocionar y fortalecer la dieta andina, concepto que 
promueve una alimentación rica, nutritiva y sana, con base en una canasta de productos emblemáticos de las diversas 
regiones del Perú2. Esta iniciativa encuentra, sin duda, un parangón en el concepto de dieta mediterránea, que no solo 
se refiere a productos, potajes y su combinación, sino que refleja hábitos alimentarios e identidad cultural3. 

Antes que plantear un patrón uniforme de alimentación, en la comisión multisectorial hemos venido trabajando el 
concepto de canastas regionales, donde se proponen dietas balanceadas acordes con los productos y hábitos nutricio-
nales de las diversas regiones del Perú. Este concepto desarrollado, entre otros, por el Centro Nacional de Nutrición 
del Ministerio de Salud (Cenan) y la ONG Alternativa4, viene siendo ahora implementado creativamente en el 
nuevo programa de nutrición escolar «Qali warma», que remplaza al antiguo Pronaa y que proveerá de productos y 
dietas locales a los niños de educación inicial y primaria ubicados en zonas pobres. El programa plantea elaborar guías 
alimentarias y aprovechar avances como «La mejor compra» del Cenan, un principio que podría también aplicarse a 
las compras estatales para el rancho de las Fuerzas Armadas o para la alimentación en los hospitales públicos.

La campaña de promoción de la dieta andina tiene un énfasis especial en el tema del combate a la malnutrición infantil 
y en los programas alimentarios públicos; sin embargo, no se agota, para nada, ahí. Se plantea, como idea de fondo, la de 
revalorar los productos emblemáticos del Perú como base de una nutrición sana para todos los peruanos. 

Apoyar a nuestros proveedores de alimentos: la pequeña agricultura 

Otro propósito fundamental es el de generar oportunidades de ingreso para la masa de pequeños productores agrope-
cuarios y pescadores artesanales que abastecen nuestras mesas, pero que están sumidos en una situación de pobreza. 
Hay que considerar que no solo se trata de alentar el consumo de productos agropecuarios y de pesca peruanos, 
sino de alentar su producción y comercialización para que lleguen en condiciones óptimas y cantidades suficientes 
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a nuestras mesas. Pese a proveer el 70% de nuestra alimentación, la pequeña agricultura ha sido poco atendida por 
las políticas agropecuarias. Y lo mismo sucede con la pesca artesanal, sumida en un atraso tecnológico, falta de ca-
denas de frío, perjudicada por la invasión de embarcaciones mayores en las zonas de pesca artesanal y por las mafias 
comercializadoras. 

Hoy, las tendencias de consumo de la población se orientan cada vez más por el marketing. Las industrias y empresas 
comercializadoras de alimentos y bebidas figuran entre las principales anunciantes de los medios masivos. De ahí la 
importancia de desarrollar una estrategia de creación de marcas y de difusión en medios masivos sobre las virtudes 
nutricionales y gustativas de los productos emblemáticos de nuestro país. Hay que aprovechar la presencia mediática 
de los cocineros y de los medios de comunicación del Estado. 

Como experiencia previa se puede destacar la campaña para la celebración del Año Internacional de la Papa, que 
permitió elevar el consumo de este producto. La Feria Gastronómica Mistura, con su Gran Mercado, ha hecho lo suyo 
en difundir productos peruanos como las papas nativas, los granos andinos, las frutas emblemáticas y nuestros ajíes, 
otorgando a los productores diversos premios, como el «Rocoto de oro», y promoviendo reportajes en los principales 
diarios, radios y TV. En general, el reciente boom de la gastronomía peruana ha sido un factor muy importante para 
la revaloración de los productos emblemáticos del Perú. 

Revalorar nuestros alimentos desde la escuela 

Naturalmente, la educación de los niños juega un papel importante en el cambio de los hábitos escolares. Se deben 
incorporar a la currícula escolar cursos sobre nutrición y el valor de los productos emblemáticos peruanos. El efecto 
será mayor si se compromete a los padres de familia en tareas de huertos escolares o elaboración de alimentos. Un 
profesor de educación rural me comentaba el increíble impacto que había tenido, por ejemplo, invitar a los padres y 
madres de familia campesinos a impartir clases prácticas de agronomía a sus hijos. Los productos de las chacras eran 
más valorados, así como el trabajo y destrezas de sus progenitores, quienes a su vez se comprometían más con las 
labores en la escuela. 

En los últimos tiempos, Apega y los gremios agrarios han acuñado la expresión «Alianza cocinero-campesina», para 
poner de manifiesto el empeño común en revalorar nuestros productos agropecuarios emblemáticos y con el fin de 
promover mecanismos para incrementar su consumo y optimizar su comercialización. Un proyecto de Apega, recien-
temente aprobado por el BID Fomin, busca crear un sistema de información y experiencias piloto de comercialización 
de productos agropecuarios de singular sabor y calidad. 

Queremos, finalmente, relevar la importancia de crear plataformas que integren a los actores comprometidos en la pro-
moción de la dieta andina: el gobierno nacional, los gobiernos regionales y locales, los productores, los nutricionistas, los 
cocineros, los comedores populares, los comunicadores, etc. Todos estos actores, unidos y comprometidos, se convierten 
en los ingredientes esenciales para lograr una alimentación rica, de origen peruano y que sea nutritiva. 

Notas 

1 	 Vicepresidente de la Sociedad Peruana de Gastronomía (Apega). 
2 	 Resolución Suprema 306-2012. El Peruano, 24 de setiembre de 2012. 
3 	 El concepto dieta andina no se circunscribe a la dieta altoandina (sierra). Si bien incluye en primer lugar los productos originarios 

del Perú, cabe aclarar que no excluye a productos que a lo largo de los siglos se han enraizado en nuestra cultura alimentaria, como 
el limón, el plátano, la cebolla, el ajo, el culantro, las habas verdes, etc. 

4 	 La Mejor Compra, del Ministerio de Salud, se basa en ratios precio/valor nutricional. Permite ubicar los productos que tienen mayor 
valor nutritivo, mejor precio y orienta cómo prepararlos.
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Autoconsumo, seguridad alimentaria y
nutrición en el Perú

Miguel Ángel Pintado Linares
LRA N° 145, octubre 2012

El problema de la desnutrición infantil sigue siendo grave, incluso a pesar de mejoras recientes. Afecta, sobre todo, a 
la población rural. Si gran parte de los pequeños agricultores produce para el autoconsumo, ¿ello no debería fortalecer 
su seguridad alimentaria y, por tanto, traducirse en una buena nutrición de sus hijos? Como veremos, no es posible 
sacar conclusiones a priori acerca de que un mayor destino de la producción para el autoconsumo asegurará una 
buena nutrición de los niños. Tampoco hay una relación directa entre agrobiodiversidad y una buena alimentación, 
tal como se demostró en LRA 143. 

Empecemos evaluando el mapa de desnutrición crónica en el Perú1 (ver gráfico 1). Los únicos departamentos con ni-
veles inocuos de desnutrición crónica infantil son los de la costa central, costa sur y Tumbes. La situación más crítica 
se ubica en el centro del país, así como en algunas regiones de la selva. Los departamentos con mayor presencia de 
desnutrición crónica infantil (en adelante D.C.) coinciden con aquellos en los cuales se destina una mayor parte de 
la producción al autoconsumo (ver cuadro 1). Para comparar solo algunos casos: los departamentos de Huancaveli-
ca y Cajamarca presentan porcentajes de D.C. 
de 36.7 y 27.8, a la vez que la importancia del 
autoconsumo respecto de la producción total 
en estos son del orden del 32.7% y 29.8%. En 
contraste, Tacna y Tumbes poseen, respecti-
vamente, 3.4% y 9.8% de D.C., en tanto que 
la participación del autoconsumo representa 
0.9% y 4%, respectivamente. 

La respuesta a esta posible contradicción entre 
un mayor nivel de autoconsumo y un mayor 
grado de desnutrición se debe, principalmente, 
a la composición de cultivos que producen las 
familias y, junto con ello, al grado de vincula-
ción al mercado. Si observamos con cuidado 
los departamentos con mayor presencia de 
D.C., encontramos que los principales culti-
vos poseen un bajo valor nutricional: cultivos 
como la papa, la yuca y el camote presentan 
un bajo contenido energético debido a su alto 
contenido de agua (entre el 80 y 90%, aproxi-
madamente). Como se aprecia en la columna 
de clasificación, son los granos los que tienen 
un mayor contenido de proteínas. Sin embar-
go, sabemos que la dieta de las regiones más 
pobres y con altos niveles de desnutrición está compuesta, fundamentalmente, de papa, camote o yuca. Asimismo, 
resulta crucial la presencia de las frutas en la dieta debido a su importante aporte de energías y minerales esenciales. 
Es interesante ver que, aunque Apurímac y Junín presenten una participación casi idéntica del autoconsumo, no 

Fuente: Instituto Nacional de Salud. Elaboración: Cepes.

Gráfico 1. Desnutrición crónica infantil por departamentos, 2011
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ocurre lo mismo en cuanto a sus niveles 
de desnutrición: el primero tiene un 28.9% 
de D.C. y su dieta se basa en tubérculos, 
mientras que el último presenta un 20.8% 
de D.C. y gran parte de su dieta la compo-
nen las frutas. Cabe resaltar que también 
clasificamos las frutas de acuerdo con su 
valor nutricional. No es casual, entonces, 
el hecho de que Moquegua presente bají-
simos niveles de D.C., en tanto posee en 
su dieta frutas con alto valor nutricional. 

Por último, debemos tener presente que 
mayores niveles de participación del au-
toconsumo implica que una menor parte 
de la producción se está destinando a las 
ventas. Esta poca relación con el merca-
do hace que la canasta de consumo no sea 
variada. En zonas con mayor altitud, la si-
tuación es más grave aún, debido a la poca 
variedad de productos y el escaso acceso 
a mercados (la distancia entre el lugar de 
producción y de venta se incrementan, al 
igual que los costos de transporte). Ante la 
insuficiencia del mercado, el trueque co-
existe en las economías de autoconsumo 
y permite un reducido margen de canasta 
diferenciada. Asimismo, el precio de los 
productos juega un rol crucial: regiones 
en donde se hace un cultivo intensivo en 
frutas, difícilmente posean altos niveles de 
D.C., ya que su vinculación al mercado es 
mayor y la rentabilidad de la venta de sus 
productos también lo es (el precio de las 
frutas es mayor en promedio al de los gra-
nos, tubérculos y raíces), permitiendo a las familias comprar otros productos de consumo y logrando, en efecto, una 
dieta más diversificada y con mayor valor nutricional. 

Notas 

1 	 Es particular la semejanza de este mapa con el de pobreza multidimensional presentado en una pasada edición de LRA. Dicha 
paridad se debe a que uno de los indicadores de este índice de pobreza es, precisamente, una variable de información nutricional: 
deficiencia calórica. 

2 	 Los criterios de clasificación de los cultivos se basan en los valores nutricionales correspondientes a cantidad de calorías, proteínas, 
minerales esenciales (hierro, zinc, magnesio), entre otros. Basado en: «Tablas peruanas de composición de alimentos». Centro 
Nacional de Alimentación y Nutrición. Instituto Nacional de Salud. Lima, 2009.

Fuente: Instituto Nacional de Salud. Enaho 2011. Minag-Oeee. Elaboración: CEPES.

Cuadro 1. Desnutrición crónica, rol del autoconsumo y 
principales cultivos por departamentos, 2011

Departa-
mentos

Desn. 
crónica 

(%)

Auto-
consumo 

(%)
Principales cultivos Clasificación de 

cultivos

Amazonas 24.6 22.5 arroz, plátano, yuca, papa, café, maíz, papaya Granos, tubércu-
los y raíces

Áncash 23.0 12.3 papa, maíz, arroz, trigo, camote, espárrago haba

Apurímac 28.9 17.6 papa, maíz, olluco, trigo, frijol, cebada, oca frijol

Arequipa 6.9 1.1 papa, arroz, trigo, tomate, maíz, aceituna, uva quinua

Ayacucho 25.8 15.9 papa, maíz, cebada, yuca, olluco, plátano, cacao cebada

Cajamarca 27.8 29.8 papa, arroz, maíz, yuca, café, plátano, trigo trigo

Cusco 22.5 22.4 papa, yuca, maíz, café, plátano, olluco, naranja maíz

Huancavelica 36.7 32.7 papa, cebada, maíz, arveja, olluco, haba, trigo arveja

Huánuco 25.4 17.3 papa, plátano, yuca, maíz, arroz, olluco, trigo arroz

Ica 7.4 2.1 espárrago, uva, maíz, tomate, papa, mandarina, palta papa

Junín 20.8 17.7 papa, piña, naranja, plátano, café, maíz, yuca camote

La Libertad 18.9 7.1 papa, arroz, espárrago, maíz, trigo, palta, cebada olluco

Lambayeque 15.6 6.3 arroz, maíz, mango, camote, yuca, tomate, plátano oca

Lima 5.7 2.3 camote, papa, maíz, tomate, aceituna, palta, manzana yuca

Loreto 23.5 9.5 yuca, plátano, arroz, maíz, palma, piña, papaya Frutas

Madre de Dios 11.1 22.3 plátano, yuca, maíz, arroz, papaya, piña, naranja aceituna

Moquegua 5.5 22.5 papa, uva, palta, maíz, aceituna, haba, manzana palta

Pasco 19.7 11.6 papa, plátano, yuca, café, maíz, olluco, oca uva

Piura 20.3 15.5 arroz, plátano, mango, maíz, uva, camote, papa naranja

Puno 17.1 5.9 papa, oca, quinua, cebada, naranja, yuca, plátano plátano

San Martín 14.4 8.1 arroz, plátano, palma, maíz, yuca, café, papaya mango

Tacna 3.4 0.9 aceituna, uva, papa, tomate, maíz, haba, manzana manzana

Tumbes 9.8 4.0 arroz, plátano, maíz, yuca, mango, cacao, papaya papaya

Ucayali 19.3 12.0 plátano, palma, yuca, papaya, arroz, naranja, piña piña

                         
	 mayores  valores nutricionales	 menores valores nutricionales2
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El modelo exitoso del mercado de productores de Huancaro: 

El productor campesino necesita estar 
más cerca del consumidor

Edison Ramos 
(Agrónomos y Veterinarios Sin Fronteras, AVSF)

LRA N° 145, octubre 2012

Huancaro es uno de los mercados de productores más importantes de Latinoamérica. Todos los sábados, cerca de 
1,800 productores llegan desde las trece provincias del Cusco a instalar sus puestos y realizar el intercambio comer-
cial de una gran diversidad de productos agrícolas, pecuarios y agroindustriales. Más de 25 mil consumidores asisten 
semanalmente al mercado de Huancaro porque allí encuentran una diferencia de precios favorable a sus bolsillos, en 
comparación con los otros mercados convencionales de la ciudad del Cusco (Vinocanchón y Wanchac). En medio de 
la actual crisis mundial por la volátil alza del precio de los alimentos, muchos mercados de productores como Huan-
caro se convierten en actores fundamentales por su gran potencial de acercar la chacra a la olla «evitando el eslabón 
de los intermediarios» y tener precios más justos.

Antes de la creación del mercado de Huancaro, en 2004, los productores cusqueños vendían sus productos en forma 
ambulatoria y precaria en las calles de la ciudad del Cusco, y soportaban el abuso de los comerciantes intermediarios. 
Sin embargo, entre los años 2002 y 2003, los productores se organizaron con el objetivo de conseguir un espacio 
donde vender sus productos de manera directa a los consumidores. Este interés común se tradujo en la creación de 
la Asociación Regional de Productores Agropecuarios del Cusco (Arpac), que fue la base social para constituir el 
mercado de productores de Huancaro. 

El mercado fue tan innovador, que en apenas dos años de funcionamiento la cantidad de productores en la organi-
zación se incrementó en un 65%. Se pasó de contar con mil productores registrados en 2004, a más de mil 600 en 
2005. En la actualidad, son 5 mil socios los que forman parte de la Arpac, cifra que evidencia el éxito del sistema 
de comercialización del mercado de Huancaro porque ha permitido incrementar los ingresos de sus socios1. 

El volumen de comercialización de los productos también aumentó de manera considerable. En 2004, el volumen 
de ventas semanales era de 60 toneladas (t), y para 2012 está alcanzando las 850 t. En un solo sábado, las tran-
sacciones comerciales pueden generar ingresos totales de S/.1’090,000, y anualmente llegan a superar los S/.52 
millones2; y ello a pesar de que el mercado de Huancaro atiende solo los días sábados. El constante aumento de los 
ingresos indica que el mercado se ha convertido en una verdadera oportunidad económica para los productores 
asociados a la Arpac, porque uno de los beneficios más concretos ha sido el tener un ingreso monetario mayor y 
permanente.

Gracias a ello, la Arpac también se ha fortalecido como una organización regional con capacidad de incidencia polí-
tica. El interesante modelo de Huancaro, de relación directa entre productores y consumidores, fue la base ejemplar 
para la promulgación de la Ley de Promoción del Desarrollo de los Mercados de Productores Agropecuarios (Ley 
29676), que aprobó el Congreso de la República en abril de 2011. 

Sin embargo, la experiencia del mercado de Huancaro puede quedar trunca debido a la decisión3 del Gobierno Re-
gional del Cusco, que pretende implementar un «Complejo Productivo y Empresarial» sobre la base del campo ferial 
donde se desarrolla el mercado de productores. Este nuevo complejo consistirá en la construcción de un centro donde 
se desarrollarán convenciones y eventos mineros, turísticos y culturales; sin embargo, no considera la dinámica de 
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comercialización actual y podría eliminar un sistema que hoy beneficia a más de 5 mil socios productores y 25 mil 
consumidores semanales. A pesar de ser un modelo que ha demostrado ser sostenible económica y socialmente, el 
mercado de Huancaro corre el riesgo de desaparecer.

Notas 

1 	 En 2004, el ingreso semanal de cada productor por las ventas era de S/.200; en 2012 estos ingresos se triplicaron a S/.608. Fuente: 
Estudio de impacto socioeconómico elaborado por la organización francesa AVSF, 2012. 

2 	 En 2004, los ingresos totales semanales del mercado de Huancaro eran de S/.358,800. 
3 	 El proyecto fue aprobado en el presupuesto participativo multianual de 2011, para la ejecución en 2012.
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En el Perú, ¿existe riesgo de hambruna?

Fernando Eguren
LRA N° 144, setiembre 2012

Nuevamente, subieron los precios de algunos alimentos básicos en el mercado internacional. Al impactar en los 
precios nacionales, dicha subida perjudica sobre todo a las poblaciones de menores ingresos, lo cual nos lleva a 
reflexionar sobre la seguridad alimentaria en el Perú, la persistencia de la desnutrición infantil y los riesgos de una 
eventual hambruna. 

Desnutrición crónica 

Aunque en el país la desnutrición crónica infantil ha disminuido de manera importante en la última década, todavía 
aqueja a cerca del 20% de nuestros niños, más en el campo que en la ciudad (tabla 1). 

El 31% de los niños que fueron desnutridos en el año 2000, serán una parte importante de los pobres del año 2021, 
cuando el Perú celebre doscientos años de independencia de la metrópoli española (acaso se preguntarán: «¿De qué 
sirvió la independencia?»). En 2030 ocurrirá lo mismo con ese casi 20% de niños que hoy día están afectados por des-
nutrición crónica. Como se sabe, la desnutrición 
infantil deja secuelas físicas y mentales (problemas 
de aprendizaje), y condena a quien la sufre a una 
situación de desventaja y de escasas oportunidades 
a lo largo de su vida. Más aún, la Cepal revela una 
información absolutamente chocante: que entre 
los años 1941 y 2005 murieron en el Perú cerca de 
1.4 millones de niños menores de cinco años por 
problemas asociados a la desnutrición1. 

Hay una relación entre la desnutrición infantil y 
la discriminación o exclusión: un reciente estudio 
muestra que «los niños con una trayectoria de mal-
nutrición sistemática hasta los ocho años tienden 
a ser indígenas, tienen una madre menos educada, 
más hermanos, menores los recursos económicos 
en el hogar (en activos y en ingresos) y viven en 
áreas más remotas, centros poblados ubicados en 
áreas rurales y en zonas de mayor altitud»2. Posiblemente estos hallazgos no nos sorprendan, pero esta vez no son ma-
teria de opinión, de sentido común ni de impresiones, sino de un examen científico de la realidad, de un seguimiento 
sistemático de niños y niñas de entre 1 y 8 años de edad. Enfrentar la desnutrición crónica depende mucho de polí-
ticas inclusivas, que van mucho más allá de programas de asistencia alimentaria; entre ellas: más y mejor educación, 
mejores servicios de salud, desarrollo rural y acceso a activos productivos como la tierra. 

Hambruna 

Pero hay un tema que en el país no es materia de discusión ni de debate, por considerarse que el Perú está «blindado»: 
el riesgo de una hambruna. ¿Qué es una hambruna? Es la incapacidad absoluta de una población de acceder a alimen-
tos durante un tiempo. Esta incapacidad se puede deber a la falta de alimentos o, más frecuentemente —como ha 
fundamentado el premio Nobel de Economía, Amartya Sen—, a la pérdida de medios, por la población, para acceder 

Tabla 1. Porcentaje de niños y niñas menores de cinco años de 
edad, con desnutrición crónica y anemia

Año 2000 Año 2011

Desnutrición crónica (patrón OMS)

Total 31.0 19.5

- Urbana 17.8 10.1

- Rural 47.1 37.0

Anemia

Total 49.6 30.7

- Urbana 46.7 26.5

- Rural 53.5 38.6

Fuente: INEI. Encuesta Demográfica y de Salud Familiar (Endes), 2011.
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a los alimentos, aun cuando no haya escasez. 

El recordado político Carlos Malpica relató lo más cercano que ha estado una región del país, Puno, de una real 
hambruna, en el contexto de una sequía que se prolongó entre 1956 y 1958. La población rural perdió la mitad de sus 
cosechas y no tenía ingresos monetarios para adquirir alimentos. La agricultura y la ganadería daban empleo a cuatro 
de cada cinco trabajadores. Los diarios de la época informaron que la población de Macusani redujo su consumo en 
1958 a apenas 1,015 calorías diarias, y 860 en Cuyo-Cuyo. Proliferaron epidemias y hubo un éxodo a las ciudades. 
«Los primeros afectados fueron los ancianos y los niños, víctimas inocentes que pagaron con su vida la imprevisión y 
negligencia de quienes gobernaron el país»3. Las donaciones de alimentos no pudieron ser aprovechadas debidamente 
por la ausencia de vías de transporte adecuadas para grandes volúmenes de ayuda, por la insuficiencia de almacenes 
y depósitos, y por la corrupción: gran parte de la ayuda no llegó a su destino, pues fue vendida a comerciantes de 
Perú y Bolivia. 

La posibilidad de hambrunas no sería tan remota. Una de las manifestaciones del cambio climático es, precisamente, 
la ocurrencia de prolongadas sequías que afectan los medios de subsistencia de la población rural. Infraestructura 
e instituciones insuficientes que impidan una rápida y eficaz respuesta a las poblaciones afectadas, y la corrupción, 
causarían un desastre mayor que una insuficiente disponibilidad de alimentos. 

En abril del año pasado, la crecida del río Ucayali dejó 15 mil familias damnificadas, sobre todo shipibos y coni-
bos. Esta población en su mayoría era ya extremadamente pobre, y la pérdida de sus cosechas la dejó en una crisis 
alimentaria extrema, pues ya el 70% de los niños sufrían de desnutrición. El diario El Comercio dio la información 
inicial, pero no hubo un seguimiento del problema4. No es imposible que se haya presentado una situación de ham-
bruna. El hecho de que las poblaciones vulnerables estén en áreas remotas y mal comunicadas, vuelve invisibles 
situaciones como estas.

Una estrategia de seguridad alimentaria debe contemplar la eventualidad de la ocurrencia de hambrunas, por remotas 
que puedan parecer actualmente. Los desastres no avisan. 

Notas 

1 	 Cepal. El costo del hambre. Impacto social y económico de la desnutrición infantil en Perú. 2008. <http://bit.ly/1Ngc6vY>. 
2 	 Javier Escobal, Jaime Saavedra y Renos Valkis. ¿Está el piso parejo para los niños del Perú? Lima: Grade/ Banco Mundial, 2012, 

p. 125. <http://bit.ly/1W7102f>. 
3 	 Carlos Malpica. Crónica del hambre en el Perú. Lima: Moncloa-Campodónico, 1970. 
4 	 Diario El Comercio, 14 de abril de 2011
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Nuestra seguridad alimentaria, 
¿depende de las importaciones de alimentos?

Fernando Eguren
LRA N° 143, agosto 2012

¿Es el Perú un país dependiente de las importaciones de alimentos? ¿Nuestra seguridad alimentaria está amena-
zada por las cíclicas elevaciones de precios? ¿Hay nubarrones, en el futuro, sobre nuestra seguridad alimentaria? 
La sequía en EE.UU. y una nueva alza de precios ponen nuevamente sobre el tapete un tema que es tanto global 
como nacional. 

Según Alan García, la seguridad alimentaria era un concepto obsoleto, pues bastaba con tener suficientes recursos 
para importar alimentos cuando aquí faltasen: en el caso del Perú, gas por alimentos1. Su ejemplo era el Japón. Podría 
también haber mencionado a Venezuela, que importa las tres cuartas partes de los alimentos que necesita.

El problema es que el mercado internacional de alimentos no es, para nada, confiable. Todos los especialistas con-
cuerdan en que los precios de los alimentos seguirán subiendo y en que se espera que el cambio climático produzca 
inesperadas variaciones en la producción. Apenas en el pasado mes de junio se esperaba que 2012 fuese un buen año 
agrícola; mes y medio después, el mundo está alarmado por la sequía en EE.UU. y en otros importantes productores 
de cereales, que ha empujado el alza de los precios. 

Depender de los mercados externos es, pues, crecientemente más caro e inseguro. El Perú no puede darse ese lujo. 
No se trata de buscar una ilusoria autarquía, pero sí de dotarnos de una estrategia de seguridad alimentaria que nos 
proteja de los avatares del presente y de un futuro cada vez más impredecible. 

¿Cuán dependiente es el Perú de los alimentos importados? 

No son muchos los alimentos que importamos, en parte por la rica biodiversidad y variedad climática que nos per-
miten tener una infinidad de alimentos todos los meses del año. Pero los montos que importamos, de ese limitado 
número de alimentos, son importantes. El valor de las importaciones de alimentos fue, en 2011, de aproximadamente 
US$2.6 mil millones (7% de las importaciones totales, que alcanzaron los US$37 mil millones). 

Los cereales, junto con los tubérculos, conforman una parte sustancial de la dieta de los peruanos y son la principal 
fuente de calorías. ¿Cuán dependiente es el Perú de las importaciones de cereales? El valor de la importación de 
cereales sumó, en 2011, el 60% del total de todas las importaciones de alimentos. 

El país depende en un 88.7% de las importaciones de trigo. La producción nacional es bastante pequeña, pues 
apenas supera las 200 mil toneladas, con rendimientos muy bajos de 1.3 toneladas promedio por hectárea. Prác-
ticamente todo el pan, los fideos, las galletas y las harinas se hacen con trigo importado, sobre todo de Argentina 
y Canadá. Cinco empresas importan la mayor parte de este cereal: el 77.8% (tan solo Alicorp importa el 42.3%)2. 
Un estudio realizado por el Minag, en 2007, concluyó que, dado que las existencias de trigo en el mundo se hacen 
cada vez menores, «hay que estar prevenidos para enfrentar una escasez futura»3. ¿Quién debe encargarse de la 
prevención? El propio Estado. Pero parece que aún prevalecen sobre el tema los puntos de vista de Alan García. 

También somos altamente dependientes de las importaciones de maíz amarillo duro. Sobre un total de un poco más 
de 3.1 millones de toneladas, se importó el 60%, principalmente de Argentina y EE.UU. Aquí también hay una con-
centración de las importaciones: 70% de estas son realizadas por cuatro empresas: San Fernando S.A., Contilatin del 
Perú S.A., Cargill América del Perú S.R.L. e Importadora de Cereales S.A. El maíz amarillo duro es el principal insu-
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mo alimenticio de la industria pollera, y el pollo es la principal fuente de proteínas de los peruanos. Las variaciones 
en el precio del maíz, obviamente, impactan en el de los pollos. 

Somos aún más dependientes de la soya. Así como el maíz amarillo duro, la torta de soya se utiliza sobre todo para la 
alimentación animal. La producción en el país es casi inexistente, por lo que debemos importar de Bolivia, Paraguay y 
Argentina casi la totalidad del millón de toneladas que ingresan a nuestro territorio. Las principales empresas impor-
tadoras son ADM An-
dina y San Fernando 
S.A. 

La importación de 
arroz, en cambio, es 
marginal (7% del to-
tal en 2011), siendo el 
Perú largamente auto-
suficiente. 

En cuanto a la ceba-
da, prácticamente el 
íntegro que el Perú 
importa es maltera, 
destinada a la producción de cervezas. La principal importadora, y casi única, es la Cervecera Backus, que la 
compra mayoritariamente de la Argentina. La cebada nacional se destina sobre todo a la alimentación y al forraje. 

Somos también grandes importadores de aceites vegetales, a un costo de más de US$400 millones. Asimismo, adqui-
rimos frutas y menestras, pero en proporciones bastante menores.

 Es claro, pues, que los cereales son, entre los productos alimenticios en el mercado internacional, los que tienen 
los precios más volátiles. Impactan en los precios del pan, los fideos y los pollos, que son esenciales en la nutrición 
de la población. No es que los cereales vayan a faltar en los mercados, sino en las mesas de los más pobres, pues 
serán más caros. 

Hasta el momento, los gobiernos de turno han actuado como si el Perú estuviese a salvo de la amenaza alimentaria 
o como si fuesen suficientes los programas de asistencia alimentaria. Por su alta vulnerabilidad a los impactos del 
cambio climático, el tema merece una atención urgente del gobierno y, en primer lugar, del Ministerio de Agricultura.

Notas 

1 	 Entrevista publicada en el diario Expreso (6 de setiembre de 2010). 
2 	 Fuente: Minag. Situación actual del trigo en el Perú y el mundo. Octubre, 2008. 
3 	 Minag. Ibíd. 

Cereales. Producción nacional e importada (toneladas), 2011

  Nacional Importado Total % Importado

MAD 1’260,123 1’894,572 3’154,695 60.1

Trigo 214,141 1’683,702 1’897,843 88.7

Soya 2,994 1’004,205 1’007,199 99.7

Arroz 2’624,458 206,062 2’830,520 7.3

Cebada 201,218 88,725 289,943 30.6

Fuente: Minag.
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Ricos en agrobiodiversidad, pero pobres en nutrición.
Seguridad alimentaria en comunidades de Chopcca, Huancavelica

María Scurrah1, Stef de Haan1, 2, Edgar Olivera1, Raúl Ccanto1, 
Hilary Creed3, Miluska Carrasco3, Ernesto Veres4, Carlos Barahona5

LRA N° 143, agosto 2012

Una de las paradojas más impactantes es arribar a las comunidades chopcca de Huancavelica, que están ubicadas 
entre Yauli y Paucará, dos capitales de distrito. El paisaje es lírico: bajando de la puna, franqueando campos con va-
riados cultivos, uno se cruza con mujeres que están yendo o regresando con su rebaño mixto (principalmente ovejas, 
pero también vacas, llamas y chanchos). Al llegar a la comunidad nos enteramos de que allí se cultivan 98 variedades 
de papa, 15 de habas, 12 de olluco, 15 de mashua, 11 de oca, 2 de cebada, 3 de tarwi y varios ecotipos de sacha col; 
pero, al mismo tiempo, de que la desnutrición crónica oscila entre 40% y 55%: una de las más altas del país, según 
las cifras que arrojan el INEI y los centros de salud locales. Es decir, es un microcentro de agrobiodiversidad, pero, 
paradójicamente, allí se localizan las poblaciones más pobres. 

La literatura científica, por otro lado, sostiene que la agrobiodiversidad se asocia con una alimentación más variada, lo 
que conlleva una mejor dieta (Frison et al. 20116). En vista de que los cultivos andinos son conocidos por su alto valor 
nutritivo, se estudió esta coexistencia entre la agrobiodiversidad y la desnutrición, que parece ser contraintuitiva. 

Para ello, en 4 de los 15 centros poblados que conforman la comunidad Chopcca se aplicaron cinco cuestionarios 
a la población con niños menores de 3 años (185 familias): un cuestionario para los varones, a fin de indagar sobre 
agrobiodiversidad y producción e ingresos; dos cuestionarios para las mujeres, sobre disponibilidad y acceso a alimen-
tos, y percepción de inseguridad alimentaria; y dos cuestionarios para obtener datos concretos sobre los alimentos 
ingeridos por los niños de entre 6 y 42 meses (uno en junio de 2012, luego de la cosecha, y el segundo en febrero de 
2011, antes de la cosecha). 

Papa, cebada y haba para la seguridad alimentaria 

Las comunidades chopcca se encuentran entre los 3,600 y los 4,200 m.s.n.m.; por lo tanto, no acceden al piso 
de maíz, y sus cultivos se restringen a aquellos adaptados al piso más alto (suni). Ellas miden sus tierras por 
yundas (1 yunda = 620 m2 ). Los cultivos, en orden de importancia por superficie cultivada en promedio, son: 
papa: 3,400 m2 (2/3 de nativa y 1/3 de mejorada); cebada: 1,626 m2 ; haba: 800 m2 ; tarwi: 1120 m2 ; y avena: 
800 m2 . Manejan pequeñas áreas de alrededor de 200 m2 de tubérculos andinos y otros. La suma de esto hace 
un promedio de una hectárea cultivada por familia. 

La papa es el cultivo que produce la mayor cantidad de calorías por área de cultivo. Los rendimientos que manifes-
taron para la papa (4.5 t/ha) estuvieron por debajo del promedio que se maneja de mediciones directas (6-15 t/ha). 
Todos los cultivos, a excepción del tarwi, son para el autoconsumo. No venden papas, pues no logran tener exceden-
tes, y un 40% de las familias reportaron que no tenían papa entre noviembre y marzo, época llamada también como 
de escasez o de hambre. Venden hasta un 20% de su haba y cebada, y reportan que tienen acceso a estos alimentos 
todo el año, al igual que al chuño. Es decir, la papa, la cebada y el haba son los pilares de la seguridad alimentaria, 
mientras que el tarwi es un cultivo netamente comercial: no se consume y es vendido casi en su totalidad, y guardan 
solo la semilla para el próximo año. 

Dramática situación nutricional de los niños chopcca 

Un hecho a destacar es que no se encontraron correlaciones entre la desnutrición crónica y los parámetros de diver-
sidad de esta muestra. Tampoco hubo correlación entre la desnutrición y el índice de productividad o la extensión 
y número de chacras, lo que indica que la agricultura y la nutrición no están íntimamente ligadas. Una correlación 
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que se halló fue entre el número de personas en el hogar y un mayor índice de desnutrición. Es decir, contar con más 
variedades o con una mejor cosecha no necesariamente repercute en una mejor nutrición, lo que indica que esta 
es un proceso que requiere más análisis. La desnutrición crónica se mide por la razón talla/edad en el eslabón más 
vulnerable: el niño hasta los 3 años. Si a los 3 años el niño se ubica debajo de la curva de crecimiento fijada por la 
Organización Mundial de Salud (OMS), se trata de un retraso difícil de revertir. La voz de alarma viene por el desa-
rrollo mental deficiente, asociado con este nivel de desnutrición. 

La situación nutricional de los niños chopcca es dramática: el 70% no llega a satisfacer las recomendaciones de in-
gesta diaria de hierro, zinc, ácido fólico y calcio, mientras que la ingesta diaria recomendada de proteína y vitamina C 
está satisfecha por cereales y tubérculos. Cuando dejan de lactar, muestran deficiencia de vitamina A. Precisamente, 
el déficit de hierro se asocia con anemia, que a su vez causa deficiencia en el desarrollo cognitivo, mientras que el 
déficit en zinc los hace más vulnerables a las enfermedades. 

Alrededor de 37% del hierro procede de los cereales, y la papa provee un 12% en la época de abundancia y un 8% en 
la época de escasez. El hecho de que casi no haya alimentos de origen animal sería la causa de la severa deficiencia 
que impacta en el desarrollo de los niños, aunque también inciden factores culturales, como destinar los alimentos 
ricos en nutrientes —que vienen de los huevos, la leche y la carne— al mercado, en vez de priorizar a los niños. La 
frecuencia de las enfermedades respiratorias y diarreicas juega un rol negativo en el desarrollo del niño.

La importancia de la diversidad de la dieta 

El resultado de mayor contrasentido obtenido en el estudio es que la época de escasez arrojó un menor déficit de 
hierro, zinc y vitamina A, debido a que en esa época las mamás estuvieron dando papilla fortificada y chispitas a sus 
niños, productos altos en hierro y zinc y vitamina A, que provienen de los centros de salud. Estos productos pueden 
jugar un rol importante cuando las familias no pueden suplir los alimentos adecuados. 

Entonces, ¿dónde queda la idea de que la agrobiodiversidad juega un rol en la nutrición? El concepto nutricional de 
diversidad de dieta es diferente del concepto de diversidad agrobiológica, desde que enfoca los productos de origen 
animal, vegetal y frutas por sus aportes en diversos micronutrientes y no de cultivos. De esta forma, la diversidad de 
dieta agrupa papa, arroz, trigo, cebada, avena y yuca en un solo rubro de carbohidratos (ricos en energía), por lo que 
una combinación de éstos previenen la desnutrición, mientras que el número de variedades de cultivos —la diversi-
dad agrobiológica— juega un rol clave en mantener la productividad bajo climas adversos y marginales. 

El 98% de las familias de Chopccapampa reportaron pérdidas de cosechas de papa por problemas de clima y de enfer-
medades; el 60%, pérdidas de cebada por granizo. La variabilidad genética de cultivos y de especies es una herramien-
ta esencial para contrarrestar las vicisitudes del clima, y las variedades dominantes van cambiando o se mantienen 
según cada estación, adaptándose a un clima cambiante. Así, solo indirectamente la diversidad agrobiológica influye 
en la nutrición y la seguridad alimentaria, siendo esta última, a su vez, influenciada por la cultura. 

Notas 

1 	 Grupo Yanapai. 
2 	 Centro Internacional de la Papa. 
3 	 Instituto de Investigación Nutricional (IIN). 
4 	 Universidad Politécnica de Valencia (España). 
5 	 Universidad de Reading (Reino Unido). 
6 	 Frison, E.A.; J. Cherfas y T. Hodgin (2011). «Agricultural biodiversity is essential for a sustainable improvement in food and nutri-

tion security». Sustainability 2011-3, pp. 238-253.
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Presente y futuro de la quinua en el Perú

Gianmarco Cheng
LRA N° 142, julio 2012

El año 2013 ha sido declarado por la ONU como Año Internacional de la Quinua, pero ¿qué sabemos realmente de 
este grano milenario? ¿Cómo podemos contribuir a impulsar este cultivo y qué acciones se pueden tomar desde el 
Estado para promoverlo? 

Principales características de la quinua 

La quinua es uno de los alimentos más nutritivos que existen en el mundo; no por nada fue considerada por la 
NASA como el alimento apto para sustentar a sus astronautas en condiciones de aislamiento1. Esto se debe a sus 
altos contenidos de proteínas2 (13.81% a 21.9%, dependiendo de la variedad) y a ser el único alimento, en el reino 
vegetal, que provee todos los aminoácidos esenciales, según el estándar para la nutrición humana de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO). 

La producción de quinua en el mundo se concentra, principalmente, en Sudamérica, extendiéndose desde 
el sur de Colombia hasta el sur de Chile. Puede sembrarse desde el nivel del mar, en costas chilenas, hasta 
el altiplano compartido por Bolivia 
y Perú3. Estos, junto con Ecuador, 
son los tres países con mayor pro-
ducción, pero el cultivo también se 
ha introducido en otras partes del 
mundo gracias a su gran capacidad 
de adaptación: Europa, Asia, Aus-
tralia y Norteamérica. 

La producción en el altiplano, y so-
bre todo en el Perú, está a cargo de 
pequeños productores (alrededor de 
sesenta mil) que poseen, por lo gene-
ral, menos de 0.3 hectáreas. Según el 
estudio de Suca Apaza4, las fincas de 
estos están poco articuladas al mer-
cado, lo que sugiere una producción para la subsistencia. 

Tendencias de producción y mercado 

Revisando las estadísticas de la FAO se puede apreciar, para el caso peruano, un aumento en la producción entre los 
años 2005 y 2010, acompañado de un incremento de las áreas cosechadas. Considerando que los rendimientos han 
sido estables en los últimos cinco años, se advierte que existe un esfuerzo para aumentar la producción y atender la 
creciente demanda interna y externa (ver gráfico 1). 

El mercado nacional de la quinua, en 2011 —según los datos de aduanas de la página de Sunat y la información de 
FAO—, representa casi el 90% del destino de la producción. Esto se traduce en un consumo per cápita anual prome-
dio de entre 1 kg a 1.3 kg, concentrados principalmente en las zonas productoras. 

Gráfico 1. Evolución del área cosechada y de la producción de quinua en el 
Perú (2001-2010)

Fuente: FAOSTATS. Elaboración propia.
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Por otro lado, en el mercado internacional, la quinua peruana tiene como principales compradores a Japón, Alema-
nia, Canadá y EE.UU., país que encabeza las compras con entre el 45% y el 64% de nuestra oferta exportable de los 
últimos años (ver tabla).

Otro circuito comercial, y del cual no se tienen muchos datos, es el del contrabando con Bolivia: según informa-
ción de algunos medios de prensa bolivianos, hasta 15,000 toneladas de quinua habrían entrado al Perú en 2011 de 
esta manera, lo que representa casi el 
40% de la producción boliviana (se 
necesitarían datos más sólidos para 
comprobar esa afirmación).

Implicancias del año de la quinua 

El objetivo principal de la celebra-
ción del Año de la Quinua —en 
2013— es promocionar en el mun-
do el producto y sus propiedades. Es 
importante dinamizar las economías 
locales rurales a través de la expor-
tación, pero es igualmente o más 
importante que los mismos peruanos 
reconozcamos los beneficios alimen-
tarios de nuestra quinua y hacer uso 
de ella. Si nos preguntáramos qué podemos hacer para celebrar dicho año internacional, la respuesta más simple sería: 
que más gente consuma más quinua. Debemos empezar a revalorar nuestra riqueza, sin necesidad de que primero sea 
reconocida afuera.

Por el lado de quienes toman las decisiones, el camino es seguir impulsando el mejoramiento de las semillas, a fin de 
aumentar la productividad5, y la promoción del producto en relación con la gastronomía. Un caso exitoso de pro-
moción del consumo es el de la papa: acciones en conjunto del Minag y del Centro Internacional de la Papa (CIP) 
lograron elevar el consumo anual per cápita, de este tubérculo, desde los 70 kg hasta los 80 kg actuales. Otro tema 
importante es el robustecimiento de los circuitos de comercialización de los pequeños productores de quinua, no solo 
para las exportaciones, sino también para el consumo local, regional y nacional. Las características nutritivas de este 
grano pueden ser fundamentales para combatir la inseguridad alimentaria en las zonas más excluidas.

Notas 

1 	 NASA Technical paper 3422. 1983, Quinoa: An Emerging «New» crop with potential of CELSS. 
2 	 Porcentaje de proteína con referencia a sus componentes. 
3 	 Rojas, W. 1998. Análisis de la diversidad genética del germoplasma de quinua. 
4 	 Suca Apaza. 2008. Competitividad de la quinua: una aplicación del modelo de Michael Porter. 
5 	 En 2011, INIA presento la variedad Quinua INIA 427, con un mejor rendimiento y resistencia a enfermedades. Luz Gómez Pando, 

jefa del Programa de Cereales de la UNALM, indicó a El Comercio (22/12/ 2011) que los rendimientos podrían pasar de 0.85 a 1.5 
t/ha, a entre 2 o 3 t/ha.

Año Valor FOB 
(US$)

Peso neto
(kg)

Valor unitario
FOB (US$)

Principales países 
de destino

2007 1’787,784 1’348,150 1.33 EE.UU. 60.84%

2008 5’079,427 2’096,263 2.42 EE.UU. 62.58% y 
Japón 8.63%

2009 7’304,730 2’711,780 2.69 EE.UU. 45.54% y 
Alemania 10.09%

2010 13’190,249 4’782,863 2.76 EE.UU. 64.23% y 
Alemania 7.96%

2011 16’800,386 5’327,737 3.15 EE.UU. 63.43% y 
Canadá 7.94%

Fuente: Sunat. Elaboración propia.



124

Compendio de artículos 2010-2015

El Perú sigue sin tener una política de seguridad alimentaria

Fernando Eguren
LRA N° 142, julio 2012

Después de un año de gobierno del presidente Ollanta Humala, ¿qué puede decirse de su política de seguridad 
alimentaria? 

La seguridad alimentaria, el clima y la pobreza rural están ligados. Alrededor de dos tercios de la producción de 
alimentos de origen agrícola está en manos de pequeños productores. De ellos depende, en buena medida, la se-
guridad alimentaria del país. Paradójicamente, en aquellos lugares donde existe una mayor densidad de pequeña 
agricultura, la incidencia de la pobreza y la desnutrición infantil es grande. Para agravar la situación, la producción 
agrícola es fuertemente influenciada por fenómenos meteorológicos: temperaturas «anormales», lluvias y sequías, 
inundaciones, heladas y granizo, vendavales, etc. 

¿En qué medida el gobierno ha logrado asumir desafíos tan complejos como urgentes? 

Poblaciones y áreas vulnerables 

Las regiones quechua (2,500-3,500 m.s.n.m.) y suni (3,500-4,000 m.s.n.m.) son las más afectadas por los fenómenos 
meteorológicos, y representan el 54% de los distritos del país, el 24% de la población total y el 49% de la población 
rural, según el censo de 2007. Son regiones con una población predominantemente campesina, habituada a una cons-
tante adaptación a las variedades climáticas y con una alta incidencia de pobreza. Dado que los ingresos (en dinero o 
especie) de dichos sectores sociales dependen, en buena cuenta, de una actividad agropecuaria afectada por el clima, 
son especialmente vulnerables a la inseguridad alimentaria. 

Ahora bien, la adaptación no se da solo en las prácticas productivas, sino también mediante la diversificación de activida-
des económicas agrícolas y no agrícolas —y, por ende, mediante la diversificación de ingresos— de las familias campesinas, 
así como por las migraciones temporales o permanentes. Son prácticas muy difundidas ante situaciones adversas creadas 
por causas muy distintas, tanto climáticas como económicas y sociales. Los productores agrícolas más pobres y vulnerables 
son los campesinos que menos han diversificado sus ingresos y que se dedican más a la actividad agraria1. 

Además del impacto del clima sobre la producción, también son factores importantes de vulnerabilidad a la insegu-
ridad alimentaria la falta o insuficiencia de acceso a bienes públicos, entre ellos, la infraestructura vial, la energía y 
las telecomunicaciones. 

El Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social (Mimdes) produjo en 2010 un Mapa de vulnerabilidad a la inseguridad alimen-
taria, utilizando indicadores basados en cinco variables: ingresos promedios anuales per cápita; grado de urbanización de la 
población; población en situación de no pobreza; población con acceso a agua por red pública interna y externa; y producto 
bruto interno de alimentos de los sectores agrícola, pecuario y pesquero. Luego de analizar el peso de cada variable, se 
encontró que la que más incide sobre la seguridad alimentaria fue la producción de alimentos (PBI agrícola, pecuario y pes-
quero). Ello da al desempeño del sector agrario y de su capacidad productiva un lugar estratégico en la determinación de la 
mayor o menor vulnerabilidad de la población a la inseguridad alimentaria. Pero, reiteramos, es precisamente la producción 
agraria la actividad económica que está entre las más afectadas por el cambio climático. 

Según el Mimdes, la vulnerabilidad a la inseguridad alimentaria alcanza al 47.5% de la población total peruana, y 
casi todos los departamentos andinos tienen niveles de vulnerabilidad a la inseguridad alimentaria muy altos o mo-
deradamente altos. 
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Las políticas alimentarias y el cambio climático 

En el Perú, gobiernos de distinta orientación han tenido políticas alimentarias, aun cuando no necesariamente res-
pondían a visiones estratégicas o de mediano y largo plazo. En la década de 1980, se fue pasando de políticas univer-
sales (por ejemplo, subsidios o control de precios) a programas focalizados (en beneficio de grupos específicos). En 
las décadas de 1990 y 2000, los gobiernos de turno suscribieron o ratificaron convenios internacionales de carácter 
vinculante, en los que se reconoce el derecho de la población a tener suficientes alimentos, a estar protegida contra el 
hambre y a que se establezca el marco legal adecuado para la debida protección de este derecho. El Acuerdo Nacional 
instauró, por primera vez, en su acuerdo 15, los lineamientos de una política de seguridad alimentaria, superando la 
limitada perspectiva de distribución de alimentos.

En 2004 se aprobó la Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria (ENSA), que debía regir hasta 2015, además de 
otros documentos orientadores relacionados, como la Estrategia Nacional de Desarrollo Rural y la Estrategia Nacio-
nal Crecer. La ENSA debía dar lugar a las Estrategias Regionales de Seguridad Alimentaria (ERSA), bajo responsa-
bilidad de los gobiernos regionales. Sin embargo, desde su aprobación, tanto la ENSA como las ERSA presentaron 
limitaciones de tipo político y técnico para su funcionamiento. Para comenzar, no se dieron leyes que obligasen a los 
propios organismos públicos a su cumplimiento. 

Un nuevo Plan Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional (PSAN) 2012-2021 fue elaborado por un equipo 
técnico multisectorial de Seguridad Alimentaria y Nutricional, coordinado por la PCM, en el actual gobierno de 
Humala. El PSAN contiene propuestas de acciones para enfrentar los impactos del cambio climático en la seguridad 
alimentaria, pero después de largos meses aún está en proceso de gestión para su aprobación. 

Tampoco el gobierno, hasta el momento, ha definido políticas integrales de apoyo a la pequeña agricultura; más bien, 
se ha continuado una política inercial a favor de la gran empresa agroexportadora. 

No existe en la actualidad, pues, una real política de seguridad alimentaria; más aún, todavía está por definirse el 
organismo público que será el responsable de normar y fiscalizar el cumplimiento de tal política. El Ministerio de 
Agricultura (Minag) ha tomado la iniciativa para liderar el tema, pero aún no ha sido formalizada. En la práctica, la 
política de seguridad alimentaria se limita a diferentes programas de asistencia alimentaria, principalmente condu-
cidos por el Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social (Midis). En el Congreso hay hasta dos proyectos de ley de 
seguridad alimentaria, pero apenas sí han merecido la atención de los parlamentarios. 

Menos, todavía, hay una política que vincule la seguridad alimentaria al nuevo contexto de cambio climático. Aun 
cuando el Minag ha concluido la formulación de un Plan Nacional de Gestión del Riesgo y Adaptación a los Efectos 
del Cambio Climático en el Sector Agrario, que debería regir entre los años 2012 y 2021, este plan todavía no ha sido 
formalizado. 

Si durante el primer año se ha avanzado poco, es urgente y perentorio que, al iniciarse el segundo año de gobierno, 
este dé muestras de voluntad política para definir una política de seguridad alimentaria que tome en cuenta tanto el 
papel fundamental de los pequeños agricultores como los impactos del clima sobre la producción. 

Nota 

1 	 Ver la obra colectiva —que incluye el caso del Perú—, coordinada por Emilio Klein, Políticas de mercado de trabajo y pobreza rural en 
América Latina. Cepal/OIT/FAO. Santiago de Chile, 2010. <http://www.fao.org/docrep/018/i2651s/i2651s.pdf>. 
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Los desastres y la inseguridad alimentaria
siguen castigando a la selva

Ricardo Marapi1

LRA N° 140, mayo 2012

La hora del almuerzo ha llegado a la comunidad nativa de Santa Elena, en el distrito de Sepahua, provincia de Ata-
laya, Ucayali. Los pobladores —que pertenecen a la etnia yine— han preparado una olla común y se alistan a comer 
el pango, un típico plato selvático de gran consumo en esta zona rural, a base de pescado salado, que se sancocha en 
la olla y se acompaña con plátano o la tradicional yuca. Esta remota zona del país vivió en 2011, y nuevamente en los 
primeros meses de este año, severas inundaciones que no solo dejaron decenas de viviendas y familias damnificadas, 
sino que también destruyeron centenares de hectáreas de cultivos. Es decir, se vino abajo la estructura de producción 
y acceso a alimentos de miles de familias nativas de los distritos de la selva. 

La recurrencia de los eventos climáticos extremos (ECE) es una histórica constante en el Perú, y una de sus graves 
consecuencias es que tiene una repercusión inmediata en la producción agrícola. En muchos casos, los agricultores 
no solo pierden sus cosechas, sino también los granos y semillas, lo cual pone en peligro la continuidad del cultivo y 
de una nueva campaña agrícola. 

En zonas altamente vulnerables, como la selva peruana, los ECE pueden desestabilizar completamente la seguridad 
alimentaria de las familias. Por ejemplo, en la selva alta y la selva baja, los distritos productores de plátano son los más 
afectados por los ECE, principalmente inundaciones, lluvias y vendavales. En 2009, aproximadamente un 80% del 
total de emergencias que afectaron al cultivo del plátano —y también del arroz— ocurrieron en los distritos produc-
tores selváticos (ver Agrodata de esta edición). 

La desnutrición aumenta en la selva 

Una de las primeras consecuencias de la inseguridad alimentaria producto de la recurrencia interminable de los ECE es la 
persistencia de los cuadros de desnutrición en las comunidades nativas de la selva. Hacia el año 2011, la prevalencia de 
anemia entre los niños de 6 a 59 meses de edad fueron muy altas en las principales regiones de la selva (Amazonas, 29.6%; 
Loreto, 42.8%; Madre de Dios, 41.8%; Ucayali, 36.7%), si hacemos una comparación con las cifras de Lima (19.6%).2 

En el caso de la desnutrición global (que comprende las cifras sobre desnutrición aguda y crónica), el informe de 
la Encuesta Demográfica y de Salud Familiar (Endes) concluye que este problema se presentó en 2011 con mayor 
intensidad en los niños de la región selva (8.3%), es decir, siete puntos porcentuales más alto que en Lima Metropo-
litana (1.3%). 

«El tema es que muy pocos, todavía, han tomado conciencia de lo vulnerables que somos en el país ante los eventos 
climáticos. Antes, estos eventos eran cíclicos; se presentaban cada cuatro, ocho o diez años. Pero ahora nos damos 
cuenta de que ya son recurrentes», afirma el ingeniero Rubén Mori Kuriyama, coordinador de la Unidad de Emer-
gencias y Rehabilitación de la Organización de la Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), 
en el Perú, que en la actualidad está desarrollando un proyecto en varios distritos de la selva de Ucayali (Sepahua, 
Atalaya, Iparía y Tahuanía) para recuperar el sistema productivo de la población rural y enseñar a adoptar medidas 
que atenúen los daños cuando vuelva a presentarse un fenómeno similar. 

«La selva tiene características especiales. Las inundaciones que se presentaron el año pasado fueron totalmente in-
usuales, según la gente de la zona. Hace cuarenta años que no se presentaban inundaciones de ese nivel, y este año 
se han repetido con mayor intensidad», expresa, preocupado, el ingeniero Mori. 
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El papel de los gobiernos locales 

La falta de presupuesto es el principal problema que 
enfrentan las autoridades distritales y provinciales para 
realizar una gestión del riesgo y recomponer la segu-
ridad alimentaria de las zonas rurales afectadas por 
los ECE. En otros casos, los presupuestos ínfimos que 
logran obtener, lamentablemente se ejecutan de ma-
nera muy lenta, en medio de la burocracia del apara-
to estatal, lo cual constituye un grave problema, pues 
precisamente se necesita rapidez para responder a las 
consecuencias de los ECE. 

«Los municipios no tienen dinero suficiente para poder 
responder a los fenómenos naturales. Los municipios 
locales y provinciales son los líderes del Sistema de De-
fensa Civil en su ámbito; sin embargo, en muchos de 
los casos no ocurre eso. No hay un entrenamiento de 
la autoridad política sobre el tema», advierte Federico 
Arnillas, presidente de la Mesa de Concertación de la 
Lucha contra la Pobreza. 

Esto queda demostrado al realizar una consulta rápi-
da sobre el «Presupuesto por resultados» en la web de 
Transparencia Económica del Ministerio de Economía 
y Finanzas3. En 2011, para el programa estratégico de 
Seguridad Alimentaria, en la web no se consigna un 
presupuesto destinado a la provincia de Atalaya, a 
diferencia de otras provincias ucayalinas, como Padre 
Abad (S/.63,371) y Coronel Portillo (S/ .420,380). Es 
decir, en ese rubro, no hubo gasto de presupuesto por 
parte de los gobiernos locales de Atalaya, a pesar de 
que los agricultores de la provincia fueron afectados 
por devastadoras inundaciones que destruyeron sus 
cultivos. 

«Es cierto. Me parece que allí hay un tema de interpre-
tación, principalmente de los gobiernos regionales», explica el ingeniero Rubén Mori, de la FAO. «Como el Gobierno 
central tiene un fondo de contingencia, manejado por el Indeci, entonces los gobiernos regionales, al elaborar su 
presupuesto, dicen: « ¿Para qué voy a asignar un fondo regional ante desastres si el Gobierno central tiene un fondo 
de contingencia?» En realidad, el pensamiento de los gobiernos regionales debería ser el de contar con un fondo de 
contingencia para atender sus necesidades regionales y acudir al fondo de contingencia nacional sólo cuando ocurra 
un evento catastrófico que supere sus capacidades», plantea Mori. 

Un problema similar sobre la falta de presupuesto también lo encontramos en el tema de gestión de riesgo. Para el 
caso de la región Ucayali, el presupuesto por resultados no consigna ningún gasto durante 2011 para el programa es-
tratégico de «Reducción de la vulnerabilidad y atención de emergencias por desastres». Ni un solo sol del presupuesto 
se ejecutó durante ese año sobre ese rubro. Un hecho muy alarmante. 

La FAO y las inundaciones en la selva

Ingeniero Rubén Mori, coordinador de la Unidad de 
Emergencias y Rehabilitación de la FAO

«Nuestra principal preocupación es promover que 
las comunidades de la selva trasladen sus viviendas 
a una zona más alta. Respecto a los cultivos, desgra-
ciadamente muchos los siembran en la orilla del río, 
donde está el terreno fértil. Nosotros estamos traba-
jando junto a ellos para encontrar una mejor época 
de siembra; es decir, cultivos de ciclo corto, que pue-
den ser cosechados antes de que venga la creciente 
del río; de esa manera reducimos la vulnerabilidad. 
Sobre los cultivos permanentes, estos siempre van a 
ser susceptibles a las inundaciones; sin embargo, se 
está viendo la manera de sembrar un poco, antes de 
lo habitual, de manera que cuando venga la crecien-
te, la cosecha ya se haya realizado». 

«La idea es tratar de manejar estacionalmente los 
cultivos, de manera que la cosecha se efectúe antes 
de que se presenten las inundaciones. En algún mo-
mento, ciertas comunidades nos decían que las inun-
daciones se presentan todos los años; pero algunos 
ya tomaron conciencia de que no todos los años la 
inundación se llevará sus enseres ni sus utensilios, ni 
toda su ropa. Por ejemplo, este año, 2012, los daños 
han sido menores debido a que muchos ya aprendie-
ron y empezaron a sembrar en zonas altas y en épocas 
del año más adecuadas».
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La desidia demostrada por las autoridades nacionales y locales ante los desastres se ve agravada con el factor del 
cambio climático, que tiene estrecha relación con la inseguridad alimentaria en las zonas rurales del país. 

Ante ello, una de las iniciativas que la sociedad civil y el Estado están trabajando en conjunto es el «Plan 
nacional de gestión del riesgo y adaptación a los efectos adversos del cambio climático en el sector agrario» 
(PLANGRACC), un documento —elaborado por la FAO y el Ministerio de Agricultura— que esperan sirva 
como base para fortalecer a los actores del sector agrario en la toma de medidas de adaptación y prevención. «Al 
final, saldrá un documento del Ministerio de Agricultura promovido por la FAO, que esperemos se convierta en 
norma para que sea utilizado y aplicado en todas las instancias relacionadas con el sector agropecuario de país», 
anhela el ingeniero Rubén Mori. 

Nota 

1 	 Periodista.
2	 Informe Encuesta Demográfica y de Salud Familiar (Endes), p. 257. Ver <http://bit.ly/1Ix5dmH>. 
3 	 <http://bit.ly/1Uul7G3>.



129

La Revista Agraria. Seguridad alimentaria en el Perú.

Las compras públicas deben incluir 
a los agricultores organizados

Artículo elaborado a partir del estudio «Compras públicas a los pequeños productores del sector 
agropecuario en el Perú», del investigador Julio Venero, realizado por CEPES

Iris Camacho1

LRA N° 139, abril 2012

El Estado representa en la actualidad un importante actor dentro del sistema de comercialización, pues realiza signi-
ficativas adquisiciones de bienes, servicios y obras, con el objeto de asegurar la ejecución de actividades de diversas 
instituciones públicas, como ministerios, gobiernos locales y regionales y las Fuerzas Armadas. Para ello, el Estado 
concreta cuantiosas compras, sobre todo a empresas, mypes y consorcios. Dentro del universo de adquisiciones públi-
cas existe uno que es fundamental: las compras de alimentos efectuadas por programas sociales como el Programa del 
Vaso de Leche (PVL) y el Pronaa; ambos hacen las mayores compras públicas de alimentos en el país. 

Por ejemplo, en 2010, dichas compras alcanzaron los S/.1,074 millones, un 4.1% del total de las compras públicas, 
lo cual significó un incremento, con respecto a 2009, de S/.783 millones, un 3.7% del total. Llama la atención la 
predominante participación de los gobiernos locales en los años 2009 y 2010, porque sus compras representaron el 
44.8% y 38.7%, respectivamente, mientras que las realizadas por el Pronaa, también en esos dos años, representaron 
el 17.7% y 36.8%, respectivamente. 

Las cifras antes mencionadas demuestran, en apariencia, que el mercado estatal de alimentos representa (especial-
mente para los agricultores) una buena opción para vender. Sin embargo, para acceder a este sistema se requieren 
tres requisitos imprescindibles: primero, formalidad (inscripción en los registros de las mypes y en la Sunat); segundo, 
tecnología para la transformación de alimentos, ya que la mayor parte de los que compra el Estado requiere un nivel 
de transformación2; y tercero, un adecuado acceso a la información. 

En la actualidad, la participación de mypes rurales es marginal en el universo de compras públicas de alimentos. Gran 
parte de las licitaciones sigue cayendo en manos de grandes y poderosas corporaciones. Un caso que se destapó recien-
temente2 es el de las compras públicas de leche UHT, enriquecida, endulzada y evaporada. El 90% de compras públi-
cas de este tipo de leche tuvo un solo postor ganador todos los años: Deprodeca S.A.C., empresa distribuidora del gru-

po Gloria, compañía 
que también lideró las 
ventas de leche evapo-
rada al PVL. Uno de 
los principales cues-
tionamientos es que la 
ración de leche UHT 
cuesta más del doble 
que la ración de leche 
fresca que venden los 
productores locales. A 
pesar de ello, el Esta-
do no les compra a los 
productores. 

Empresas no rurales
99.10%

Asociaciones rurales
0.50%

Otras empresas rurales
0.40%

     Empresas rurales
0.90%

Empresas 
no rurales

Empresas 
rurales

Asociaciones 
rurales

Otras em-
presas rurales

Fuente: SEACE. Observatorio Mype de Compras Estatales - Ministerio de la Producción. Elaboración: Julio Venero.

Gráfico 1. Participación de las mypes rurales y asociaciones
de pequeños productores en las compras del Estado
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Como se observa en el gráfico 1, en el año 2010 el Estado compró a las empresas rurales un valor de S/.233 millones, 
que representa solo el 0.9% del total de las compras; de esta proporción, solo 0.5% fue hecha a las asociaciones de 
productores agropecuarios. ¿Cuáles son los factores que limitan una mayor participación de pequeños productores en 
el mercado estatal? Principalmente, limitaciones en infraestructura para la transformación, falta de financiamiento, 
escasez de redes viales, dificultades en el acceso a la información y debilidad de las organizaciones. 

Los PVL son los que realizan las mayores compras de alimentos, constituyéndose en el mercado más accesible para 
los pequeños productores. Para vender a los PVL, no solo basta la voluntad de las autoridades locales y la respectiva 
ordenanza edil que facilite la compra; también se necesita de un conjunto de acciones, entre ellas, la participación de 
productores, autoridades y técnicos. Existen experiencias donde se ha logrado la participación conjunta de estos actores, 
y el rol de la organización de productores ha sido fundamental. Una buena organización ha permitido no solo que el 
gobierno local acepte comprarles la leche para el PVL, sino también que los productores puedan acceder a tecnologías 
de producción y transformación, así como incrementar su poder de negociación. Los gobiernos locales ahora cuentan 
con una oferta permanente que puede suministrar las cantidades requeridas bajos ciertos criterios de calidad.3 

Uno de los retos que enfrentan estas organizaciones es la urgente necesidad de mejorar la calidad de su producto, 
pues la leche, al ser altamente perecible, requiere de un tratamiento especial para su conservación. Se necesita 
entonces una mayor inversión en las plantas de tratamiento de la leche e incrementar las capacidades de gestión y 
administración de los propios productores. 

En la actualidad el gobierno local de Pomacanchi (Cusco) está comprando leche fresca a la asociación de productores 
de la zona y gasta alrededor de 276,000 nuevos soles anuales en la compra de leche y derivados4. Sin embargo, para 
que la organización de productores acceda a ser apto para vender al gobierno local, han tenido, además de ejercer 
presión en sus autoridades, garantizar un suficiente volumen de leche para abastecer al PVL; calidad de la leche pues 
esta debe contar con la certificación de SENASA; y finalmente la distribución de la misma. La venta de leche al go-
bierno local ha permitido incrementar el precio por litro de leche, que antes del año 2005 era de 0.50 céntimos, pero 
actualmente ha subido a 1.75 nuevos soles durante todo el año. Gracias a ello, los productores ganaderos asociados 
están recibiendo una cantidad de dinero que en algunos casos representa el 30% de su ingreso mensual, el cual están 
utilizando para realizar mejoras en los pastos y para resolver los problemas sanitarios de su ganado. 

Acceder al mercado (estatal o de otro tipo) va a requerir siempre de otras variables tan importantes como la organi-
zación, que van a determinar que el productor consiga un margen de ganancia; por ejemplo: políticas públicas desti-
nadas a fortalecer la capacidad de negociación de las organizaciones, mejorar su acceso a servicios y bienes públicos 
como infraestructura vial, centros de acopio, liquidez, sistemas de información de mercados, entre otros. 

Las compras públicas son parte de un programa de desarrollo agrario, donde el Ministerio de Agricultura tiene 
competencia, pero donde también se necesita la participación de otras instituciones para que sus esfuerzos conjuntos 
confluyan en el objetivo de consolidar el sistema de compras públicas como una oportunidad de desarrollo para miles 
de productores agropecuarios.

Notas 

1 	 Abogada.
2	 Los alimentos más comprados por el Estado, en el año 2010, fueron los aceites, el azúcar, los granos y las harinas, representando el 

31.1% del total; luego estuvieron las raciones alimenticias, con 26.2%, y en tercer lugar la leche y sus derivados, con 24.9%. 
3 	 Unidad de Investigación del diario El Comercio. «Las empresas ‘caseritas’ del Pronaa» - 16 de noviembre de 2011. 
4 	 Experiencias de los casos de la Municipalidad Distrital de Chalaco (Piura) y la Municipalidad de Pomacanchi (Cusco). 4 Informa-

ción obtenida de la entrevista al responsable del PVL.
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Canasta campesina: el rol de 
la pequeña agricultura en la alimentación nacional

David Gonzales1

LRA N° 136, enero 2012

Según fuentes oficiales, 13.8 millones de peruanos son vulnerables a la inseguridad alimentaria (Mimdes 20102). 
Pero, si bien la cantidad de alimentos a los que accedemos es un factor importante, también lo es la calidad de lo que 
comemos y cómo lo aprovechamos para nuestra nutrición. Para ver esto es necesario revisar nuestras canastas de 
consumo y cómo han ido evolucionando en el tiempo. 

Crónica del problema de alimentación 

Los estudios de alimentación en el Perú comienzan en la década del setenta, cuando se aplicaba la Encuesta Nacional 
de Consumo de Alimentos (ENCA). La fotografía de esos años mostraba profundas diferencias entre regiones: el peso 
de los tubérculos y raíces (básicamente, papa y yuca) representaba 
el 44% de lo que se comía en la sierra y el 52% en la selva, pero 
solo un 14% en Lima; es decir, las zonas del interior optaban por 
abastecerse de producción local. Las fuentes de proteínas eran es-
casas en esas zonas; en el caso de la leche, la costa consumía más 
del doble que la sierra y cinco veces más que la selva. La región 
más favorecida era la costa: en Lima y grandes ciudades se ob-
tenían canastas diversificadas (con menestras, hortalizas, frutas, 
etc.), mientras que en el interior, si bien se comía más cantidad de 
alimentos, su aporte nutricional era menor3. 

En las décadas del ochenta y noventa, la hiperinflación y el shock 
económico de Fujimori dejaron huellas en el consumo y la pro-
ducción en el país. Durante el gobierno de García, el proceso de 
inflación restringió el consumo de fuentes de proteínas (como 
carnes y leche), mientras que la participación de las frutas se re-
dujo en la dieta nacional, y se consolidó el consumo de productos 
importados. Durante el gobierno de Fujimori, la pobreza se agu-
dizó y los programas sociales de asistencia alimentaria cobraron 
importancia, no sólo en su rol de alivio a la pobreza, sino también 
como instrumentos para establecer relaciones de clientela con los 
pobres urbanos, mientras que en el campo se recortaba el presu-
puesto para la investigación técnica y el financiamiento para el 
agro. En este contexto, los más favorecidos fueron las empresas importadoras; en el caso del arroz, el principal molino 
del país no estaba en Lambayeque, sino en el Callao, para dar el acabado final a los arroces extranjeros. 

¿Qué comen los peruanos ahora? 

En los setenta, Amat y Curonisy analizaron el patrón de consumo que detallamos en el cuadro 1. Hemos realizado 
un estimado de este consumo para el año 2010 a partir de la Encuesta Nacional de Hogares (Enaho) reportada por 
el Instituto Nacional de Estadística (INEI). Treinta y ocho años después, hay cambios en el patrón de consumo: la 
ingesta de tubérculos y raíces ha caído casi 10%, alentada por la urbanización y la migración a las ciudades, en donde 

Cuadro 1. Distribución de la canasta de alimentos 
en el Perú 1972-2010*

1972** 2010*** 

Tubérculos y raíces 31.2% 22.0%

Cereales y derivados 23.5% 23.9%

Hortalizas y derivados 8.4% 2.5%

Leche y derivados 7.6% 8.5%

Carnes 5.7% 4.9%

Frutos y derivados 5.7% 7.6%

Azúcares y derivados 5.1% 5.3%

Leguminosas 4.1% 9.5%

Comida fuera de casa 0.0% 7.7%

Otros 8.7% 7.8%

Total 100% 100%
Fuente: * Es decir, como distribuye la cantidad de alimentos 

que se consume.   ** El consumo de alimentos en el Perú y sus 
efectos nutricionales. Carlos Amat y Dante Curonisy (1979).  *** 

Enaho 2010 (INEI). Elaboración propia.



132

Compendio de artículos 2010-2015

la regularidad del consumo de verduras y frutas los reemplaza como fuente de vitamina C. Mientras, el consumo de 
leche, frutas y leguminosas habría aumentado por el mismo proceso. Lo nuevo es la importancia que cobran las comi-
das fuera del hogar, que significan un 8% del consumo. En términos generales, hemos mejorado nuestra alimentación, 
pero ¿de dónde viene lo que comemos los peruanos? 

Para responder a esta pregunta, clasificamos los alimentos en tres grupos, según la fuente que los produce: i) los produ-
cidos por la pequeña agricultura, que se comercializan sin mayor transformación y/o por canales tradicionales; ii) los de 
la gran empresa, producidos o comercializados en gran escala por los oligopolios locales, como la leche, el aceite y los 
fideos; y iii) fuera del hogar: cuando el alimento es comprado o consumido ya procesado fuera de la vivienda.

La principal fuente de producción de nuestros alimentos es, desde este análisis, la pequeña agricultura, que provee el 
66% del volumen de lo que comemos. En términos de gasto, el 50% del presupuesto se orienta a los alimentos pro-
ducidos por ella (ver gráfico 1); de 29 kilos de alimento que consume la población, 19 son producidos por pequeños 
productores. La importancia de la gran empresa en la alimentación es, aunque menor, también significativa, pues 
representa el 28% del volumen y el 37% del gasto en alimentos; aquí están afianzados los oligopolios productores de 
leche y harina para pan y fideo. El nuevo patrón amplía el consumo de alimentos fuera del hogar: 13% del gasto de 
alimentos se hace fuera de las viviendas. 

Existen importantes diferencias si se hacen comparaciones regionales. En una región pobre como Huancaveli-
ca, la pequeña agricultura produce 
el 77% del volumen total de ali-
mentos consumidos en el departa-
mento. Lo mismo ocurre en regio-
nes altamente rurales, como San 
Martín (ver cuadro 2). El avance 
de la gran empresa estaría ligado 
a la urbanización y los cambios en 
el patrón de consumo, como en 
Piura, en donde el 40% del gasto 
de alimentos está dirigido a los oli-
gopolios.

Cuadro 2. Gasto y consumo de alimentos en tres regiones

Fuente  Rubro  Piura Huancavelica  San Martín 

Pequeña agricultura
% consumo 66.0% 77.0% 73.0%

% gasto 51.6% 58.1% 49.1%

Gran empresa
% consumo 29.4% 17.8% 22.7%

% gasto 40.0% 29.2% 39.6%

Fuera del hogar
% consumo 4.6% 5.2% 4.3%

% gasto 8.4% 12.7% 11.3%

Fuente: Enaho 2010 (INEI). Elaboración: CEPES.
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Gráfico 1. Perú: consumo de alimentos según fuente (2010)

Fuente: Enaho 2010 (INEI). Elaboración: CEPES.
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Algunas lecturas particulares de esta información: una región pobre como Huancavelica puede consumir más canti-
dad de alimentos gastando menos dinero. Pese a ello, no está garantizada la satisfacción de sus necesidades nutricio-
nales, pues el consumo de alimentos centrado en carbohidratos, como la papa, no basta. Lo mismo sucede en el caso 
de Puno. El gráfico 2 evidencia que hay un nivel de diversificación de la procedencia de los alimentos: regiones como 
Huancavelica consumen arroz o fideos que no producen, sino importan de otros departamentos productores o proce-
sadores; Piura y San Martín se abastecen de papas de otras regiones. Se aprecia, también, que las zonas productoras 
demandan preferentemente sus propios productos, como el arroz en Piura, y la papa en los departamentos serranos. 

El análisis del consumo y demanda de alimentos está íntimamente ligado a la producción y precio de los productos. Ya 
en 1986, la Presidencia del Consejo de Ministros elaboraba estudios que permitían conocer la problemática y orientar 
las políticas públicas para atender este problema; un insumo fundamental era la Hoja de Balance de Alimentos, que 
se elaboró hasta el año 2008 y que debería ser retomado por el Ministerio de Agricultura. 

En la actualidad carecemos de información «oficial» que permita analizar qué comemos los peruanos, de dónde 
viene lo que comemos y qué podemos hacer con los productores y demás actores para garantizar nuestro acceso a los 
alimentos. Se hace necesario hacer visible la situación de la pequeña agricultura y agilizar una agenda que le permita 
a este segmento tener una mayor competitividad en la tarea estratégica de alimentar a los peruanos; más aún en 
escenarios de volatilidad de precios internacionales y de preocupación por la escasez de tierras para la producción 
de alimentos. 

Notas

1	 Economista. Con la asistencia de Renato Salazar y David Paredes. 
2 	 Mimdes. Mapa de vulnerablidad a la inseguridad alimentaria. Dirección General de Políticas de Desarrollo Social. Diciembre de 2010. 
3 	 Carlos Amat y Dante Curonisy. El consumo de alimentos en el Perú y sus efectos nutricionales. Lima, octubre de 1979. 
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Gráfico 2. Consumo per cápita mensual, principales alimentos (kilos/mes)
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Seguridad y soberanía alimentaria,
la experiencia japonesa

Tatsuya Shimizu1

LRA N° 135, noviembre 2011

Japón es considerado una de las economías más fuertes del presente siglo. Con una población de 127 millones de 
habitantes, es, además, el mayor importador neto de alimentos en el mundo, pues más de la mitad de los alimentos 
que consume son importados. Según cifras oficiales del Ministerio de Agricultura, Forestal y Pesquería de Japón, los 
alimentos importados representaron el 60% de las calorías que consumió cada persona en 2009. En el caso de los 
cereales, la cifra aumenta a 74%. 

La creciente demanda de cereales ha sido abastecida por la creciente importación (gráfico 1). Por eso, cuando los precios 
de alimentos en el mercado internacional se duplicaron y triplicaron en 2008, hubo mucha preocupación sobre cómo 
asegurar la disponibilidad de estos. 
El presente artículo busca explicar 
cómo Japón se convirtió en un país 
tan dependiente de los alimentos 
importados. 

La Segunda Guerra Mundial 
arruinó las bases productivas del 
Japón. Los pobladores, sobre todo 
urbanos, tuvieron dificultad para 
acceder a los alimentos, en espe-
cial al arroz, alimento principal en 
la dieta de los japoneses. Una de 
las misiones más importantes del 
gobierno fue asegurar el acceso a los alimentos para la población. Para ello, fue indispensable aumentar la produc-
ción agrícola, especialmente de arroz. Para lograrlo, el gobierno invirtió fuerte en la investigación genética, la me-
canización de labores agrícolas y la mejora de la infraestructura rural. Además, a fin de que los agricultores tengan 
incentivos para producir más, el gobierno garantizó un alto precio a los productores de arroz, a través de subsidios y 
el control estatal de la distribución del cultivo, incluyendo la prohibición de su importación. Como consecuencia, el 
área y volumen de producción de este cereal aumentó de manera sostenida hasta finales de la década de 1960, como 
se observa en el gráfico 2, y el ingreso de los agricultores se mantuvo en el mismo nivel que el de los empleados que 

trabajaban en labores distintas de 
las agrícolas. 

Sin embargo, la tendencia de la 
producción cambió a partir de la 
década de 1970, por la sobreofer-
ta de arroz. Por un lado, el con-
sumo interno del cereal empezó a 
disminuir poco a poco, debido al 
cambio en la dieta de los japone-
ses, que incluía menor consumo 
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Gráfico 1. Abastecimiento de cereales en Japón
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de arroz y mayor consumo de trigo y carne. Por otro lado, los agricultores querían seguir produciendo arroz, pues la 
rentabilidad de su producción estaba garantizada por el precio favorable establecido por el gobierno. En este escena-
rio, lo que sucedió fue que la oferta empezó a superar la demanda, y la carga al tesoro público aumentó para apoyar 
el control estatal de la distribución. Finalmente, para evitar ma-
yor déficit fiscal, el gobierno cambió la política agraria y pasó de la 
promoción de la siembra a la limitación de la producción de arroz, 
que empezó a caer a partir de 1970 y cuya tendencia decreciente 
continúa hasta hoy. 

Algunos agricultores decidieron reemplazar este cultivo por otros 
como el trigo y la soya, pero dado que no están protegidos, no son 
rentables para los agricultores. Muchos de ellos dejaron de sembrar 
y buscaron trabajos en otros sectores. El número de agricultores 
disminuyó de 17.7 millones en 1960 a 4.5 millones en 2010. Hoy 
en día, la mayoría de agricultores se dedica a esta actividad a tiem-
po parcial. Solo un 15% de los 4.5 millones dedican a la actividad 
agrícola más de 200 días al año. El área en producción disminuyó de 5.3 millones de hectáreas en 1960 a 3.6 millones 
de hectáreas en 2010, aunque el área por agricultor aumentó de 0.3 hectáreas a 0.8 hectáreas, como se observa en el 
cuadro 1, cifra muy pequeña en comparación con otros países.

Mayor acceso, mayor dependencia 

¿Cómo podemos interpretar la experiencia japonesa desde el punto de vista de la seguridad y soberanía alimentaria? 
Es decir, ¿cuál es el estado en términos de acceso a los alimentos y la dependencia de los alimentos importados? Sobre 
el primer punto —el del acceso—, se puede decir que ha mejorado mucho en el periodo de la posguerra. Es cierto 
que la mejora inicial se puede atribuir al aumento de la producción de arroz, pero en su mayor parte, sobre todo en 
calidad, fue lograda por el desarrollo industrial, más que por el desarrollo agrícola. Con los ingresos ganados por la 
exportación de productos manufacturados, el país puede importar los alimentos desde cualquier lugar del mundo. Los 
japoneses empezaron a comer más pan y pasta, elaborados con trigo importado desde EE.UU., Canadá y Australia, y 
aumentaron el consumo de pollo y cerdo alimentados con maíz importado desde EE. UU. y Argentina. 

Sin embargo, este mejoramiento en la disponibilidad viene acompañado de una mayor dependencia de los alimentos 
importados. Como hemos señalado, la política agraria a partir de la década de 1970 desincentivó la producción del 
cultivo. Muchos agricultores buscaron trabajos en los sectores no agrícolas, y llegaron a ser empleados de tiempo 
completo y solo agricultores de fin de semana. La producción nacional de arroz todavía satisface casi toda la demanda 
interna, pero la importancia del cereal en la dieta ha disminuido considerablemente. El consumo anual de arroz por 
persona bajó de 118 kg en 1962 a 59 kg en 2009 (gráfico 3). 

Lecciones para aprender 

Si bien el concepto de seguridad alimentaria alude al aseguramiento de la disponibilidad, el acceso y el uso de los 
alimentos, sin importar su origen, existe otro concepto, el de soberanía alimentaria, que alude a la disminución de 
la dependencia de alimentos importados. Revisando la experiencia japonesa, observamos que, en los últimos años, 
el acceso a los alimentos mejoró de manera sustantiva, mientras la producción nacional disminuyó. Es decir, desde 
el Estado se ha trabajado en garantizar la seguridad alimentaria de la población, pero se observa un deterioro en la 
soberanía alimentaria. 

Además, es importante considerar que el acceso con dependencia de la importación puede colocar a la población 
japonesa en una situación de vulnerabilidad en crisis de precios altos, como la registrada en 2008; más aún si te-

Cuadro 1. Japón: Número de agricultores y de 
hectáreas. Años 1960 y 2010

Año 1960 2010

Agricultores 17.7 4.5

Hectáreas (ha) 5.3 3.6

Agricultura/ha 3.34 1.25

ha/agricultura 0.30 0.80

Fuente: Ministerio de Agricultura, Forestal y Pesquería de 
Japón. *Incluye agricultores de tiempo completo y parcial.
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nemos en cuenta que los últimos 
informes de la FAO confirman 
que el incremento de los precios 
de los alimentos es una tendencia 
mundial. 

Otro aspecto a tener en cuenta 
es que cuando el gobierno im-
plementa una política para un 
sector, siempre hay conflicto de 
intereses, no solo entre los sec-
tores, sino también dentro del 
mismo sector. Por ejemplo, en el 
caso japonés, el sector agrícola exige al gobierno la promoción de la producción nacional, lo que implica protección 
del mercado interno y subsidios. Pero, para los otros sectores o consumidores en general, la prioridad es el acceso a 
alimentos de buena calidad y de bajos precios. 

En suma, la experiencia japonesa nos dice que si bien ha habido una mejora significativa en el acceso a los alimentos, 
existe una política que desincentiva la promoción de la producción agrícola y, más bien, promueve agricultores de 
tiempo parcial, asegurando la provisión de alimentos mediante las importaciones. Este escenario podría colocar a esta 
nación en una situación vulnerable si la crisis de precios altos de los alimentos vuelve a golpear de manera preocupan-
te la economía mundial. Garantizar la seguridad y soberanía alimentaria es, sin duda, una tarea muy difícil, incluso 
para una de las economías más grandes del mundo.

Nota 

1	 Investigador asociado del Cepes.
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Gráfico 3. Consumo de arroz per cápita en Japón (kg/año)
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Mistura y la comercialización agrícola

Gianmarco Cheng1

LRA N° 134, octubre 2011

Para la gran mayoría de peruanos, la feria gastronómica Mistura es un evento que no necesita de mayor presentación. 
Cada año, se congregan abanderados de la cocina peruana, chefs peruanos y extranjeros, estudiantes de cocina, pro-
ductores agrícolas y miles de consumidores, en un espacio tan multicultural y diverso como el mismo Perú. 

Según los datos de Apega, en los diez días de feria asistieron 373,181 personas, las que no solo disfrutaron de la gas-
tronomía, sino también de otros espacios comerciales, entre ellos el llamado Gran Mercado, espacio diseñado para 
que los agricultores puedan mostrar sus productos y comercializarlos directamente, sin intermediarios; esta dinámica 
se conoce como un circuito corto de comercialización. En Mistura 2011, las ventas generadas por los productores 
en el Gran Mercado ascendieron a más de S/.400 mil, habiéndose comercializado más de ocho toneladas de fruta, el 
producto estrella de este año. 

¿Qué son los circuitos cortos de comercialización? 

Son sistemas de comercio que acercan el productor al consumidor final; su característica principal es que no tienen 
intermediarios, o tienen solo uno. Casos conocidos de este tipo de comercialización, en Lima, son: la Bioferia de 
productores ecológicos del Parque Reducto, en Miraflores, y Mistura, con el Gran Mercado. En el interior del Perú 
tenemos la feria de productores de Huancaro, en Cusco; los circuitos que forman los productores de café con el co-
mercio justo; y las compras estatales, como las realizadas por el Pronaa y el programa de Vaso de Leche directamente 
a los productores. 

¿Qué beneficios pueden traer los circuitos cortos de comercialización? 

En principio —y como se observa en Mistura, año tras año—, el acercamiento del productor al consumidor final da pie 
a la valorización del primero: el productor deja de ser un agente lejano, desconocido, y empieza a adquirir un rostro, 
una historia y con ello se desvela el esfuerzo que realizan estos millones de peruanos para contribuir a nuestra seguridad 
alimentaria y a proteger nuestra biodiversidad. En segundo lugar, estos circuitos aumentan la autonomía de los produc-
tores, quienes se hacen «dueños» de su producción y deciden cómo venderla, sin presiones de terceros (como podría 
pasar con agentes de intermediación). Asimismo, se genera un precio remunerador para el productor y el consumidor: la 
reducción de agentes en el circuito de comercialización permite a productores y consumidores obtener un mejor precio 
de compra-venta. Por último, al consumir lo que se produce localmente, se refuerza la soberanía alimentaria del país: lo 
gastronómico alienta los patrones de consumo regionales, que priorizan la producción local. 

El Gran Mercado en otras localidades 

Mistura apoya y promueve la comercialización de una manera poco vista en el Perú. Como se puede observar, este tipo 
de comercialización está orientado a productos específicos y/o diferenciados que necesitan de un fuerte componente 
de asociatividad o de redes consolidadas —Conveagro, en el caso de productores en Mistura— y está condicionado 
a la existencia de un espacio físico y accesible a los consumidores. Sería interesante que el actual gobierno, dentro de 
sus políticas de inclusión y de apoyo al acceso a mercados, pudiera ayudar a replicar experiencias como esta en otras 
ciudades importantes del país; sobre todo, las más cercanas a las zonas agrícolas. Como se vio con Mistura, no solo 
se trata de un beneficio económico, sino también de un beneficio cultural al acercar al productor con el consumidor 
final, reconciliando de esta manera el vínculo urbano-rural.

Nota
1 	 Economista.
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Lloviendo sobre mojado: 
cambio climático y seguridad alimentaria

Fanny Jiménez1

LRA N° 134, octubre 2011

Las alarmas de inseguridad alimentaria se han encendido en todo el mundo. Los datos que ha entregado la Organi-
zación de las Naciones Unidas para la alimentación (FAO) estiman que en treinta años se necesitará producir 70% 
más para alimentar a la población mundial. En el Perú, la situación no es distinta; en el mejor de los casos, podrán 
necesitarse alrededor de un millón de hectáreas en el 2021 para alimentar a una población que, para esa fecha, bor-
dearía los 33 millones2.

Los factores que contribuyen a esta inseguridad alimentaria son varios, pero, sin duda, uno de los que más está 
afectando es el calentamiento global, provocado por la emisión de gases de efecto invernadero, un fenómeno que es 
observable, que está siendo medido y del que se han registrado evidencias en todo el mundo, pero del que aún no se 
sabe con claridad qué impactos va a tener en el Perú, más aún si se tiene en cuenta lo variadísimo de su topografía y 
lo diverso de sus microclimas: desde regiones secas y desérticas y regiones tropicales con intensas lluvias, hasta zonas 
frígidas con presencia de glaciares. 

Estos cambios en la temperatura ya han empezado a sentirse en el campo; en LRA 120 se publicaron varios testimo-
nios de productores que daban cuenta de esto. La Enaho 2009 estima que son alrededor de 2 millones 800 mil los pe-
ruanos que viven de la agricultura; la mayoría de ellos, dedicados a la agricultura familiar o a cultivos de subsistencia. 
Es la producción de estos agricultores —que destinan el 70% de ella para alimentar a la población— la que puede 
verse más seriamente afectada con las variaciones en el clima. 

En el año 2010, en el marco de la Segunda Comunicación Nacional de Cambio Climático, el Senamhi presentó 
los escenarios climáticos en el Perú para el año 2030, buscando informar cómo estamos, qué es lo que ha venido 
pasando y qué es lo que va a suceder con el clima en nuestro país. Usando como base la información recogida en 
los últimos cuarenta y cuatro años en 100 de las 800 estaciones meteorológicas que existen en el Perú —con la 
limitación de que la mayoría de ellas están ubicadas en la costa y hay muy poca información de la selva—, se ha 
podido proyectar que en los próximos veinte años se continuará observando un proceso de calentamiento en varias 
zonas del territorio nacional.

Los efectos en el agro 

Según la información recopilada por el Minag en su Sistema de Seguimiento Agrícola (Sisagri), cada año la variabi-
lidad climática (fuertes lluvias, inundaciones, sequías, heladas, etc.) ocasiona la pérdida de la producción de más de 
15 mil hectáreas de cultivos en el ámbito nacional. A ello habría que sumar la disminución en los rendimientos de 
algunos de los cultivos, como consecuencia de los cambios en la temperatura. 

Gabriela Rosas —directora de Meteorología Aplicada, del Senamhi— señala que los efectos del calentamiento 
se sentirán más en los productores de la sierra; en especial, en los productores de papa: «La papa necesita tener 
ciertas horas de frío para que pueda formarse el tubérculo. Imaginemos que, en un futuro, las temperaturas y las 
horas de frío que necesitan no van a ser tan frecuentes y suficientes para formar el producto final. Eso derivaría en 
una menor productividad». Recordemos que la papa es uno de los cultivos más importantes en la sierra y principal 
insumo en la dieta alimenticia de los peruanos, con un consumo anual promedio, por persona, que supera los 70 kg. 
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En un estudio elaborado por Grade3, se señala que son 27 los cultivos más sensibles a las variaciones del clima, en la 
medida en que constantemente han reportado pérdidas asociadas con eventos climáticos; muchos de ellos son los 
que se consideran básicos en la seguridad alimentaria. Los de mayor afectación y más recurrentes en problemas de 
pérdidas son la papa, el maíz amiláceo, el plátano, el maíz amarillo duro, el arroz y la cebada grano.

Otra preocupación para el sector agropecuario tiene que ver con la disponibilidad de agua asociada a las preci-
pitaciones. «Cuando hemos evaluado el caso de precipitaciones a futuro, encontramos que hay zonas que están 
registrando una tendencia a incrementar la intensidad de las lluvias, como la zona norte», señala Gabriela Rosas. 
En la costa sur ocurre lo contrario: las zonas particularmente secas lo serán aún más, debido a la ausencia de llu-
vias. Sin embargo, las proyecciones a 2030 indican que el incremento y la disminución de las precipitaciones no 
serán muy significativos. 

El Senamhi tiene muy poca información de lo que está pasando con el clima por encima de los 3,500 metros, que in-
cluye la zona de los glaciares; estos permiten la recarga de las lagunas y la disponibilidad de agua en los periodos secos 
y son los indicadores más visibles del proceso de calentamiento. Allí, lo que se observa son variaciones de un grado, 
de acá a 2030, pero —según Rosas— «un grado, en el tema climático, es fuerte, porque un grado esconde también su 
propia variabilidad y puede subir aún más». 

Y si bien estos datos del Senamhi muestran que no habrá cambios extremos en las precipitaciones, los agricultores 
—sobre todo, de la sierra— ya empezaron a sentir que la estación de lluvias es más tardía y que les es más difícil 
programar sus siembras. En muchos casos, lo que se ve es que las lluvias se presentan en periodos más cortos, pero 
con mayor intensidad. En las zonas altoandinas, el inicio impredecible de las lluvias afecta de manera directa a la 
agricultura de la zona que es de secano y depende de las lluvias. 

Que las lluvias se concentren en menos meses, aun cuando el volumen anual de agua sigue siendo el mismo, se 
convierte en una complicación para los agricultores. En la costa, incluso, puede comprometer la realización de una 
segunda campaña o campaña chica, como se acostumbra en varios de los valles de esta región. 

La reducción de los glaciares afectará, de manera significativa, la captación de 
agua para proyectos de irrigación en la costa, como el de Chinecas.



140

Compendio de artículos 2010-2015

¿Cómo adaptarse?

Estas alteraciones en el clima afectan la seguridad alimentaria de la población y, en especial, de los productores agra-
rios concentrados en ese colchón de pobreza que aún subsiste. Roger Loyola —investigador de la Universidad Agraria 
La Molina4— señala que está demostrado que hay una relación entre temperatura y precipitación y la producción de 
los cultivos, y si la temperatura aumenta, es claro que «el bolsillo de los agricultores será afectado». Para enfrentar 
estos cambios, los agricultores deberán en muchos casos optar por otros cultivos, más resistentes a los cambios de 
temperatura y que demanden menos cantidad de agua. 

Los últimos gobiernos han priorizado la inversión agropecuaria en infraestructura de riego. En agosto, durante su pre-
sentación en el plenario del Congreso, el premier Lerner anunció la inversión de aproximadamente U$1,600 millones 
en grandes obras de irrigación que entregarán agua a casi 180 mil nuevas hectáreas. La mayoría de estas hectáreas 
serán destinadas a la producción para la exportación o para la fabricación de agrocombustibles. El problema es que, 
dado el proceso de deglaciación, es probable que en el futuro la captación de estas aguas no sea suficiente para irrigar 
las tierras. 

Un ejemplo de ello es el proyecto Chinecas (Áncash), al sur de la desembocadura del río Santa. En el periodo más 
seco del año, el caudal del río se genera principalmente por la escorrentía directa de la precipitación, pero la im-
portante contribución de las aguas del glaciar se verá fuertemente comprometida con su posible desaparición. Los 
caudales mínimos se reducirán inevitablemente y la topografía del valle no permite un aumento en el número de 
reservorios que se necesitarían para compensar la pérdida del flujo de los glaciares. Los aproximadamente 20 m3 que 
actualmente conduce el río, no serán suficientes para satisfacer este proyecto de riego, ya que serían necesarios, en 
el mismo periodo, más de 100 m35. 

Según datos del Mimdes, trece millones de peruanos se encuentran en riesgo de inseguridad alimentaria. Así las co-
sas, los escenarios de cambio climático y seguridad alimentaria son poco alentadores para los peruanos y más aún para 
los productores agrarios. Se necesita, por un lado, un trabajo coordinado de adaptación y mitigación de los efectos del 
cambio climático, y por el otro, que se establezcan políticas de promoción y fomento de la pequeña agricultura, que 
finalmente es la que garantiza la seguridad alimentaria ahora y en el futuro. 

Notas 

1	 Periodista.
2 	 <http://bit.ly/1PcmUfO>. 
3 	 Eduardo Zegarra. Diseño de un modelo estratégico para la seguridad alimentaria. Lima: Grade, 2010. 
4 	 Roger Loyola forma parte del equipo de investigadores encargado del estudio «Impactos económicos del cambio climático en el 

Perú», por encargo del gobierno peruano, con el apoyo del BID. 
5 	 «Climate change threats to environment in the tropical Andes: glaciers and water resources» Pierre Chevallier; Bernard Pouyaud; 

Wilson Suarez y Thomas Condom. Artículo publicado en la revista Regional Environmental Change, 2010, p. 9.
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Perú en 2021: los escenarios 
de seguridad alimentaria en el año del bicentenario

Fernando Eguren
LRA N° 132, agosto 2011

Según estimados de la FAO, casi mil millones de personas en el mundo sufren de hambre. Hay una creciente presión 
sobre los recursos naturales necesarios para poder alimentar al mundo, y el cambio climático impactará cada vez 
más sobre la producción agrícola. Hacia mediados de este siglo, la población mundial superará los 9 mil millones de 
habitantes y se requerirá producir un 70% más de alimentos que los niveles actuales.

América Latina no es la excepción; en varios de los países ya se ha encendido la alerta de inseguridad alimentaria. 
En la vecina Bolivia, el consumo interno de alimentos ha aumentado, en parte por un mayor poder adquisitivo de la 
población pobre, pero el aparato productivo nacional no ha podido responder a esta mayor demanda, por lo que ha 
aumentado su dependencia de las importaciones, las que se han duplicado en el último quinquenio. En Venezuela, 
el agro se ha descapitalizado y la renta petrolera sirve para importar cada vez más alimentos. En Ecuador existe una 
dependencia alimentaria moderada (entre 28% y 30% de la oferta total), pero en los últimos años se ha incrementado 
el área destinada a cultivos no alimenticios —actualmente unas 200 mil hectáreas, sobre todo, de palma africana y 
caña de azúcar para agrocombustibles. 

En el Perú, el nuevo gobierno ha expresado su interés en garantizar la seguridad alimentaria de la población y en 
apoyar a la pequeña agricultura, principal proveedora de alimentos. 

LRA presenta, a continuación, un ejercicio sobre los posibles escenarios que podrían observarse en los próximos 
diez años, en lo que se refiere a seguridad alimentaria, y algunas medidas que serían necesarias para aseguran 
la provisión de alimentos de 
manera sostenible. Para ello, 
utiliza datos oficiales de pro-
ducción agrícola, consumo 
per cápita y rendimiento de 
los últimos años. 

La seguridad alimentaria no 
solo implica la disponibili-
dad física de alimentos, sino 
el acceso económico y físico 
a estos. En los últimos años, 
la preocupación ha estado 
centrada en el acceso, y con 
razón, pues aún, en 2010, un 
28.4% de peruanos registró 
déficit calórico y un 9.8% no 
contó con los ingresos suficientes para poder adquirir una canasta básica de alimentos, cifras que son bastante más 
altas entre la población rural. Empero, el presente artículo pondrá énfasis en la disponibilidad física. 

La demanda de alimentos va en aumento (ver gráfico 1) por diversas razones: la población peruana se acrecienta en 
350 mil habitantes por año; la capacidad adquisitiva de la población ha mejorado; y la población joven y adulta es, 

�������������������������������
��������
��������������������������������
�	����


�����

�����

�����

�����

�����

���� ���� ���� ���� ���� ���� ���� ���� ���� ����
���

���

���

���

���

Fuente: MINAG. Elaboración: CEPES

Gráfico 1. Perú: evolución del consumo per cápita en kg y kcal
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porcentualmente, mayor que en el pasado1. Suponiendo que no es una opción conveniente incrementar la depen-
dencia alimentaria con mayores importaciones, se requerirá ampliar la superficie agrícola, mejorar los rendimientos 
físicos, o una combinación de ambas cosas. A falta de una variable que identifique la superficie agrícola total, que 
incluya las tierras que están en barbecho, en descanso y las no trabajadas, se utilizó la superficie cosechada como una 
variable proxy2 para el análisis. Con base en esta y en algunos supuestos que se especifican a continuación, se estimará 
la superficie agrícola necesaria de acá a 2021. 

Escenario 1. Con la información de los 49 principales productos agrícolas3 se proyectó la producción a 2021, utilizan-
do la tasa promedio anual de crecimiento del periodo 2000-20104 para cada producto (generando una tasa agregada 
de alrededor del 3.2% para cada año); asumiendo que tanto las exportaciones como las importaciones crecen a una 
tasa de 19.2% y 3.1%5, respectivamente; que la población estimada a 2021 será de alrededor de 33.1 millones de 
peruanos (equivalente a unos 3.7 millones más respecto a 2010); y que, por último, los rendimientos no varían, es 
decir, son los mismos registrados en 2010.

¿Los resultados? Se necesitaría alrededor de 960 mil hectáreas nuevas (barras verdes del gráfico 2) para poder alimen-
tar a los 3.7 millones de nuevos peruanos (un 36.7% de superficie agrícola más que lo registrado en 2010), tomando 
en cuenta que el índice de dependencia alimentaria sería, en promedio, moderado (de cada 100 kg demandados 
internamente, se importaría solo 11.8 kg). 

Escenario 2. En este caso, el único supuesto que se modifica es que la tasa de crecimiento de los rendimientos de los pro-
ductos es igual al promedio anual registrado en el periodo 2000-2010. Bajo este esquema (barras rojas del gráfico 2), se nece-
sitarían alrededor de 449 mil 
hectáreas más, con respecto a 
2010 (17.2% del área actual), 
para poder satisfacer las nece-
sidades de la población futura, 
y el índice de dependencia 
alimentaria (importación de 
alimentos) se mantendría en 
alrededor de 11.8%.

Escenario 3. Por último, el 
tercer escenario (barras ce-
lestes del gráfico 2) asume 
que la producción agregada 
crece a una tasa equivalente 
a la poblacional (alrededor 
de 1.1%) y que las importa-
ciones (manteniendo el su-
puesto de las exportaciones) 
tendrían que crecer a una 
tasa de alrededor de 12.7% 
anual para poder abastecer 
las necesidades alimenticias 
futuras. 

Bajo estas características, la 
superficie necesaria tendría 
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Gráfico 2. Perú: evolución y proyección de la superficie cosechada (SC), 2000-2021
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que aumentar en un 12.5% con respecto a la actual (alrededor de 327 mil hectáreas más), pero el índice de depen-
dencia alimentaría bordearía el 30% para 2021. Este escenario es el que dejaría más vulnerables a los millones de 
peruanos en situación de pobreza, pues son quienes destinan un mayor porcentaje de sus ingresos a alimentos. 

En los tres casos se necesita ampliar la frontera agrícola en por lo menos 327 mil hectáreas (escenario 3); de allí la 
advertencia, al nuevo gobierno, de que establezca políticas claras que permitan garantizar la provisión y el acceso de 
alimentos en cantidad y calidad óptimas para la población. 

Si a esto se suma que —según la Enaho 2009— un 54.8% del total de unidades agropecuarias son tierras de secano, que 
solo un 17.7% utiliza algún sistema de riego y que un 27.5% combina ambas formas de riego, se observa que la mayoría 
de estas unidades son dependientes de las lluvias y, por lo tanto, su producción se consideraría altamente vulnerable. 

¿Y de dónde sacamos más tierras? 

En primer lugar, se necesita retomar la investigación e innovación agraria —papel del INIA—, para que los cultivos 
considerados importantes dentro de la canasta familiar puedan obtener mayores rendimientos utilizando la misma 
superficie agrícola. Para ello es importante que se invierta en mejorar los procesos productivos de los pequeños agri-
cultores, capacitarlos y fomentar programas que incrementen sus rendimientos de una manera sostenible. 

Las enormes brechas de los rendimientos entre los departamentos es evidencia de que existe aún un gran potencial 
para mejorar la producción en varias de las regiones. Por ejemplo, Arequipa registró un rendimiento de 32 mil kg por 
ha cosechada de papa, lo que representa casi el triple de lo registrado en Puno, Cajamarca y Cusco. 

Considerando las dificultades de expandir la superficie agrícola en la sierra, y que en la costa la única manera de hacerlo 
es a través de grandes obras de irrigación, el Estado debe promover, fomentar y facilitar el acceso de pequeños y media-
nos agricultores en estas nuevas tierras, cuya sostenibilidad no debiera reposar solo en los productos de exportación. Las 
limitaciones de ampliación de frontera agrícola en costa y sierra han hecho que muchos apunten la mirada a las tierras 
de la selva. Es necesaria una planificación responsable del uso de estas tierras, que evite su deforestación, dada la impor-
tancia de los bosques no solo para el país, sino para el cuidado del medio ambiente en el mundo. 

Constatado el hecho de que en el futuro habrá una relativa escasez de tierras en el Perú, son necesarias políticas que 
estimulen la producción de alimentos, que favorezcan la pequeña y la mediana agricultura y que inhiban el cambio 
de uso de la tierra, de cultivos alimenticios a cultivos no alimenticios. 

Es preciso, también, que desde el Estado se promuevan investigaciones que permitan conocer el estado de la seguri-
dad alimentaria en el país, considerando distintos escenarios futuros, como los que hemos intentando presentar en 
estas líneas.

Notas 

1 	 INEI, Perú: Crecimiento y distribución poblacional, 2007. 
2 	 Variable que se aproxima a las variables objeto de análisis. 
3 	 Aceituna, ajo, alfalfa, arroz cáscara, alverja grano seco, alverja grano verde, camote, caña de azúcar, cañihua, cebada grano, cebo-

lla, coco, frijol castilla, frijol de palo, frijol grano seco, frijol loctao, garbanzo, haba grano seco, haba grano verde, kiwicha, lenteja, 
limón, maíz amarillo duro, maíz amiláceo, maíz choclo, mandarina, mango, manzana, mashua, naranja, oca, olluco, pallar grano 
seco, palma, aceitera, palta, papa, papaya, pecana, piña, plátano, quinua, sorgo, soya, tarhui, tomate, trigo, uva, yuca y zarandaja. 

4 	 2004 fue un año atípico, pues la producción agrícola analizada cayó en un 8.3% a consecuencia de sequías en la costa norte y he-
ladas en la sierra sur. Dada la dificultad para poder cuantificar tanto los efectos como las frecuencias de problemas climatológicos, 
el presente artículo no los contempla en su análisis. Sin embargo, es importante mencionar que si se presentase el fenómeno de El 
Niño o sequías muy fuertes, la superficie cosechada estimada variaría en una proporción directa a la magnitud del fenómeno.

5 	 Es la tasa promedio anual registrada en la hoja de balance de alimentos de 1998-2007.
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Desnutrición Infantil, 
una evidencia más de las desigualdades sociales

Miguel Pintado1

LRA N° 128, abril 2011

Desnutrición infantil: una evidencia más de las desigualdades sociales La ingesta inadecuada de nutrientes en 
infantes, combinada con el bajo número de asistencia a los controles de crecimiento y desarrollo, son —entre 
otras— las causas princi-
pales de un inapropiado 
crecimiento en los niños, 
de altos porcentajes de 
anemia (bajo nivel de 
hierro en la sangre) y de 
enfermedades diarreicas y 
respiratorias agudas. Uno 
de los indicadores sociales 
que cuantifica estos pro-
blemas es el de la desnu-
trición crónica2: desnu-
trido crónico es cualquier 
niño que no mida como 
mínimo 80 cm al cumplir 
dos años de edad. 

Según el último reporte 
del INEI sobre nutrición 
infantil, el 39.8% de ni-
ños menores de 5 años, 
ubicados en zonas rura-
les, no poseen la altura adecuada. Esto trae implicancias sociales enormes, pues una mal nutrición en los primeros 
años de vida limita las capacidades de desarrollo cognitivo y físico e incrementa la probabilidad de morir, esti-
mándose que entre el 76 y el 89% de las muertes por enfermedades infecciosas son atribuibles a una desnutrición 
moderada o leve. 

Mientras los políticos hacen alarde de las tasas sostenidas de crecimiento económico registradas en los úl-
timos ocho años, este indicador demuestra, una vez más, las enormes desigualdades sociales en el país (ver 
gráfico 1).

Los niveles de desnutrición según área geográfica son realmente preocupantes: las proporciones rurales son casi 
tres veces las urbanas. Esto se explica, en gran medida, por los altos porcentajes de pobreza en dichas zonas (más 
del 60%), los bajos niveles de instrucción de los padres (analfabetos, primaria y secundaria incompleta), pero 
también por la aún poca cobertura de programas sociales y su baja frecuencia. No es posible hablar de desarrollo 
económico en el Perú si es que aún el 57.7% de nuestros niños menores de 36 meses, en zonas rurales, presentan 
anemia3. El gráfico 2 muestra que nuestro país está ubicado en el grupo de menor gasto per cápita en salud y mayor 
tasa de mortalidad infantil. Chile gastó en 2009, por habitante, US$789, 3.9 veces lo que gastó el Perú (US$201). 

Fuente: INEI. 
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Gráfico 1. Proporción de desnutrición crónica en menores de 5 años según área 
geográfica (Patrón NCHS)
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Pero la discusión no es so-
lamente aumentar el gas-
to; es también tener una 
mejor calidad del mismo 
y saber ejecutarlo. Un 
ejemplo de esto último es 
Brasil, que gasta 3.7 veces 
más que el Perú, pero tie-
ne el mismo nivel de mor-
talidad infantil. El proyec-
to Buen Inicio, de Unicef, 
demostró que para dar un 
gran salto hacia la erradi-
cación de la desnutrición 
crónica se necesita ayuda 
monetaria y, también, in-
tensificar los programas 
en las postas médicas para 
instruir de la mejor mane-
ra a los padres sobre los 
problemas de una mala 
alimentación origina y promover los controles pre y posnatales.

Notas 

1 	 Economista, investigador del Cepes.
2	 Retardo de altura para la edad del infante. 
3 	 «Indicadores de resultado identificados en los programas estratégicos». INEI.

Fuente: Banco Mundial. 
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Gráfico 2. América Latina. Relación entre gasto en salud per cápita y tasa de mortalidad 
en niños menores a 5 años, 2009
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Agricultura familiar: 
¿cuánto produce para el mercado?

Fernando Eguren
LRA N° 127, marzo 2011

Llamamos agricultura familiar, en este artículo, a la que en menos de 10 ha bajo riego1 usa, básicamente, la mano de 
obra familiar para realizar sus actividades agrícolas. Es la principal proveedora de alimentos en el Perú, tanto de la 
propia población rural como de la población urbana.

Según la última Encuesta Nacional de Hogares Rurales (Enaho), realizada en 2009, hay 2.5 millones de predios 
—unidades agrícolas: UA— en el país. Dos tercios de este crecido número de UA se encuentran en la sierra; el resto 
se distribuye en la región amazónica (20%) y en la costa (13%)2.

Como anotábamos en LRA 126, de febrero pasado, el incremento de la cantidad de UA en los últimos años ha sido 
notable: el censo agropecuario de 1994 registró 1 millón 746 mil UA. Ha habido, pues, una verdadera explosión de 
minifundios. Este proceso de atomización de la tenencia de la tierra está ocurriendo de manera simultánea al aumen-
to del número de neolatifundios (ver LRA 107). No son claras las razones que explican este fenómeno. Ciertamente, 
la presión demográfica no parece ser la causa, pues la población rural se ha mantenido estancada en los últimos 
lustros: entre los censos de población de 1993 y 2007 creció en apenas 12 mil habitantes. Esperamos que el nuevo 
gobierno realice en 2012 —después de ¡18 años!— un nuevo censo nacional agropecuario que nos ayude a echar 
luces sobre este importante fenómeno. 

¿Cuán integrada está la agricultura familiar al mercado de productos agrícolas? Existe la idea en muchas personas, y 
aun entre instituciones, de que la agricultura familiar es básicamente de autoconsumo. Sin embargo, es la principal 
proveedora de alimentos para la población peruana —cerca del 70%— y, en su mayoría, está integrada al mercado de 
productos agrícolas. Hay, también, una apreciable cantidad de agricultores familiares que producen para la exporta-
ción, siendo el caso más destacado el de los cafetaleros, donde el 97% de ellos tienen esa calidad y son responsables 
del 94% del volumen producido —siempre, según la información de la Enaho—. Como se sabe, los principales pro-
ductos de exportación agrícola del Perú son los espárragos y el café. 

Esta vinculación al mercado la corrobora la Enaho de 2009, según la cual las dos terceras partes de las UA familiares 
(el 63%) venden una parte de su producción; es decir, hay un grado relativamente alto de integración de la agricultu-
ra familiar al mercado. ¿Cuán grande es la parte vendida? Más de un cuarto de unidades familiares —el 27%— desti-
na más de la mitad de su producción al mercado, un 14% adicional vende la cuarta parte y un 22% vende menos de 
la cuarta parte de lo que produce. Es decir, la mayoría de UA vende parte de su producción, pero lo hace en diferentes 
proporciones. Están también las que no venden nada: es el caso del 37% de UA (ver cuadro)3. 

La agricultura familiar es un sector bastante heterogéneo: la mayoría —el 68%— tiene menos de 1 ha, el 24% 
posee entre 1 y 5 ha, y un 4% tiene entre 5 y 10 ha. También hay importantes diferencias entre las UA de las tres 
regiones naturales: los agricultores familiares de la costa —y también los de la selva— están bastante más integra-
dos al mercado que los de la sierra. En efecto, como se aprecia en el cuadro, en la costa y en la selva casi nueve de 
cada diez agricultores familiares venden parte de su producción al mercado. Pero hay una diferencia importante: 
mientras que el 64% de los agricultores costeños venden más de la mitad de su producción, en la selva lo hace 
el 42%. Es decir, la agricultura familiar costeña está más intensamente vinculada al mercado que la selvática, y 
mucho más que la serrana. 
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UA  menores de 10 ha que venden su producción, según porcentaje de venta
Nivel nacional y regiones. Porcentajes

Ámbito Venden +50% Entre 25 y 50% Menos del 25% Total venden No venden

Nacional 27 14 22 63 37

Costa 64 12 12 89 11

Sierra 15 12 23 50 50

Selva 42 22 26 90 10
Fuente: Enaho 2009.

En la sierra, solo la mitad de agricultores familiares destina parte de su producción a la venta; además, lo que venden 
no es mucho: solo el 15% venden más de la mitad de lo que producen. En el otro extremo, el 50% no venden nada 
de su producción: la consumen para sí mismos, la trocan y/o la destinan a semillas. 

Ello no quiere decir que estos últimos —agricultores «de autoconsumo»— no estén integrados al mercado: la mayoría 
se dedican también a otras actividades económicas, que sí están vinculadas al mercado: son asalariados eventuales, 
comerciantes, artesanos, transportistas, etc. Esto no es nuevo. Según el censo agropecuario de 1994, la cuarta parte 
de los agricultores del país obtenían ingresos no solo de la actividad agropecuaria realizada en sus predios, sino de 
trabajos fuera de ellos, principalmente, en otras unidades agropecuarias lejanas, en actividades comerciales o en la 
construcción. 

En las economías agrarias locales se da el trueque, es decir, intercambios no monetarios, los cuales son relativamente 
marginales, pues, cuando existen, por lo general comprometen a menos de la cuarta parte de la producción. Según la 
Enaho, a nivel nacional, el 12% de las UA practican el trueque. También hay, aquí, diferencias regionales: en la costa 
y en la selva el trueque tiene poca importancia —apenas el 3% y el 6% de las UA, respectivamente—, mientras que 
en la sierra alcanza el 16%. 

En cuanto a lo que po-
dríamos llamar agricul-
tura familiar de autocon-
sumo —esto es, la que 
destina más del 50% de 
su producción a ese fin—, 
ella alcanza al 30% de las 
unidades agropecuarias 
familiares del país. Este 
tipo de agricultura es 
mucho más importante 
en la sierra (36%), es significativo en la selva (23%), mientras que su presencia en la costa es de apenas 9%. 

En síntesis, la agricultura familiar está integrada en un alto grado al mercado de productos agropecuarios, aunque con 
significativas diferencias según la región. En particular, en la sierra la integración es bastante menor, y también allí es 
alto el porcentaje de UA de autoconsumo. Otras formas de intercambio, como el trueque, tienen alguna significación 
en la sierra y son marginales en las otras dos regiones. Finalmente, una parte significativa de agricultores familiares 
—aun los que tienen una alta dependencia del autoconsumo— están asimismo involucrados en otros mercados de 
bienes y servicios, aunque para saber con precisión cuán intensamente lo están es necesario realizar un nuevo censo 
agropecuario. 

Notas 

1 	 Para la extensión equivalente de tipos de tierra usar los coeficientes de homogeneización establecidos por INEI & ORSTOM en 
Perú en Mapas: Estructura y Dinámicas del Espacio Agropecuario. Lima, 1998. 

2 	 La información de este artículo forma parte de un estudio sobre agricultura familiar apoyado por OXFAM. 
3 	 Cabe observar que prácticamente en toda la agricultura familiar hay una parte de la producción que es autoconsumida, lo cual es 

económicamente lógico.



148

Compendio de artículos 2010-2015

La pobreza retrocede, pero el hambre avanza
Algo anda mal con las estadísticas oficiales. Si hemos de creerles, la gente tiene más dinero, pero come menos.

Farid Matuk, ex jefe del Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI)
LRA N° 119, junio 2010

Últimamente, el gobierno viene difundiendo estadísticas que muestran el retroceso de la pobreza en el país —pero 
sin hacer pública la rutina de programación—. Lo extraño del caso es que este supuesto descenso de la pobreza se 
produce en un año de crisis económica mundial, en el cual muchos otros países han reportado, por el contrario, un 
aumento en sus niveles de pobreza y, en el caso particular del Perú, una reducción del PBI per cápita. 

Cabe preguntarse, entonces: 
¿cómo hace el gobierno para 
determinar las cifras de po-
breza en el país? ¿Qué me-
todología utiliza? La verdad, 
es una estafa. Para emplear 
una analogía aritmética, es 
como si, para explicar los re-
sultados de una división que 
se me ha encargado hacer, 
yo explicara el concepto de 
división, pero no mostrara 
los pasos intermedios que 
demuestren cómo llegué al 
resultado. Ese es el meollo 
del problema con los cálculos estadísticos actuales sobre la pobreza: la falta de transparencia sobre los «pasos inter-
medios» que se siguen para realizar los cálculos. Estos pasos, básicamente, son cuatro: 

-	 Primero: determinar la cantidad de alimentos que contiene la canasta de la línea de pobreza extrema. En 2007 
(otra vez en 2008 y, nuevamente, en 2009) se cambió arbitrariamente el tamaño de la población de referencia que 
se utiliza como estándar para medir la pobreza monetaria1 . Al cambiar esta referencia, se modifica la cantidad de 
alimentos usada para determinar la línea de pobreza extrema, y si bien es de conocimiento público qué productos 
componen esta canasta, nadie sabe cuál es la cantidad de cada alimento —pues eso depende, precisamente, de la 
población de referencia—. Así, con esta modificación cambia toda una serie de datos que pueden alterar las cifras 
de pobreza en un rango de hasta 20 puntos porcentuales, dependiendo de cómo se realicen los siguientes pasos. 

-	 Segundo: qué criterio se utiliza para obtener el precio de cada uno de los ítems de la canasta. Sencillamente, 
no se brinda información sobre los precios utilizados. Cómo se determina el valor de los productos que el 
campesinado pobre destina al autoconsumo, o el valor de los programas sociales para los pobres urbanos, es 
un misterio.

-	 Tercero: no se indica cómo se hacen comparables —«deflatar», en jerga económica— los precios urbanos con los 
precios rurales. Como se sabe, cien soles no compran lo mismo en Lima que en una zona rural.

-	 Cuarto: ¿cómo se determina qué porcentaje del gasto total corresponde al gasto de alimentos? Ese porcenta-
je es crítico para transformar la línea de pobreza extrema y la línea de pobreza monetaria. En la actualidad, 
este procedimiento también está indocumentado y nadie —al menos, nadie fuera del gobierno— sabe de 
dónde sale. 

Fuente:  INEI - BCRP.Fuente: INEI - BCRP. 

Pobreza alimentaria y crecimiento económico en el Perú:  2006-2009
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Mientras la «pobreza monetaria» —aquella sobre la cual se basa la propaganda gubernamental— indica si se tiene o 
no suficiente dinero para sobrevivir, la «pobreza alimentaria» se basa en criterios biológicos y dice esencialmente si 
se tiene suficiente comida para sobrevivir. En mi opinión, la pobreza alimentaria mide mejor la pobreza y deja poco 
espacio para el componente «artístico», y por eso no se puede alterar; el problema es que su aplicación es más cara. 
La pobreza monetaria es más barata de medir, pero también es más dócil a la voluntad política.

Obviamente, debería existir un nivel de coincidencia entre ambas mediciones estadísticas. Pero no: mientras la 
pobreza monetaria bajaba, la pobreza alimentaria —medida también por el propio INEI— subía. Así, en 2009, la 
pobreza alimentaria se incrementa de 38% a 42% en las zonas rurales, y de 28% a 33% en las zonas urbanas de pro-
vincia. En otras palabras: el año pasado, fuera de Lima, el hambre se incrementó en cinco puntos. Es difícil creer que 
estas cifran se refieran al mismo país en que, según el gobierno, «la pobreza retrocede». De ser ciertas las estadísticas 
gubernamentales sobre la pobreza monetaria, lo que se tendría es una situación absurda, donde la gente tiene más 
dinero, pero come menos. 

Nota 

1 	 Para medir la pobreza monetaria se toma en cuenta la canasta de alimentos de una población de referencia, que es una fracción de 
la población total. Se obtiene el valor de esa canasta con los precios que se colocan en la línea de pobreza extrema, luego se calcula 
la fracción del gasto total que representa el gasto en alimentos, y así se obtiene la línea de pobreza total.
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Seguridad alimentaria 

Un futuro de creciente inseguridad 
Cada vez más tierras cultivables se dedican a la agroexportación y a los insumos para agrocombustibles. Ante esta 
tendencia —y la incapacidad del Estado para generar políticas adecuadas—, lo más probable es que en 2010 y los 

años siguientes se incremente la inseguridad alimentaria en el país. 

Fernando Eguren
LRA N° 114, enero 2010

Apenas dos años atrás, en 2008, la población de muchos países alrededor del globo entró en pánico a causa de la 
elevación desmedida de los precios de varios productos alimenticios básicos. En un lapso muy corto, el número de 
desnutridos en el mundo aumentó en alrededor de 300 millones de personas; es decir, pasó —según datos de la 
FAO— de algo más de 800 millones a 1100 millones. 

En el Perú no se han hecho mediciones exhaustivas sobre el impacto del alza de precios, pero un reciente estudio 
encontró que hubo un deterioro en el consumo calórico de las familias peruanas1, y la situación —a la que se suma 
la crisis económica que se desató posteriormente— ciertamente debe haber afectado a cientos de miles de indigentes 
(los «pobres extremos» del lenguaje oficial). 

Puestos ante estas circunstancias, la pregunta se hace más urgente que nunca: ¿cuenta el Perú con una política de 
seguridad alimentaria? 

Es verdad que existen algunos programas sociales orientados a poblaciones en riesgo, pero una política de seguridad 
alimentaria propiamente dicha no existe2 . Lo más cercano que tenemos a una política nacional de seguridad alimen-
taria es la propuesta elaborada por el Centro Nacional de Planeamiento Estratégico (Ceplan)2. 

Utilizando datos de 2002, el Ceplan nos informa que más de la tercera parte de los hogares peruanos sufre de déficit 
calórico, proporción que llega al 47.7% en los hogares rurales; que, a pesar del déficit en el consumo de proteínas, 
solo el 7% del total de recursos pesqueros extraídos son consumidos por la población peruana; que la inseguridad 
alimentaria se agrava por la inequitativa distribución del ingreso, que afecta sobre todo a los pobres extremos; y que 
estamos importando cada vez más los alimentos que necesitamos, ahondando nuestra dependencia alimentaria. Un 
reciente estudio, basado en información de 2007, señala que el 16.4% de las familias urbanas y el 42% de las familias 
rurales estarían en situación de vulnerabilidad alimentaria3.

Enfrentados a esta dolorosa situación, ¿qué medidas propone el Ceplan? Garantizar el acceso de toda la población a 
alimentos apropiados; promover la producción diversificada de alimentos; promover patrones de consumo regionales; 
promover el consumo de alimentos marinos; y amortiguar los efectos de emergencias naturales sobre la seguridad 
alimentaria4. 

Si bien los lineamientos propuestos son bastante razonables, el problema de la propuesta del Ceplan radica en la débil 
voluntad política para atacar el problema que revelan sus metas: alcanzar para 2021 una tasa de desnutrición crónica 
infantil del 14.1% (unos 400 mil niños para ese año). A nosotros nos parece que la cifra es, sencillamente, demasiado 
alta para ser una meta aceptable de lo que el país debe y puede hacer por reducir la inseguridad alimentaria, más aún 
cuando las perspectivas macroeconómicas del Perú siguen siendo — según las propias fuentes oficiales— bastante 
halagüeñas.

Es de lamentar, pero lo más probable es que en 2010 y los años siguientes la inseguridad alimentaria se incremente 
y afecte a un porcentaje cada vez más alto de la población. ¿Por qué pensamos así? Porque la tendencia es a dedicar 
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cada vez más tierras cultivables a la producción de alimentos «boutique» para la exportación (cuyo ejemplo más 
notorio es el espárrago), y de insumos para agrocombustibles (caña de azúcar para etanol, palma aceitera para diésel). 
Todo ello, además, promovido desde el Estado. 

Si a esto le sumamos que la competencia por el agua se intensifica, siendo los agricultores más débiles —justo aquellos 
que producen alimentos para el mercado interno— quienes suelen perder, y que el cambio climático introduce un 
grado de incertidumbre cada vez mayor en la producción agraria, vemos entonces que, al menos en el campo de la 
seguridad alimentaria, no tenemos motivos para ver el futuro con optimismo. 

Notas 

1 	 Eduardo Zegarra y Jorge Tuesta. Schock de precios y vulnerabilidad alimentaria. Grade. Lima, 2009. 
2 	 La definición oficial de la FAO es que” hay seguridad alimentaria «cuando todas las personas tienen en todo momento acceso físico, 

social y económico a los alimentos suficientes, inocuos y nutritivos que satisfagan sus necesidades energéticas diarias y preferencias 
alimentarias para llevar una vida sana y activa”. 

3 	 Zegarra, op. cit. 
4 	 Centro Nacional de Planeamiento Estratégico (Ceplan). Lineamientos estratégicos para el desarrollo nacional 2010-2021, págs. 37-38. 

5 Ibíd., pág. 101.
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